
INICIATIVAS

«Iniciativa que reforma el artículo 321 del Código Penal
Federal, para crear otras calificativas en el delito de ho-
micidio, a cargo del diputado José Porfirio Alarcón Her-
nández, del grupo parlamentario del PRI

José Porfirio Alarcón Hernández, diputado federal de esta
LIX Legislatura, integrante del grupo parlamentario del
PRI, con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución General de la República y en el artículo 55,
fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, acu-
do a esta honorable soberanía a presentar una iniciativa de
proyecto de decreto para crear otras calificativas en el de-
lito de homicidio y establecerlas en el artículo 321 del Có-
digo Penal Federal, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El motivo principal que nos impulsa a presentar esta ini-
ciativa, es el linchamiento de tres policías, dos de ellos ase-
sinados por la turba, que aún con vida, les prendió fuego.

Algunos, muy pocos, en forma equívoca, parecen darle la
razón a esa turba, al señalar que “el pueblo se hace justicia
por su propia mano”. Esta afirmación es una flagrante con-
frontación con la legal y legítima impartición de la justicia.

El linchamiento no tiene justificación alguna. Es inadmisi-
ble que la turba, de facto, se erija en Ministerio Público,
Juez y Ejecutor de una “sentencia” emanada del anonima-
to y la locura. En el sistema penal mexicano no existe la pe-
na de muerte y en ningún país donde si se establece, se
aplica mediante linchamiento. Ese linchamiento es una ex-
presión del extravío de la razón colectiva.

Estos actos superan en crueldad, en ferocidad, en saña, a
los actos cometidos por los animales salvajes, los depreda-
dores matan para comer, para sobrevivir, en cambio estos
individuos, no tienen justificación alguna y sus actos crean
incertidumbre respecto a nuestro futuro individual, familiar
y colectivo –estatal y nacional–.

Si se permite que estos actos de barbarie queden impunes,
estaremos siendo coparticipes de la desintegración del Es-
tado mexicano.

Las acciones violentas como ésta, son inaceptables porque
trastornan al Estado y su principal función, que es la de ha-

cer que prevalezca el Estado de Derecho, entendido éste,
como el sistema jurídico–político en el que se establece y
cumple la división de poderes y se respetan las garantías
individuales.

Doctrinarios, juristas y legisladores han establecido clara-
mente que el Estado fue creado para asegurar la existencia
del hombre conforme a las leyes.

Toda violación a la ley contradice el propósito fundamen-
tal del Estado. El Estado está obligado a asegurar el respe-
to a las leyes.

Las sanciones son el único instrumento jurídico que asegu-
ran la convivencia social, las libertades individuales y la
estabilidad de las instituciones.

El derecho penal es el medio más eficaz para hacer que la
ley se cumpla y a su vez proteja los bienes jurídicos.

Delincuentes y delincuencia no deben estar por encima del
Estado y de la sociedad. Solo un gobierno eficiente y leyes
eficaces, podrán derrotarlos.

Frente a estos acontecimientos repugnantes, a la sociedad
le parece, que la ley penal dispone penas que no corres-
ponden a la magnitud de los ilícitos. Las sanciones se que-
dan cortas.

En la vida real hay circunstancias calificativas que la nor-
ma penal no contempla.

En México sólo un porcentaje menor de delincuentes son
condenados, lo cual origina impunidad creciente y descon-
fianza en el sistema de justicia.

Por otra parte, en ocasiones se priva de la vida a personas
con responsabilidades públicas importantes, como sería el
caso del Presidente de la República, de los Gobernadores
de los Estados, de los Ministros de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, del Presidente de la Cámara de Di-
putados, del Presidente de la Cámara de Senadores.

Frente a un hecho de tal magnitud y gravedad se crea con-
moción que causa inestabilidad de las instituciones e ingo-
bernabilidad, dañándose gravemente al país.

César Bonesano, Marques de Beccaria ya decía hace dos-
cientos cuarenta años que la verdadera medida de los deli-
tos es el daño hecho a la sociedad y que cualquier delito
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ofende a la sociedad, pero no todo delito procura su inme-
diata destrucción. 

El autor o los autores de estos magnicidios, deben ser san-
cionados con una pena mayor, proporcional al daño que
causan, porque no solo se priva de la vida a la persona, si-
no que altera la función del Estado, depositada en esa per-
sona, es decir se ataca al Estado mismo. Se trata de prote-
ger no solo a la persona en lo particular, sino a la alta
función que ésta desempeña.

Estamos de acuerdo con Ludwig Feuerbach cuando en el
siglo XVIII al hablar de la teoría de la prevención general
expuso que el Estado fue creado para asegurar la existen-
cia del hombre conforme a las leyes, que toda violación de
la ley contradice el propósito fundamental del Estado, y és-
te debe asegurar con los medios a su alcance que las leyes
se respeten. Para lograr ese respeto, la pena prevista en la
ley tiene como objetivo intimidar al individuo para que la
cumpla, de tal manera que no lesione bienes jurídicos.

Así mismo coincidimos con Klaus Roxin con su teoría de
la llamada prevención general positiva, cuando dice que el
derecho penal frente al individuo, actúa amenazándolo, y
en su caso imponiéndole y ejecutándole penas. El Estado
amenaza, cuando el legislador crea la norma penal dirigida
a la colectividad, para Roxin es importante esclarecer la
fundamentación del Estado para prohibir conductas bajo la
amenaza de penas y la razón la encuentra en la protección
a bienes jurídicos. 

Por desgracia, la sociedad casi siempre ha ido uno o varios
pasos atrás de las conductas de los individuos que atentan
contra la tranquilidad social.

Estos actos, el linchamiento y el magnicidio, causan es-
tupor, miedo, indignación, vergüenza, crean la sensación
de estar inermes ante su actuación, sobre todo cuando no
hay la certeza de la intervención inmediata y eficaz de la
autoridad ejecutiva, a la que elegimos y de la que espe-
ramos y exigimos su protección como es su finalidad pri-
mordial.

Las leyes se hacen para el futuro, enojados por el pasado.
Debemos tapar el pozo antes de que el niño se ahogue. Que
sea una verdadera prevención general o especial. Que el
sentimiento de culpa no nos invada. La delincuencia no
puede ser superior a nosotros. El Estado es superior a sus
miembros. 

Por otro lado, el Código Penal Federal en el artículo 366
impone una sanción de hasta setenta años de prisión, cuan-
do el secuestrado sea privado de la vida y en el homicidio
calificado se impone la pena de treinta a sesenta años. An-
te tales disposiciones, se propone homologar en el homici-
dio, la penalidad de hasta setenta años.

En la presente iniciativa, se propone establecer como cir-
cunstancias calificativas, además de las clásicas o tradicio-
nales que son la premeditación, la alevosía, la ventaja y la
traición, otras que podríamos llamar de segunda genera-
ción: cuando el homicidio se cometa por precio o promesa
remuneratoria; cuando se cometa con fines terroristas o en
desarrollo de actividades terroristas; cuando sean dos o
más las víctimas; cuando se cometa en la ejecución de un
secuestro y cuando se cometa magnicidio.

No se propone la sanción pecuniaria de multa, porque la
pena de prisión ya es alta y porque no sería razonable que
después de estar preso cuando menos 50 años, todavía ten-
ga que pagar una multa.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se propone la
creación de otras calificativas en el delito de homicidio, la
elevación de la pena mínima de 30 a 50 años, sin aumentar
la máxima de 70 y establecerlas en el artículo 321 del Có-
digo Penal Federal, artículo actualmente derogado, para
quedar como sigue:

Artículo 321.- También será considerado calificado el ho-
micidio, y se sancionará con prisión de 50 a 70 años, cuan-
do exista alguna de las circunstancias siguientes:

I.- Los agresores sean parte de un grupo, turba o multi-
tud de diez o más personas. 

II.- Se cometa mediante lapidación, ahorcamiento, in-
cendio corporal, estando viva o muerta la víctima, o me-
diante golpes, patadas, tubos, machetes, palos o cual-
quier otro instrumento.

III.- Que sea en un lugar céntrico, público, de algún ba-
rrio, pueblo, colonia o ciudad.

IV.- Cuando se prive de la vida al Presidente de la Re-
pública, al Presidente de la Suprema Corte de Justicia,
al Presidente de la Cámara Federal de Diputados, al Pre-
sidente de la Cámara de Senadores y al Gobernador de al-
gún Estado, durante el período del ejercicio de su cargo.



V.- Cuando sean dos o más las víctimas

VI.- Se cometa por precio o promesa remuneratoria.

VII.- Se cometa con fines terroristas o en desarrollo de
actividades terroristas.

VIII.- Cuando se cometa homicidio en la ejecución de
un secuestro 

A los sentenciados por homicidio, cuando existan algunas
de estas circunstancias calificadas, no les beneficiará nin-
guna circunstancia atenuante.

Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor al siguiente día
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de diciembre de
2004.— Dip. José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Justicia y De-
rechos Humanos.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 108, 109,
110, 111, 112, 113 y 114 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Álvaro
Elías Loredo, del grupo parlamentario del PAN

El suscrito, diputado federal a la LIX Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 55 fracción II del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de es-
ta H. Cámara de Diputados, la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 108,
109, 110, 111, 112, 113 y 114; todos de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Exposición de Motivos

El Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece medios de control político de
la mayor importancia para el desarrollo del Estado Mexi-
cano, como lo son las instituciones de juicio político, la de-

claración de procedencia y las responsabilidades del Eje-
cutivo Federal; de igual forma prevé medios de control ju-
rídico, como en la especie lo son los procedimientos de res-
ponsabilidades administrativas de servidores públicos y la
responsabilidad patrimonial del Estado.

En dicho contexto, el contenido de los indicados preceptos
constitucionales encuentra relación directa con el adecuado
funcionamiento y desarrollo de las instituciones guberna-
mentales, por lo que su adecuada aplicación, en momentos
como el actual, requiere de la mayor certidumbre jurídica.

Los procedimientos de control político establecidos en di-
cho Título Cuarto, son cada vez más recurridos por la so-
ciedad y las fuerzas políticas del país debido al cambio de-
mocrático que han presentado las instituciones; sin
embargo, algunos de los actuales preceptos constituciona-
les relativos dan margen a una amplia gama de interpreta-
ciones jurídicas y políticas que dificultan su adecuada apli-
cación, así como la construcción de consensos y acuerdos
para su desarrollo.

Con la presente iniciativa se pretende otorgar mayor certe-
za jurídica en la tramitación de dichos procedimientos
constitucionales; específicamente en las materias de res-
ponsabilidades políticas, penales y administrativas de los
servidores públicos, así como en lo referente a la responsa-
bilidad civil del Estado.

En primer término, se propone reordenar la totalidad de las
disposiciones del Título Cuarto de la Constitución, a efec-
to de aclarar las reglas generales referentes a la responsa-
bilidad oficial, separando con claridad los temas relativos a
las disposiciones generales (artículo 108), responsabilidad
política (artículo 109), responsabilidad penal de los servi-
dores públicos y del Presidente de la República (artículos
110, 111 y 112), responsabilidad administrativa (artículo
113) y responsabilidad civil del Estado (artículo 114).

Disposiciones Generales

En la nueva redacción del artículo 108 que se propone,
consideramos que resulta necesario precisar la lista de las
personas que deben reputarse como servidores públicos.
En este sentido, además de los sujetos que se mencionan en
el texto actual del artículo 108, se sugiere incluir a aquellas
personas que presten sus servicios en órganos constitucio-
nales autónomos, así como a los funcionarios y empleados
del Poder Legislativo Federal y la Asamblea Legislativa
del Distrito Federal.
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Lo anterior resulta oportuno, en virtud de que dichos servi-
cios son prestados a una Institución de Gobierno y con car-
go a los recursos públicos del Estado, por lo que no en-
cuentra sustento su falta de reconocimiento a nivel
constitucional.

De igual forma, y a efecto de otorgar una mejor redacción,
se propone emplear los términos constitucionalmente esta-
blecidos al Poder Judicial de la Federación y al Órgano Ju-
dicial del Distrito Federal; así, se propone cambiar el térmi-
no actualmente empleado de “Poder Judicial Federal” por el
de “Poder Judicial de la Federación”, y el de “Poder Judicial
del Distrito Federal” por el de “órganos judiciales de carác-
ter local del Distrito Federal”, siendo que además, en el se-
gundo de los casos indicados, el artículo 122 constitucional
claramente establece que los poderes del Distrito Federal
son los Poderes Federales, por lo que el Órgano Judicial en
el Distrito Federal no debe ser denominado “poder”.

Por lo que respecta a la responsabilidad del Presidente de
la República, se busca aclarar que durante el ejercicio de su
encargo, únicamente será responsable ante los jueces fede-
rales, por traición a la patria en guerra extranjera y por de-
litos graves del orden federal, previo un procedimiento de
declaración de procedencia especial.

En la iniciativa que se propone, se reitera lo establecido en
el actual tercer párrafo del artículo 108, en el sentido de
que los Gobernadores de los Estados, los Diputados de las
Legislaturas Locales, los Magistrados de los Tribunales
Superiores de Justicia Locales y, en su caso, los miembros
de los Consejos de las Judicaturas Locales, son responsa-
bles por violaciones a la Constitución Federal y a las leyes
federales, así como por el manejo indebido de fondos y re-
cursos federales.

Además, se reitera la obligación de que las entidades fede-
rativas en cada una de sus constituciones establezcan la lis-
ta de los servidores públicos que desempeñando un em-
pleo, cargo o comisión en los Estados y en los Municipios,
deben considerarse como sujetos de las leyes de responsa-
bilidades.

De igual forma, se reitera la obligación de que el Congre-
so de la Unión y las Legislaturas de los Estados, dentro de
los ámbitos de sus respectivas competencias, expidan las
leyes de responsabilidades y demás normas conducentes
para sancionar a quienes incurran en las diversos tipos de
responsabilidades a que se refiere el Título Cuarto de la
Constitución.

Por último se señala que los procedimientos para la aplica-
ción de las sanciones se desarrollarán autónomamente y
que no podrán imponerse dos sanciones de la misma natu-
raleza por una sola conducta, en los términos que se esta-
blece actualmente en el artículo 109. 

Responsabilidad Política

En la presente iniciativa se propone regular el juicio políti -
co en el artículo 109, agrupando diversas disposiciones ais-
ladas que actualmente se encuentran en los artículos 109,
110 y 114.

Se precisa que el juicio político procede en contra de los
servidores públicos enumerados en el propio precepto,
cuando en ejercicio de sus funciones incurran en actos u
omisiones que redunden en perjuicio de los intereses pú-
blicos fundamentales o de su buen despacho, aclarando que
este es improcedente por la mera expresión de ideas.

En la propuesta se reitera la lista de los servidores públicos
que actualmente se encuentran señalados en el artículo en
el artículo 110.

En los términos que se proponen las reformas y adiciones,
se elimina lo relativo a que la resolución del Congreso de
la Unión “será únicamente declarativa”, con lo que el co-
municado que se hace a las legislaturas de los Estados re-
sulta meramente informativo, a efecto de que tomen las
medidas conducentes para la sustitución del servidor pú-
blico separado del encargo. En este sentido, se aclara que
en los casos en que exista un juicio político en materia fe-
deral, los Congresos de los Estados no están facultados pa-
ra emitir una sentencia diversa.

Se reitera la disposición actualmente vigente en el sentido
de que en materia de juicio político las sanciones consisti-
rán en destitución del servidor público y en su inhabilita-
ción para desempeñar funciones, empleos, cargos o comi-
siones de cualquier naturaleza en el servicio público.

De igual forma, se confirma el procedimiento bicameral,
en el que la Cámara de Diputados substancia el procedi-
miento como órgano de acusación, y la Cámara de Sena-
dores participa como Jurado de Sentencia.

En la presente iniciativa se pretende dejar clara la interpre-
tación de las normas en el sentido de la improcedencia de
cualquier recurso o juicio (incluido el amparo) en contra
de cualquier determinación o resolución de las cámaras



en estas materias. Sin embargo, y dadas las delicadas re-
percusiones que dichas determinaciones pueden generar en
algunos casos, se pretende de igual forma precisar clara-
mente que, cuando así proceda, las sentencias de la Cáma-
ra de Senadores puede ser revisada por la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, únicamente, mediante el ejercicio
de la acción de Controversia Constitutucional prevista en el
artículo 105.

Por otra parte, se señala que cualquier ciudadano pude for-
mular denuncia de Juicio Político ante la Cámara de Dipu-
tados. Al incluir esta disposición en el texto del artículo
109, y conforme al nuevo orden que se propone, la dispo-
sición ya no es aplicable para los casos de declaración de
procedencia.

Por último, se precisa que las denuncias solo podrán pre-
sentarse durante el período en que el servidor público se
encuentre en ejercicio y durante un año después de que
concluyó sus funciones. El periodo para resolver será de un
año, contado a partir de que se inicia el procedimiento.

Responsabilidad Penal

Por lo que respecta a la responsabilidad penal y al procedi -
miento de declaración de procedencia que se propone en
los artículos 110 y 111, se reconoce un sistema de protec-
ción a determinados cargos del servicio público, que por su
importancia en las instituciones de gobierno, deben encon-
trarse salvaguardados de ataques políticos encubiertos de
acciones jurídicas de tipo penal. Así, antes de ejercer ac-
ción penal en contra de personas que ostentan cargos espe-
cíficos, es requisito indispensable el conocimiento de la
imputación por parte de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, a efecto de verificar la seriedad de la
acusación y que, en caso procedente, la propia Cámara se-
pare del cargo al servidor público y permita que éste en-
frente ante los tribunales ordinarios la acusación penal res-
pectiva.

Para lograr lo anterior, en primer término se pretende que
en el artículo 110 se compilen las diversas disposiciones
que sobre la materia penal existen actualmente en los artí-
culos 109, 111 y 112.

Por otra parte, se propone regular el procedimiento de de-
claración de procedencia en el artículo 111. Al respecto, en
primer lugar se propone modificar la lista de los servidores
públicos que pueden ser sujetos de este procedimiento.

Al respecto, debe tomarse en consideración que el actual
sistema constitucional no establece procedimiento alguno
de verificación previa de acusaciones de índole jurídico-
penal en contra de jueces y magistrados del Poder Judicial
de la Federación, así como los Magistrados de las Salas
Regionales del Tribunal Electoral.

Debe observarse que dichos servidores públicos tienen en-
comendada en gran medida la protección y aseguramiento
de la supremacía constitucional frente a actos autoritarios,
por lo que su importante función de interpretación consti-
tucional y de supervisión de regularidad jurídica de los ac-
tos de autoridad, en algunos casos puede ser susceptible de
generar enconos que se traduzcan en acusaciones penales
sin sustento.

La independencia de los órganos de interpretación consti-
tucional, debe ser fortalecida mediante un sistema de pro-
tección que permita verificar el sustento jurídico de un po-
sible ejercicio de acción penal, por parte de los gobiernos
Federal o locales, en contra de los servidores públicos que
tienen encomendada esa alta función jurisdiccional creada
a nivel constitucional.

Dicha propuesta, acorde con las disposiciones de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, permitirá
otorgar un sustento constitucional de mayor claridad a la
protección de la independencia que deben ostentar dichos
cargos. 

Estas mismas consideraciones aplican en relación con el
Presidente  y los Visitadores de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos, quienes también deben de gozar de
la protección constitucional, en atención a las delicadas ta-
reas que realizan.

En otro aspecto cuya revisión se propone, se precisa que la
declaración de procedencia es un sistema de protección al
cargo del servicio público, no a la persona que lo ostenta;
puesto que la experiencia nos ha indicado que en los pre-
ceptos vigentes son de confusa interpretación al momento
de su aplicación, toda vez que es discutible si la protección
procesal establecida constitucionalmente, alcanza a aque-
llas personas que por la solicitud y obtención de licencia,
se han separado momentáneamente del cargo de servidor
público.

Por lo anterior, y a efecto de otorgar mayor claridad al tex-
to constitucional, se propone establecer expresamente que
no se requerirá declaración de procedencia para proceder
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penalmente en contra de personas que hayan concluido el
cargo, o se encuentren separados de este, por motivo de ob-
tención de licencia o cualquier otro que implique el no ejer-
cicio de dicho cargo en el servicio público.

Así, se precisa que el objeto del fuero es proteger la fun-
ción pública y que por lo tanto no es necesaria la declara-
ción de procedencia en los casos en que el funcionario se
encuentre separado de su encargo por cualquier motivo. Si
regresa a ocupar el cargo, se tendrá que solicitar la decla-
ración de procedencia, sin embargo, no se podrá regresar a
ocupar el cargo en aquellos casos en que exista sentencia
condenatoria.

En este mismo sentido, se aclara que la declaración de pro-
cedencia es necesaria durante el “ejercicio del encargo” de
los servidores públicos que se mencionan, eliminando la
actual confusión en la interpretación del texto del primer
párrafo del artículo 111 vigente, en el sentido de que la de-
claración de procedencia solamente es aplicable para pro-
ceder en los casos en que los delitos sean cometidos du-
rante el tiempo del encargo.

También se aclara que la declaratoria de procedencia per-
mite que se juzgue al servidor público por cualquier delito,
aún aquellos que sean distintos a los que fueron motivo de
la solicitud de declaración de procedencia.

Al reiterarse que la resolución de la Cámara de Diputados
no prejuzga sobre los fundamentos de la imputación, y al
existir la posibilidad de plena defensa del inculpado ante
los tribunales correspondientes, se establece que para el ca-
so concreto de la declaración de procedencia no procede
ningún medio de impugnación.

También se precisa que las resoluciones de declaración de
procedencia se comunican a las Legislaturas Locales úni-
camente para que resuelvan lo conducente en relación con
la sustitución del servidor público, con lo que se aclara que
no existe posibilidad de que la resolución de la Cámara de
Diputados sea revisada o exista un segundo procedimiento
de declaración de procedencia en relación con los mismos
hechos.

En el caso de que existan delitos cometidos durante el ejer-
cicio del encargo, que fueron motivo de la declaración de
procedencia, no procederá la gracia del indulto, siempre y
cuando se trate de alguno de los delitos por los que la Cá-
mara de Diputados resolvió que ha lugar a proceder.

Por último, se precisa que aún y cuando no se requiere de-
claración de procedencia para que los servidores públicos
enfrenten juicios del orden civil, no proceden los arrestos
administrativos que afecten su función.

Responsabilidad Penal del Presidente de la República

Se propone que en el artículo 112 se precisen los temas re-
lativos a la responsabilidad penal del Presidente de la Re-
pública y el procedimiento de declaración de procedencia
específico para este servidor público.

En virtud de que en la persona del Presidente de la Repú-
blica se encarna la totalidad del Poder Ejecutivo, es nece-
sario establecer un procedimiento especial.

En los términos señalados en la propuesta del artículo 108,
se precisa que en este caso procede la declaración de pro-
cedencia, solamente por delitos graves federales y por trai-
ción a la Patria en guerra extranjera, siguiendo un procedi-
miento especial con intervención de ambas Cámaras del
Congreso, en las que deberá existir una votación calificada.

Además, dada la trascendencia de la resolución y los daños
que eventualmente se le pueden causar al Estado, se preci-
sa que estos asuntos son revisables por la Suprema Corte
de Justicia de la Nación mediante el ejercicio de la acción
de Controversia Constitucional.

Responsabilidad Administrativa

Por otra parte, se propone que en el artículo 113 constitu-
cional se concentren las disposiciones relativas al estable-
cimiento de sistemas de responsabilidades administrativas
de los servidores públicos.

Al respecto, se toma en consideración que en los artículos
109 y 113 actualmente vigentes, se determina que las leyes
deberán salvaguardar la legalidad, honradez, imparcialidad
y eficiencia en el desempeño de las funciones del servicio
público; sin embargo, de igual forma determina que la le-
gislación secundaria deberá salvaguardar la “lealtad” en el
desempeño de las propias funciones.

La presente iniciativa propone eliminar el término “leal-
tad” de la disposición constitucional, en virtud de ser vago
e impreciso.

En efecto, si bien es cierto que una correcta interpretación
constitucional debe determinar que la lealtad de un servidor



público únicamente se encuentra en relación con la Consti-
tución, el país y el Estado de Derecho, también lo es, que
en diversas ocasiones se ha cuestionado dicho término en
relación al sujeto, objeto o circunstancia a quién, o a qué,
se debe dicha lealtad. 

En tal virtud, y toda vez que la lealtad a la Constitución, al
Estado y al ordenamiento jurídico, que todo servidor pú-
blico debe guardar, es un principio reconocido integral-
mente por nuestro sistema constitucional, a efecto de no
permitir una incorrecta interpretación de nuestra máxima
norma jurídica, se propone la eliminación de dicho térmi-
no.

Responsabilidad Patrimonial del Estado

El Constituyente Permanente, al introducir el concepto de
responsabilidad patrimonial del estado, la había colocado
como un párrafo adicional al artículo 113.

Dada la importancia que merece, se propone reservar el ar-
tículo 114 para regular lo relativo a la responsabilidad del
Estado con motivo de su actividad administrativa irregular.

Así pues, con la presente propuesta de reformas y adicio-
nes, se pretende el fortalecimiento de los sistemas de con-
trol previstos en el Título Cuarto de nuestra Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en aras de una
mejor aplicación y vigencia de la misma, con respeto ple-
no al Estado de Derecho.

En virtud de todo lo anterior, se somete a consideración del
Constituyente Permanente, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 108, 109, 110, 111, 112, 113 y 114; todos de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue:

Título Cuarto
De las Responsabilidades de los Servidores

Públicos y Patrimonial del Estado

Artículo 108.- Para los efectos de las responsabilidades a
que alude este Título se reputarán como servidores públi-
cos a los representantes de elección popular, a los miem-
bros del Poder Judicial de la Federación y de los órganos
judiciales de carácter local del Distrito Federal, los funcio-
narios, y en general, a toda persona que desempeñe un em-
pleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en los Po-

deres Ejecutivo, Legislativo y Judicial de la Federación o
del Distrito Federal, así como a los servidores de los  En-
tes Públicos Federales previstos en esta Constitución, quie-
nes serán responsables por los actos u omisiones en que in-
curran en el desempeño de sus respectivas funciones.

El Presidente de la República, durante el tiempo de su en-
cargo, sólo podrá ser acusado por traición a la patria en
guerra extranjera y delitos graves del orden federal, previa
declaración de procedencia.

Los Gobernadores de los Estados, los Diputados a las Le-
gislaturas Locales, los Magistrados de los Tribunales Su-
periores de Justicia Locales y, en su caso, los miembros de
los Consejos de las Judicaturas Locales, serán responsables
por violaciones a esta Constitución y a las leyes federales,
así como por el manejo indebido de fondos y recursos fe-
derales.

Las Constituciones de los Estados de la República precisa-
rán, en los mismos términos del primer párrafo de este ar-
tículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carác-
ter de servidores públicos de quienes desempeñen empleo,
cargo o comisión en los Estados y en los Municipios.

El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados,
dentro de los ámbitos de sus respectivas competencias, ex-
pedirán las leyes de responsabilidades de los servidores
públicos y las demás normas conducentes a sancionar a
quienes, teniendo este carácter, incurran en las responsabi-
lidades a que se refiere el presente título.

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones se
desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos
veces por una sola conducta sanciones de la misma natura-
leza.

Artículo 109.- Procederá el juicio político en contra de los
servidores públicos que se precisan en este mismo precep-
to, cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en ac-
tos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses
públicos fundamentales o de su buen despacho. No proce-
de el juicio político por la mera expresión de ideas.

Podrán ser sujetos de juicio político los senadores y dipu-
tados al Congreso de la Unión, los Ministros de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros de la Ju-
dicatura Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de
Departamento Administrativo, los Diputados a la Asam-
blea del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del Distrito
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Federal, el Procurador General de la República, el Procu-
rador General de Justicia del Distrito Federal, los Magis-
trados de Circuito y Jueces de Distrito, los Magistrados y
Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, los Conseje-
ros de la Judicatura del Distrito Federal, el consejero Pre-
sidente, los Consejeros Electorales, y el Secretario Ejecuti-
vo del Instituto Federal Electoral, los Magistrados del
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, los
Directores Generales y sus equivalentes de los organismos
descentralizados, empresas de participación estatal mayo-
ritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fi-
deicomisos públicos.

Los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales, Ma-
gistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales
y, en su caso, los miembros de los Consejos de las Judica-
turas Locales, sólo podrán ser sujetos de juicio político en
los términos de este titulo por violaciones graves a esta
Constitución y a las leyes federales que de ella emanen, así
como por el manejo indebido de fondos y recursos federa-
les. La resolución se comunicará a las Legislaturas Locales
para que, en ejercicio de sus atribuciones, procedan a la
aplicación de dicha resolución.

Las sanciones consistirán en la destitución del servidor pú-
blico y en su inhabilitación para desempeñar funciones,
empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el
servicio público.

Para la aplicación de las sanciones a que se refiere este pre-
cepto, la Cámara de Diputados procederá a la acusación
respectiva ante la Cámara de Senadores, previa declaración
de la mayoría absoluta del número de los miembros pre-
sentes en sesión de aquella Cámara, después de haber subs-
tanciado el procedimiento respectivo y con audiencia del
inculpado.

Conociendo de la acusación la Cámara de Senadores, eri-
gida en Jurado de sentencia, aplicará la sanción correspon-
diente mediante resolución de las dos terceras partes de los
miembros presentes en sesión, una vez practicadas las dili-
gencias correspondientes y con audiencia del acusado.

Las declaraciones y resoluciones, de trámite o definitivas,
de las Cámaras de Diputados y Senadores, son inatacables.
Solo podrá ser combatida la sentencia de la Cámara de Se-
nadores, cuando así proceda, mediante el ejercicio de Con-
troversia Constitucional en términos del artículo 105 de es-
ta Constitución.

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad
y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá
formular denuncia ante la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión respecto de las conductas a las que se re-
fiere el presente artículo.

Las denuncias de juicio político sólo podrán presentarse
durante el período en el que el servidor público desempeñe
su cargo y dentro de un año después. Las sanciones corres-
pondientes se aplicarán en un período no mayor de un año
a partir de iniciado el procedimiento.

Artículo 110.- La comisión de delitos por parte de cual-
quier servidor público será perseguida y sancionada en los
términos de la legislación penal.

Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los
que se deba sancionar penalmente por causa de enriqueci-
miento ilícito a los servidores públicos que durante el tiem-
po de su encargo, o por motivos del mismo, por sí o por in-
terpósita persona, aumenten substancialmente su
patrimonio, adquieran bienes o se conduzcan como dueños
sobre ellos, cuya procedencia lícita no pudiesen justificar.
Las leyes penales sancionarán con el decomiso y con la pri-
vación de la propiedad de dichos bienes, además de las
otras penas que correspondan.

Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo dis-
puesto en la legislación penal, y tratándose de delitos por
cuya comisión el autor obtenga un beneficio económico o
cause daños o perjuicios patrimoniales, deberán graduarse
de acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad de sa-
tisfacer los daños y perjuicios causados por su conducta ilí-
cita. Las sanciones económicas no podrán exceder de tres
tantos de los beneficios obtenidos o de los daños o perjui-
cios causados.

La responsabilidad por delitos cometidos durante el tiem-
po del encargo por cualquier servidor público, será exigi-
ble de acuerdo con los plazos de prescripción consignados
en la Ley penal, que nunca serán inferiores a tres años. Los
plazos de prescripción se interrumpen en tanto el servidor
público desempeña alguno de los encargos a que hace re-
ferencia en el artículo 111.

Artículo 111.- Para proceder penalmente durante el ejerci-
cio de su encargo en contra los Diputados y Senadores al
Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, los Magistrados de la Sala Su-
perior y de las Salas Regionales del Tribunal Electoral del



Poder Judicial de la Federación, los Consejeros de la Judi-
catura Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de
Departamento Administrativo, los Diputados a la Asam-
blea del Distrito Federal, el Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, el Procurador General de la República y el Procu-
rador General de Justicia del Distrito Federal, Magistrados
de Circuito, Jueces de Distrito, el Consejero Presidente y
los Consejeros Electorales del Consejo General del Institu-
to Federal Electoral, así como el Presidente y los Visitado-
res de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, la
Cámara de Diputados declarará por mayoría absoluta de
sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a pro-
ceder contra el inculpado.

El objeto de la declaración de procedencia es proteger la
función pública. No se requerirá la declaración de proce-
dencia de la Cámara de Diputados cuando el servidor pú-
blico se encuentre separado de su encargo por cualquier
motivo, pero si vuelve a desempeñar sus funciones propias
o es nombrado o electo para desempeñar otro cargo distin-
to, pero de los enumerados en este artículo, se suspenderán
los procesos correspondientes a efecto de que se solicite la
declaración de procedencia. En el caso de que el servidor
público obtenga una sentencia condenatoria no podrá vol-
ver a desempeñar sus funciones, hasta en tanto se cumpla
con la sentencia correspondiente.

Si la Cámara declara que ha lugar a proceder, el sujeto
quedará inmediatamente separado de su encargo y a dispo-
sición de las autoridades competentes para que actúen con
arreglo a la ley, incluso por cualquier otro delito que se le
impute.

Si la resolución de la Cámara fuese negativa se suspenderá
todo procedimiento ulterior, pero ello no será obstáculo pa-
ra que la imputación por la comisión del delito continúe su
curso cuando el inculpado haya concluido el ejercicio de su
encargo, pues la misma no prejuzga los fundamentos de la
imputación.

Para poder proceder penalmente por delitos federales con-
tra los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales,
Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia de los
Estados y, en su caso, los miembros de los Consejos de las
Judicaturas Locales, se seguirá el mismo procedimiento es-
tablecido en este artículo. En el caso de que se resuelva que
ha lugar a proceder, la declaración deberá comunicarse a
las Legislaturas Locales, para que en ejercicio de sus atri-
buciones procedan a la sustitución del servidor público.

Las declaraciones y resoluciones, de trámite o definitivas,
de la Cámara de Diputados son inatacables.

Si el servidor público resulta absuelto con anterioridad a
que termine el periodo de su encargo podrá reasumir su
función. Si la sentencia fuere condenatoria en y se trata de
un delito cometido durante el ejercicio de su encargo, no se
concederá al reo la gracia del indulto, siempre y cuando se
trate de alguno de los delitos por los que la Cámara de Di-
putados resolvió que ha lugar a proceder.

En demandas del orden civil que se entablen contra cual-
quier servidor público no se requerirá declaración de pro-
cedencia, sin embargo, no podrán ejecutarse arrestos admi-
nistrativos en su contra.

Artículo 112.- Por lo que toca al Presidente de la Repúbli -
ca, durante el tiempo de sus funciones, sólo habrá lugar a
acusarlo por los delitos a que se refiere el artículo 108, pre-
via declaración de procedencia que deberá tramitarse ante
ambas Cámaras del Congreso de la Unión.

El procedimiento se instruirá en la Cámara de Diputados y
previa declaración de las dos terceras partes de sus inte-
grantes de que ha lugar a proceder, se remitirán las conclu-
siones a la Cámara de Senadores.

Conociendo de las conclusiones, una vez practicadas las
diligencias correspondientes y con audiencia del acusado,
la Cámara de Senadores erigida en Jurado de procedencia,
separará al Presidente de su encargo y lo pondrá a disposi-
ción del Juez Federal competente, mediante resolución de
las dos terceras partes de sus integrantes.

Si la resolución de cualquiera de las Cámaras fuese negati-
va, se suspenderá todo procedimiento ulterior. En caso de
ser positiva, solamente podrá ser juzgado el Presidente por
los delitos que se consideraron en la declaratoria corres-
pondiente, sin perjuicio de que enfrente cualquier acusa-
ción una vez que haya concluido el ejercicio de su encargo.

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Dipu-
tados y Senadores podrán ser combatidas, cuando así pro-
ceda, mediante el ejercicio de Controversia Constitucional
en términos del artículo 105 de esta Constitución.

Artículo 113.- Las leyes sobre responsabilidades adminis-
trativas de los servidores públicos, determinarán sus obli-
gaciones a fin de salvaguardar la legalidad, honradez, im-
parcialidad, y eficiencia en el desempeño de sus funciones,
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empleos, cargos y comisiones; las sanciones aplicables por
los actos u omisiones en que incurran, así como los proce-
dimientos y las autoridades para aplicarlas. Dichas sancio-
nes, además de las que señalen las leyes, consistirán en sus-
pensión, destitución e inhabilitación, así como en
sanciones económicas y deberán establecerse de acuerdo
con los beneficios económicos obtenidos por el responsa-
ble y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por
sus actos u omisiones a que se refiere este artículo  pero
que no podrán exceder de tres tantos de los beneficios ob-
tenidos o de los daños y perjuicios causados.

La ley señalará los casos de prescripción de la responsabili-
dad administrativa tomando en cuenta la naturaleza y conse-
cuencia de los actos y omisiones en que incurrió el servidor
público. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los
plazos de prescripción no serán inferiores a tres años.

Artículo 114.- La responsabilidad del Estado por los daños
que, con motivo de su actividad administrativa irregular
cause en los bienes o derechos de los particulares, será ob-
jetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una in-
demnización conforme a las bases, límites y procedimien-
tos que establezcan las leyes.

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo.- En los casos que sea necesario, las Legislaturas
de las Entidades Federativas deberán modificar la corres-
pondiente Constitución del Estado para ajustarla a lo dis-
puesto en el presente decreto de reforma constitucional, en
el plazo de un año contado a partir de que entre en vigor.

Tercero.- El Congreso de la Unión y las Legislaturas de las
Entidades Federativas, en el ámbito de sus respectivas
competencias, deberán adecuar a lo dispuesto en el presen-
te decreto de reforma constitucional, la legislación secun-
daria respectiva, en el plazo de un año contado a partir de
que entre en vigor. 

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 7 días del
mes de diciembre de 2004.— Dip. Álvaro Elías Loredo (rú-
brica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales.

«Iniciativa de Ley para la Protección y Fomento de las
Semillas Mejoradas y Variedades Nativas Mexicanas, a
cargo del diputado Víctor Suárez Carrera, del grupo par-
lamentario del PRD

Los suscritos, diputados federales integrantes del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
de la Cámara de Diputados de la LIX Legislatura del H.
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a considera-
ción de esta soberanía la presente Iniciativa con proyecto
de decreto para crear la Ley para la Protección y Fomento
de las Semillas Mejoradas y Variedades Nativas Mexica-
nas, la cual se fundamenta y motiva bajo la siguiente

Exposición de Motivos

Agricultura y proyecto de desarrollo nacional sobera-
no, libre, justo y sustentable

El sector agropecuario y agroindustrial es el cimiento de la
economía, pues asegurar la alimentación de la población es
una condición indispensable de la vida humana.

Un proyecto de desarrollo al servicio de la nación debe in-
cluir de manera necesaria, el pleno desarrollo de la socie-
dad rural y la seguridad y soberanía alimentarias, que ase-
guren la subsistencia de toda la población, y la
sustentabilidad de la vida en el corto, mediano y largo pla-
zo.

Asegurar la alimentación de toda la población con base en
la producción nacional, y la libre autodeterminación nacio-
nal para decidir las condiciones de producción y consumo,
así como para la importación y exportación de alimentos,
es cuestión de seguridad nacional.

La política de estado a largo plazo del país, requiere ase-
gurar la sustentabilidad de la vida y la soberanía alimenta-
ria, por lo que debe incluir de manera necesaria, la política
e instituciones públicas que aseguren la producción de se-
millas, el control nacional de este proceso, el resguardo de
la agrobiodiversidad y el control nacional de la biogenéti-
ca, para asegurar la subsistencia de los mexicanos en el lar-
go plazo.



Naturaleza de las semillas y su importancia para la pro-
ducción de alimentos

El inicio de la agricultura es también el inicio de la civili -
zación humana. La condición que la hizo posible fue, de
manera decisiva, la domesticación de las plantas y el ase-
guramiento de la irrigación para su cultivo.

Las civilizaciones americanas crearon de manera indepen-
diente, al igual que otras culturas, las condiciones para ase-
gurar la reproducción de las plantas, por lo que desarrolla-
ron un amplio y complejo sistema de conocimientos
astronómicos, biológicos, de ingeniería hidráulica y de
conservación y cruza de variedades, que les permitió la
subsistencia y el aumento de la población.

Más aún, en los varios centenares de culturas precolombi-
nas, estos conocimientos se vincularon a la propia identi-
dad y expresión como individuos y sociedades, cuyas reso-
nancias están plenamente presentes en el México
contemporáneo y estarán seguramente en el futuro.

El conocimiento ancestral de la flora y sus formas de re -
producción, y en particular de la selección y conservación
de las semillas, representan un acervo prodigiosamente di-
verso en lo natural y en lo cultural.

México es una de las pocas naciones megadiversas del
mundo. Los territorios de México, Meso y Centro América
constituyen uno de los principales centros de origen, do-
mesticación y mejoramiento de especies agrícolas del
mundo. Entre los cultivos que se originaron en esta región,
uno de fundamental importancia es el maíz, por ser uno de
los tres cultivos más importantes para la alimentación de la
población mundial, y el más importante para México. Tam-
bién se generaron, entre otros, los cultivos del amaranto, pa-
pa dulce, frijol, calabaza y calabacita, chile, papaya, aguaca-
te, jitomate, cacao, guayaba, nuez, algodón, sisal y vainilla.

Desde hace miles de años los productores agrícolas gene-
raban para sí mismos las semillas que utilizaban al si-
guiente ciclo. Esta tarea tenía también el propósito de me-
jorar gradualmente las cualidades productivas de los
cultivos por medio de la selección de las semillas que el
agricultor recolectaba. El mejoramiento tradicional que ha-
cía el productor, era al mismo tiempo una actividad de con-
servación de las características genéticas de las semillas.
Generación tras generación los agricultores fueron conser-
vando y adaptando las semillas a sus necesidades y parti-
cularidades ecológicas de su región.

La diversidad de semillas era una de sus principales carac-
terísticas. Las condiciones cambiantes del clima así lo re-
querían. En el caso del cultivo del maíz, el campesino uti-
lizaba varios tipos de semillas, que constantemente sometía
a las condiciones ecológicas imperantes de su microrre-
gión. La conservación de las semillas era una cuestión in-
dispensable para la sobrevivencia de la comunidad.

El clima, el suelo, las semillas y la cultura agrícola, con-
forman un complejo de relaciones que hicieron posible la
evolución de los cultivos a nivel de microrregión.

En consecuencia, los tipos y características de las semillas,
expresaban de manera concreta diversas formas de agricul-
tura, organización productiva y social, preferencias por
cualidades diversas de los productos, características y po-
tencial genético de las plantas; que integraban sistemas
agrícolas y de producción.

El control, conservación y mejoramiento de las semillas y
variedades, garantiza el potencial genético de cada una de
las especies de la flora, y expresa de manera concreta un
determinado modelo de agricultura y alimentación. 

La agricultura a gran escala, basada en la utilización inten-
sa de agroquímicos, tecnologías y maquinaria, energía no
renovable y agua, ha conducido a la monopolización y oli -
gopolización de las cadenas agroalimentarias; concentra-
ción de recursos en pocas manos; externalización de los
costos ambientales; desmantelamiento de las agriculturas
campesinas y, finalmente a la dependencia alimentaria.

Importancia de las semillas para la seguridad, sobera-
nía alimentaria y la sustentabilidad

El control y aprovisionamiento de semillas ha sido desde
siempre factor de poder. La naturaleza de las semillas co-
mo portadoras de los genes que determinan las caracterís-
ticas biológicas de las plantas y de los cultivos, se consti -
tuye en objeto privilegiado de decisión política para los
estados.

La preservación, mejoramiento y producción sustentable y
autónoma de las semillas, es crucial para una política de
Estado a largo plazo, basada en la soberanía y seguridad
alimentarias de toda la nación así como para el desarrollo
humano y productivo de millones de pobladores rurales.

La pregunta sobre quién tiene el control de las semillas y
del sistema agroalimentario del país, es fundamental para
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la soberanía nacional. La autodeterminación nacional en
relación con la alimentación, requiere modificar la situa-
ción actual, en la que el país depende del control oligopó-
lico que ejercen sobre las semillas unas cuantas empresas
trasnacionales, tales como Monsanto, Dupont, Syngenta,
Down Agrosciences, Agrevo, Seminis y Peto Seeds.

El reto actual es conservar a futuro, de manera soberana, la
mega diversidad natural, agrícola y cultural de México, que
garantice la producción suficiente y sustentable, de ali-
mentos sanos e inocuos, en un marco de desarrollo soste-
nible, que fortalezca y renueve las tradiciones culturales
ancestrales enraizadas en la historia. La preservación y sus-
tentabilidad de nuestras semillas es un desafío político, am-
biental, económico y cultural.

El desmantelamiento de las instituciones públicas vin-
culadas al desarrollo agroalimentario nacional y su re-
flejo en la producción de semillas

A partir de la creación del moderno Estado mexicano has-
ta la década de los setenta, el país invirtió sistemáticamen-
te en la investigación agrícola y en la enseñanza agrícola
superior y de postgrado, lo cual condujo a la obtención de
plantas mejoradas que fueron puestas a la disposición de
los productores mexicanos.

Sin embargo, el Ejecutivo Federal desde los ochenta, en el
marco de las políticas de ajuste estructural hacia el campo,
ha promovido el abandono de las responsabilidades consti-
tucionales en materia de desarrollo económico y rural, pro-
piciando la profundización de la crisis en el campo y colo-
cando al país en una grave situación de dependencia
alimentaria. 

En este contexto, en el marco de los programas de ajuste
estructural y siguiendo las recomendaciones del Banco
Mundial y el BID, el Ejecutivo Federal tomó la decisión de
gradualmente minimizar y desparecer la mayoría de las en-
tidades públicas vinculada con el campo tales como, entre
otras, Banrural, Fertimex, Conasupo, Andsa, Boruconsa,
Conafrut y la Productora Nacional de Semillas (Pronase).

Entre los años 1955 y 1995 la Comisión Nacional del Ma-
íz y posteriormente la empresa paraestatal Productora Na-
cional de Semillas (Pronase) cumplieron las funciones de
Estado para garantizar la multiplicación y comercializa-
ción las semillas mejoradas liberadas por el Instituto Na-
cional de Investigaciones Forestales, Agrícolas y pecuarias
(INIFAP) o por sus antecesoras (Instituto de Investigacio-

nes Agrícolas (IIA), Oficina de Estudios Especiales (OEE)
y el Instituto Nacional de Investigaciones agrícolas. 

Estas semillas mejoradas eran llevadas a todos los rincones
del campo mexicano, independientemente del nivel econó-
mico o social de los productores; su función era apoyar el
esfuerzo nacional por la incrementar la producción, asegu-
rar la sanidad de los cultivos y garantizar la calidad e ino-
cuidad de los alimentos; en suma, para coadyuvar a la se-
guridad alimentaria de la nación.

La operación de Pronase fue descarrilada por decreto pre-
sidencial del entonces presidente Carlos Salinas de Gortari
en el año 1991. A partir de entonces, empresas de capital
privado transnacional han realizado con éxito la multipli-
cación y comercialización de las semillas mejoradas, pro-
ducto de la investigación privada, si bien, estrictamente
dentro de los límites que marca la rentabilidad en esa ope-
ración. Estos límites se han marcado sólo para dos cultivos
de polinización cruzada: maíz y sorgo (los productores han
de comprar su semilla híbrida cada año) y solo dentro de
las regiones más productivas del país (riego y buen tempo-
ral) y para beneficio preferentemente de productores de ti -
po empresarial.

A partir de la participación de las empresas de capital pri-
vado transnacional, las ofertas de semillas híbridas de ma-
íz de las regiones más productivas del país (noroeste, bajo
riego, bajío bajo riego y temporal) han ayudado a incre-
mentar los rendimientos de grano de manera sustantiva.

Sin embargo, los precios de venta de esas semillas híbridas
han llegado a ser de los más altos del mundo, en virtud de
su control oligopólico del mercado. Las razones de estos
precios son, sin duda, los altos costos de investigación pa-
ra el desarrollo tecnológico, los márgenes de ganancia de-
mandados por el capital privado invertido y la nula regula-
ción gubernamental al respecto.

El INIFAP dispone de híbridos para estas mismas regio-
nes, que hayan mostrado capacidades de rendimiento
competitivos con los híbridos de las empresas trasnacio-
nales y que aun después de reflejar los costos de la inves-
tigación y un margen de ganancia realista en el precio de
la semilla, podrían ser ofrecidos a los productores a pre-
cios competitivos.

Por no ser rentables para las empresas semilleros trasna-
cionales, las versiones de maíz de polinización libre, des-
arrolladas por la investigación pública para regiones de



menor potencial productivo y sector social han dejado de
ser multiplicadas o comercializadas de manera institucio-
nal, los productores de variedades de maíz de polinización
libre no compran su semilla todos los años.

Sólo una fracción de los híbridos de maíz producto de la in-
vestigación pública, son multiplicados y comercializados
por empresas de los sectores privado nacional y social.

Los productores de maíz de las regiones de menor poten-
cial productivo como la Meseta semiárida del Norte, el Ba-
jío Semiárido, y las Sierras, han de prescindir de semillas
mejoradas obtenidas institucionalmente, cosechando su
propia semilla.

Los cultivos de autógamas en México carecen de interés
para las empresas de semillas del capital privado transna-
cional por que los productores no demandan la semilla me-
jorada cada año. Por su parte, algunas empresas de capital
privado nacional, el patronato del trigo en el noroeste y en
condiciones de riego, y los industriales de la cebada malte-
ra del centro del país, han podido abordar la multiplicación
y comercialización de semillas de esas plantas autógamas
con relativo éxito. En cambio, no obstante que el INIFAP
ha desarrollado materiales genéticos mejorados de alto po-
tencial productivo, los productores de arroz de los estados
de Morelos, Veracruz y Jalisco, carecen del servicio de
multiplicación, comercialización y certificación de sus se-
millas, lo que obviamente limita su nivel de rendimientos
y su competitividad frente a versiones de arroz producidos
dentro del área del Tratado de Libre Comercio. 

Las semillas de arroz para la siembra de nuestros produc-
tores carecen de la protección mínima contra tres de sus
mayores enemigos; el arroz rojo, la transmisión de la en-
fermedad causada por el hongo Pirycularia y las mezclas
de variedades, todos transmitidos a través de semillas no
certificadas.

Otro tanto ocurre con el cultivo básico fríjol, cultivo para
que el INIFAP ha desarrollado variedades mejoradas adap-
tadas a casi todas las regiones productoras del país. No
obstante su importancia alimenticia, solo en un par de re-
giones hay multiplicación, certificación y comercialización
de semillas mejoradas de INIFAP.

Este estado de cosas reduce la competitividad de la pro-
ducción domestica de fríjol frente a los competidores del
TLC.

Las reglas que definieron la creación de la Pronase especi-
ficaban sin duda alguna que el INIA (antecesor del IN-
IFAP) habría de entregar sus semillas mejoradas de cate-
goría original a la Pronase, que se encargaría de su
multiplicación y comercialización. Esta regla rompió con
la cadena necesaria “Obtentor multiplicador”.

El investigador del INIA ahora INIFAP, obtentor de una se-
milla mejorada, hubo de desvincularse por el reglamento,
del proceso de multiplicación.

En la relación INIFAP-Pronase, el INIFAP funcionó como
portador de germoplasma por única vez. 

Desde 1991, Pronase está en estado de inanición. Esto es
parte de la estrategia gubernamental de privatizar todo el
sector agroalimentario, desde las semillas hasta el consu-
mo, dejando todo en manos de unas cuantas grandes em-
presas nacionales y sobre todo, trasnacionales.

La necesidad de rescatar y revalorizar la función del
Estado en materia de conservación, investigación, fo-
mento y abasto de semillas y variedades nativas en un
nuevo contexto nacional e internacional

La seguridad y soberanía alimentaría son un objetivo su-
perior nacional, este objetivo demanda que el campo me-
xicano sea aprovechado eficientemente y sosteniblemen-
te. La preservación, mejoramiento y disponibilidad de
semillas y variedades nativas para cultivos alimenticios,
es uno de los factores torales de este aprovechamiento
eficiente y sostenible.

Para ello se necesita de un nuevo abordaje al problema:
rescatar y revalorizar el papel del Estado en un nuevo
contexto nacional e internacional, valorizar el papel acti-
vo en la operación de las políticas al respecto de los acto-
res económicos, sociales y de las instituciones de investi-
gación en la materia. El país requiere de un nuevo arreglo
institucional y de nuevo sistema de articulación y vincu-
lación; no podemos regresar a la vieja institucionalidad ni
a las formas estatistas y excluyentes de intervención del
Estado.

El desafío, entonces, es el de recuperar, rescatar, reivindi-
car y valorizar activamente la función irrenunciable del Es-
tado, la obligación constitucional del Estado, en lo refe-
rente al fomento y protección de las semillas mejoradas y
las variedades nativas mexicanas indispensables para la
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soberanía y la seguridad alimentaria, la conservación de
nuestro patrimonio filogenético y a la defensa y valoriza-
ción de las culturas agrícolas tradicionales.

Se trata de reivindicar la función del Estado en materia de
semillas en las nuevas condiciones políticas, económicas,
sociales, democráticas del país, así como en el contexto in-
ternacional de disputa por el control de los mercados agro-
alimentarios internacionales y de modelos de dependen-
cia/soberanía alimentaria, en el que los poderes
oligopólicos de las empresas trasnacionales juegan un pa-
pel preponderante.

Una política de Estado de largo plazo exige recuperar la
función activa del Estado a la par que reconocer y promo-
ver la participación activa de los sectores social y privado
involucrados en el tema así como de las instituciones pú-
blicas de investigación vinculadas a la problemática agroa-
limentaria.

Se requiere una nueva institucionalidad que renueve la res-
ponsabilidad pública en la materia, enfatizando las funcio-
nes de regulación, promoción, apoyo, desarrollo de capaci-
dades y construcción de nuevos espacios de participación,
concurrencia y articulación para los sectores público, so-
cial y privado.

En este sentido, la presente iniciativa propone la creación
de la Promotora Nacional de Semillas Mejoradas y Varie-
dades Nativas Mexicanas, la promoción y apoyo de un Sis-
tema Nacional y de un Fondo de Apoyos e Incentivos a di-
cho Sistema.

La iniciativa propone la revalorización de la conservación
in situ, no solamente ex situ de las colecciones más ame-
nazadas y más valiosas de nuestra agrobiodiversidad, fun-
damentales para nuestra soberanía y seguridad alimentarias
y para nuestro desarrollo rural a largo plazo.

Reconoce, asimismo, el papel activo, dinámico, vivo, de
las comunidades campesinas e indígenas en la protección y
mejoramiento de la agrobiodiversidad. Asimismo, recono-
ce el papel fundamental de los sistemas y prácticas agríco-
las tradicionales en la preservación, mejoramiento y abas-
to de semillas para la alimentación y el desarrollo nacional.

Asimismo, la iniciativa estimula la investigación con fon-
dos públicos y privados que conduzcan a la obtención de
variedades mejoradas, así como su transferencia para el
campo mexicano.

La iniciativa de Ley de Fomento y Protección de Semi-
llas Mejoradas y Variedades Nativas Mexicanas

La presente iniciativa es reglamentaria de los Artículos 25
y 27 fracción XX de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, sus disposiciones son de interés públi-
co y de observancia general en toda la República, su obje-
to es la protección de la biodiversidad agrícola y el fomen-
to a la Agricultura, mediante la conservación, promoción,
investigación, registro, abasto y utilización de semillas me-
joradas y variedades nativas mexicanas, así como el reco-
nocimiento y respeto de los conocimientos y prácticas agrí-
colas, que contribuyan a la soberanía y seguridad
alimentaria.

De conformidad con lo que se propone en la Presente Ini-
ciativa la aplicación de la misma, correspondería al Ejecu-
tivo Federal, para lo cuál esta Ley crea a la Promotora Na-
cional de Semillas Mejoradas y Variedades Nativas
Mexicanas como organismos público descentralizado con
personalidad jurídica y patrimonio propio, dentro de las
atribuciones de este organismo se encuentran entre otras, la
promoción de la conservación, investigación, producción,
abasto y utilización de semillas mejoradas y variedades na-
tivas mexicanas, así como la protección y promoción de las
semillas básicas de los cultivos considerados como básicos
y estratégicos dentro de la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table, promover la formulación de Normas Oficiales Mexi-
canas y la aplicación de tecnologías apropiadas para la pro-
tección, investigación y calidad de las semillas mejoradas
y variedades nativas mexicanas.

Tal y como lo propone la presente Iniciativa, la Promotora
Nacional de Semillas Mejoradas y Variedades Nativas Me-
xicanas (Pronaseme), funcionará de acuerdo a los planes
aprobados en su Junta de Gobierno el cual deberá estar
acorde con el Programa Sectorial de la Secretaría. 

Otra de las bondades de este proyecto de Iniciativa, es la
relativa a la creación del Sistema Nacional de Protección y
Promoción de Semillas y Variedades Nativas Mexicanas,
cuyo principal objetivo es la articulación de la concurren-
cia, cooperación y complementación de los sectores públi-
co, social y privado involucrados en la conservación, in-
vestigación, producción, abasto y utilización de semillas
mejoradas y variedades nativas mexicanas, este sistema se-
rá coordinado por la Pronaseme. 

Ahora bien y a efecto de promover el establecimiento, ope-
ración y consolidación del Sistema, la presente Iniciativa



propone que la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Des-
arrollo Rural Pesca y Alimentación a través de la propia
Pronaseme deberá constituir un Fondo de Apoyos e Incen-
tivos al Sistema Nacional de Protección y Promoción de
Semillas Mejoradas y Variedades Nativas Mexicanas.

La presente iniciativa promueve la Investigación, conser-
vación, promoción y abasto de semillas mejoradas y varie-
dades nativas mexicanas en coordinación con el INIFAP
así mismo, se propone la creación de un Registro y Catalo-
go de Bancos de Semillas y Áreas de Protección de la
Agrobiodiversidad a cargo de la Pronaseme.

Por último y con el fin de garantizar el cumplimiento de la
presente propuesta de Ley se establece un capitulo de In-
fracciones, Sanciones y Responsabilidades, en concordan-
cia con otros ordenamientos legales existentes, así como
también se establece un recurso de revisión aplicable en
contra de los actos y resoluciones dictadas en los procedi-
mientos administrativos con motivo de la aplicación de la
presente Ley.

Por lo anteriormente expuesto someto a la consideración
del pleno de la Cámara de Diputados la siguiente: 

Iniciativa de Ley para la Protección y Fomento de las
Semillas Mejoradas y Variedades Nativas Mexicanas.

Capítulo I
Del Objeto de la Ley

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria de los Artícu-
los 25 y 27 fracción XX de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, sus disposiciones son de inte-
rés público y de observancia general para toda la Repúbli-
ca, corresponde su aplicación al ejecutivo federal por con-
ducto de la Promotora Nacional de Semillas Mejoradas y
Variedades Nativas Mexicanas.

Artículo 2. Esta ley tiene por objeto establecer la protec-
ción de la biodiversidad agrícola y el fomento a la agricul-
tura mediante la conservación, promoción, investigación,
registro, abasto y utilización de semillas mejoradas y va-
riedades nativas mexicanas y los conocimientos y prácticas
agrícolas, que contribuyan a la soberanía y seguridad ali-
mentarias.

Artículo 3. Son objetivos específicos de esta ley:

I. Promover el establecimiento de sistemas y programas
para la conservación, producción y abastecimiento de
semillas mejoradas y variedades nativas mexicanas;

II. Promover el mejoramiento de variedades de plantas
que sean útiles al hombre y al desarrollo nacional, prin-
cipalmente las originarias de nuestro país;

III. Fomentar el uso de semillas mejoradas en los am-
bientes y regiones en las que aún no se estén utilizando
y donde el potencial productivo permita su utilización;

IV. Propiciar el uso y manejo racional de los recursos fi-
togenéticos con el fin de conservar la agrobiodiversidad
y mantener el equilibrio ecológico;

V. Promover la conservación ex situ e in situ de las ra-
zas y variedades más amenazas y valiosas de la diversi-
dad agrícola;

VI. Promover la conservación, valorización y respeto de
los conocimientos y prácticas agrícolas tradicionales de
comunidades campesinas e indígenas.

VII. Vigilar la calidad de las semillas mejoradas;

VIII. Promover la vinculación de la investigación entre
los productores, ejidatarios, campesinos, pueblos indí-
genas, asociaciones, empresas, universidades y de todos
los sujetos que regula esta ley, poniendo a disposición
de estos los resultados de los trabajos de mejoramiento
a través de las semillas mejoradas;

IX. Garantizar el control de la calidad genética de las se-
millas mejoradas y variedades nativas mexicanas;

X. Atender prioritariamente los requerimientos de semi-
llas mejoradas, para los cultivos y regiones no atendidos
por las empresas comerciales;

XI. Promover acciones de información, capacitación y
extensión para la conservación y utilización de semillas
mejoradas y variedades nativas mexicanas, así como de
conocimientos y prácticas agrícolas útiles para sobera-
nía y seguridad alimentarias;

XII. Apoyar el desarrollo de la capacidad humana para
la conservación, investigación, abasto y utilización de
semillas mejoradas y variedades nativas mexicanas;
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XIII. Diseñar una estrategia que incremente y garantice
el más alto grado de identidad genéticas y pureza de las
semillas mejoradas y las variedades nativas mexicanas;

XIV. Promover el establecimiento, resguardo y actuali-
zación de un sistema de bancos de germoplasma a nivel
central, regional y comunitario, que garanticen la con-
servación de las semillas originales y de las variedades
mejoradas;

XV. Celebrar convenios con Instituciones de Enseñanza
e Investigación, para la obtención y mejoramiento de se-
millas mejoradas y variedades nativas mexicanas, así
mismo con organizaciones de productores, campesinos,
comunidades indígenas, asociaciones, empresas y las
demás que establezca la ley y el reglamento, para la re-
producción del material genético certificado;

XVI. Impulsar el establecimiento y consolidación de or-
ganizaciones, asociaciones y empresas, públicas, priva-
das, sociales y mixtas, para la producción y abasto de
semillas mejoradas y variedades nativas mexicanas;

XVII. Proporcionar apoyos e incentivos para el estable-
cimiento y operación del Sistema Nacional de Protec-
ción y Promoción de semillas mejoradas y variedades
nativas mexicanas.

XVIII. Asesorar en la gestión de financiamiento a em-
presas y productores y

XIX. Las demás que determine la Ley y su reglamento.

Artículo 4. Para los fines del artículo anterior se declara de
utilidad pública:

I. La Promotora Nacional de Semillas Mejoradas y Va -
riedades Nativas Mexicanas.

II. El establecimiento y operación del Sistema Nacional
de Protección y Promoción de Semillas y Variedades
Nativas Mexicanas.

III. Los trabajos de investigación para el mejoramiento
de las variedades de plantas existentes y para la forma-
ción de nuevas y mejores variedades;

IV. La conservación, protección y generación de semi-
llas mejoradas y variedades nativas mexicanas;

V. La conservación de la agrobiodiversidad y de los sis-
temas de producción agrícola tradicionales; 

VI. La calificación de variedades de plantas, para su ins-
cripción en el Catálogo de Variedades Factibles de Cer-
tificación y su posible autorización para cultivo en gran
escala; y

VII. La certificación y utilización de semillas certifica-
das.

Artículo 5. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. Agrobiodiversidad: se entiende como la variabilidad
de organismos vivos de cualquier fuente, todos ellos
formando un complejo agroecológico. Comprende la di-
versidad dentro de cada especie, entre las especies y de
los ecosistemas contenidos en el complejo (ejemplo:
suelo, superficie del suelo, contenidos en cuerpos de
agua, etcétera).

II. Banco de germoplasma: es una colección de semillas
caracterizadas, clasificadas y almacenadas bajo condi-
ciones ambientales artificiales controladas con el objeti-
vo de conservarlas.

III. Catálogo: el Catálogo de Variedades Factibles de
Certificación 

IV. Conservación ex situ: se entiende la conservación de
los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agri-
cultura fuera de su hábitat natural.

V. Conservación in situ: se entiende la conservación de
los ecosistemas y los hábitat naturales y el manteni-
miento y recuperación de poblaciones viables de espe-
cies en sus entornos naturales y, en el caso de las espe-
cies domesticadas y cultivadas, en los entornos en que
hayan desarrollado sus propiedades específicas.

VI. Constitución: Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos;

VII. Entidades Federativas: Los estados de la federación
y el Distrito Federal;

VIII. Fondo: Fondo de Apoyos e Incentivos al Sistema
Nacional de Protección y Promoción de Semillas Mejo-
radas y Variedades Nativas Mexicanas;



IX. INIFAP: Instituto Nacional de Investigaciones Fo-
restales, Agrícolas y Pecuarias

X. Ley: La Ley de la Promotora Nacional de Semillas
Mejoradas y Variedades Nativas Mexicanas;

XI. Práctica Agrícola Tradicional, es un modo o técnica
específica para realizar una labor agrícola, que se prac-
tica o desde épocas ancestrales y ha sido transmitida de
generación en generación o aquella que resulta ya del
uso común y del dominio público, según las costumbres
de un grupo humano.

XII. Pronaseme: La Promotora Nacional de Semillas
Mejoradas y Variedades Nativas Mexicanas;

XIII. Reglamento: el Reglamento de la Ley de la Pro-
motora Nacional de Semillas Mejoradas y Variedades
Nativas Mexicanas;

XIV. Secretaría. La Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;

XV. Seguridad Alimentaria: el abasto oportuno, sufi-
ciente e incluyente de alimentos a la población;

XVI. Semillas Básicas: Las que se produzcan incremen-
tando semillas originales, siguiendo métodos que garan-
ticen se más alto grado de identidad genética y de pure-
za varietal;

XVII. Semillas Certificadas: Las que desciendan de las
semillas básicas de las registradas o de las propias cer-
tificadas, que se produzcan para distribución comercial
de acuerdo con las normas que para cada clase de culti-
vo se establezcan en los reglamentos de esta ley. Los
propios reglamentos especificarán los diferentes grupos
dentro de los cuales deban quedar comprendidas, para
su control, las semillas certificadas;

XVIII. Semillas Mejoradas: término común que se le
asigna a la semilla de una variedad vegetal producto de
la manipulación genética de una o más variedades de la
misma especie que aportan material genético y que a
través de diversas técnicas, resultan en una recombina-
ción genética.

XIX. Semillas Originales: las resultantes de los trabajos
de mejoramiento o formación de variedades de plantas
cultivables y en la producción de sus semillas de la si-

guiente categoría en escala comercial. Esta categoría so-
lamente podrá ser conservada por la institución obten-
tora;

XX. Semillas Registradas: Las que desciendan de las
semillas básicas o de las mismas registradas, que se con-
serven satisfactoriamente su identidad genética y pure-
za varietal, dentro de las especificaciones que al respec-
to establezcan el reglamento de esta ley; 

XXI. Semillas: los frutos o parte de éstos, así como las
partes de vegetales o vegetales completos, que puedan
utilizarse para la producción y propagación de las si-
guientes categorías;

XXII. Sistema: el Sistema Nacional de Protección y
Promoción de Semillas Mejoradas y Variedades Nativas
Mexicanas;

XXIII. Sistemas agrícolas tradicionales: son aquellos
sistemas agrícolas en el cual se utilizan prácticas para el
cultivo de la tierra que pueden ser ancestrales, propios
de determinada comunidad campesina o grupo étnico,
transmitidas de generación en generación o de uso co-
mún y del dominio público, según las costumbres de un
grupo humano. 

XXIV. Soberanía Alimentaria: La libre determinación
del país en materia de producción, abasto y acceso de
alimentos a toda la población basada fundamentalmente
en la producción nacional;

XXV. Variedades nativas: término que asigna a una va-
riedad característica de una especie cultivada o semicul-
tivada, adaptada a un área geográfica y ecológica espe-
cífica.

Artículo 5. En lo no previsto por esta ley se aplicará su-
pletoriamente la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. La
Ley Federal de Entidades Paraestatales, la Ley de Varieda-
des Vegetales y la Ley Federal de Procedimiento Adminis-
trativo.

Capítulo II
De la Promotora Nacional de Semillas Mejoradas y

Variedades Nativas Mexicanas

Artículo 6. Para la ejecución de las políticas públicas
orientadas a la protección, producción y utilización de se-
millas mejoradas y de variedades nativas mexicanas para la
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soberanía y seguridad alimentarias, así como para el cum-
plimiento del objeto de la presente ley, se crea la Promoto-
ra Nacional de Semillas Mejoradas y Nativas Mexicanas,
como organismo público descentralizado con personalidad
jurídica y patrimonio propio.

Artículo 7. Para cumplir con su objeto la Promotora Na-
cional de Semillas Mejoradas y Variedades Nativas Mexi-
canas tendrá las siguientes atribuciones:

I. Promover la conservación, investigación, producción,
abasto y utilización de semillas mejoradas y variedades
nativas mexicanas.

II. Proteger y promover las semillas básicas de los cul-
tivos considerados como básicos y estratégicos en la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable y en la presente
Ley;

III. Promover y coordinar el establecimiento y opera-
ción del Sistema y administrar el Fondo;

IV. Administrar y mantener actualizado el Catálogo; 

V. Promover el establecimiento de la red nacional de
bancos de germoplasma y de la red de áreas de conser-
vación de la agrobiodiversidad y de sistemas y prácticas
agrícolas tradicionales;

VI. Establecer programas de fomento a la investigación,
desarrollo de capacidades, extensión y vinculación rela-
tivas al objeto de la presente Ley

VII. Promover, para coadyuvar al funcionamiento del
Sistema, la celebración de contratos y convenios entre
instituciones públicas, personas físicas y morales obten-
toras, para el suministro de semillas básicas requeridas
para el mejoramiento de variedades de plantas y el in-
cremento de la producción de semillas registradas y su
empleo en la producción de semillas certificadas;

VIII. Promover y apoyar la conformación y consolida-
ción de organizaciones, asociaciones y empresas pro-
ductoras y distribuidoras de semillas certificadas;

IX. Establecer programas de capacitación y asistencia
técnica para los integrantes del Sistema en todos los as-
pectos relacionados con el objeto de la Ley;

X. Promover la formulación de normas oficiales mexi-
canas y la aplicación de tecnologías apropiadas para la
protección, investigación y calidad de las semillas me-
joradas y variedades nativas mexicanas;

XI. Promover donativos, aportaciones, asignaciones y
demás recursos, en numerario o en especie que sean ne-
cesarios para el cumplimiento de su objeto;

XII. Recabar, sistematizar y proporcionar los informes y
datos que se requieran para el funcionamiento del Siste-
ma, en materia de protección y fomento a las semillas
mejoradas y variedades nativas mexicanas;

XIII. Atender, en colaboración con la Secretaría, las
campañas educativas tendientes a generalizar el uso de
las semillas certificadas para elevar el rendimiento uni-
tario y mejorar la calidad de las cosechas; y

XIV. Las demás que señalen esta Ley y las disposicio-
nes reglamentarias de la presente ley.

Artículo 8.- La Pronaseme contará con los siguientes ór-
ganos de gobierno y administración:

I. Junta de Gobierno, y

II. Director General.

La Ley Federal de las Entidades Paraestatales se aplica-
rá a la Pronaseme en lo que no se oponga a esta Ley.

Artículo 9. La Pronaseme estará sectorizada en la Secreta-
ría, funcionará de acuerdo a los planes aprobados en su
Junta de Gobierno y conforme al Programa Sectorial de la
Secretaría.

Artículo 10. El patrimonio de la Pronaseme se integrará
por:

I. Los bienes muebles e inmuebles que le asigne el Go-
bierno Federal;

II. Los recursos que le sean asignados anualmente con-
forme al Decreto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración correspondiente, para su funcionamiento y la
operación del Fondo;

III. Los ingresos que obtenga por los servicios que pres-
te, y los que resulten del aprovechamiento de sus bienes;



IV. Los bienes, derechos y demás ingresos que adquiera
por cualquier título legal;

V. Los rendimientos que obtenga por sus operaciones y
los ingresos que reciba por cualquier otro concepto.

Artículo 11. La Pronaseme tendrá como máxima autoridad
a la Junta de Gobierno, la cual se integrará por:

I. El titular de la Sagarpa, quien será el Presidente;

II. El titular del INIFAP, quien fungirá como vicepresi-
dente;

III. El Secretario de Hacienda y Crédito Publico;

IV. El Secretario del Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales;

V. El titular de la Comisión Nacional para el Desarrollo
de los Pueblos Indios;

VI. El titular del Consejo Nacional de Ciencia y Tecno-
logía;

VII. El titular del Servicio Nacional de Inspección y
Certificación de Semillas;

VIII. El Rector de la Universidad Autónoma Chapingo;

IX. El Director del Colegio de Postgraduados;

X. El Rector de la Universidad Agraria Autónoma An-
tonio Narro;

XI. Un representante de la Universidad Nacional Autó-
noma de México;

XII. Un representante del Instituto Politécnico Nacio-
nal;

XIII. Dos representantes de los Consejos Nacionales por
Cultivo previstos por la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable; y

XIV. Un representante de organizaciones nacionales de
pueblos indígenas.

Cada miembro propietario contará con un suplente.

El Presidente será suplido en sus ausencias por el Vicepre-
sidente de la Junta de Gobierno. 

Los representantes suplentes de las dependencias y entida-
des de la Administración Pública Federal deberán ser los
Subsecretarios o nivel equivalente. 

A las sesiones de la Junta de Gobierno se podrá invitar con
voz pero sin voto a quien determine la misma.

La Junta de Gobierno tendrá las atribuciones que establece
la presente Ley, la Ley Federal de Entidades Paraestatales
y en lo no previsto por estos ordenamientos las estableci-
das en su Estatuto Orgánico.

Artículo 12. La administración de la Pronaseme estará a
cargo de un Director General, auxiliado por un Subdirector
de Normatividad, un Subdirector Técnico y un Subdirector
Administrativo. Los cuatro puestos serán nombrados por la
Junta de Gobierno a partir de ternas de candidatos selec-
cionados a través de un concurso público abierto.

Los perfiles profesionales y requisitos serán establecidos
en el Reglamento de esta Ley y en la convocatoria que pa-
ra el efecto emita la Junta de Gobierno.

Como órgano de consulta de la Pronaseme habrá un Con-
sejo Técnico Consultivo, cuya integración y funcionamien-
to determinará el reglamento interior de aquella.

Artículo 13. El nombramiento del Director General debe
recaer en la persona que reúna los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus de-
rechos;

II. Tener por lo menos el grado de Maestría en ciencias
o sus equivalente relacionadas con el sector agropecua-
rio o en áreas afines; 

III. Haber desempeñado cargos de alto nivel decisorio,
cuyo ejercicio requiera conocimientos y experiencia en
materia administrativa, y en las áreas agropecuarias;

IV. No encontrarse en alguno de los impedimentos a que
se refiere el artículo 21 de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales.

Artículo 14. El Director General tendrá además de las fa-
cultades señaladas en la presente Ley, la Ley Federal de
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Entidades Paraestatales y las demás que señale el Estatuto
Orgánico las siguientes:

I. Planear y dirigir las actividades de la Pronaseme;

II. Remitir la información presupuestal y financiera que
corresponda al organismo, para su integración en la
Cuenta Pública;

III. Elaborar y someter ante la Junta de Gobierno el plan
anual de operación de Pronaseme para su sanción y
aprobación;

IV. Informar trimestralmente a la Junta de Gobierno so-
bre las operaciones ejecutadas y los estados financieros
acompañados de los comentarios respectivos;

V. Administrar el patrimonio de ésta;

VI. Formular el presupuesto anual de la Pronaseme;

VII. Dictar las disposiciones de carácter general enca-
minadas a la mejor organización y funcionamiento téc-
nico y administrativo de la institución;

VIII. Tener la representación legal de la Institución y
por tanto celebrar, con la suma de facultades de un man-
datario general, todos los actos jurídicos de administra-
ción y dominio necesarios para el funcionamiento de la
Pronaseme;

IX. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno las
disposiciones de carácter general encaminadas a la me-
jor organización y funcionamiento técnico y administra-
tivo de la institución;

X. Asistir a las sesiones de la Junta de Gobierno, con
voz pero sin voto;

XI. Rendir anualmente a la Secretaría un informe gene-
ral de las actividades de la Pronaseme y de las cuentas
de su administración; y

XII. -Las demás funciones que le fijen esta ley, sus re-
glamentos y el reglamento interior de la Pronaseme.

Artículo 15. El Órgano de Vigilancia de la Pronaseme es-
tará integrado por un Comisario Público propietario y un
suplente, designados por el Titular de la Secretaría de la
Función Pública.

El Comisario Público evaluará el desempeño general y por
funciones de la Pronaseme, realizará estudios sobre la efi-
ciencia con la que se ejerzan los recursos en los rubros de
gasto corriente y de inversión, así como los ingresos, y en
general solicitará información y efectuará los actos que re-
quiera el adecuado cumplimiento de sus funciones, sin per-
juicio de las tareas que la Secretaría de la Función Pública
le asigne.

El Órgano de Vigilancia tendrá a su cargo las atribuciones
que le confiere la Ley Federal de Entidades Paraestatales y
demás disposiciones aplicables.

Artículo 16. El reglamento interior señalará las funciones
del Subdirector de Normatividad, Subdirector Técnico y
del Administrativo y la forma y términos en que deban su-
plirse sus ausencias, así como las del Director General.

Capítulo III
Del Sistema Nacional de Protección y Promoción de

Semillas y Variedades Nativas Mexicanas

Artículo 17. El Sistema Nacional de Protección y Promo-
ción de Semillas Mejoradas y Variedades Nativas Mexica-
nas tiene como objeto articular la concurrencia, coopera-
ción y complementación de los sectores público, social y
privado involucrados en la conservación, investigación,
producción, abasto y utilización de semillas mejoradas y
variedades nativas mexicanas, en los términos del objeto
de la presente Ley.

El Sistema será promovido y apoyado por la Pronaseme y
será coordinado por un Consejo Técnico Consultivo, presi-
dido por el Titular de la Pronaseme y conformado por re-
presentantes de los integrantes del Sistema.

El Sistema se estructurará y funcionará de conformidad
con su reglamento interior, que a propuesta del Titular de
la Pronaseme, deberá aprobar el Consejo Técnico Consul-
tivo del Sistema, de conformidad con el objeto de la pre-
sente Ley.

Entre las instituciones, organismos y agentes de los secto-
res público, social y privado que se consideran integrantes
del Sistema, se encuentran entre otros: 

I. La Pronaseme;

II. La Secretaría;



III. El Servicio Nacional de Inspección y Certificación
de Semillas;

IV. La Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales;

V. El Consejo Nacional para el Desarrollo de los Pue-
blos Indios;

VI. Las instituciones de investigación, enseñanza y ex-
tensión;

VII. Las instituciones, asociaciones y empresas de pro-
ducción y comercialización de variedades certificadas;
que estén reconocidas por esta Ley y su Reglamento;

VIII. Las comunidades campesinas e indígenas;

IX. Las organizaciones de productores agropecuarios,
forestales y de pescadores;

X. Las asociaciones, cámaras y consejos de productores
y agroempresarios;

XI. Las organizaciones no gubernamentales;

XII. Las asociaciones de agroindustrializadores y de
distribución y abasto;

XIII. Las entidades federativas y los municipios;

XIV. Productores;

XV. Las asociaciones de consumidores, y

XVI. Los demás que establezca su reglamento.

Artículo 18. El Sistema Nacional de la Protección y Pro-
moción de Semillas Mejoradas y Variedades Nativas Me-
xicanas se conformará, entre otros, por los siguientes com-
ponentes y programas:

I. Red de bancos de germoplasma a nivel central, regio-
nal y comunitario, de razas y variedades de plantas na-
tivas mexicanas útiles al hombre y estratégicas para la
soberanía y la seguridad alimentaría;

II. Red de áreas de conservación in situ de la agrobiodi-
versidad y de sistemas y prácticas agrícolas tradiciona-
les;

III. Red de instituciones, asociaciones y empresas pú-
blicas, sociales, privadas y mixtas productoras y comer-
cializadoras de semillas certificadas.

IV. Red de instituciones de investigación sobre semillas
mejoradas y variedades nativas mexicanas;

V. Red de agencias locales de desarrollo y de certifica-
ción e inspección de la calidad de las semillas mejora-
das.

Artículo 19. Las entidades, asociaciones y empresas pro-
ductoras de semillas se consideran como partes del Sistema
y podrán colaborar con la Pronaseme en la ejecución de los
programas de producción, distribución y comercio de se-
millas. En cuanto a su organización, se regirán por las le-
yes correspondientes y como productores de semillas por
lo dispuesto en esta ley y sus reglamentos.

Artículo 20. Las personas o empresas particulares que se
dediquen a la producción de semillas certificadas, sujetarán
sus actividades a las autorizaciones que les conceda la Pro-
naseme. Las semillas que produzcan corresponderán a las
variedades que lleguen a formar e inscribir.

Artículo 21. Son obligatorias en la producción, el benefi-
cio y el manejo de semillas para siembra, las especifica-
ciones técnicas que para cada cultivo establezcan los regla-
mentos de esta ley y las disposiciones complementarias
que dicte la Secretaría, especialmente las que se refieren a
condiciones de los terrenos, épocas de siembra, equipo mí-
nimo necesario para labores de cultivo, disponibilidad de
agua para los riesgos, condiciones de aislamiento, densida-
des de siembra y proporción de progenitores, equipo para
control de plagas y, en general todo lo que tenga por obje-
to obtener semillas de alta calidad.

Artículo 22. La Pronaseme para el funcionamiento del
sistema realizará e impulsará trabajos de investigación
para el mejoramiento de las variedades de plantas y la for -
mación de nuevas y mejores variedades, que sean directa
o indirectamente desarrolladas por los integrantes del Sis-
tema.

Artículo 23. El Sistema para su funcionamiento contará a
través de la Pronaseme del proceso de calificación de va-
riedades de plantas para su incorporación en el Catalogo de
Variedades Factibles de Certificación, apoyándose en la
certificación de semilla cuando así se decida que conviene
para su posible autorización para cultivo en gran escala.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2004143



Año II, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2004 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados144

Artículo 24. La Pronaseme para promover el desarrollo de
empresas de semillas en las diferentes regiones de México,
recibirá semilla en categoría básica para su avance hacia
semilla registrada y certificada, para fortalecer la produc-
ción y el beneficio de las productores mexicanos, así como
el abasto oportuno en áreas prioritarias del país.

La Pronaseme se apoyará en la infraestructura y esquemas
legales existentes para la certificación de semillas y las ac-
tividades de distribución, venta y utilización de semillas
certificadas; promoviéndose campañas de información y
propaganda, encaminadas a generalizar el empleo de se-
millas certificadas, semillas mejoradas y variedades nati-
vas mexicanas y a la realización de mejores prácticas de
cultivo.

Capítulo IV
Del Fondo de Apoyos e Incentivos al Sistema 

Nacional de Protección y Promoción de Semillas Mejo-
radas y Variedades Nativas Mexicanas

Artículo 25. A efecto de promover el establecimiento, ope-
ración y consolidación del Sistema, la Secretaría a través
de la Pronaseme, constituirá un Fondo de Apoyos e Incen-
tivos al Sistema Nacional de Protección y Promoción de
Semillas Mejoradas y Variedades Nativas Mexicanas. El
Fondo será administrado por la Pronaseme y se regirá por
las reglas de operación que para tal efecto sean aprobadas
por la Junta de Gobierno de la Pronaseme, a propuesta de
su Titular.

Artículo 26. El Fondo canalizará apoyos e incentivos para
el desarrollo y consolidación de los componentes del Siste-
ma a que se refiere el artículo 18 de esta Ley, bajo las mo-
dalidades de capital de riesgo y subsidio. Los apoyos e in-
centivos podrán ser, entre otros, para los siguientes
conceptos: adquisición y arrendamiento de terrenos y cam-
pos de cultivo, adquisición de maquinaria y equipo para el
beneficio de semillas; construcción, ampliación y acondi-
cionamiento de infraestructura y equipo de almacenamien-
to de semillas y conservación de germoplasma; adquisición
de equipo, instrumentos y reactivos de laboratorio; adqui-
sición de semillas originales y colecciones de semillas me-
joradas y variedades nativas mexicanas; desarrollo de pro-
gramas de investigación, capacitación, asistencia técnica y
extensión; pagos directos a comunidades y productores
campesinos e indígenas para la conservación de la agro-
biodiversidad y prácticas agrícolas tradicionales; forma-
ción y consolidación de empresas y asociaciones de pro-
ductores de semillas mejoradas certificadas; desarrollo de

programas de información y promoción, y todas las demás
para el cumplimiento del objeto de la Ley.

Capítulo V
De la Investigación, Conservación, 

Promoción y Abasto de Semillas 
Mejoradas y Variedades Nativas 

Mexicanas

Artículo 27. La investigación para el mejoramiento de las
variedades de plantas existentes y la formación de otras ba-
jo el contexto de inversión publica, será realizado princi-
palmente, pero no exclusivamente, por el Instituto Nacio-
nal de Investigaciones Forestales, Agrícolas y Pecuarias
incluyéndose a otras instituciones publicas de investiga-
ción y/o enseñanza agropecuarias. 

La Pronaseme apoyará a los demás integrantes del Sistema,
así como a los interesados en establecer empresas de semi-
llas a diferente escala, con la entrega en flujo constante,
con base en planificación acorde a las metas de produc-
ción, la entrega de los volúmenes de semilla básica o re-
gistrada establecida en programas bajo mutuo acuerdo.

La producción de semillas certificadas y verificadas en ca-
tegorías básicas y registradas, deberá hacerse conforme a
los métodos y procedimientos que establezcan las normas
oficiales mexicanas que expida la Secretaría, la que vigila-
rá su cumplimiento.

Artículo 28. Las variedades formadas por el INIFAP, así
como otros integrantes del Sistema Pronaseme, podrán ser
enajenadas a cualquier persona interesada en adquirir se-
millas en categoría básica, registrada, certificada y verifi-
cada.

Para el fortalecimiento del sistema Pronaseme dichas enti-
dades promoverán la utilización de estas variedades mejo-
radas y las nuevas que se generen. 

Artículo 29. La Pronaseme, a través del INIFAP, será res-
ponsable del Banco Central de Germoplasma, en el cual se
conservarán las reservas mínimas de semillas originales de
las variedades mejoradas o formadas en el Sistema.

En el Banco Oficial de Germoplasma se concentrará el ma-
yor número posible de muestras de variedades obtenidas
con mejoramiento de criollos, mejoramiento “in situ”,
que fortalezcan el resguardo de la diversidad genética de
los cultivos como maíz y fríjol, cuyo centro de origen es



México, con el objeto de contar con una reserva estratégi-
ca para beneficio del mundo.

Artículo 30. Las instituciones obtentoras de nuevas varie-
dades mejoradas y que hubieran sido aprobadas para su
cultivo, conservaran la semilla original y producirán la ca-
tegoría básica de acuerdo a planes convenidos con la Pro-
naseme, así mismo las de categoría básica podrán ser ven-
didas a particulares y a otras entidades tales como
asociaciones de productores interesados en la producción
de semillas certificadas. En su caso, las instituciones ob-
tentoras podrán enajenar sus derechos de líneas parentales
de híbridos, en exclusividad a entidades privadas o de ca-
pital social, siempre y cuando tal acción no anule el acce-
so de la Pronaseme a las variedades involucradas. 

Artículo 31. Las semillas originales y básicas de las varie-
dades de plantas que las instituciones obtentoras, mejoren
o formen, que hubieran sido evaluadas inscritas en el Cata-
logo de Variedades Factibles de Certificación, incorpora-
das en el Boletín de Variedades Recomendadas y en los ca-
sos que así decidan sus formadores protegidas ante la
Unión Internacional para la Protección de Obtenciones Ve -
getales, serán incrementadas en esas categorías, para entre-
garse a Pronaseme, para su aprovechamiento en los pro-
gramas de producción de semillas en escala comercial por
las empresas a diferente escala que se interesen por ellas.
El suministro de dichas semillas podrá efectuarse a cual-
quier empresa interesada bajo planes claramente estableci-
dos que aseguren el abasto de semilla de alto registro y su-
ministro de semilla certificada a los agricultores.

Artículo 32. La Pronaseme canalizará a las empresas inte-
resadas en la producción de semillas certificadas, las semi-
llas básicas o registradas de variedades mejoradas conveni-
das, para lo cual se respetarán los montos económicos
establecidos por los generadores de las variedades.

Artículo 33. La Pronaseme en coordinación con la Sagar-
pa podrá celebrar convenios de coordinación y coopera-
ción para el desarrollo de programas de investigación para
el mejoramiento y formación de variedades de plantas, con
los gobiernos de las entidades federativas y del Distrito Fe-
deral, los Institutos de enseñanza agrícola superior y los
particulares. Los convenios que para el mismo fin se cele-
bren con Gobierno o particulares extranjeros, se sujetarán
a la legislación respectiva.

Artículo 34. La Pronaseme fomentará, mediante campañas
de difusión e información, el uso de semillas certificadas,

con el propósito de elevar el rendimiento y calidad de las
cosechas.

Capítulo VI
De la Calificación e Inscripción 

de las Variedades de Plantas

Artículo 35. La Pronaseme contará con el Comité Califi-
cador de Variedades de Plantas, el cual de conformidad con
la Ley y la Ley de Variedades Vegetales se encargará de la
evaluación, calificación e inscripción de variedades de se-
millas de plantas, fortaleciendo la información para dar
certidumbre a las variedades empleadas en el sistema de
empresas nacionales, emitiendo dictámenes técnicos.

El Comité Calificador de Variedades de Plantas estará inte-
grado por el Director General de la Pronaseme como Pre-
sidente; el Director General del INIFAP, el Rector de Uni-
versidad Autónoma de Chapingo, el representante del
Instituto Politécnico Nacional, el representante de la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México y el Titular del
Servicio Nacional de Inspección y Certificación de Semi-
llas. La Junta de Gobierno aprobará el reglamento del Co-
mité Calificador de Variedades de Plantas que para tal efec-
to formule y proponga el Titular de la Pronaseme.

Los miembros propietarios contarán con sus respectivos
suplentes.

Los miembros del Comité Calificador de Variedades de
Plantas que tengan interés directo en el dictamen, califica-
ción o cualquier otro asunto que le sea encomendado, de-
berán excusarse y abstenerse de resolver sobre el mismo.

Artículo 36. La calificación de variedades de semillas de
plantas, semillas mejoradas y variedades nativas mexica-
nas se hará en los términos del reglamento correspondien-
te, pero sin dejar en ningún caso de tomar en cuenta las ca-
racterísticas agronómicas de las plantas, su
comportamiento comparativo con otras variedades de la
misma especie y las condiciones socio-económicas de su
cultivo. 

La Pronaseme ordenará la cancelación de programas de
producción de semillas certificadas, cuando se inscriba una
nueva variedad del mismo cultivo con características y
comportamiento significativamente superiores a las ya ins-
critas, o se demuestre que una variedad determinada sea
notablemente susceptible a determinada plaga o enferme-
dad. Ninguna cancelación se hará sin oír previamente a las
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empresas interesadas, y al ordenarla, el Comité fijará pru-
dentemente el plazo en el que deberá cesar la producción
de semillas certificadas de la variedad que se cancela.

Artículo 37. Sólo las variedades inscritas en el Catalogo de
Variedades Factibles de Certificación, podrán destinarse, a
la producción de semillas certificadas, sin embargo, de re-
sultar satisfactorias las primeras pruebas de campo y labo-
ratorio que se realicen con respecto a una variedad pen-
diente de inscripción y calificación, el Comité podrá
autorizar provisionalmente su cultivo y por tanto la pro-
ducción de semillas certificadas. Las autorizaciones defini-
tivas se expedirán al terminar el ciclo de pruebas de a cada
caso corresponda.

Artículo 38. El Catalogo de Variedades Factibles de Certi-
ficación estará a cargo de la Pronaseme y contará con:

I. Los libros de inscripción y cancelación de las varie-
dades;

II. Los expedientes que en cada caso se vayan formu-
lando. Estos expedientes se iniciarán con la solicitud de
registro y concluirán con la resolución que autorice o
niegue la inscripción. La orden de cancelación de una
inscripción será tramitada y resuelta en el mismo expe-
diente en que haya sido ordenada la inscripción; y

III. El archivo general de resultados de las pruebas com-
parativas de campo de las diversas variedades de plan-
tas y del análisis de sus productos.

Capítulo VII
Del Registro y Catálogo de Bancos de Semillas 
y Áreas de Protección de la Agrobiodiversidad

Artículo 39. La Pronaseme estará a cargo del registro y ac-
tualización de la Red Nacional de Bancos de Germoplasma
de semillas mejoradas y variedades nativas mexicanas así
como del registro y catálogo de áreas de protección de la
agrobiodiversidad y sistemas y prácticas agrícolas tradicio-
nales. Los Bancos de germoplasma y las áreas de protec-
ción de la agrobiodiversidad registradas formarán parte del
Sistema y podrán ser objeto de los apoyos e incentivos con-
templados en el Fondo.

Artículo 40. El registro y catálogo de Bancos de germo-
plasma y áreas de protección de la agrobiodiversidad se re-
girán por el reglamento que para tal efecto expida la Pro-
naseme, previo su aprobación por la Junta de Gobierno y a
propuesta de su Titular.

Capítulo VIII
De las Infracciones, Sanciones 

y Responsabilidades

Artículo 41. Son infracciones a lo establecido en la pre-
sente ley, sus reglamentos y las normas oficiales, entre
otras:

I. Ofrecer al público como semillas certificadas en los
términos de esta ley, aquellas que hayan perdido las cua-
lidades y características correspondientes a estas o no
hayan sido certificados por las autoridades competentes;

II. Expedir semillas certificadas sin las etiquetas oficia-
les requeridas por esta ley y sus reglamentos;

III. Adulterar las semillas certificadas en cualquier fase
de su producción, beneficio o venta;

IV. Todos los actos encaminados a engañar a las autori-
dades del sistema, sobre calidad, origen y viabilidad de
las semillas, así como respecto del cumplimiento de las
especificaciones técnicas de producción, beneficio o al-
macenamiento de semillas;

V. La falsificación de etiquetas y de certificados de ori-
gen y calidad de semillas, o de cualquier otro documen-
to relacionado con los actos de investigación, califica-
ción, registro, inspección, producción y beneficio;

VI. El uso de los documentos falsificados a que se re-
fiere la fracción anterior;

VII. Contravenir cualquier disposición de la presente
ley.

Artículo 42. Las infracciones a los preceptos de esta Ley,
sus reglamentos y las normas oficiales mexicanas que de
ella deriven, señaladas en el artículo anterior, serán sancio-
nadas administrativamente con una o más de las siguientes
sanciones:

I. Amonestación;

II. Multa de 100 a veinte mil días de salario mínimo ge-
neral vigente en el Distrito Federal.

III. Multa adicional por cada día que persista la infrac-
ción

IV. Arresto administrativo hasta por treinta y seis horas.



V. La revocación de la autorización, permiso o certifica-
ción; 

VI. La suspensión temporal, parcial o total de los per-
misos y las autorizaciones correspondientes;

VII. El decomiso de los instrumentos, ejemplares, orga-
nismos obtenidos o productos relacionados directamen-
te con las infracciones cometidas;

VIII. Clausura temporal o definitiva, parcial o total, de
las instalaciones en las que se hayan cometido las in-
fracciones.

Las sanciones administrativas contenidas en este artículo
podrán imponerse por la autoridad competente en más de
una de las modalidades previstas, salvo el arresto. 

En el caso de reincidencia, se duplicará el monto de la mul-
ta que corresponda, asimismo podrá imponerse por la au-
toridad competente la clausura definitiva o la revocación
del permiso o autorización. Para los efectos de esta ley, se
considera reincidente al infractor que, habiendo sido decla-
rado responsable a partir de la fecha en que la autoridad
competente lo determine mediante resolución definitiva,
incurra nuevamente en una o varias conductas infractoras
establecidas en el artículo anterior

Artículo 43. Las sanciones a que se refiere el artículo an-
terior se aplicarán sin perjuicio, en su caso, de las penas
que correspondan cuando los actos u omisiones constituti-
vos de las infracciones a que se refiere esta Ley sean tam-
bién constitutivos de delito, y sin perjuicio de la responsabi-
lidad civil o ambiental que pudiera resultar para lo cual será
aplicable lo dispuesto por el artículo 203 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Artículo 44. Para la imposición de las sanciones por in-
fracciones a esta ley, la Pronaseme tomará en cuenta:

I. La gravedad de la infracción;

II. Las condiciones económicas del infractor;

III. La reincidencia si la hubiere;

IV. El carácter intencional o negligente de la conducta
infractora

V. El beneficio directamente obtenido por el infractor
por los actos u omisiones que motiven la sanción.

Artículo 45. Son aplicables supletoriamente a este capítu-
lo en cuanto a responsabilidades administrativas, las dispo-
siciones del Capítulo Único del Título Cuarto de la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo, con excepción
del artículo 70-A de dicho ordenamiento.

Artículo 46. El incumplimiento por parte de los servidores
públicos de las disposiciones contenidas en la presente
Ley, su reglamento y normas oficiales mexicanas que de
ella deriven, darán lugar a responsabilidad en términos de
lo establecido en el Título Cuarto de la Constitución, la
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi-
cos, la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas
de los Servidores Públicos, la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo y las leyes estatales de responsabi-
lidades de los servidores públicos. Las responsabilidades a
que se refiere este artículo se aplicaran sin perjuicio de las
sanciones de carácter penal o civil que en su caso lleguen a
determinarse por la autoridad judicial.

Capítulo IX
Del Recurso de Revisión

Artículo 47. En contra de los actos y resoluciones dictadas
en los procedimientos administrativos con motivo de la
aplicación de la presente Ley, su reglamento y normas ofi-
ciales mexicanas que de ella emanen se estará a lo dispues-
to por la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Transitorios

Artículo Primero. Esta ley entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se deroga la Ley sobre producción,
certificación y comercio de semillas de 1991. El Ejecutivo
Federal iniciará el procedimiento de desincorporación y li-
quidación de la Productora Nacional de Semillas.

Artículo Tercero. El activo de la Productora Nacional de
Semillas pasará a formar parte del patrimonio del orga-
nismo descentralizado, creado por el presente decreto, de-
nominado Promotora Nacional de Semillas Mejoradas y
Variedades Nativas Mexicanas. Los trabajadores sindicali-
zados que actualmente se encuentren desempeñando sus
labores en la Productora Nacional de Semillas pasaran a
formar parte de la Promotora Nacional de Semillas Mejo-
radas y Variedades Nativas Mexicanas.

Artículo Cuarto. La Promotora Nacional de Semillas
Mejoradas y Variedades Nativas Mexicanas deberá quedar
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debidamente constituida en un término de 90 días naturales
a partir de la entrada en vigor del presente decreto.

Artículo Quinto. El Ejecutivo Federal deberá expedir el
Reglamento de la presente ley en un término de 180 día na-
turales a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.

Artículo Sexto. Los titulares de las autorizaciones otorga-
das con anterioridad a la expedición de esta Ley, no serán
afectados por virtud de la entrada en vigor de este ordena-
miento en los derechos y obligaciones consignados en las
mismas.

Articulo Séptimo. Los anteproyectos de las normas ofi-
ciales mexicanas a que se refieren esta Ley, deberán ser
presentados a los Comités Consultivos Nacionales de Nor-
malización correspondientes e integrarse al Programa Na-
cional de Normalización, dentro de un plazo no mayor a
seis meses contados a partir de la entrada en vigor del pre-
sente Decreto, de conformidad con la Ley Federal sobre
Metrología y Normalización.

Diputados: Antonio Mejía Haro, Enrique Torres Cuadros,
Pascual Sigala Páez, Juan Pérez Medina, Elpidio Tovar de
la Cruz, José Luis Medina Lizalde, Francisco Chavarría
Valdeolivar, Irma Sinforina Figueroa Romero, Víctor Suá-
rez Carrera, José Luis Cabrera Padilla, Israel Tentory
García, Marcelo Herrera Herbert, Ana Lilia Guillén Qui-
roz, Gelacio Montiel Fuentes, Adrián Chávez Ruiz, Alfon-
so Ramírez Cuéllar, Javier Manzano Salazar, Francisco
Mora Ciprés, Carlos Hernán Silva Valdés (rúbricas).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Agricultura y
Ganadería.

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 112-A de la
Ley Federal sobre Metrología y Normalización, a cargo
de la diputada Jacqueline Argüelles Guzmán, del grupo
parlamentario del PVEM

Jacqueline Argüelles Guzmán y Jorge Antonio Kahwagi
Macari, diputados de la LIX Legislatura del H. Congreso
de la Unión, integrante del grupo parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, con fundamento en los artí-
culos 71 fracción II y 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 26 de la Ley Orgánica del

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55
fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, ocurren a solicitar se turne para su dictamen a la
Comisión de Economía, con opinión de la Comisión de
Gobernación y posterior discusión en el Pleno de la Cáma-
ra de Diputados de la Quincuagésima Novena Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa
de ley.

Exposición de Motivos

Dentro del sistema jurídico nacional, el tercer nivel de je-
rarquización está ocupado por las Normas Oficiales Mexi-
canas. En esencia, son resoluciones de control ejercidas es-
pecíficamente en el ámbito administrativo, al proceder de
decisiones emitidas por una o varias autoridades de la Ad-
ministración Pública; en algunos casos son producto de un
estudio particular de normalización, aprobado por una au-
toridad reconocida, con objeto de evitar conflictos que pu-
dieran surgir en casos concretos.

A partir de la entrada en vigor de la Ley Federal de Metro-
logía y Normalización (LFMN), el 16 de julio de 1992, se
hizo necesario replantear todas las normas técnicas obliga-
torias, incluyendo las ambientales y las sanitarias, publica-
das previamente en nuestro país. 

Con este replanteamiento, se advierte que la expedición de
Normas Oficiales Mexicanas (NOM) de carácter obligato-
rio requieren una fundamentación científico técnica y/o de
protección al consumidor. Del mismo modo, se hace nece-
sario especificar los beneficios potenciales de cada norma,
que incluyen los intangibles y los no cuantificables mone-
tariamente; identificar a los beneficiarios; especificar los
costos potenciales, comprendidos los efectos adversos po-
sibles que no puedan ser medidos en términos monetarios
(análisis costo-beneficio); y explicar por qué se considera
que esa NOM, en particular, constituye la mejor opción pa-
ra alcanzar el objetivo específico que se persigue.

Esto implica considerar otras alternativas para lograr el ob-
jetivo específico, como son el empleo de instrumentos
económicos, acuerdos de concertación, educación y capa-
citación, etcétera.

Con las modificaciones derivadas de la nueva LFMN, las
Normas Técnicas Obligatorias dejaron de ser vigentes en el
curso del mes de octubre de 1993 (en términos del artículo
tercero transitorio de la Ley), con el propósito de armonizar



los procedimientos para su elaboración y de que reflejen
los intereses de diversos sectores involucrados.

La Normalización es el proceso mediante el cual se regu-
lan las actividades desempeñadas por los sectores tanto pri-
vado como público, en materia de salud, medio ambiente
en general, seguridad al usuario, información comercial,
prácticas de comercio, industrial y laboral a través del cual
se establecen la terminología, la clasificación, las directri-
ces, las especificaciones, los atributos las características,
los métodos de prueba o las prescripciones aplicables a un
producto, proceso o servicio.

Los principios básicos en el proceso de normalización son:
representatividad, consenso, consulta pública, modifica-
ción y actualización.

Este proceso se lleva a cabo mediante la elaboración, ex-
pedición y difusión a nivel nacional, de las normas que
pueden ser de tres tipos principalmente:

A) Norma Oficial Mexicana: es la regulación técnica de
observancia obligatoria expedida por las dependencias nor-
malizadoras competentes a través de sus respectivos Comi-
tés Consultivos Nacionales de Normalización, de confor-
midad con las finalidades establecidas en el artículo 40 de
la Ley Federal sobre Metrología y Normalización (LFMN),
establece reglas, especificaciones, atributos, directrices,
características o prescripciones aplicables a un producto,
proceso, instalación, sistema, actividad, servicio o método
de producción u operación, así como aquellas relativas a
terminología, simbología, embalaje. marcado o etiquetado
y las que se le refieran a su cumplimiento o aplicación.

B) Norma Mexicana: es la que elabora un organismo na-
cional de normalización, o la Secretaría de Economía, de
conformidad con lo dispuesto por el artículo 54 de la
LFMN, en los términos de la LFMN, que prevé para uso
común y repetido reglas, especificaciones, atributos méto-
dos de prueba, directrices, características o prescripciones
aplicables a un producto, proceso, instalación, sistema, ac-
tividad, servicio o método de producción u operación, así
como aquellas relativas a terminología, simbología, emba-
laje, marcado o etiquetado.

C) Las Normas de Referencia: que elaboran las entidades
de la administración pública de conformidad con lo dis-
puesto por el artículo 67 de la Ley Federal de Metrología y
Normalización, para aplicarlas a los bienes o servicios que
adquieren, arrienden o contratan cuando las normas mexi-

canas o internacionales no cubran los requerimientos de las
mismas o sus especificaciones resulten obsoletas o inapli-
cables.

Dentro del proceso de normalización, para la elaboración
de las normas nacionales se consultan las normas o linea-
mientos internacionales y normas extranjeras. No obstante,
la contravención u omisión a las leyes, reglamentos y nor-
mas incrementa el deterioro de nuestro entorno económico,
político, social y ambiental orillándonos a la pronta des-
aparición.

Diversas experiencias han demostrado que para el caso de
las Normas Oficiales Mexicanas, éstas son pasadas por al-
to debido a su desconocimiento y a que las personas o em-
presas las contravienen, ya que no reciben ninguna clase de
infracción por su incumplimiento por parte de las autorida-
des de procuración de justicia.

Así, la legislación debe de ser de carácter preventivo y no
punitivo; no obstante, para hacerse cumplir requieren la
imposición de diversas sanciones, que hagan que la socie-
dad valore el hecho de que debe apegarse a una legislación
vigente que favorezca el desempeño armónico de sus acti-
vidades.

La iniciativa propuesta permitirá disminuir los ilícitos co-
metidos por los distintos infractores fomentando el ade-
cuado funcionamiento de los procesos y actividades regu-
ladas por las instancias de la Administración Pública.

Por tanto y en atención a lo anteriormente expuesto, los
suscritos diputados, respetuosamente somete a la conside-
ración de esta H. Cámara la presente iniciativa con proyec-
to de

Decreto por el que se reforma el artículo 112-A de la
Ley Federal sobre Metrología y Normalización

Artículo Único. Se reforma y adiciona el artículo 112-A de
la Ley Federal de Metrología y Normalización, para quedar
como sigue:

Artículo 112-A

Se sancionará con multa las conductas u omisiones si-
guientes:

I. De cien a cinco mil veces el salario mínimo cuando:
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a) …

II. De mil a dieciséis mil veces el salario mínimo cuan-
do:

a) … 

III. De cinco mil a veinte mil veces el salario mínimo
cuando:

a) …

IV. De diez mil a treinta mil veces el salario mínimo
cuando se incurra en conductas u omisiones que impli-
quen grave riesgo a la salud, vida o seguridad humana,
animal o vegetal, al medio ambiente o demás finalida-
des contempladas en el artículo 40.

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos, a los 9 días del mes de
diciembre de 2004.— Diputados: Jacqueline Argüelles
Guzmán, Jorge Antonio Kahwagi Macari (rúbricas).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Economía.

«Iniciativa que reforma los artícuos 419, 420, 421 y 422,
y adiciona un artículo 421 Bis, todos de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada María Cristina Díaz Sala-
zar, del grupo parlamentario del PRI

La suscrita, diputada federal e integrante del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional a la LIX
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, en ejercicio de la facultad que le confieren los artí -
culos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento en lo esta-
blecido en los numerales 55, fracción II, 56, 62, 63 y de-
más relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-

mete a la consideración de esta honorable Asamblea Ini-
ciativa con Proyecto de Decreto que reforma los artículos
419, 420,  421 y 422 y adiciona el artículo 421-Bis todos
de la Ley General de Salud, de conformidad con la si-
guiente 

Exposición de Motivos

l. Antecedentes 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo 4º otorga a todos los mexicanos el derecho a
la salud, mismo que implica no sólo el acceso a los servi-
cios básicos de salubridad, sino que conlleva también la
protección de la salud de los individuos. En esa medida, la
normatividad sanitaria establece las normas y parámetros
mínimos de salubridad a los que deben sujetarse productos
y servicios que tienen un impacto sobre la salud del hom-
bre y en caso de no ser cumplidas dichas normas se casti -
garán tanto con sanciones administrativas como penales en
algunos casos.

La Ley General de Salud regula en los artículos 419, 420,
421 y 422 las sanciones administrativas que serán impues-
tas a aquellos que cometan violaciones a diversas disposi-
ciones establecidas en esa Ley. 

Conforme al monto con el cual se sancionan dichas viola-
ciones, actualmente podemos clasificar dichas violaciones
en infracciones con distintos grados de gravedad: A (gra-
vedad baja), B (gravedad intermedia), C (gravedad alta).

Esquema vigente de las sanciones administrativas en la
LGS.

En virtud de lo mencionado anteriormente, a continuación
se hace referencia a los artículos que establecen las sancio-
nes a las violaciones en la normatividad sanitaria vigente.

Artículo 419. Se sancionará con multa hasta mil veces el
salario mínimo general diario vigente en la zona económi-
ca de que se trate la violación de las disposiciones conteni-
das en los artículos 55, 56, 83, 103, 107, 137, 138, 139,
161, 200 bis, 202, 259, 260, 263, 282 bis 1, 342, 346, 348,
segundo párrafo, 350 bis 6, 391 y 392 de esta Ley. 

En esta disposición se establecen las sanciones a infraccio-
nes que se les atribuye un grado “A” de gravedad (nivel
de gravedad baja), castigadas hasta con $42,000  pesos
aproximadamente.
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Artículo 420. Se sancionará con multa de mil hasta cua-
tro mil veces el salario mínimo general diario vigente en
la zona económica de que se trate, la violación de las dis-
posiciones contenidas en los artículos 75, 121, 127, 142,
147, 149, 153, 198, 200, 204, 233, 241, 258, 265, 267,
304, 306, 307, 308, 315, 341, 348, tercer párrafo, 349,
350 bis, 350 bis 1, 350 bis 2, 350 bis 3, 373, 376 y 413 de
esta Ley.

En esta disposición se establecen las sanciones a infraccio-
nes que se les atribuye un grado “B” de gravedad (nivel
de gravedad intermedia) castigadas con multa de $42,000
hasta $160,000 pesos aproximadamente.
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Artículo 421. Se sancionará con multa equivalente de cua-
tro mil hasta diez mil veces el salario mínimo general dia-
rio vigente en la zona económica de que se trate (es decir,
hasta $400,000 aprox.), la violación de las disposiciones
contenidas en los artículos 67, 100, 101, 122, 125, 126,
146, 193, 205, 210, 212, 213, 218, 220, 230, 232, 235, 237,
238, 240, 242, 243, 247, 248, 251, 252, 254, 255, 256, 264,
266, 276, 281, 289, 293, 298, 317, 325, 327, 330, 331, 332,

333, 334, 335, 336, 338, último párrafo, 348, primer párra-
fo, 365, 367, 375, 400 y 411 de esta Ley.

En esta disposición se establecen las sanciones a infraccio-
nes que se les atribuye un grado “C” de gravedad (nivel
de gravedad alta), castigadas con multa de 160,000 hasta
$400,000 pesos aproximadamente.
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Artículo 422. Las infracciones no previstas en este Capí-
tulo de la Ley serán sancionadas con multa equivalente
hasta por diez mil veces el salario mínimo general diario
vigente en la zona económica de que se trate, atendiendo
las reglas de calificación que se establecen en el artículo
418 de esta Ley.

Es decir, para el caso de infracciones que no se encuentren
previstas en los artículos 419, 420 y 421, se impondrá una
multa de hasta $400,000 pesos aproximadamente.

Toda vez que las sanciones administrativas a algunas de
esas infracciones son considerablemente menores a las que
ameritan por la gravedad de las mismas, y por el contrario
hay algunas a las cuales se les impone una sanción mucho
mayor a lo que debería corresponderles por la gravedad de
sus efectos, resulta claro que la Ley establece sanciones
que son en ocasiones desproporcionadas a la conducta que
se realiza, es decir, a la violación que se comete. 
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En esa medida, existen algunas conductas tales como la de
no dar aviso sobre enfermedades transmisibles (artículos
137 y 138); o bien la de no contar con un responsable de
seguridad (artículo 259); mismas que actualmente son cas-
tigadas con la sanción mínima, y que por la gravedad de la
infracción deben sancionarse con una mayor pena.

En este contexto, resulta clara la necesidad de reubicar las
sanciones administrativas de todas aquellas conductas cu-
ya sanción sea inequitativa a los daños que se causan al co-
meterse. 

Adicionalmente, se considera preciso replantear el monto
mínimo y máximo de las sanciones administrativas im-
puestas a las conductas infractoras, toda vez que en la ac-
tualidad resultan menores e insuficientes.

Resulta indispensable aumentar los montos de las multas
tanto en los mínimos como en los máximo, con el objeto de
que las sanciones administrativas constituyan una verdade-
ra inhibición para los infractores de la normatividad sanita-
ria.

Finalmente, urge la creación de un nuevo nivel de conduc-
tas que sean consideradas infracciones de máxima grave-
dad “D”, para todas aquellas transgresiones a la Ley que
ameriten ser sancionadas con un una multa aun más severa
debido a la gravedad y a los efectos perjudiciales que se
producen en el ámbito de la salud humana.

II. Consideraciones

Que como se afirma en los antecedentes de la presente ini-
ciativa, resulta necesario reubicar topográficamente las
sanciones a diversas conductas previstas en la Ley General

de Salud. Tal como se manifestó en los párrafos que ante-
ceden, varios de los supuestos previstos en los artículos
419, 420 y 421, no son congruentes respecto de la infrac-
ción cometida.

Que las sanciones administrativas vigentes deben aumen-
tarse para que las infracciones cometidas a la normatividad
sanitaria sean castigadas con mayores sanciones adminis-
trativas pecuniarias que las que actualmente existen, para
que sean transgredidas con menor frecuencia. Ello, en aten-
ción a que el artículo 417 de la Ley General de Salud esta-
blece como una de las sanciones administrativas, la de la
multa. 

Que en la actualidad se consideran en la Ley tres tipos de
infracciones de acuerdo a la gravedad de las mismas, pero
las sanciones aplicables en la actualidad son insuficientes
con relación a los perjuicios que con dichas conductas se
causan.

En virtud de lo anterior, resulta necesario elevar las san-
ciones proporcionalmente con el objeto de evitar que las
infracciones a la regulación sanitaria sean cada vez menos
y en caso de cometerse sean castigadas con mayores penas.

Que por lo anterior, se propone adicionar un nuevo artícu-
lo 421-Bis a fin de que prevea la sanción mas elevada para
las conductas consideradas graves dentro del catálogo con-
tenido en la Ley General de Salud.

A continuación se hace referencia a las conductas que son
sancionadas actualmente por la Ley General de Salud, así
como la propuesta de reubicación de algunas de ellas, con
el objeto de proporcionar una mayor racionalidad y con-
gruencia a las sanciones impuestas por la Ley.
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Derivado de lo anterior, se desprende claramente que se re-
quiere reformar la normatividad sanitaria vigente en mate-
ria de sanciones administrativas. Dicha reforma debe com-
prender dos aspectos fundamentales. 

Primeramente, deben elevarse los montos mínimos y má-
ximos de las multas, con el objeto de impedir la inobser-
vancia a la regulación sanitaria ya que en la actualidad han
dejado de ser un mecanismo efectivo de inhibición frente a
conductas ilícitas. 

Por otra parte, resulta necesario reubicar las disposiciones
cuya infracción ameritan sanción administrativa. Lo ante-
rior, debido a que existe una desproporcionalidad respecto
de algunas conductas que por su gravedad requieren ser
castigadas con multas mayores sancionas a las previstas ac-
tualmente.

Evidentemente, la legislación en materia de salud requiere
de las reformas propuestas en la presente iniciativa para
cumplir con eficacia el mandato comprendido en el tercer
párrafo del artículo cuarto de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en las
disposiciones invocadas en el proemio, presento la si-
guiente 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 419, 420, 421 y 422 y adiciona el artículo 421-bis,
todos de la Ley General de Salud. 

Único.- Se reforman los artículos 419, 420 y 421, y se adi-
ciona el artículo 421-bis, todos de la Ley General de Salud,
para quedar como sigue:

Artículo 419. Se sancionará con multa de hasta dos mil ve-
ces el salario mínimo general diario vigente en la zona eco-
nómica de que se trate, la violación de las disposiciones con-
tenidas en los artículos 55, 56, 83, 107, 139, 161, 200 bis,
202, 263, 282 bis 1, 346, 350 bis 6, 391 y 392 de esta Ley.

Artículo 420. Se sancionará con multa de dos mil hasta
seis mil veces el salario mínimo general diario vigente en
la zona económica de que se trate, la violación de las dis-
posiciones contenidas en los artículos 75, 103 121, 137,
138, 142, 147, 153, 198, 200, 204, 241, 259, 260, 265, 267,
304, 307, 308, 341, 348, segundo y tercer párrafo, 349, 350
bis, 350 bis 2, 350 bis 3, 373 y 413 de esta Ley.

Artículo 421. Se sancionará con multa equivalente de seis
mil hasta doce mil veces el salario mínimo general diario
vigente en la zona económica de que se trate, la violación
de las disposiciones contenidas en los artículos 101, 125,
126, 127, 146, 149, 193, 210, 212, 213, 218, 220, 230, 232,
233, 237, 238, 240, 242, 243, 247, 248, 251, 252, 255, 256,
258, 266, 276, 281, 298, 306, 315, 317, 330, 331, 332, 334,
335, 336, 338, último párrafo, 348, primer párrafo, 350-bis
1, 365, 367, 375, 376, 400 y 411 de esta Ley.

Artículo 421-bis. Se sancionará con multa equivalente de
doce mil hasta dieciséis mil veces el salario mínimo gene-
ral diario vigente en la zona económica de que se trate, la
violación de las disposiciones contenidas en los artículos
67, 100, 122, 205, 235, 254, 264, 289, 293, 325, 327 y 333
de esta Ley.

Artículo 422. Las infracciones no previstas en este Capí-
tulo serán sancionadas con multa equivalente hasta por
dieciséis mil veces el salario mínimo general diario vi-
gente en la zona económica de que se trate, atendiendo las
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reglas de calificación que se establecen en el artículo 418
de esta Ley.

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 6 días
del mes de diciembre de 2004.— Dip. María Cristina Dí-
az Salazar (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Salud. 

«Iniciativa que reforma la fracción I del artículo 185 de
la Ley General de Salud, a cargo del diputado Fernando
Espino Arévalo, del grupo parlamentario del PVEM

Manuel Velasco Coello, Jorge Antonio Kahwagi Macari,
Luis Antonio González Roldán, Alejandro Agundis Arias,
Francisco Xavier Alvarado Villazón, Leonardo Álvarez
Romo, Jacqueline Argüelles Guzmán, María Ávila Serna,
Fernando Espino Arévalo, Maximino Fernández Ávila, Fé-
lix Adrián Fuentes Villalobos, Jorge Legorreta Ordorica,
Julio Horacio Lujambio Moreno, Alejandra Méndez Salo-
rio, Cuauhtémoc Ochoa Fernández, Javier Orozco Gómez,
Raúl Piña Horta, diputados de la LIX Legislatura del H.
Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento
en los artículos 71 fracción II, 72 y 73 fracción XVI de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
55 fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, solicitamos se turne a la Comisión de Salud
para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Cá-
mara de Diputados de la Quincuagésima Novena Legisla-
tura del honorable Congreso de la Unión, la siguiente ini-
ciativa de ley, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El exceso en el consumo del alcohol ha sido descrito des-
de tiempos remotos. Platón, Aristóteles y Plutarco coinci-

dieron en remarcar, en distintos lugares y épocas el hecho
de que en algunas familias sus integrantes presentaban pa-
trones similares de ingesta alcohólica. Esta observación ha
sido plenamente documentada en las décadas recientes, al
demostrarse que gran parte de los alcohólicos tienen al me-
nos un familiar de primer grado afectado, lo cual se clasi-
fica como historia familiar positiva de alcoholismo.

El consumo de bebidas alcohólicas forma parte integral de
nuestra cultura. Su papel como lubricante social es notable
y se sabe que, en pequeñas dosis puede representar benefi-
cios para ciertos grupos de la población. Sin embargo tam-
bién es bien conocido que su abuso se asocia con graves
problemas de salud y altos costos sociales.

Derivado de lo anterior y tomando en cuenta los delicados
problemas que se generan en torno a la ingesta de bebidas
alcohólicas hoy existen importantes retos y expectativas
tanto para los legisladores como para los profesionales de
la salud, en la perspectiva de abonar en pro de la solución
de los mismos, siendo la presente iniciativa una pequeña
parte de ésta.

Aunado a lo anterior es de tomarse en cuenta que nuevos
estudios sobre el tema, concluyeron que los familiares de
primer grado de individuos alcohólicos presenta un riesgo
siete veces mayor de desarrollar alcoholismo en compara-
ción con una persona sin antecedentes de alcoholismo. Es-
ta característica familiar resulta compatible con la idea de
que existe un componente heredable del trastorno.

Es de observar que el tema en comento es muy vasto y ex-
tenso, por tal motivo, en esta ocasión nos concretaremos a
abordar solamente algunas aristas y cuestionamientos fun-
damentales en torno al mismo, como las que a continua-
ción destacamos:

El alcoholismo es una enfermedad crónica, de desarrollo
insidioso y evolución progresiva, que se caracteriza por la
incapacidad de la persona para controlar su manera de be-
ber, lo que da lugar a que en la mayor parte de las ocasio-
nes en que se consuma alcohol, el afectado lo haga en for-
ma excesiva y desarrolle problemas con su salud, su
familia, su trabajo y con la sociedad en general. Esta pér-
dida de control es consecuencia de una dependencia psí-
quica y física al alcohol que el individuo ha desarrollado
por consumirlo en forma frecuente y excesiva durante cier-
to tiempo y por una predisposición genéticamente determi-
nada para la adicción a sustancias.
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En otro orden de ideas debemos preguntarnos, es el alco-
holismo un vicio?. Por supuesto la respuesta es que el al-
coholismo no es un vicio sino una enfermedad. La palabra
“vicio” se define como “falta de rectitud o defecto moral en
las acciones” o “hábito de obrar mal” o “defecto o exceso
especial que provoca demasiado apetito de una cosa, que
incita a usar de ella frecuentemente y con exceso”.

Como se puede apreciar, el término “vicio” tiene un conte-
nido meramente moralista, que se refiere sin excepción a
desviaciones voluntarias en el código de valores de la so-
ciedad. El alcoholismo es un problema de salud y no de
moral. Si al alcohólico lo reprimimos o lo castigamos pen-
sando que está violando la moralidad, no obtendremos nin-
gún cambio en su conducta; pero si lo tratamos con respe-
to y libertad y racionalmente lo hacemos comprender que
padece una enfermedad que sólo con su determinación y
buena voluntad podrá superar, entonces los resultados se-
rán muy exitosos.

De igual forma con cierta frecuencia se refiere al alcoho-
lismo como un hábito, no obstante que el término “Hábito”
se defina como “Costumbre adquirida por la repetición de
actos de la misma especie”. En base a lo anterior el alco-
holismo no es un hábito, sino la consecuencia de un hábi-
to. El acto de beber alcohol puede ser un hábito en un mo-
mento dado, pero del hábito se puede pasar al exceso y de
ahí a la adicción. No debemos olvidar que el camino a la
adicción se inicia por el uso, sigue por el hábito, pasa por
el abuso y termina en la dependencia o adicción.

¿Por qué el alcoholismo debe ser definido como una enfer-
medad?

Porque el conjunto de fenómenos derivados de la pérdida
de control al consumir alcohol, llena todos los requisitos
que la medicina exige para considerar como enfermedad a
determinado conjunto de síntomas y signos: tiene una his-
toria natural; hay un cuadro clínico perfectamente identifi-
cable y similar en todos los individuos que lo padecen; hay
una etiología (causas), una fisiopatogenia (los factores bio-
lógicos subyacentes a la enfermedad), un pronóstico, un
tratamiento y una serie de estrategias para su prevención.

Por otra parte tanto la Organización Mundial de la Salud
como la Asociación Médica Americana y la Asociación
Médica Británica, han catalogado el alcoholismo como una
enfermedad que puede ser controlada pero no curada. Uno
de los síntomas es un incontrolable deseo de beber.

¿Es el alcoholismo una adicción?

El alcoholismo es la más antigua, la más frecuente y la más
común de las adicciones. Algunas personas manejan por
separado los términos “alcoholismo”, “drogadicción” o
“farmacodependencia”, pero en realidad el alcoholismo es
uno de tantos tipos de drogadicción o farmacodependencia,
ya que el alcohol es una droga y el alcoholismo no es más
que la adicción a esa droga.

En consecuencia por qué se considera el alcohol una dro-
ga?. La Organización Mundial de la Salud (OMS) define
una droga como cualquier sustancia que, introducida al or-
ganismo, afecta una o más de sus funciones. El alcohol re-
úne tales características y por lo tanto es una droga. El al-
cohol es una droga legal, no medicamentosa, adictiva,
domesticada, neurotóxica y hepatotóxica. Es una droga le-
gal porque su producción, distribución, comercialización,
publicidad, venta y consumo están permitidos por la ley. La
marihuana y la cocaína son ejemplos de drogas ilegales. Es
una droga no medicamentosa porque no tiene efectos tera-
péuticos como otras drogas como la aspirina o la penicili-
na. Es una droga adictiva porque su consumo frecuente y
repetido produce una dependencia psíquica y física. Es una
droga domesticada porque la sociedad se ha acostumbrado
a su consumo social y la ha introducido a los hogares. Dro-
gas como la heroína o la cocaína no son domesticadas y la
gente suele tenerles más miedo. Uno de los grandes riesgos
de consumir alcohol es que la gente, por su domesticación,
le ha perdido el miedo y hasta llegan a pensar que es ino-
cuo o parte de la alimentación. Es una droga neurotóxica y
hepatotóxica, porque los dos órganos del cuerpo más afec-
tados por su consumo excesivo son el sistema nervioso
central y el hígado respectivamente.

¿Cuál es la diferencia entre embriaguez y alcoholismo?

La embriaguez es una intoxicación por excesivo consumo
de alcohol. Es cuando una persona llega al estado de exce-
so de alcohol en sangre. Por tanto la embriaguez es una
cuadro agudo, es decir, una complicación transitoria que
tiene unas horas de duración, después de las cuales la per-
sona se restablece completamente. En cambio, el alcoho-
lismo es una enfermedad crónica e irreversible (incurable)
caracterizada por la dependencia psíquica y física al alco-
hol. Una persona que ha desarrollado alcoholismo, aunque
deje de beber seguirá siendo alcohólica. Un ebrio o un al-
cohólico pueden estar borrachos en un momento dado; pe-
ro un alcohólico, aunque no esté borracho, sigue siendo un
alcohólico.
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¿Por qué se dice que el alcoholismo es progresivo?

El alcoholismo es una enfermedad evolutiva. Es decir, va
evolucionando en forma progresiva prácticamente desde
que se inicia a beber. Ya que del uso se pasa al hábito, del
hábito al abuso y del abuso a la dependencia. Pero una vez
que se llega a la enfermedad, ésta sigue progresando en
varias fases: La pre-alcohólica, la inicial, la crítica y la
terminal. Siempre la siguiente recaída será peor que la an-
terior. Cuando una persona deja de beber por un tiempo y
después presenta una recaída, ésta será más grave que la
recaída anterior aunque hayan pasado varios años sin que
el alcohólico consumiera alcohol.

¿Por qué se dice que el alcoholismo es incurable?

Por la irreversibilidad de la enfermedad. Cuando el indivi-
duo desarrolla la dependencia psíquica y física al alcohol,
induce una serie de cambios neuroquímicos en la intimidad
de su sistema neurobiológico. Estas alteraciones microneu-
ronales son irreversibles; por lo tanto, aunque el alcohólico
deje de beber por muchos años, persiste esta lesión quími-
ca de su sistema nervioso central y por tal razón, en caso de
volver a beber, se reproducirán todos los síntomas de la en-
fermedad que provocarán que vuelva a beber descontrola-
damente.

El alcoholismo es una enfermedad para toda la vida. Auto-
ridades en la materia coinciden en que el alcohólico, aún
con varios años de sobriedad no puede controlar su inges-
ta de alcohol cuando lo reinicia.

Todos los factores que hemos señalado con antelación nos
conducen a conclusiones catastróficas y necesariamente
mortales, pues la misma progresividad de la enfermedad
hace que si el alcohólico no deja de beber, evolucionará
irremediablemente hacia la muerte. Las causas de muerte
más frecuentes en el alcohólico son las violentas (acciden-
te automovilístico, traumatismos craneoencefálicos, homi-
cidios por riña, suicidios, etcétera). También la cirrosis he-
pática, la bronconeumonía fulminante, la desnutrición y el
coma alcohólico constituyen causas frecuentes de muerte
por alcoholismo. La mortalidad por alcoholismo (causas
violentas y cirrosis) se encuentra dentro de las diez prime-
ras causas de muerte en México.

Hay muchos tratamientos exitosos para el alcoholismo.
Hoy día Alcohólicos Anónimos es el más difundido y con-
siderado mundialmente el más eficaz. El alcoholismo ya no

es una condición sin esperanza, siempre y cuando sea re-
conocido y tratado.

Algunos alcohólicos cuando tratan de dejar de beber sufren
síntomas tan angustiantes que recurren nuevamente a la be-
bida porque sienten que es la única manera de aplacar la
agonía. Esto se llama dependencia del alcohol.

A muchos de los alcohólicos les gustaría ser bebedores so-
ciales. Emplean mucho de su tiempo y esfuerzo tratando de
controlarse para poder beber como otras personas, ingieren
bebidas alcohólicas los fines de semana con moderación, y
creen estar seguros de poder detenerse cuando lo deseen,
por lo que terminan por embriagarse, aún cuando se habí-
an propuesto no hacerlo. Esto se llama compulsión.

El alcoholismo es un tipo de enfermedad en la que el pa-
ciente no cree estar enfermo. La esperanza de recuperación
estriban en su capacidad de reconocer su necesidad de ayu-
da, su deseo de dejar de beber y su disponibilidad en ad-
mitir que, por si mismo, no puede lidiar con el problema.

El alcoholismo está reconocido como uno de los principa-
les problemas de salud. En nuestro país está relacionado
con el 40 ó 50% de los accidentes de tránsito, el 15 ó 20%
de los accidentes laborales, el 50% de los homicidios (1) et-
cétera.

Como vemos el alcoholismo puede de todas maneras llegar
a tener un impacto negativo sobre la vida de las personas
que son aficionadas a las bebidas embriagantes.

Hemos aprendido mucho acerca de cómo identificar y de-
tener el alcoholismo. Pero hasta ahora nadie ha descubier-
to una forma de prevenirlo por que nadie sabe exactamen-
te por qué algunos bebedores se vuelven alcohólicos, los
médicos y los científicos especialistas no se han puesto de
acuerdo sobre la causa o causas del alcoholismo.

Por los argumentos y razones citadas para quienes integra-
mos el Partido Verde Ecologista de México es de funda-
mental importancia el reconocimiento del alcoholismo como
una enfermedad, para que el Estado asuma su responsabili-
dad de dotar a la ciudadanía de los servicios de salud y se im-
plementen programas tendientes a la prevención, tratamien-
to y en su caso la rehabilitación del alcohólico.

Por expuesto y fundado, los diputados integrantes del gru-
po parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
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sometemos a la consideración del pleno de esta soberanía,
la siguiente iniciativa de

Decreto mediante el cual se reforma la fracción I del artí-
culo 185 de la Ley General de Salud.

Artículo Único.- Se reforma la fracción I del artículo
185 de la Ley General de Salud, para quedar como si-
gue

Artículo 185.- La Secretaría de Salud, los…

I. Considerar al alcoholismo como una enfermedad,
para implementar programas de prevención, trata-
miento y en su caso la rehabilitación.

II.  …

III.  …

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota:

1 Fundación de Investigaciones Sociales, AC.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos, a los 9 días del mes de
diciembre de 2004.— Diputados: Manuel Velasco Coello,
coordinador; Jorge A. Kahwagi Macari, vicecoordinador;
Luis Antonio González Roldán, vicecoordinador; Alejan-
dro Agundis Arias, Francisco Xavier Alvarado Villazón,
Leonardo Álvarez Romo, Jacqueline Argüelles Guzmán
(rúbrica), María Ávila Serna (rúbrica), Fernando Espino
Arévalo (rúbrica), Maximino Fernández Ávila (rúbrica),
Félix Adrián Fuentes Villalobos, Jorge Legorreta Ordorica
(rúbrica), Julio Horacio Lujambio Moreno, Alejandra
Méndez Salorio (rúbrica), Cuauhtémoc Ochoa Fernández,
Javier Orozco Gómez, Raúl Piña Horta (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Salud. 

«Iniciativa que adiciona una fracción XIV al artículo 403
del Código Penal Federal, a cargo del diputado Quintín
Vázquez García, del grupo parlamentario del PRI

El suscrito diputado federal por el distrito 9 electoral con
cabecera en Guadalajara, Jalisco, Quintín Vázquez García
integrante de la fracción parlamentaria del Partido Revolu-
cionario Institucional en la Quincuagésima Novena Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, en ejercicio de
la facultad otorgada por la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de conformidad con lo previsto en los artículos 55, fracción
II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General expone ante el Pleno de esta Honorable
Cámara de Diputados, la presente iniciativa de decreto por
el que se adiciona la fracción XIV al artículo 403 del Có-
digo Penal Federal, referida a la prohibición de que exista
proselitismo político o de cualquier índole, dentro de las
instituciones educativas de nivel preescolar, primaria, se-
cundaria, media superior y superior, toda vez que ello va en
detrimento del desarrollo académico y profesional de la co-
munidad estudiantil del país, de conformidad con la si-
guiente

Exposición de Motivos

Es conocido por toda la ciudadanía ya que continuamente
se ha observado, que los candidatos a ocupar un puesto de
elección popular, han tomado como tribuna política a las
Instituciones educativas oficiales, desde; primarias, secun-
darias, preparatorias, universidades, politécnicos, lo que a
todas luces contraviene el espíritu que alentó la creación de
la educación pública, laica y gratuita como un instrumento
de justicia social y de equidad en las oportunidades; per-
mitirlo ha sido un gran error, agravado por el obsecuente
silencio de quienes debieran cuidar que no sucediera. La
educación básica se concibió para dotar a todos los mexi-
canos en edad apropiada de los conocimientos y habilida-
des necesarias para acceder a una mejor manera de vida y
así engrandecer a la nación. Al añadirse la educación pro-
fesional y técnica especializada al espectro de la oferta
educativa estatal, se completó el ciclo para preparar a me-
xicanos en las áreas del saber necesarias para impulsar a
México hacia mejores estadios. La politización espuria de
los centros educativos ha incidido, principalmente en el de-
terioro de la calidad de la enseñanza proporcionada ahí,
además pervierte la orientación universal y objetiva del co-
nocimiento, de la ciencia que se estudia en las aulas y pre-
tende convertir al educando, a los docentes y padres de fa-
milia en reclutas y rehenes de ideologías que poco o nada
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tienen que ver con la ciencia, con el conocimiento objetivo
y con el análisis racional de la Historia y de los problemas
sociales que aquejan a nuestra nación. Si no intervenimos
acotando con la ley esta situación, estaremos traicionando
la confianza de los propios padres de familia que envían a
sus hijos a la escuela a educarse no a convertirse en fanáti -
cos de una u otra filia política. Esto no significa que no se
deba tratar la política en las aulas, por el contrario, queremos
que la política sea analizada, estudiada y cuestionada pero
desde la perspectiva racional, con método y sistema. La pos-
terior afiliación política de los educandos será producto de
este estudio imparcial de todas las corrientes de pensamien-
to político y no producto de la inducción perversa y torcida
de políticos de visión a corto plazo y de oportunistas. Nin-
guna organización política o no, llámese partido, unión,
sindicato, asociación de padres de familia, club, etcétera
podrá acceder a las aulas a las escuelas con el fin de hacer
proselitismo político a favor de tal o cual causa, igual trato
se le dará a los individuos que incurran en esta conducta
contraria a la praxis civilizada de la política.

Ha sido arduo el camino para la construcción de la Demo-
cracia en México. Hoy contamos con instituciones serias y
confiables, así como leyes y reglamentos, para normar y vi-
gilar los procesos democráticos de renovación de la cosa
pública, esto deviene en confianza y seguridad por parte de
la ciudadanía hacia el gobierno, sea del signo que sea, y
aterriza en estabilidad y paz social y esto, compañeros di-
putados, es un logro mayor que debemos cuidar, de ahí la
propuesta de adición al Código Penal Federal.

Sintetizando, es una obligación y un deber preservar a to-
das las instituciones educativas de todos los niveles, públi-
cas o privadas, del asedio de políticos de baja estofa y de
las tentaciones clientelares de quienes no pueden acceder
por medios legítimos al ánimo popular. En las escuelas de
México se forman los hijos de todos, cuidemos que su edu-
cación sea tal y proveamos a la autoridad electoral y mi-
nisterial de instrumentos para garantizar procesos electora-
les justos y equitativos y, al mismo tiempo, para defender a
nuestras mejores instituciones que son las escuelas.

Por lo antes expuesto someto a la consideración de esta
Honorable Soberanía, la siguiente iniciativa de decreto;

Único.- Se adiciona la fracción XIV al Artículo 403 del
Código Penal Federal.

Artículo 403.-
...

Fracción XIV.- Realice proselitismo político o de cualquier
índole en el interior de las Instituciones Educativas; de ni-
vel preescolar, primaria, secundaria, media superior;
superior, politécnicas y tecnológicas del país; coaccione
o intimide a la comunidad estudiantil, personal docente o
padres de familia, para que otorgue sufragio, a favor de un
candidato o partido político específico.

Transitorios

Unico.- El presente decreto entrara en vigor el día siguien-
te a su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el nueve de
diciembre de dos mil cuatro.— Dip. Quintín Vázquez Gar-
cía (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Justicia y De-
rechos Humanos. 

«Iniciativa que adiciona una fracción XXXVII al artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para crear una comisión ordi-
naria que se corresponda con la Secretaría de la Función
Pública, suscrita por los diputados Francisco Ruiz Mo-
nárrez Rincón y Juan Carlos Pérez Góngora, del grupo
parlamentario del PRI

Los suscritos diputados federales en la LIX legislatura del
H. Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en lo que se disponen en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como 55, fracción II, 56 y 57 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración del Ple-
no de la honorable Cámara de Diputados, la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona una fracción
XXXVII al artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, para crear una
Comisión Ordinaria, que se corresponda con la Secretaría
de la Función Pública, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos establece en su artículo 39, numeral 3, que la
competencia de las Comisiones Ordinarias se corresponde
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en lo general con las otorgadas a las dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal. En este senti-
do, recordemos que la Secretaría de la Función Pública es
de reciente creación, por lo que es importante que el Poder
Legislativo, instrumente una Comisión que se corresponda
a esta dependencia.

El tema de la función pública, en la actualidad es de la ma-
yor relevancia e interés, por lo que podemos decir que en
la Cámara existe un vacío al respecto. Porque aunque exis-
ten órganos encargados de sustanciar los procedimientos
relativos a los juicios de procedencia y político, no existe
una Comisión especializada que se encargue de dictaminar,
estudiar, informar, evaluar, etc. lo relacionado con las res-
ponsabilidades y funciones de los servidores públicos.

Así, todo el contenido y adecuación de las leyes no se de-
jaría sólo en manos de las Comisiones Ordinarias de Justi -
cia, Gobernación, Puntos Constitucionales, Participación
Ciudadana, etc., quienes tienen una gran carga de trabajo,
dado que se avocan a diferentes disciplinas jurídico.-políti-
cas, sino que habría un órgano institucional especializado,
es decir una Comisión Ordinaria que revise el andamiaje
jurídico existente relacionado con el tema en comento y
que además se vincule con la dependencia del Ejecutivo
Federal, en aras de arribar a mejores estadios democráticos,
que den certeza y seguridad jurídica a los gobernados.

Entre el conjunto jurídico mínimo que es necesario revisar
se encuentra:

• Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

• Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos

• Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores
Públicos 

• Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público

• Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con
las mismas.

• Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Gubernamental

• Ley Federal de Procedimiento Administrativo

• Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Admi-
nistración Pública Federal

• Ley del Servicio Profesional de Carrera

• Código Penal Federal

• Reglamento Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos

• Reglamento de la Ley del Servicio Profesional de Ca-
rrera en la Administración Pública Federal

• Reglamento del Instituto de Administración y Avalúos
de Bienes Nacionales

• Norma y Metodología para la Evaluación del Desem-
peño de Personal Operativo

• Acuerdos

• Políticas, bases y lineamientos en adquisiciones, arren-
damientos y servicios de la Secodam (ahora Secretaría
de la Función Pública)

• Políticas, bases y lineamientos en materia de obras pú-
blicas y servicios relacionados con las mismas de la Se-
codam (ahora Secretaría de la Función Pública)

Como vemos, esta legislación requiere ser tratada de ma-
nera particular y especializada, en razón de los nuevos
tiempos y como una respuesta de la Cámara de Diputados
hacia el combate frontal de la corrupción e impunidad, así
como un impulso a la transparencia de la función pública.

En este sentido, propongo la creación de una Comisión en
donde se revise a la luz de los nuevos tiempos del derecho
administrativo, las competencias, responsabilidades y or-
ganización de los funcionarios públicos y dependencias
gubernamentales.

La importancia de crear esta Comisión al interior de la Cá-
mara de Diputados, la encontramos en las propias atribu-
ciones que la Ley Orgánica de la Administración Pública le
confiere a la Secretaría de la Función Pública en el artícu-
lo 37, entre las que destacan:

1.- Organizar y coordinar el sistema de control y eva-
luación gubernamental. 
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2.- Inspeccionar el ejercicio del gasto público federal, y
su congruencia con los presupuestos de egresos;

3.- Expedir las normas que regulen los instrumentos y
procedimientos de control de la Administración Pública
Federal.

4.- Establecer las bases generales para la realización de
auditorías en las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal,;

5.- Vigilar el cumplimiento, por parte de las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal,
de las disposiciones en materia de planeación, presu-
puestación, ingresos, financiamiento, inversión, deuda,
patrimonio, fondos y valores;

6.- Organizar y coordinar el desarrollo administrativo
integral en las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, Para lo cual podrá realizar o en-
comendar las investigaciones, estudios y análisis nece-
sarios sobre estas materias, y dictar las disposiciones
administrativas que sean necesarias al efecto, tanto para
las dependencias como para las entidades de la Admi-
nistración Pública Federal;

7.- Dirigir, organizar y operar el Sistema de Servicio
Profesional de Carrera en la Administración Pública Fe-
deral en los términos de la Ley de la materia, dictando
las resoluciones conducentes en los casos de duda sobre
la interpretación y alcances de sus normas; 

8.- Inspeccionar y vigilar, directamente o a través de los
órganos de control, que las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal cumplan con las nor-
mas y disposiciones en materia de: sistemas de registro
y contabilidad, contratación y remuneraciones de perso-
nal, contratación de adquisiciones, arrendamientos, ser-
vicios, y ejecución de obra pública, conservación, uso,
destino, afectación, enajenación y baja de bienes mue-
bles e inmuebles, almacenes y demás activos y recursos
materiales de la Administración Pública Federal;

9.- Colaborar con la Contaduría Mayor de Hacienda pa-
ra el establecimiento de los procedimientos necesarios
que permitan a ambos órganos el mejor cumplimiento
de sus respectivas responsabilidades

10.- Informar periódicamente al Ejecutivo Federal, so-
bre el resultado de la evaluación respecto de la gestión

de las dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal, así como de aquellas que hayan sido
objeto de fiscalización, e informar a las autoridades
competentes, cuando proceda del resultado de tales in-
tervenciones y, en su caso, dictar las acciones que deban
desarrollarse para corregir las irregularidades detecta-
das;

11.- Recibir y registrar las declaraciones patrimoniales
que deban presentar los servidores públicos de la Admi-
nistración Pública Federal, y verificar su contenido me-
diante las investigaciones que fueren pertinentes de
acuerdo con las disposiciones aplicables;

12.- Conocer e investigar las conductas de los servido-
res públicos, que puedan constituir responsabilidades
administrativas; aplicar las sanciones que correspondan
en los términos de ley y, en su caso, presentar las de-
nuncias correspondientes ante el Ministerio Público,
prestándose para tal efecto la colaboración que le fuere
requerida;

13.- Expedir normas técnicas, autorizar y, en su caso,
proyectar, construir, rehabilitar, conservar o administrar,
directamente o a través de terceros, los edificios públi-
cos y, en general, los bienes inmuebles de la Federación,
a fin de obtener el mayor provecho del uso y goce de los
mismos. Para tal efecto, la Secretaría podrá coordinarse
con estados y municipios, o bien con los particulares y
con otros países;

14.- Llevar el registro público de la propiedad inmobi-
liaria federal y el inventario general correspondiente;

15.- Formular y conducir la política general de la Ad-
ministración Pública Federal para establecer acciones
que propicien la transparencia en la gestión pública, la
rendición de cuentas y el acceso por parte de los parti-
culares a la información que aquella genere;

16.- Promover las estrategias necesarias para establecer
políticas de gobierno electrónico.

Acciones las anteriores que requieren de la decisión y line-
amientos del Poder Legislativo, como un camino a su for-
talecimiento y a la auténtica División de Poderes en donde,
evitando con ello, las facultades meta-constitucionales. 

No debemos olvidar que el Ejecutivo propone y el Legisla-
tivo dispone, pues este último el único y verdadero órgano
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representativo del pueblo, por lo que es de vital importan-
cia crear una Comisión homóloga, objetivando así el siste-
ma de “pesos y contrapesos”, en aras de consolidar un sis-
tema democrático, federal y republicano.

En razón de ello, es que someto a consideración de esta
Asamblea la siguiente Iniciativa con proyecto de

Decreto

Único.- Se adiciona una fracción XXXVII al artículo 39 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para crear una Comisión Ordinaria, que se
corresponda con la Secretaría de la Función Pública, para
quedar en los siguientes términos.

Artículo 39. ...

...

...

XXXVII. Función Pública y Responsabilidades Ad-
ministrativas de los Servidores Públicos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 9 de di-
ciembre de 2004.— Dip. Francisco Luis Monárrez Rincón
(rúbrica); Dip. Juan Carlos Pérez Góngora (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Reglamentos
y Prácticas Parlamentarias. 

«Iniciativa que reforma el párrafo quinto del artículo 27
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y diversos artículos de la Ley de Aguas Naciona-
les, a cargo del diputado Alberto Jiménez Merino, del
grupo parlamentario del PRI

En mi calidad de diputado federal, en ejercicio del derecho
de iniciativa que me otorga la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
pongo a la elevada consideración de esta honorable asam-
blea la presente iniciativa, para reformar el párrafo quinto
del articulo 27 de la Constitución Política de los estados
unidos mexicanos y los artículos 2, 3, 7, 7 bis, 9, 14 bis 5,
15, 17, 19 bis, 45, 47, 47 bis y 84 bis de la ley de aguas na-

cionales para considerar al agua pluvial como parte de las
aguas nacionales, con la siguiente...

Qué bonito es ver llover y no mojarse. Pero, desgraciada-
mente, no hay belleza en ver llover, perder el agua escasa
y no poder superar los niveles de vida por su falta.

El agua es un elemento fundamental para el desarrollo de
la vida en la medida que más del (70) 90% del cuerpo hu-
mano está constituido por este elemento al que hay que re-
poner en cantidades de 2.5 litros diarios por persona. Ne-
cesitamos el agua para beber, preparar alimentos, asear
nuestro cuerpo, asear la casa, mantener la salud, producir
alimentos , sembrar los campos, criar ganado, eliminar des-
echos, regular la temperatura y muchos más usos.

Sin agua es imposible producir algo. Sin agua no podemos
crear empleos ni pueden mejorarse los ingresos y mucho
menos mejorar las condiciones de vida.

El agua por ser un elemento indispensable para la vida, tie-
ne funciones muy relevantes en la generación de riqueza
para la sociedad. Su disponibilidad reducida, genera la po-
breza que está rebasando ya las frágiles líneas que dividen
la estabilidad y la gobernabilidad con las situaciones de
tensión y conflictos sociales. 

El agua dulce, es sólo una mínima parte del agua disponi-
ble en el mundo. Sólo 2.5% del total existente en el plane-
ta es de tipo dulce, pero más de dos terceras partes de ésta,
se encuentran en los polos en forma de hielo o en el sub-
suelo de donde es muy difícil sacarla.

Aun cuando se da mayor importancia a la pavimentación
de calles, construcción de carreteras, introducción de elec-
tricidad o a la compra de mejores semillas, abonos y mejo-
res razas de ganado, los impactos son escasos en la pro-
ductividad si no contamos con agua.

No se puede establecer un asentamiento humano, escuela,
industria, centro de trabajo, hospital o área productiva sin
agua.

El agua provienen en su totalidad de la precipitación, ya
sea en forma líquida como lluvia o sólida como nieve o
granizo. El ciclo del agua es la esencia misma de la vida en
el planeta. De su conservación depende la viabilidad de la
actividad humana y la continuidad de la vida. Este ciclo,
sin amarillismos, se está rompiendo peligrosamente, de-
bido a los elevados niveles de deforestación, erosión del
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suelo y contaminación del ambiente. Por eso, de manera
frecuente, tenemos la presencia de fenómenos como la se-
quía, heladas, inundaciones y ciclones que alteran drástica-
mente la vida de amplias regiones, comunidades y países.

Tradicionalmente el agua para consumo humano se toma
del subsuelo, de escurrimientos o de cuerpos superficiales
como ríos, lagos, lagunas y mares. A partir de esas fuentes
se abastecen las necesidades de las familias y las comuni-
dades.

De esta forma, a lo largo de la historia, en México se ha lo-
grado dotar de agua a cerca de 88 millones de mexicanos.
en la mayoría de los casos haciendo pozos o aprovechando
manantiales, ríos, arroyos y presas. En otros casos, donde
la población ha crecido mucho se construyen sistemas pa-
ra traer agua de fuentes mencionadas pero ubicadas a gran-
des distancias, como el sistema Cutzamala que trae el agua
a la Ciudad de México del río Cutzamala, ubicado a 17 km
en el estado de Guerrero, atravesando el estado de México
y mediante tres mediante tres rebombeos vencer un desni-
vel de 1200 metros.

Aun con los grandes esfuerzos realizados, todavía 12 mi-
llones de mexicanos no tienen agua entubada. La disper-
sión poblacional, el alto costo de las obras de agua potable
que rebasa los presupuestos disponibles son la principal
causa, pero lo es también la falta de fuentes cercanas para
obtener este preciado líquido.

Mil doscientos millones de personas en el mundo carecen de
agua; 78 millones están en Latinoamérica, en el 2025 esta ci-
fra será de 155 millones y 80% corresponde a mujeres.

Además, la reducida cantidad de agua reflejada a través de
la sobreexplotación de 102 de los 658 acuíferos nacionales.
El 57% del agua subterránea proviene de los acuíferos so-
bre explotados. También enfrentamos problemas de cali-
dad del agua. De los acuíferos 49% se considera poco con-
taminada, 22% aceptable, 15% contaminada, 5%
excelente, 7% altamente contaminada y 2% con presencia
de tóxicos.

Según la Comisión Nacional del Agua, de las 13 cuencas
hidrológicas del país, 12 están contaminadas; además, solo
0.2 por ciento del agua nacional puede ser catalogada co-
mo excelente y 6.9 por ciento como aceptable. el resto se
divide en 17.6 por ciento levemente contaminada; 58.4 por
ciento contaminada y 10.3 por ciento excesivamente con-
taminada.

El tratamiento de aguas residuales es apenas del 30% a tra-
vés de 1132 plantas de las que sólo funcionan menos de
800 debido al alto costo de las tecnologías empleadas y de
la electricidad requerida, esta situación aumenta los riesgos
de contaminación de los acuíferos disponibles.

De acuerdo con la Semarnat, México recibe anualmente
1,528 km3 de agua, pero 1,106 km3, el 73%, se pierde por
evaporación. Del total disponible, 422 km3, aproximada-
mente 397 km3 escurren y 75 km3 se acumulan en acuífe-
ros. La capacidad de almacenamiento nacional es de 150
km3 por lo que 247 km3 del agua disponible anualmente se
van al mar sin beneficio para las comunidades. 

La disponibilidad de agua por habitante/año ha variado de
31,000 m3 en el año 1910 a 4,841 m3 en el 2000 y se re-
ducirá a 3,750 m3 en el año 2020. 

Al menos 50 millones de mexicanos asentados en 297 ciu-
dades disponen de poca o muy poca agua; en 63 de las 113
localidades. La escasez de agua ocurre en 80 países; 1,100
millones de personas no tienen acceso al agua en el mundo
y 50% viven en 31 países sometidos a escasez. Se estima
que la escasez de agua afecta ya a 3,000 millones de seres
humanos. 

Las mujeres y los niños son los que más sufren por la falta
de agua, ya que son los encargados de buscarla y acarrear-
la, a veces desde varios kilómetros, invirtiendo hasta 5 ho-
ras diarias. En 8 años los latinoamericanos con problemas
de agua aumentarán de 78 millones a 155 millones, y el gé-
nero femenino concentrará al 80% de los perjudicados. 

El 80% de las enfermedades y más del 33% de las muertes
en los países en desarrollo están relacionadas con la falta
de agua. Cada 8 segundos muere un niño y cada año más
de 5 millones de personas fallecen por dolencias relaciona-
das al consumo y falta de higiene. 

Desafortunadamente, ni el sistema educativo, ni la Ley de
Aguas Nacionales, ni los programas hidráulicos nacionales
han considerado el aprovechamiento de esta fuente de
agua, que es una solución viable para abastecer a amplios
sectores que aún contando con agua entubada, no pueden
satisfacer sus necesidades, ni en cantidad, ni en calidad. 

Adicionalmente, el Sistema Nacional Hidráulico se carac-
teriza porque los niveles de pérdida de agua en las áreas ur-
banas es del 50% por obsolescencia de las redes de distri-
bución; en el campo este porcentaje alcanza el 40% debido
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a la escasa tecnificación y el tratamiento de aguas residua-
les no rebasa a nivel nacional el 29% equivalente a 45,000
litros por segundo, no obstante que hay infraestructura pa-
ra tratar 85,000 litros/seg. de los 250,000 litros que captan
los sistemas de drenaje del país. 

Siempre que requerimos dotar de agua a las comunidades,
inmediatamente pensamos en las fuentes de agua superfi -
ciales o subterráneas, mismas que se están agotando. 

Por eso, es tiempo de considerar el aprovechamiento de la
lluvia como la tercera vía de abastecimiento inmediato y de
bajo costo para muy diversos usos. 

El promedio nacional de precipitación anual es de 772 mm,
equivalentes a 772 litros por cada metro cuadrado del terri-
torio, aunque varía de acuerdo a la región geográfica desde
200 mm en la zonas áridas hasta más de 4,000 en las zonas
tropicales. En áreas como el Distrito Federal, ciudad de
Puebla y partes de la mixteca oaxaqueña, poblana y gue-
rrerense, caen cada año 750 litros de agua por metro cua-
drado y sin embargo, es común después de una lluvia ver
ríos en las calles o grandes escurrimientos en barrancas,
cuando amplios sectores de la población carecen de agua
para necesidades elementales. 

Las construcciones antiguas tenían sistemas de captación
de agua, pero la modernidad nos ha encaminado hacia edi-
ficaciones que envían el agua de lluvia hacía la calle o ha-
cía los sistemas de drenaje, impidiendo el aprovechamien-
to de una agua que con mínimo tratamiento es posible
utilizar como potable y para muy diversos usos, como el
aseo de la casa, los sanitarios, lavar la ropa, riego de árbo-
les, producción de hortalizas, abastecimiento al ganado e
infiltración al subsuelo. 

Hay varias experiencias aisladas en México sobre capta-
ción y aprovechamiento de la lluvia. Ésta era una práctica
que hacían los mayas, y las más recientes evidencias las
dejaron los franciscanos en los conventos construidos des-
pués de la conquista de México. 

Investigadores del Colegio de Postgraduados, Manuel
Anaya Garduño y Benjamín Figueroa Sandoval, Instituto
Mexicano de Tecnología del Agua, Universidad Autónoma
Metropolitana, Universidad Autónoma de Chapingo, Dio-
doro granados Sánchez, Universidad Nacional Autónoma
de México, Universidad Tecnológica de Puebla, Alternati-
vas y Procesos de Desarrollo Social, y particulares, como
Carlos Peralta, Margarita Pacheco Montes, Kamel Nacyf,

Águeda Merino Córdova, Manuel Villa Issa, Carlos Alfre-
do Galindo Medrano, Urbano Muñoz González, Jaime Lu-
cero Cáceres, Alberto Kalach, Juan Palomar, Tonatiuh
Martínez, Gustavo Lipkau, Luis Mora, Deus Páramo Her-
nández, han sido junto a muchos mexicanos los pioneros
en empezar la captación de agua de lluvia que resuelve ne-
cesidades muy sentidas del vital líquido. 

A nivel internacional, Israel, España, China, India, Colom-
bia, Bangladesh, Singapur, apoyan su economía en la reco-
lección y utilización directa de la lluvia y la tienen incor-
porada a su legislación. 

En Alemania, Japón y Singapur la recolección de lluvia
comprende importantes edificaciones como aeropuertos,
espacios deportivos y unidades habitacionales. 

En Tailandia se han construido 10 millones de cisternas y
Brasil ha programado la construcción de un millón de éstas
para resolver problemas de abasto de agua a partir de la llu-
via. 

Estimaciones de Manuel Anaya Garduño, creador del Cen-
tro Internacional de Tecnología en Agua de Lluvia, señalan
que para dotar de 50 litros por persona por día, se requiere
de 237 millones de metros cúbicos que pueden ser capta-
dos y almacenados en 3 millones de cisternas de 73 m3 su-
ficiente para atender a los 12 millones de mexicanos que
carecen de agua actualmente. 

Se ha constituido la Asociación Internacional del Programa
Captación de Agua de Lluvia, con el propósito de identifi -
car a los especialistas en el tema con representación en los
5 continentes. Así también la organización internacional
Alianza del Género y del Agua (Gender and Water Allian-
ce) que es una red de 115 organizaciones e individuos mun-
dial, cuyo proyecto está asociado a la Alianza Mundial del
Agua (Global Water Partnership) financiada por los go-
biernos holandés y del Reino Unido. 

En África existen ya 13 asociaciones nacionales de 40 a
400 miembros cada una, dedicadas a promover la cosecha
de agua de lluvia. Están agrupadas en una rede de Asocia-
ciones Nacionales de Cosecha de Lluvia del Sur y Este de
África (SEARNET, por sus isglas en inglés).

En México son 26 las Cuencas Hidrológicas más impor-
tantes, todas ellas presentan un marco de oportunidad para
establecer su sustentabilidad gracias a su hidrología, hidro-
grafía y su comportamiento con relación a los elementos
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climatológicos que las afectan, es posible realizar los pla-
nes de trabajo más adecuados en lo que se refiere a la cap-
tación de agua, para rescatar los suelos empobrecidos por
la erosión, haciendo un uso eficiente del recurso agua, esto
sin dejar al margen a los usuarios.

Si bien la estructura natural de las cuencas, afectadas de
manera importante por la explotación a veces desmedida,
son factibles de ser mantenidas en buen estado mediante la
planeación integral, es necesario aplicar la Cosecha de
agua, como nuevo concepto en lo que se refiere a la explo-
tación del vital líquido. Cuando se habla de Cosecha de
Agua se hace referencia a la captación de agua de lluvia,
con obras adecuadas para su aprovechamiento, retención,
almacenamiento superficial y subterráneo. El almacena-
miento subterráneo es muy importante, porque permite re-
cargar los acuíferos, evitando su agotamiento.

Los beneficios de esta forma de percibir el agua de lluvia,
como una fuente importante para diferentes usos, permiten,
por un lado reducir la escasez del preciado liquido y por el
otro, con el manejo de cuencas, evitar o reducir las aveni-
das y torrentes que inundan campos y poblaciones, que de-
positan gran cantidad de azolves y finalmente ocasionan
que grandes volúmenes de agua dulce se pierdan en el mar.

Para mantener el agua de las cuencas, existen diversos ti -
pos de obras y prácticas como son: zanjas, trincheras a ni-
vel, represas escalonadas, terrazas, pozos de absorción y
otras más como la cepa común, que permiten almacenar
una buena parte del agua de lluvia para su uso posterior.
Las represas escalonadas pueden ser de varios tipos; de
mampostería, muros secos o de gaviones, dependiendo de
las características del terreno para su construcción.

Es indispensable que estas acciones para cosechar el agua,
se lleven a cabo sistemáticamente en todo el territorio na-
cional, de manera simultánea con una reforestación ex-
haustiva.

Para resolver el problema de abastecimiento de agua en el
país, es necesario entender que ésta se origina por la preci-
pitación pluvial, la cual se genera por la evaporización de
los mares y lagos y otros cuerpos de agua.

Si queremos disponer de más agua, es necesario cosechar-
la con obras adecuadas, de tal manera, que la mayor parte
de la precipitación pueda detenerse e infiltrarse o condu-
cirse a los almacenamientos disponibles.

Por estos motivos, es preciso considerar al agua de lluvia
como la tercera fuente de aguas nacionales. Es necesario,
con el fin de llevar a cabo las obras de infraestructura ade-
cuadas, que el estatuto del agua de lluvia se elevado al de
agua nacional.

El Párrafo Quinto del Artículo 27 Constitucional, en su pri-
mera parte señala las modalidades de las aguas que son
propiedad de la nación, específicamente las de los ríos y
sus afluentes directos o indirectos, desde el punto del cau-
ce en que se inicien las primeras aguas permanentes y to-
rrenciales, así como señala diversas causales para conside-
rar distintos cuerpos de agua como nacionales, mención
especial merecen las aguas del subsuelo para las cuales se
señala que pueden ser apropiadas por el dueño del terreno,
pero podrá reglamentarse su extracción y utilización.

En la última parte del Párrafo Quinto, señala “Cualesquie-
ra otras aguas no incluidas en la enumeración anterior, se
considerará como parte integrante de la propiedad de los
terrenos por las que corran o en las que se encuentren sus
depósitos, pero si se localizaren en dos o más predios, el
aprovechamiento de esta agua se considerará de utilidad
pública, y quedará sujeta a las disposiciones que dicten los
Estados.

En ningún caso hace referencia explícita del agua pluvial.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
define tres modalidades sobre la propiedad de las aguas: la
originaria y la derivada de la Nación, la de los particulares
y la sujeta al interés público, todas definidas a partir de su
escurrimiento, sin mencionar explícitamente el agua plu-
vial que es el antecedente físico del escurrimiento, sean por
considerarlo implícito, parte del escurrimiento o que en su
momento no representaba un recurso de interés propio, pe-
ro en la actualidad representa una alternativa de aprove-
chamiento y uso por tanto requiere se especifique el carác-
ter legal de su propiedad y las normas que regirán su uso y
aprovechamiento.

En el Párrafo Sexto del Artículo 27 Constitucional señala
que el dominio de la Nación es inalienable e imprescripti-
ble y la explotación, el uso o el aprovechamiento de los re-
cursos de que se trata, por los particulares o por sociedades
constituida conforme a las leyes mexicanas, no podrá rea-
lizarse sino mediante concesiones que establezcan las le-
yes, para el caso del agua específicamente la Ley de Aguas
Nacionales.
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La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
contiene las disposiciones básicas sobre las modalidades
de la propiedad de las aguas, en las leyes reglamentarias
del Artículo 27 Constitucional, ,entre otra la Ley de Aguas
Nacionales, de Desarrollo Rural Sustentable, de Asenta-
mientos Humanos, Desarrollo Forestal aparecen las nor-
mas que regulan el uso y aprovechamiento del recurso, pe-
ro no contienen disposiciones explícitas sobre el
aprovechamiento del agua pluvial.

El Artículo 115 Constitucional señala en su fracción III, in-
ciso a) Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y
servicios públicos siguientes: Agua potable, drenaje, al-
cantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales
y en su fracción V señala que en los términos de las leyes
federales y Estatales relativas, estarán facultados para: In-
ciso c) Participar en la formulación de planes de desarrollo
regional, los cuales deberán estar en concordancia con los
planes generales de la materia. Cuando la Federación o los
Estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberá
asegurar la participación de los municipios, Inciso d) Au-
torizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ám-
bito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales e
Inciso f) Otorgar licencias y permisos para construcciones.

Específicamente el Distrito Federal basado en el Artículo
73, Fracción VI, Base Tercera, Inciso A) de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos expidió el Re-
glamento del Servicio de Agua y Drenaje para el Distrito
Federal, donde considera el agua pluvial en sus acciones.

En virtud de que el Poder Público sólo está facultado por lo
que expresamente señala la ley, es necesario, para el dise-
ño y desarrollo de políticas y programas públicos para el
aprovechamiento del agua pluvial, explicitar al agua plu-
vial como parte de las Aguas Nacional, dándole estatuto
constitucional adicionando al párrafo Quinto del artículo
27 la forma del agua pluvial.

El agua de lluvia es la gran posibilidad de apoyar progra-
mas de producción de alimentos en huertos familiares tec-
nificados, que les permitan a la mayor parte de los 5 millo-
nes de familias del programa Oportunidades, producir sus
propios alimentos, revertir la pobreza y la desnutrición, y
abrir un camino al desarrollo duradero que fortalezca la se-
guridad alimentaria del país.

Con esos propósitos, en atención a las consideraciones pre-
cedentes, me permito presentar a esta honorable asamblea
el siguiente proyecto de 

Decreto 

Que adición al párrafo Quinto del Artículo 27 Constitucio-
nal y reforma los artículos 2, 3, 7, 7 bis, 9, 14 bis 5, 15, 17,
19 bis, 45, 47, 47 bis y 84 bis de la ley de aguas naciona-
les

Artículo Uno. Se adiciona al párrafo quinto del artículo 27
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para considerar a las aguas pluviales como aguas na-
cionales, quedando como sigue

Artículo Dos: se realizan adiciones a los Artículos 2, 3, 7,
7 BIS, 9, 14 BIS 5, 15, 17, 19 BIS, 45, 47, 47 BIS Y 84 BIS
de la Ley de Aguas Nacionales, para quedar como sigue

Artículo 27 Constitucional Párrafo quinto

Son propiedad de la Nación las aguas de los mares territo-
riales en la extensión y términos que fije el Derecho Inter-
nacional; las aguas marinas interiores; las de las lagunas y
esteros que se comuniquen permanentemente o intermiten-
temente con el mar; la de los lagos interiores de formación
natural que estén ligados directamente a corrientes cons-
tantes; las de los ríos y sus afluentes directos o indirectos,
desde el punto del cauce en que se inicien las primeras
aguas permanentes, intermitentes o torrenciales, hasta su
desembocadura en el mar, lagos, lagunas o esteros de pro-
piedad nacional; las de las corrientes constantes o intermi-
tentes y sus afluentes directos o indirectos, cuando el cau-
ce de aquéllas en toda su extensión o en parte de ellas, sirva
de límite al territorio nacional o a dos entidades federati-
vas, o cuando pase de una entidad federativa a otra o cruce
la línea divisoria de la República; las de los lagos, lagunas
o esteros cuyos vasos, zonas o riberas, estén cruzadas por
líneas divisorias de dos o más entidades o entre la Repú-
blica y un país vecino, o cuando el límite de las riberas sir-
va de lindero entre dos entidades federativas o a la Repú-
blica con un país vecino; las de los manantiales que broten
en las playas, zonas marítimas, cauces, vasos o riberas de
los lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional, y las
que se extraigan de las minas; los cauces, lechos o riberas
de los lagos y corrientes interiores en la extensión que fija
la ley; y las precipitaciones pluviales. Las aguas del sub-
suelo pueden ser libremente alumbradas mediante obras ar-
tificiales y apropiarse por el dueño del terreno, pero cuan-
do lo exija el interés público o se afecten otros
aprovechamientos; las precipitaciones pluviales pueden
ser aprovechadas libremente mediante la infraestructu-
ra desarrollada para ese fin; el Ejecutivo Federal podrá
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reglamentar su extracción y utilización y aún establecer zo-
nas vedadas, al igual que para las demás aguas de propie-
dad nacional. Cualesquiera otras aguas no incluidas en la
enumeración anterior, se considerarán como parte inte-
grante de la propiedad de los terrenos por los que corran o
en los que se encuentren sus depósitos, pero si se localiza-
ren en dos o más predios, el aprovechamiento de estas
aguas se considerará de utilidad pública, y quedará sujeto a
las disposiciones que dicten los Estados.

Ley de Aguas Nacionales

Artículo 2. Las disposiciones de esta Ley son aplicables a
todas las aguas nacionales, sean superficiales, las pluvia-
les que las originan o del subsuelo. Estas disposiciones
también son aplicables a los bienes nacionales que la pre-
sente Ley señala.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

II. “Aguas pluviales”: Las aguas provenientes de las
precipitaciones pluviales (lluvias) acaecidas en todo
el territorio nacional.

Artículo 7. Se declara de utilidad pública:

I. La gestión integrada de los recursos hídricos, pluvia-
les, superficiales y del subsuelo, a partir de las cuencas
hidrológicas en el territorio nacional, como prioridad y
asunto de seguridad nacional;

Artículo 7 BIS. Se declara de interés público:

X. El Desarrollo de programas, proyectos y acciones
para captar, tratar, almacenar y utilizar el agua de
lluvia que se precipita en las edificaciones presentes
y futuras en todo el territorio nacional donde sea ne-
cesario y factible, y

Artículo 9.

XXX. Promover y propiciar la investigación científica y
el desarrollo tecnológico, la formación de recursos hu-
manos, así como difundir conocimientos en materia de
gestión de los recursos hídricos, con el propósito de for-
talecer sus acciones y mejorar la calidad de sus servi-
cios, para lo cual se coordinará en lo conducente con el
Instituto Mexicano de Tecnología del Agua; Identifi-
car, conjuntar, validar y transferir las tecnologías
generadas por los centros de investigación,  particu-

larmente para conformar paquetes tecnológicos que
apoyen la capacitación y la asesoría técnica sobre
captación, tratamiento, almacenamiento y utiliza-
ción de agua de lluvia.

Artículo 14 BIS 5. Los principios que sustentan la política
hídrica nacional son:

XXI. Considerar el aprovechamiento del agua de llu-
via como una alternativa de abastecimiento inmedia-
to y de bajo costo para diversos usos.

Artículo 15. La planificación hídrica es de carácter obli-
gatorio para la gestión integrada de los recursos hídricos, la
conservación de recursos naturales, ecosistemas vitales y el
medio ambiente. La formulación, implantación y evalua-
ción de la planificación y programación hídrica compren-
derá:

III. Los subprogramas específicos, regionales, de cuen-
cas hidrológicas, acuíferos, estatales y sectoriales que
permitan atender problemas de escasez o contaminación
del agua, ordenar el manejo de cuencas y acuíferos, o
corregir la sobreexplotación de aguas superficiales y
subterráneas, y el aprovechamiento de aguas pluvia-
les; dichos subprogramas comprenderán el uso de ins-
trumentos para atender los conflictos por la explotación,
uso, aprovechamiento y conservación del agua en canti-
dad y calidad, la problemática de concesión, asignación
y transmisión de derechos de uso de agua en general pa-
ra la explotación, uso, y aprovechamiento del agua, in-
cluyendo su reúso, así como el control, preservación y
restauración de la misma; la formulación y actualiza-
ción del inventario de las aguas nacionales y de sus
bienes públicos inherentes, así como el de los usos del
agua, incluyendo el Registro Público de Derechos de
Agua y de la infraestructura para su aprovechamiento y
control;

X. La programación hídrica respetará el uso ambiental o
de conservación ecológica, la cuota natural de renova-
ción de las aguas, la sustentabilidad hidrológica de las
cuencas hidrológicas y de ecosistemas vitales y contem-
plará la factibilidad de explotar las aguas del subsuelo
en forma temporal o controlada, así como la captación
de agua de lluvia para su aprovechamiento.

Artículo 17. Es libre la explotación, uso y aprovechamien-
to de las aguas nacionales superficiales y de las aguas
pluviales que las originan por medios manuales para uso
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doméstico conforme a la fracción LVI del Artículo 3 de es-
ta Ley, siempre que no se desvíen de su cauce ni se pro-
duzca una alteración en su calidad o una disminución sig-
nificativa en su caudal, en los términos de la
reglamentación aplicable.

No se requerirá concesión para la extracción de aguas ma-
rinas interiores y del mar territorial, para su explotación,
uso o aprovechamiento, salvo aquellas que tengan como
fin la desalinización, las cuales serán objeto de concesión.

Por su naturaleza, las aguas pluviales no requerirán
concesión para su uso, explotación o aprovechamiento.

Artículo 19 BIS. En tratándose de un asunto de seguridad
nacional y conforme a lo dispuesto en la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guber-
namental, “la Comisión” será responsable, con el concurso
de los Organismos de Cuenca y con el apoyo que conside-
re necesario de los gobiernos de los estados, del Distrito
Federal y de los municipios, así como de asociaciones de
usuarios y de particulares, de realizar periódica, sistemáti-
ca y prioritariamente los estudios y evaluaciones necesa-
rias para ampliar y profundizar el conocimiento acerca de
la ocurrencia del agua en el ciclo hidrológico, con el pro-
pósito de mejorar la información y los análisis sobre los re-
cursos hídricos, su comportamiento, sus fuentes diversas
superficiales, del subsuelo y las pluviales, su potencial y
limitaciones, así como las formas para su mejor gestión.

Artículo 45. Es competencia de las autoridades municipa-
les, con el concurso de los gobiernos de los estados en los
términos de esta Ley, la explotación, uso o aprovecha-
miento de las aguas nacionales que se les hubieran asigna-
do, incluyendo las aguas pluviales y las residuales, desde
el punto de su extracción o de su entrega por parte de “la
Autoridad del Agua”, hasta el sitio de su descarga a cuer-
pos receptores que sean bienes nacionales. La explotación,
uso o aprovechamiento se podrá efectuar por dichas auto-
ridades a través de sus entidades paraestatales o de conce-
sionarios en los términos de Ley.

Artículo 47. Las descargas de aguas residuales a bienes
nacionales o su infiltración en terrenos que puedan conta-
minar el subsuelo o los acuíferos, se sujetarán a lo dis-
puesto en el Título Séptimo de la presente Ley.

“La Autoridad del Agua” promoverá el aprovechamien-
to de aguas pluviales y residuales por parte de los mu-
nicipios, los organismos operadores o por terceros pro-

venientes de los sistemas de agua potable y alcantarilla-
do.

Artículo 47 BIS. “La Autoridad del Agua” promoverá en-
tre los sectores público, privado y social, el uso eficiente
del agua en las poblaciones y centros urbanos, el aprove-
chamiento de aguas pluviales, el mejoramiento en la ad-
ministración del agua en los sistemas respectivos, y las ac-
ciones de manejo, preservación, conservación, reúso y
restauración de las aguas residuales referentes al uso com-
prendido en el presente Capítulo.

Artículo 84 BIS. “La Comisión”, con el concurso de los
Organismos de Cuenca, deberá promover entre la pobla-
ción, autoridades y medios de comunicación, la cultura del
agua acorde con la realidad del país y sus regiones hidro-
lógicas, para lo cual deberá:

VI. Fomentar el aprovechamiento del agua de lluvia
para los usos que sean factibles;

Transitorios

Único: Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su
publicación.

Dip. Alberto Jiménez Merino.»

La Presidencia la turna a las Comisiones Unidas de
Puntos Constitucionales, y de Recursos Hidráulicos. 

«Iniciativa que reforma los artículos 61 y 112 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de inviolabilidad e inmunidad parlamentarias, a
cargo del diputado Fernando Donato de las Fuentes Her-
nández, del grupo parlamentario del PRI

Fernando Donato de las Fuentes Hernández, en mi calidad
de diputado federal y en ejercicio de la facultad que me
confieren la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y del artículo 55
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso,
presento ante esta honorable asamblea iniciativa de decre-
to que reforma los artículos 61 y 112 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de in-
violabilidad e inmunidad parlamentarias, con arreglo a la
siguiente
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Exposición de Motivos

Esta iniciativa ha nacido como un acto de insatisfacción y
crítica en contra del sistema vigente en México de privile-
gios e inmunidades parlamentarias. Una primera reflexión
sobre el nivel de responsabilidad de las autoridades y la po-
sibilidad de hacerla efectiva ante los mecanismos de justi-
cia del Estado, evidencia la propensión o susceptibilidad de
que una protección tan noble y políticamente bien inten-
cionada como el fuero, sea y haya sido objeto de abuso por
parte de algunos de sus titulares, o bien, que se impongan
criterios políticos en la Cámara de Diputados que debe de-
cidir sobre su privación. El contrapeso que se ha adoptado
contra la práctica del mal uso de la inmunidad es su juicio-
sa limitación por diversos medios.

La institución del fuero constitucional, su extensión, con-
tenido, definición de los titulares, duración y medios para
privarlo de él, es uno de los puntos de inaplazable discu-
sión que han sido objeto de cambios en no pocas legisla-
ciones de diferentes naciones. Su razón de ser y significa-
ción entroncan con el tema de la posición institucional del
Poder Legislativo por un lado, y del creciente peso de la fi-
gura de la igualdad ante la Ley y los tribunales, así como el
sentido y forma de hacer efectiva la responsabilidad en un
régimen de estado de derecho.

En México una agenda seria de Reforma del Estado, nece-
sariamente debe pasar por el examen de instituciones tan
controvertidas como los privilegios e inmunidades parla-
mentarias, que naturalmente tienen que ver con la responsa-
bilidad de los gobernantes y los mecanismos de impartición
de justicia. La tendencia universal y paralela con la inviola-
bilidad y la inmunidad es relativizarlas y restringirlas.

En esta exposición de motivos me propongo explicar pri-
meramente las características de la institución, el espectro
de variantes que existen en múltiples países, para continuar
con la problemática particular que se presenta en el caso de
México y fundamentar las soluciones propuestas.

Noción y características de las prerrogativas parlamen-
tarias

El concepto de los privilegios y prerrogativas parlamenta-
rias pasa actualmente por una fase de crisis en el contexto
comparado. Si bien fueron concebidos para proteger al par-
lamento de eventuales ataques de los otros poderes, la con-
solidación del estado de derecho ha privado de sentido par-
cialmente a la institución original.

La noción de privilegios es algo ambigua, y al igual que la
de prerrogativas, tiene una connotación genérica que alu-
de al conjunto de excepciones a favor de los parlamenta-
rios, a la igualdad ante la ley.

Algunos autores como Barthélémy y Duez le han dado una
connotación crítica al vocablo privilegios , señalando su
degeneración y poniendo de manifiesto que tanto en Ingla-
terra como en Francia se les considera supervivencias his-
tóricas injustificadas.1 De una opinión similar es el autor
español Plácido Fernández-Viagas, que intitula su libro La
crisis de los privilegios parlamentarios, planteando la in-
quietud “de la auténtica necesidad de la inviolabilidad e in-
munidad parlamentarias en el derecho actual” por consti-
tuir figuras anacrónicas.2

La inviolabilidad y la inmunidad parlamentarias son pre-
rrogativas funcionales del órgano legislativo y constituyen
el núcleo clásico de las garantías de los parlamentarios;
otras instituciones como las incompatibilidades, inelegibi-
lidades, y en general, derechos y deberes de los parlamen-
tarios, son otros componentes de su estatus jurídico, pero,
la columna vertebral de las garantías institucionales la
constituyen la inmunidad y la inviolabilidad, como instru-
mentos objetivos para asegurar la función constitucional de
las cámaras legislativas.

Las prerrogativas en el contexto del Derecho Parlamenta-
rio y Constitucional son una institución de un carácter pro-
blemático. Por un lado, han sumido la función de garantía
de la independencia del órgano legislativo, por otro, repre-
sentan una excepción al principio característico del Estado
liberal de igualdad ante la ley. En este orden de ideas, es
necesario determinar en un sistema constitucional dado la
amplitud de los privilegios parlamentarios concedidos.

Existe en el marco del Derecho Comparado una multiplici-
dad de variantes en lo relativo a las prerrogativas, su ámbi-
to material y temporal, las autoridades frente a las cuales
son otorgadas, los actos que son objeto de tutela, etc. El sis-
tema de cada país es la resultante de la conjugación de di-
versos factores, y producto también de un proceso históri-
co de formación y evolución irrepetible.

Antes de examinar con detenimiento el caso particular de
México, es conveniente reparar en el contenido y sentido
de la institución de las prerrogativas parlamentarias y rela-
tar, así sea sucintamente sus antecedentes y principales
manifestaciones en el Derecho Constitucional europeo y
anglosajón tanto del siglo XIX como el contemporáneo.
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Génesis y evolución en el derecho comparado

Las prerrogativas parlamentarias comprenden básicamente
la inviolabilidad y la inmunidad. Ambas figuras se tradu-
cen en garantías objetivas de la función constitucional en-
comendada al órgano legislativo. Tuvieron una evolución
diferenciada en los distintos países, de manera que en la ac-
tualidad los rasgos de la institución en cada Estado respon-
den a esa evolución peculiar que los países experimentaron.

México presenta en la formación y maduración de sus pre-
rrogativas el influjo de toda esa historia precedente, sobre
todo de la tradición continental europea procedente de los
revolucionarios franceses y de las Cortes españolas, pero
para ese efecto es conveniente referir los antecedentes re-
motos e inmediatos de los privilegios parlamentarios, co-
menzando desde la Edad Media.

Edad Media. Si bien en el Medioevo no existía ni el Esta-
do-Nación, ni los poderes legislativos como cuerpos repre-
sentativos con la función de legislar y contrapesos del po-
der real, es de destacarse que el concepto de un régimen de
excepción para proteger a ciertos funcionarios comenzaba
a perfilarse. Alfonso X Rey de España en sus “7 partidas”,
establece la figura de los “procuradores” que como repre-
sentantes estamentales de la sociedad feudal gozaban de
privilegios cuando de desplazaban para reunirse a discutir
un asunto de interés real, de manera que se les concedía
cierta seguridad personal y patrimonial a fin de permitirles
cumplir su función. Sin embargo, nos encontramos muy
distantes de las prerrogativas actuales.3

Franquicias históricas inglesas. Siempre en materia de
instituciones parlamentarias las aportaciones inglesas son
significativas. El escenario de confrontación entre la Coro-
na en Inglaterra y los parlamentarios, particularmente la
Cámara de los Comunes, dio lugar a reivindicaciones pro-
gresivas de los barones del reino frente al Rey. Desde 1215,
año en que se hizo firmar a Juan sin Tierra la Carta Magna,
el Parlamento inglés no cesó de limitar paulatinamente las
prerrogativas reales, a favor de las Cámaras, aún no legis-
lativas. Los parlamentarios ingleses afirmaron con su espe-
cífica connotación la inviolabilidad y la inmunidad.

La inmunidad o el anacrónicamente llamado “fuero” o fre-
edom from arrest o molestation, data de 1543 y consistía en
asegurar a los diputados ingleses, contra toda suerte de de-
tenciones arbitrarias durante el período de sesiones y 40 dí-
as antes y después.4 Se protegía en lo particular contra ac-
ciones judiciales civiles y no de carácter penal.

Por lo que respecta a la llamada inviolabilidad por las opi-
niones, se le comienza a afirmar durante el siglo XVI y se
consolida en el siglo XVII. Abarca en principio a la invio-
labilidad por los discursos y debates en el Parlamento. Se
señala como antecedente concreto la afirmación del parla-
mentario Peter Wentworth en 1575, en el propio Parlamen-
to en el sentido de que “la libertad de expresión y concien-
cia en este lugar esta garantizada por Ley Natural”.5

Todavía en el año 1629, por discursos sediciosos en contra
del Rey, fueron arbitrariamente encarcelados John Elliot,
Denzil Hollis y Benjamín Valentine.6 En este proceso de
evolución, antes de tutelarse plenamente la inviolabilidad,
el Parlamento británico afirmó la competencia judicial pa-
ra conocer de las causas en que se incurriese en responsa-
bilidad por la manifestación de las opiniones.

En 1688 el parlamentario William Williams procuró exten-
der el ámbito del privilegio de la palabra hablada dentro del
recinto a “las palabras escritas fuera del parlamento y cir-
culadas por editores privados”. El mismo Williams ejerció
esa libertad publicando información acerca de la complici-
dad del rey y su familia con el Papa para reintroducir el ca-
tolicismo en Inglaterra. Finalmente el Comité redactor del
Bill of Rights de 1689 que Williams integró consagró la
prerrogativa de la inviolabilidad por las opiniones con la
extensión que el había propuesto.7

El Bill of Rights en su artículo 9 consagra:

La libertad de expresión y de los debates y procedi-
mientos en el Parlamento no podrá ser incriminada ni
cuestionada en ningún tribunal fuera de este Parlamen-
to.

La Asamblea Nacional francesa. Los autores coinciden
en señalar que las prerrogativas parlamentarias tal y como
ahora se las concibe, son obra del Constituyente revolucio-
nario francés, y son fruto del antagonismo entre los repre-
sentantes revolucionarios burgueses y los poderes consti-
tuidos del “Ancien Regime”, es decir, de la confrontación
entre el Estado liberal y la Monarquía, por lo que tenía una
connotación fundamentalmente revolucionaria. Las prerro-
gativas constituyeron el instrumento para apuntalar la li-
bertad de un Parlamento que no aceptaba limitaciones e in-
vocaba la titularidad de soberanía.8

El Constituyente francés se propuso la construcción de una
nueva legalidad, para lo cual precisaba de una absoluta in-
dependencia frente al Poder Real y sus extensiones que
eran los jueces y la burocracia monárquica, policía incluida.
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La forma de garantía contra esos eventuales ataques eran
las prerrogativas parlamentarias, concretamente la inviola-
bilidad y la inmunidad, que “preservaban la independencia
y la libertad del Parlamento soberano y de sus miembros
contra los ataques y persecuciones criminales políticamen-
te motivados provenientes del Rey y de su viejo aparato de
poder ejecutivo y judicial”.9

Con posterioridad en el constitucionalismo europeo deci-
monónico, las prerrogativas parlamentarias se tornan en
medios objetivos para defender la autonomía institucional
del Parlamento y reconocer la calidad representativa del di-
putado que traía aparejadas su independencia e irresponsa-
bilidad jurídica frente a los electores y su total y absoluta
libertad de palabra.10

En el decreto de la Asamblea Nacional francesa del 20 de
junio de 1789 se declara:

La persona de cada diputado es inviolable. No se pue-
de perseguir ni arrestar a un Diputado por sus opinio-
nes o discursos en los Estados Generales. Quienes hi-
cieren esto o colaboren serán infames y traidores a la
nación y culpables de crimen capital.

La Constitución de 1793 puntualiza:

Los representantes de la nación son inviolables: no po-
drán ser perseguidos, acusados ni juzgados en ningún
tiempo por lo que hubieren dicho, escrito o hecho en el
ejercicio de sus funciones de representantes.

Por último, la Constitución de 1793 asienta:

Los diputados no pueden ser perseguidos, acusados, ni
juzgados por las opiniones enunciadas en el seno del
cuerpo legislativo.

En lo relativo a la inmunidad, la Asamblea Nacional me-
diante decreto del 26 de junio de 1790 estableció:

La Asamblea Nacional, reservándose estatuir detallada-
mente sobre los medios constitucionales de asegurar la in-
dependencia y la libertad de los miembros del cuerpo le-
gislativo afirma que… los diputados de la Asamblea
Nacional pueden, en caso de flagrante delito, ser detenidos
conforme a las ordenanzas…, paro no pueden ser procesa-
dos por ningún juez, antes que el cuerpo legislativo… ha-
ya decidido que hay lugar a la acusación.

La constitución de 1791, a propósito de la inmunidad pro-
clamó que los diputados

Podrán ser detenidos en flagrante delito o en virtud de
una orden de detención, pero se deberá notificar de in-
mediato al cuerpo legislativo y la persecución no podrá
ser continuada mas que tras la decisión del cuerpo le-
gislativo de que hay lugar para la acusación.11

Constitucionalismo español. Las innovaciones constitu-
cionales de la Asamblea Nacional Francesa pasaron a Es-
paña en el Decreto de 1810 de las Cortes Generales, aun-
que mezclado con la influencia británica en cuyo texto se
señalaba:

Las personas de los diputados son inviolables y no se pue-
de intentar por ninguna autoridad ni persona particular
cosa alguna contra los Diputados, sino en los términos que
se establezcan en el reglamento que va a formarse.

El reglamento que concluido el 24 de noviembre de 1810,
establece que en las causas civiles y criminales los Diputa-
dos gozan del fuero especial de las propias Cortes consti-
tuidas en Tribunal. En la Constitución de Cádiz de 1812 se
perfila con claridad el antecedente del sistema mexicano,
puesto que, en su artículo 128 se excluyen a las causas ci-
viles del fuero constitucional de los parlamentarios. Dice
su texto:

Los diputados serán inviolables por sus opiniones, y
en ningún tiempo ni caso, ni por ninguna autoridad
podrán ser reconvenidos por ellas. En las causas cri-
minales que contra ellos se intentare no podrán ser
juzgados sino por el Tribunal de Cortes… durante las
sesiones de las Cortes y un mes después, los Diputados
no podrán ser demandados civilmente ni ejecutados
por deudas.

A partir de la Constitución de 1837 se apega mas el siste-
ma español al modelo francés, de manera que se elimina la
jurisdicción de las Cortes sobre sus Diputados y se recurre
al medio de la previa autorización de la Cámara para que
se detenga procese a sus miembros. Las sucesivas consti-
tuciones españolas de 1845, 1869 y 1876 conservan el sis-
tema francés. Lo anterior no evitó que se incurriera en al-
gunas violaciones o abusos de la inmunidad, dado que, las
Cortes denegaban de manera sistemática las peticiones de
desafuero, mediante los llamados suplicatorios. Contraria-
mente, en 1866 y 1867 la inmunidad fue violada con la
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detención de los presidentes del Congreso de los Diputa-
dos, Ríos Rosas, y del presidente del Senado, general Se-
rrano.

Durante el siglo XX, bajo la vigencia de la Constitución de
1931, se detuvo y asesino al Diputado Calvo Sotelo, ade-
más de la constante presión franquista sobre los parlamen-
tarios, sin evitar el abuso de las Cortes en la protección de
los Diputados, denegándose 14 suplicatorios por delitos
imprudenciales en el tráfico vehicular.12

Las prerrogativas parlamentarias en México

En México, la recepción constitucional de los privilegios
parlamentarios estuvo manifiestamente influida, en el siglo
XIX, por las ideas del constituyente revolucionario francés
y el liberalismo gaditano. A lo largo de los documentos
constitucionales decimonónicos, se reitera el modelo de
desafuero y la restricción del fuero únicamente a causas
criminales. Por lo que respecta a la inviolabilidad por las
opiniones, se la limita también a vincularla al ejercicio de
las funciones de los parlamentarios.

Desde la Constitución de 1824 hasta la de 1857 se va con-
figurando el sistema que, con ligeras variantes, se consagra
en la Constitución vigente de 1917.

En la actualidad los artículos 61 y del 108 al 111 de la
Constitución vigente, recogen las figuras de la inviolabili-
dad y de la inmunidad parlamentarias. Sin embargo, antes
de llevar a cabo una descripción puntual de los elementos
y sentido de la institución en México, es conveniente un
examen sistemático de cada una de estas prerrogativas, a la
luz del Derecho Constitucional.

Las dos prerrogativas parlamentarias se traducen en la pro-
tección jurídica de un interés constitucional, consistente en
la defensa de la autonomía institucional del Congreso, a
través de la protección de la libertad individual de los par-
lamentarios. Dichas garantías se manifiestan como un con-
junto de derechos reflejos que tienen como razón de ser a
la institución y no al legislador en lo individual. Se trata,
por lo tanto, de prerrogativas institucionales de las cámaras
legislativas, tendientes a asegurar su independencia y no
constituyen un derecho subjetivo o un privilegio personal
de los legisladores individualmente disponibles.

La consecuencia natural del carácter institucional de los
privilegios es que no son renunciables, ni disponibles, y da-
do que, redundan en un régimen excepcional y exorbitante

del derecho común, la norma que los prevé debe interpre-
tarse restrictivamente.

Inviolabilidad parlamentaria

La inviolabilidad, que en México consagra el artículo 61
constitucional, es definida como “la prerrogativa por la que
los parlamentarios quedan eximidos de responsabilidad ju-
rídica por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones”.13

La inviolabilidad por la manifestación de opiniones ha si-
do caracterizada por Tena Ramírez como una irresponsabi-
lidad de los legisladores, en cuanto a que, las conductas ilí -
citas en las que pudieran incurrir, en la emisión de sus
opiniones, están exentas de represión alguna, con tal de que
hayan sido hechas durante el encargo y en el desempeño de
las funciones. Consecuentemente, los legisladores en la
manifestación de ideas no pueden incurrir en ninguna cau-
sal de responsabilidad civil, penal, ni administrativa.

Las situaciones suscitadas por la inviolabilidad parlamen-
taria implican una colisión de bienes jurídicos, puesto que,
las eventuales afectaciones que pueda producir un parla-
mentario con sus opiniones, ceden en importancia frente a
otro bien jurídico prevalente que es el de la libre formación
de la voluntad parlamentaria, por lo que, se opta por sacri-
ficar el bien menor.

La inviolabilidad es caracterizada como perpetua, absoluta
y exclusiva. Es perpetua porque protege al parlamentario
de persecuciones incluso posteriores al mandato. Es abso-
luta porque no admite excepciones en cuanto a su ámbito
de tutela independientemente del sujeto afectado o de la
materia sobre la que incide la expresión de ideas. Por últi-
mo, es exclusiva porque se eliminan de su ámbito protec-
tor todos los actos extra o posparlamentarios.

El ámbito tutelado por la inviolabilidad incluye todos los
actos de los parlamentarios tendientes a la libre formación
de la voluntad cameral y se comprenden todas las opinio-
nes o manifestaciones de los legisladores hechas en el pleno
o en las comisiones, las preguntas, las interpelaciones, los
dictámenes, las enmiendas, las publicaciones, las reseñas,
las iniciativas, las mociones y las proposiciones con punto
de acuerdo, incluyendo, naturalmente, las votaciones.

Por la realización de todos los actos antes mencionados
los legisladores no pueden incurrir en responsabilidad, y
queda claro que, la inviolabilidad protege la libre discusión
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y decisión parlamentarias, para que también con libertad se
pueda formar la voluntad cameral.

El artículo 61 constitucional consagra esta prerrogativa co-
mo sigue:

Los diputados y senadores son inviolables por las opi-
niones que manifiesten en el desempeño de sus cargos y
jamás podrán ser reconvenidos por ellas.

El Presidente de cada Cámara velará por el respeto al
fuero constitucional de los miembros de la misma y por
la inviolabilidad del recinto donde se reúnen a sesionar.

El segundo párrafo del artículo es una adición hecha en año
de 1977, y por lo que respecta al primer párrafo se regula
la institución de la inviolabilidad con las características an-
tes mencionadas. La inviolabilidad del recinto hace refe-
rencia a la prohibición a las autoridades de allanar el espa-
cio donde sesionan las cámaras, a menos que, medie la
autorización del presidente respectivo.

Es de añadirse, finalmente, que la inviolabilidad por la ma-
nifestación de opiniones exceptúa de responsabilidad exter-
na a los diputados y senadores, pero subsisten como límites
las medidas disciplinarias que internamente se adoptan en
las cámaras para salvaguardar el orden en las sesiones.

Desde el punto de vista del Derecho Comparado y del sen-
tido común resulta conveniente hacer una precisión al pri-
mer párrafo del artículo 61, en el sentido de extender el
contenido de la inviolabilidad parlamentaria para incluir la
emisión del voto por parte del legislador El voto no sólo
constituye una manifestación de voluntad del parlamenta-
rio, sino que representa su manifestación definitiva en el
conocimiento y decisión de un asunto en particular y por lo
tanto debe ser explícitamente tutelada contra las mismas
instancias o agentes que amenazan la libre opinión. En su-
ma, hay una evidente afinidad entre los bienes tutelados, la
opinión y el voto.

Las constituciones extranjeras regulan diversamente la am-
plitud de la inviolabilidad. Es de notarse que en mientras
algunas restringen el ámbito de protección, otras lo pun-
tualizan.

Es interesante advertir la protección explícita del voto co-
mo expresión de la opinión y voluntad de los parlamenta-
rios. A continuación transcribo algunos textos constitucio-
nales de diferentes países, en lo relativo a la inviolabilidad.

Art. 30. Finlandia

“No se podrá impedir a los Diputados el ejercicio de sus
mandatos.

Los Diputados no podrán ser inculpados ni detenidos por
las opiniones manifestadas en las deliberaciones ni por su
proceder en la tramitación de sus asuntos…”

Art. 68. Italia

“Los miembros del Parlamento no podrán ser persegui-
dos por las opiniones que expresen ni por los votos que
emitan durante el ejercicio de sus funciones.”

Art. 61. Grecia

“Los Diputados no podrán ser perseguidos ni interroga-
dos de forma alguna por las opiniones o votos emitidos
en el ejercicio de sus funciones parlamentarias.”

Art. 71. España

“Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad
por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.”

Art. 58. Bélgica

“Ningún miembro de una u otra Cámara puede ser per-
seguido ni investigado por opiniones y votos emitidos
en el ejercicio de sus funciones.”

Art. 26. Francia

“Ningún miembro del Parlamento podrá ser procesado,
perseguido, detenido, preso o juzgado por opiniones o
votos que haya emitido en el ejercicio de sus funcio-
nes.”

Art. 160. Portugal

“Los Diputados no responderán civil, criminal o disci-
plinariamente por los votos y opiniones que emitan en el
ejercicio de sus funciones.”

Art. 70. Rumania

“Los Diputados y Senadores no pueden ser considera-
dos responsables jurídicamente por los votos o por las
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opiniones políticas manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.”

Art. 68. Argentina

“Ninguno de los miembros del Congreso puede se acu-
sado, interrogado judicialmente, ni molestado por las
opiniones o discursos que emita desempeñando su man-
dato de Legislador.”

Art. 53. Brasil

“Los Diputados y Senadores son inviolables por sus
opiniones, palabras y votos.”

Art. 58. Chile

“Los Diputados y Senadores sólo son inviolables por las
opiniones que manifiesten y los votos que emitan en el
desempeño de sus cargos, en sesiones de sala o Comi-
sión.”

Por lo que respecta al ámbito donde se ejerce la libre ex-
presión que goza de protección, estamos de acuerdo en que
ampare todo género de actividades desarrolladas dentro o
fuera del recinto, y no solamente en el Pleno o en las co-
misiones.

Por lo anterior se propone una adición al artículo 61 cons-
titucional con objeto de hacer la mención expresa de “los
votos que emitan”.

Inmunidad parlamentaria

La inmunidad parlamentaria o fuero es definida como el
“control político de las cámaras parlamentarias sobre la li-
bertad física de sus miembros y sobre los procedimientos
criminales que pueden culminar en privación de liber-
tad”14

La inmunidad es otro instrumento para garantizar la inde-
pendencia de las cámaras legislativas; si bien, aquí la pro-
tección es contra otra amenaza. Se trata de prevenir deten-
ciones o procesamientos arbitrarios que tendrían por efecto
perturbar la vida de las cámaras legislativas o alterar su
composición nacida de la voluntad popular.

Como Ignacio Burgoa lo plantea la inmunidad o fuero, es
un tipo de improcesabilidad de un funcionario, que esta-
blece un procedimiento especial para que pueda ser enjui-

ciado, con lo que se rompe el principio de igualdad ante la
ley. Se deja en manos de las mismas cámaras el levanta-
miento de ese impedimento para que las autoridades ordi-
narias puedan proceder. La autorización para proceder,
desafuero o declaración de procedencia (término utilizado
por la reforma constitucional de 1982), son el acto legisla-
tivo mediante el cual se permite la intervención de la juris-
dicción penal; de dicha manera, el parlamento controla po-
líticamente los riesgos de arbitrariedad en las detenciones
o limitaciones de libertad personal.

La naturaleza procesal penal de la institución de la decla-
ración de procedencia es la de una condición objetiva de
procedibilidad y está referida únicamente a delitos, según
el texto del artículo 111 constitucional, que dice a la letra:

Para proceder penalmente contra los Diputados y Senado-
res al Congreso de la Unión…, por la comisión de delitos
durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados
declarará por mayoría absoluta de sus miembros presentes
en sesión, si ha o no lugar a proceder contra el inculpa-
do…

Si la Cámara declara que ha lugar a proceder el sujeto
quedará a disposición de las autoridades competentes
para que actúen con arreglo a la ley.

Queda claro, por la redacción del artículo que la inmunidad
protege sólo en el supuesto de responsabilidad penal y ex-
cluye la posibilidad de privación de libertad por las autori-
dades competentes. Sin embargo, la inmunidad jurisdiccio-
nal no es impunidad, y cuando el legislador concluya su
encargo quedan a salvo las facultades de las autoridades
competentes para investigar, perseguir y juzgar por la co-
misión del ilícito.

Lamentablemente la institución de la inmunidad parlamen-
taria a veces ha sido objeto de abuso, y se le ha tratado co-
mo un privilegio personal exorbitante a la naturaleza y fi-
nalidad de la prerrogativa parlamentaria, desvirtuándola de
los fines para los que fue concebida. En su operación, la
inmunidad se ha convertido en un instrumento politizado y
de dominación de las mayorías parlamentarias, que pueden
eventualmente negociar la impunidad con criterios de
oportunidad política. Si a lo anterior se agrega que los
jueces y tribunal han adquirido cierto grado de indepen-
dencia institucional frente a instancias externas, como el
poder ejecutivo, ha comenzado a carecer de sentido la fi -
gura de la inmunidad parlamentaria y se hace necesaria su
revisión.
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Como mera referencia de derecho comparado se destaca
que los países de tradición anglosajona, restringen la in-
munidad sólo a acciones civiles y no de carácter penal,
mientras que en la Francia misma, la inmunidad sólo pros-
pera durante los períodos de sesiones, excluyéndose todos
los casos de flagrancia.

Valorando la evolución y estructura de las prerrogativas
parlamentarias, tanto en el Derecho Constitucional mexi-
cano, como en el comparado, se desprende que es una ins-
titución esencial para garantizar la independencia funcio-
nal del parlamento, ya sea mediante la libre formación de
su voluntad, o evitando alteraciones en su composición y
perturbaciones en su funcionamiento. Pero, tampoco debe
pasar inadvertido, el hecho de que la consagración de la li-
bertad de expresión para todos los ciudadanos y la garantía
de la independencia de los tribunales obligan a replantear
la amplitud y el contenido de las prerrogativas parlamenta-
rias, con una visión restrictiva, que elimine extremos injus-
tificados y abusos en general de los privilegios parlamen-
tarios.

En perspectiva comparada se ha podido hallar que las in-
munidades ya sea que su contenido sea amplio, o bien, más
restringido, tienen una regulación más explícita y precisa.
Llama la atención el hecho de que nuestro constituyente
siempre ha regulado negativamente la institución sin dar un
contenido concreto a la inmunidad. De hecho, el fuero nun-
ca es definido en nuestra Carta Magna. En el artículo 111
de la Constitución se prevé el mecanismo para privar de él,
desde un ángulo adjetivo del procedimiento, sin referencias
sustantivas. Sin embargo hay una infinidad de cuestiones
con respecto a las cuales nuestro texto es parco como la du-
ración de la inmunidad, el momento a partir del cual inicia
o en el cual termina, la relación que media entre la licencia
y la inmunidad, la vinculación entre la inmunidad y la vo-
luntad del Diputado y el Pleno cameral.

Respecto a la inmunidad cabe citar aquí el texto de diver-
sos textos constitucionales que regulan la institución de la
inmunidad y que ponen de relieve matices interesantes que
permiten ilustrar el criterio para la valoración de nuestro
régimen.

Art. 30. Finlandia

...

...

“... No se podrá privar de libertad a un Diputado antes
del comienzo de su enjuiciamiento sin el consentimien-
to del Parlamento, salvo que existan motivos de peso
para sospecharlo culpable de un delito para el que estu-
viese establecido una pena mínima de seis meses.”

Art. 68. Italia

...

“Ningún miembro del Parlamento podrá ser sometido
sin autorización de la Cámara a la que pertenezca a re-
gistro personal o domiciliario ni podrá ser arrestado o
privado de su libertad personal, ni mantenido detenido,
salvo que se ejecute una sentencia firme de condena, o
bien que sea aprendido en flagrante delito.”

Art. 71. España

...

“Durante el periodo de su mandato los Diputados y Se-
nadores, gozarán asimismo de inmunidad y solo podrán
ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser
inculpados ni procesados sin la previa autorización de la
Cámara respectiva.”

Art. 26. Francia

...

En materia criminal o correccional ningún miembro del
Parlamento podrá ser objeto de arresto o de cualquier otra
medida privativa o restrictiva de libertad sin autorización
de la Mesa de la Asamblea de la que forma parte. No será
necesaria esta autorización en caso de fragrante delito o de
crimen o de condena definitiva.

Quedarán en suspenso la detención, las medidas privativas
o restrictivas de libertad o la persecución de un miembro
del Parlamento, durante la duración del periodo de sesiones
si la requiere la Asamblea de la que forma parte.

Art. 160. Portugal

2. Ningún Diputado podrá ser detenido o encarcelado,
sin autorización de la Asamblea, excepto por delito cas-
tigado por pena mayor y en flagrante delito.
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3. Iniciado procedimiento criminal contra un Diputado
y acusado éste por auto de procesamiento o su equiva-
lente, salvo en caso de delito sancionable con pena gra-
ve, la Asamblea resolverá si el Diputado debe o no ser
suspendido, a fin de que puedan continuar las actuacio-
nes.

Art. 57. Austria

...

Un miembro del Consejo Nacional no puede ser detenido
por un acto castigado por ley, más que con el consenti-
miento del Consejo Nacional, a menos que sea detenido en
flagrante delito en la perpetración de un crimen. El Con-
sentimiento del Consejo Nacional es además necesario pa-
ra los registros domiciliarios de un miembro del Consejo
Nacional.

Art. 110. Costa Rica

...

Desde que sea declarado electo propietario o suplente, has-
ta que termine su periodo legal, no podrá ser privado de su
libertad por motivo penal, sino cuando previamente haya
sido suspendido por la Asamblea. Esta inmunidad no surte
efecto en el caso de flagrante delito, o cuando el Diputado
que haya sido detenido por flagrante delito será puesto en
libertad si la Asamblea lo ordenare.

La iniciativa que se presenta configura la institución de la
inmunidad en los artículos 61 y 112 constitucionales bajo
la consideración de los siguientes aspectos:

• Se propone la separabilidad del fuero o inmunidad res-
pecto del cargo, mediante una renuncia presentada por
el legislador y aprobada por el Pleno de la Cámara de
Diputados.

La propuesta obedece a que la inmunidad como tal no de-
be estar sujeta a los mismos trámites que la licencia puesto
que son 2 supuestos diferentes. La privación de la inmuni-
dad tiene un método específico que es su solicitud por el
Diputado y su aprobación por el Pleno, bajo el entendido
de que el Diputado renuncia por la certeza de su inocencia
y prosigue desempeñando su encargo. Cuando el proceso
que enfrenta restringe su libertad queda a la mano la posi-
bilidad de llamara al suplente.

• Se define positivamente el contenido de la inmunidad
parlamentaria mediante el señalamiento de las medidas
restrictivas de libertad contra las cuales se hace efectivo
el fuero.

• Se propone un momento preciso de inicio y conclusión
de las inmunidades parlamentarias, que sería cuando ad-
quiriese definitividad la Constancia de Mayoría o de
Asignación y la conclusión se presentaría cuando se to-
me protesta a los diputados de la siguiente legislatura,
puesto que es el momento en que queda integrada o ins-
talada la nueva Legislatura.

• Se establece como excepción a la inmunidad el su-
puesto de flagrancia. No encontramos razón para que no
responda ante la justicia un legislador cuando es sor-
prendido en la comisión de un crimen. En todo caso la
Asamblea puede revocar las medidas contra la libertad
de un legislador.

• Se precisa que el efecto de la licencia es suspensivo del
fuero o de la inmunidad, para que la licencia no sea uti-
lizada como instrumento para evadir la justicia y propi-
ciar un tortuoso y desgastante proceso de desafuero.

• Se restringe durante el tiempo de licencia de un legis-
lador la imputabilidad de una causa penal sólo a los ca-
sos de delitos cometidos durante la separación del en-
cargo, o bien, antes de la separación, pero por delitos
cuya averiguación previa haya iniciado antes de la li-
cencia.

Por las consideraciones que anteceden, propongo la si-
guiente

Iniciativa de decreto que reforma los artículos 61 y 112
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de inviolabilidad e inmunidad parla-
mentarias

Artículo Único. Se reforman los artículos 61 y 112 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 61. Los diputados y senadores son inviolables por
las opiniones que manifiesten y votos que emitan en el
desempeño de sus cargos, y jamás podrán ser reconvenidos
por ellos.
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Los diputados y senadores gozarán de inmunidad des-
de que sea definitivo el otorgamiento de la Constancia
de Mayoría o de Asignación una vez resueltos los pro-
cedimientos de impugnación o precluidos los plazos pa-
ra impugnar y hasta la toma de protesta formal que in-
tegre a la siguiente Legislatura.

Los diputados y senadores no podrán ser objeto de res-
tricciones a su libertad sin la autorización de la Cáma-
ra de Diputados en los términos del artículo 111 consti-
tucional, salvo que sean sorprendidos en flagrante
delito, en cuyo caso la autoridad correspondiente debe-
rá desde luego dar aviso al Presidente de la Cámara de
Diputados, cuya Asamblea podría pedir se restablezca
la libertad del detenido o de lo contrario llamar al su-
plente.

Los diputados y senadores podrán renunciar con ca-
rácter de irrevocable a la inmunidad que les es inhe-
rente por su cargo para hacer frente únicamente a la
causa penal que se les imputare. Si durante la averi-
guación o el proceso sobreviniera alguna restricción a
la libertad, se dará aviso a la Presidencia de la Cámara
de Diputados para que se llame al suplente en tanto
concluya el proceso.

...

Artículo 112. No se requerirá declaración de procedencia
de la Cámara de Diputados cuando alguno de los servido-
res públicos a que hace referencia el párrafo primero del ar-
tículo 111, cometa un delito durante el tiempo en que se en-
cuentre separado de su encargo, o sea presuntamente
responsable por alguna averiguación previa iniciada
con anterioridad a la separación del encargo.

...

Notas:

1 Abellán, Ángel Manuel. El estatuto de los parlamentarios y los de-
rechos fundamentales. Tecnos, Madrid, 1992, pág. 29.

2 Fernández-Viagas, Plácido. La inviolabilidad e inmunidad de los di-
putados y senadores. Civitas, Madrid, 1990, pág. 19.

3 Abellán, Ángel Manuel. op. cit., págs. 12 y 13.

4 Pellet Lastra, Arturo. El poder parlamentario. Abeledo-Perrot, Bue-
nos Aires, 1995, págs. 15 y sigs.

5 González Oropeza, Manuel. Comentario al artículo 61 constitucional

en la obra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, To -
mo III. Porrúa, México, 2000, pág.106.

6 Ídem.

7 Op. cit., pág. 107.

8 Abellán, Ángel Manuel. Op. cit., págs. 16 y 17.

9 Ídem.

10 Ídem.

11 Dominique, Colás. Textes constitutionnels français et étrangers. La-

rousse, París, 1994, págs. 599 y sigs.

12 Avellán, Ángel Manuel. Op. cit., págs 20 y sigs.

13 Enciclopedia jurídica básica, voz “inviolabilidad”, de Fernández-

Miranda Campo Amor, Tomo III. Civitas, Madrid, 1994, pág. 3759.

14 Ídem, pág 3608.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de
2004.— Dip. Fernando Donato de las Fuentes Hernández 
(rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales. 

«Iniciativa de Ley que crea el Fideicomiso que Adminis-
trará el Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores
Braceros Mexicanos, a cargo del diputado Marco Anto-
nio Gama Basarte, del grupo parlamentario del PAN

Los CC. diputados Marco Antonio Gama Basarte, Mario
Carlos Culebro Velasco, Valentín González Bautista y José
Isabel Trejo Reyes, integrantes de la LIX Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por
el Artículo 71, Fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y el Artículo 55, Fracción
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, someten a
consideración de la Honorable Cámara de Diputados la
presente iniciativa de Ley que crea el Fideicomiso que
Administrará el Fondo de Apoyo Social para ex Trabaja-
dores Braceros Mexicanos.
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Exposición de Motivos

Durante el programa bracero de 1942-1964 casi cinco mi-
llones de trabajadores mexicanos entraron a laborar a los
campos agrícolas americanos, el convenio bracero se dio
por concluido oficialmente el 30 de mayo de 1963, pero los
trabajadores agrícolas siguieron ingresando en EU, hasta
1964.

Dicho convenio contenía una cláusula por la que se esta-
blecía la creación del Fondo de Ahorro Campesino, con-
sistente en el 10% de los salarios pagados a los braceros,
mismos que se depositaron vía Wells Fargo al Banco de
México y reenviándolo al Banco de Crédito Agrícola (has-
ta hace poco el desaparecido Banrural), y este último guar-
daba su empleo en la adquisición de implementos agrícolas
o en su defecto la devolución de dichas cantidades. En di-
ciembre de 1945, mediante un intercambio de notas diplo-
máticas, los Gobiernos de México y Estados Unidos deci-
dieron partir de 1º de enero de 1946, suprimir las
deducciones de 10% para la integración del fondo de aho-
rro campesino.

Hasta fínales de 1947 el programa de trabajadores agrícolas
continuó vigente sin la parte correspondiente al fondo de
ahorro. En febrero de 1948, mediante otro canje de notas, se
negoció un nuevo acuerdo para la contratación directa entre
empleadores privados en Estados Unidos y trabajadores me-
xicanos. Se estableció, también que los descuentos de 10%
deberían ser pagados al trabajador mediante cheque certifi-
cado a su nombre, mismo que sería negociable al momento
en que el trabajador regresara a México.

A partir del año 2000, diferentes organizaciones de Ex Tra-
bajadores Braceros Mexicanos que manifiestan haber labo-
rado en los Estados Unidos durante la Segunda Guerra
Mundial, han solicitado al Gobierno de la República el re-
conocimiento a su aportación para el desarrollo nacional.

En tal virtud, los Poderes Ejecutivo y Legislativo, sensibles
de la problemática planteada por dichas organizaciones,
han conjuntado esfuerzos en la búsqueda de fórmulas que
conlleven a una solución social de la misma.

Como consecuencia de lo anterior, resulta imprescindible
reconocer la importancia de las aportaciones de los Ex Tra-
bajadores Braceros Mexicanos para coadyuvar en el forta-
lecimiento de la economía mexicana. Asimismo, no se pue-
de soslayar la precaria condición económica de los ex
trabajadores braceros mexicanos quienes actualmente son

personas de la tercera edad, por lo que es de justicia social
poner a consideración de esta H. Cámara de Diputados la
presente iniciativa en los siguientes términos:

Ley que Crea el Fideicomiso que Administrará el Fon-
do de Apoyo Social para ex Trabajadores Braceros Me-
xicanos, presentada por la Comisión Especial para dar
Seguimiento a los Fondos de los Trabajadores Mexica-
nos Braceros

Artículo 1

Se crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo de Apo-
yo Social para Ex Trabajadores Braceros Mexicanos.

El Fideicomiso tendrá por objeto otorgar un apoyo social
en los términos establecidos en esta ley a los Ex Trabaja-
dores Braceros Mexicanos que hayan prestado sus servi-
cios en los Estados Unidos, de conformidad con lo estable-
cido por el Programa Bracero, así como a sus cónyuges que
sobrevivan, o a los hijos o hijas que acrediten la proceden-
cia del mismo, de conformidad con los requisitos estable-
cidos por el artículo 5 de la presente Ley.

Artículo 2

Para efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Ex Trabajador Bracero Mexicano: la persona que ha-
ya sido contratada por el Gobierno de los Estados Uni-
dos de América dentro del Programa Bracero.

II. Fideicomiso: al Fideicomiso constituido a partir de la
presente Ley.

III. Fideicomitente: el Gobierno Federal, a través de la
Secretaría de Hacienda.

IV. Fideicomisario: el ex trabajador bracero mexicano, o
su cónyuge que sobrevivan, o sus hijos.

V. Fiduciaria: la institución bancaria que al efecto se de-
termine.

VI. Comité: al Comité Técnico del Fideicomiso a que se
refiere la presente Ley en el Artículo 3.

VII. Ley: a la presente Ley.

VIII. Segob: a la Secretaría de Gobernación.
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IX. El Padrón: Registro de ex trabajadores mexicanos
braceros integrado por la Segob.

X. Comisión: a la Comisión Especial para dar Segui-
miento a los Fondos de los Trabajadores Mexicanos
Braceros.

Artículo 3

El Fideicomiso será público y contará con un Comité Téc-
nico que estará integrado por un representante de cada una
de las siguientes instituciones del Poder Ejecutivo Federal:
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que presidirá
el Fideicomiso, además de la Secretaría de Desarrollo So-
cial, la Secretaría de Relaciones Exteriores, la Secretaría de
la Función Pública y el Banco Nacional de Crédito Rural,
SNC, en Liquidación. Por cada representante propietario
del Comité Técnico habrá un suplente.

La Comisión Especial para dar Seguimiento a los Fondos
de los Trabajadores Mexicanos Braceros, podrá participar
en las sesiones del Comité Técnico del Fideicomiso con
derecho a voz, a fin de vigilar la correcta aplicación de los
recursos.

Artículo 4

El Fondo de Apoyo para Ex Trabajadores Braceros Mexi-
canos, que será el patrimonio administrado por el Fideico-
miso, se constituirá por una partida del Presupuesto de
Egresos aprobado para el año 2005, misma que se incre-
mentará con las aportaciones que realicen las Entidades Fe-
derativas y el Distrito Federal, en términos de los Conve-
nios de Colaboración que al efecto se suscriban.

El patrimonio del Fideicomiso podrá verse incrementado por
aportaciones provenientes de partidas presupuestales de ejer-
cicios posteriores, así como con aportaciones que al efecto
realicen las Entidades Federativas y el Distrito Federal.

Las actividades realizadas en ejecución del Fideicomiso,
únicamente estarán respaldadas por los recursos aportados
al Fondo de Apoyo para Ex Trabajadores Braceros Mexi-
canos, con los límites y en los términos previstos en esta
Ley, por lo que el Gobierno Federal y las entidades de la
Administración Pública Paraestatal no podrán responsabi-
lizarse ni garantizar esas operaciones, así como tampoco
asumir responsabilidad alguna respecto del cumplimiento
del objeto del Fideicomiso.

Artículo 5

El Comité Técnico tendrá de manera enunciativa, más no
limitativa, las siguientes facultades:

I. Establecer las Reglas de Operación por las cuáles se
regirá el cumplimiento del objeto del Fideicomiso.

II. Elaborar y publicar las bases y procedimientos a
través de los cuales se autoricen los montos a pagar,
así como los procedimientos para determinar las canti-
dades que se podrán entregar a los Ex Trabajadores Bra-
ceros Mexicanos y la forma para documentar dichas en-
tregas.

III. Avalar el procedimiento a través del cual se recono-
cerán a los beneficiarios objeto de esta Ley.

IV. Decidir las reglas y determinar los procedimientos,
para los actos de administración que se realicen sobre
los recursos a que se refiere el artículo 4 de esta Ley.

V. Aprobar los términos mínimos de referencia, confor-
me a los cuales deben practicarse los trabajos de audito-
ria contable, con el propósito de que los recursos de es-
te Fideicomiso se apliquen de forma transparente.

VI. Autorizar la celebración de los actos, convenios y de-
más actos jurídicos que puedan derivar en afectaciones
para el patrimonio del Fideicomiso, así como aquellos
que sean necesarios para el cumplimiento de sus fines.

VII. Evaluar periódicamente los aspectos operativos del
Fideicomiso.

VIII. Revisar y aprobar, en su caso, los informes que
rinda la fiduciaria sobre el manejo del patrimonio Fidei-
comitido.

IX. Vigilar que los recursos que se aporten al Fideico-
miso se destinen al cumplimiento de sus fines.

X. Definir los criterios y dictar las decisiones sobre el
ejercicio de las acciones que procedan con motivo de la
defensa del patrimonio del Fideicomiso, comunicando
dichas reglas y resoluciones por escrito a la fiduciaria.

XI. Instruir mediante oficio a la Fiduciaria acerca de las
personas a quienes deberá conferirse mandato o poderes
para que se cumplan las funciones secundarias, ligadas

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2004221



y conexas a la encomienda fiduciaria o para la defensa
del patrimonio Fideicomitido, indicando expresamente
cuando el (los) mandatario(s) podrá(n) delegar sus fa-
cultades a terceros.

XII. Verificar que en ningún caso la fiduciaria se bene-
ficie de algún saldo remanente a favor.

XIII. Proponer las modificaciones que se pretendan rea-
lizar al Fideicomiso.

Artículo 6

Serán beneficiarios del contenido de esta ordenamiento los
Ex Trabajadores Braceros Mexicanos que cumplan los si-
guientes requisitos y condiciones:

I. Que hayan efectuado su registro en el Padrón de la Se-
cretaría de Gobernación.

II. Que el registro de los Ex Trabajadores Braceros Me-
xicanos en el Padrón se haya realizado dentro del perio-
do comprendido entre el 7 de abril y el 15 de octubre del
año 2003.

III. Que cumplan con la presentación de una identifica-
ción oficial (credencial de elector, pasaporte o cartilla
del Servicio Militar Nacional) que los acredite como
ciudadanos mexicanos.

IV. Acreditar haber sido trabajador bracero mexicano,
con los siguientes documentos originales:

a) Contrato Individual de trabajo, celebrado por
cualquier compañía o contratante en Estados Unidos
de América.

b) Comprobante de Pago emitido por el contratante
referido en el párrafo anterior.

c) Tarjeta de identificación Consular (Mica Café)

V. Tratándose de un beneficiario distinto del Ex Traba-
jador Bracero Mexicano, la documentación comproba-
toria deberá ser:

1. Para el cónyuge sobreviviente:

a) Los documentos mencionados en la fracción an-
terior.

b) Identificación oficial.

c) Acta de matrimonio.

d) Acta de defunción del ex trabajador bracero me-
xicano.

2. Para los hijos e hijas:

a) Los documentos mencionados la Fracción IV de
este artículo.

b) Identificación oficial.

c) Acta de defunción del ex trabajador bracero me-
xicano y su cónyuge.

d) Acta de nacimiento.

e) Resolución judicial en que conste el nombra-
miento de albacea, o carta de común acuerdo entre
hermanos, especificando el beneficiario.

Artículo 7

La aportación de los recursos destinados al pago del apoyo
a los ex trabajadores Braceros mexicanos estará sujeto a la
suscripción los Convenios que realice la fiduciaria en cum-
plimiento de los fines del fideicomiso creado por esta Ley,
con los gobiernos de las Entidades Federativas y el Distri-
to Federal, en donde residan dichos Ex Trabajadores Bra-
ceros Mexicanos, en los que se determinarán los montos de
aportación de ambas partes.

Una vez formalizado el Convenio con la entidad federativa
de que se trate o el Distrito Federal en su caso, y aportados
los recursos por parte de los mismos, se aplicarán los re-
cursos federales correspondientes, para que por conducto
de la dependencia que las autoridades locales determinen al
efecto, se realice el pago del apoyo social a los ex trabaja-
dores braceros mexicanos.

Artículo 8

Se entenderá que los titulares y/o beneficiarios del apoyo
social descrito en esta Ley, al momento de recibir el mismo,
renuncian en forma clara y expresa, a cualquier otro bene-
ficio que pudiera recibir por cualquier vía jurídica, u obte-
ner compensación alguna referente al problema que gene-
ró la creación de esta Ley.
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El apoyo otorgado por esta Ley no se considerará compen-
sación, indemnización, o retribución alguna a favor de nin-
gún titular y/o beneficiario.

Artículos Transitorios

Primero

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo

Para efectos de esta Ley, el Fideicomiso se considerará
constituido en la misma fecha a que se refiere el artículo
anterior.

Tercero

El periodo durante el cual operará el Fideicomiso que Ad-
ministrará el Fondo de Apoyo Social para los Ex Trabaja-
dores Braceros Mexicanos será de cinco años o menos con-
tados a partir del inicio de sus actividades, o hasta el
momento en que se extinga su patrimonio, o se dé cumpli-
miento al objetivo de su creación.

Cuarto

El Comité Técnico deberá publicar las reglas a que se re-
fiere el artículo 5º fracción I a más tardar dentro de los 45
días siguientes a la publicación de esta Ley.

Quinto

Si concluido el proceso de entrega del apoyo social, y sus-
crita el acta de cierre correspondiente, existiera algún re-
manente de recursos, este podrá ser destinado a promover
mecanismos para el desarrollo social, educativo y cultural
de los ex trabajadores braceros mexicanos, de acuerdo con
las reglas que al efecto determine el Comité Técnico.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de
2004.— Diputados: Marco Antonio Gama Basarte (rúbri-
ca), Mario Carlos Culebro Velasco, Valentín González
Bautista, José Isabel Trejo Reyes.»

La Presidencia la turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público. 

«Iniciativa que adiciona un segundo párrafo al artículo
29 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servi-
dores Públicos, a cargo del diputado Alejandro Murat Hi-
nojosa, del grupo parlamentario del PRI

El suscito, diputado federal a la LIX Legislatura del H.
Congreso de la Unión, en mi calidad de integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo por los artículos 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso de los Estados
Unidos Mexicanos, me permito someter a la consideración
del Pleno de esta Honorable Cámara de Diputados, la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un
segundo párrafo al artículo 29 de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos, a partir de
la siguiente

Exposición de Motivos

Por años, la sociedad mexicana, los juristas, los estudiosos
de derecho y los tribunales jurisdiccionales han debatido y
cuestionado los diversos aspectos que conlleva el fuero
constitucional.

A la luz de los recientes acontecimientos políticos, la so-
ciedad ha llegado considerar al fuero legislativo como si-
nónimo de complicidad e impunidad, por ello exige elimi-
nar privilegios, prerrogativas y demanda igualdad de los
servidores públicos ante la ley.

El actual sistema constitucional mexicano, establece que
ningún funcionario que tenga la jerarquía a la que se refie-
re el artículo 111 Constitucional, puede ser sometido a la
jurisdicción ordinaria, a menos que exista una declaratoria
de la Cámara de Diputados, en la que se resuelva si ha lu-
gar o no a proceder en su contra.

La declaración de procedencia prevista en el mencionado
artículo, es potestad exclusiva de la Cámara de Diputados
y significa que el servidor público no puede ser enjuiciado
penalmente, hasta que dicho órgano legislativo (por mayo-
ría absoluta de sus miembros presentes), valore si ha lugar
o no a proceder en contra del funcionario denunciado por
autoridad competente.

Durante el procedimiento para dictaminar la declaración de
procedencia, el legislador debe realizar una exhaustiva valo-
ración jurídica con el fin de determinar si existen elementos
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de orden criminal, imputables al indiciado, que demuestren
que hayan transgredido las normas de uno o diversos orde-
namientos sustantivos o adjetivos penales.

No obstante que no corresponde a la Cámara de Diputados
prejuzgar los fundamentos de la imputación, se hace nece-
sario establecer la preexistencia del delito y la probable
responsabilidad del inculpado, como lo establece el artícu-
lo 25 de la Ley General de Servidores Públicos.

La declaración de procedencia, antes de 1982, se denomi-
naba procedimiento de desafuero, que define el tratadista
Elisur Arteaga Nava como “un acto político y administra-
tivo de contenido penal, procesal, irrenunciable, transito-
rio, irrevocable, competencia de la Cámara de Diputados,
que tiene por objeto poner a un servidor público a disposi-
ción de las autoridades judiciales, a fin de que pueda ser
juzgado por el o por los delitos cometidos durante el des-
empeño de su encargo y que precisa la declaración”.

En el mismo sentido, el Diccionario universal de términos
parlamentarios señala que la declaración de procedencia
es una garantía a favor de las personas que desempeñan de-
terminados empleos o se ocupan de determinadas activida-
des, en virtud de las cuales su enjuiciamiento se halla so-
metido a jueces especiales.

Bajo esta misma óptica, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación emitió el criterio de que el “fuero” no era renun-
ciable, por tratarse de una prerrogativas parlamentarias de
orden público”, por ello llegó a considerar que el goce de
una licencia no suspendía la vigencia de las prerrogativas
al “fuero” (véanse las ejecutorias de la Primera Sala, rela-
tivas a Carlos A. Madrazo, Sacramento Joffre y Pedro Té-
llez Vargas, Semanario Judicial de la Federación, Quinta
Época, t. LXXXVII, pp. 1877-1884, y t. LXXXVIII, pp.
325-329 y t. LXXXVIII, p. 761, respectivamente).

Lo sostenido por la Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación entre 1945 y 1946, en las tesis que an-
teriormente se citan, en la actualidad no tienen sustento ju-
rídico y que corresponden un texto constitucional que fue
derogado con la reforma de 1982, en la que el constituyen-
te permanente modificó el Título Cuarto de nuestra Carta
Magna, con el objeto de hacer más eficaz de combate a la
corrupción e impunidad de los servidores públicos.

Actualmente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
también pretendiendo lograr que la función de los servido-
res públicos se apegue a los principios señalados en el ar-

tículo 108, fracción III, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, abandonó su criterio inicial,
para adecuarlo a la nueva realidad y se pronunció en el sen-
tido de que el fuero sigue al cargo y no al sujeto. Dicho cri-
terio lo plasmó en las siguientes tesis:

“Funcionarios. Fuero constitucional. Éste no se prolonga
después de haberse separado el cargo. (Legislación del es-
tado de Sonora):

... En efecto, si para exigir jurídicamente responsabilidad al
funcionario, por delito oficial (conforme al artículo 144 de
la Constitución estatal), es requisito el que la Cámara de
Diputados declare previamente que ha lugar a ello, tal im-
perativo tiene su origen, necesariamente, en la calidad de
funcionario del sujeto activo de la conducta, es decir, que
esa calidad lo coloca en una posición privilegiada, cualifi-
cada y protegida por un requisito de procedencia de la ac-
ción (fuero), que tiene como base originadora, o como ra-
zón de ser, el que los funcionarios no estén expuestos a
acciones civiles o penales en cualquier momento, supuesto
que ese ambiente de inseguridad e inestabilidad que se cre-
aría en torno del funcionario, perjudicaría irremediable-
mente a la administración pública. En consecuencia des-
aparecida de la función, no hay razón alguna para que
disfrute, el no funcionario, del privilegio del funciona-
rio. Ésta es el sistema de la constitución de la Republica,
establecido en su titulo cuarto, y no puede ser otro el de la
Constitución de una entidad...”

Gobierno del Estado de Sonora. Séptima Época Tercera
Sala. Seminario Judicial de la Federación. Parte: 133-138
Cuarta Parte. Amparo directo 1836/78. 27 de Junio de
1980. p. 98.

No obstante que nuestro Máximo Tribunal de Justicia mo-
dificó sus criterios de jurisprudencia, puede afirmarse que
no existe ningún criterio definido sobre la forma de inter-
pretar lo dispuesto por los artículos 111 y 112 de nuestra
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
dada la ambigüedad de dichos preceptos, se hace indispen-
sable promover la siguiente reforma legislativa, a efecto de
que manera clara, se señale que todo servidor público que
se separe de su encargo por cualquier motivo, pierde el fue-
ro constitucionalmente le corresponde a la función que des-
empeña.

Además, la reforma que se propone va a permitir que los
servidores públicos a los que se refiere el artículo 111 de
nuestra Carta Magna, puedan voluntariamente someterse a
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la jurisdicción de las autoridades competentes cuando con-
sideren que injustamente se les atribuya algún ilícito y juz-
guen necesario poner a salvo su buen nombre y su imagen
política, sin necesidad de que exista previamente un proce-
dimiento de declaración de procedencia por parte del órga-
no legislativo federal.

Por las consideraciones anteriormente expuestas y con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, someto a la consideración del Pleno de esta hono-
rable asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. se adiciona un segundo párrafo al artículo
29 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servido-
res Público, para quedar como sigue:

Artículo 29. ...

No se requerirá declaración de procedencia de la Cámara
de Diputados cuando alguno de los servidores públicos a
que hace referencia el párrafo primero del artículo 111, por
cualquier causa, se encuentre separado de su encargo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de Sesiones del Palacio Legislativo Federal, a 9 de
diciembre de 2004.— Dip. Alejandro Murat Hinojosa (rú-
brica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Gobernación. 

«Iniciativa que reforma el artículo 10, primer párrafo, de
la Ley de Aguas Nacionales, a cargo del diputado Jesús
Humberto Martínez de la Cruz, del grupo parlamentario
del PRI

El suscrito, diputado federal en la LIX Legislatura del H.
Congreso de la Unión, integrante del grupo parlamentario

del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento
en lo que se dispone en los artículos 71, fracción II de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como por los artículos 56 y 57 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someto a la Consideración del Pleno de la
honorable Cámara de Diputados, la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se reforma el artículo 10,
primer párrafo, de la Ley de Aguas Nacionales, con base en
la siguiente

Exposición de Motivos

El espíritu de la Ley de Aguas Nacionales es de una visión
de gestión, incluyente, democrática y descentralizada, en la
que participan los tres niveles de gobierno, los usuarios y
distintas organizaciones sociales con una orientación sus-
tentable desde el punto de vista económico, social, cultural
y ambiental.

Dada la importancia de la participación de los Estados en
la materia hidráulica como en la toma de decisiones y de la
integración por medio de representantes como lo establece
la Ley de Aguas Nacionales en el órgano administrativo
por medio de un Consejo Técnico como lo menciona el ar-
tículo 9 Bis 1: “para el despacho de los asuntos de su com-
petencia. “La comisión” contará en el nivel nacional con:
A un consejo técnico. En él articulo 10 primer párrafo se
establece la participación estatal, ya que el propio artículo
señala: “El Consejo Técnico estará integrado por los titula-
res de las Secretarias de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, quien lo presidirá; Hacienda y Crédito Publico; de
Desarrollo Social; de Energía; de Economía; de Salud y de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación; así como del Instituto Mexicano del Agua y de la
Comisión Nacional Forestal. Por cada representante pro-
pietario se designará a los suplentes necesarios con nivel de
subsecretario o su equivalente. A propuesta del Consejo
Técnico, el Titular del Ejecutivo Federal designará como
miembros del propio consejo, a dos representantes de los
gobiernos de los estados y a un representante de una orga-
nización de ciudadana de prestigio y experiencia relaciona-
da con las funciones del agua.

Creemos que en lo que se refiere a la designación de estos
dos representantes de los Gobiernos de los Estados no es
correcto, ya que siendo dos órdenes distintos de gobierno,
el Ejecutivo federal y los gobiernos estatales ocupa una po-
sición como juez y parte, ya que propone por medio del
Consejo Técnico que está integrado por funcionarios que
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fueron designados de una forma discrecional y a la vez él
Ejecutivo designa a los dos representantes de los gobiernos
de los estados propuestos por el Consejo Técnico.

Por otra parte, los estados de acuerdo con la Constitución
General del país son soberanos y no pueden por tanto ser
designados por el Ejecutivo federal ya que de esta manera
se encontrara invadiendo la esfera de poderes designados
por nuestra Carta Magna.

Por ello consideramos conveniente se realice la modifica-
ción de esta facultad de proponer a los dos representantes
de los gobiernos de los estados recaiga en el Senado de la
República, órgano legislativo cuya naturaleza es la repre-
sentación de las entidades federativas ante el Pacto Fede-
ral. Asimismo, una de las principales motivaciones de esta
ley, es la de fomentar la participación estatal y de la socie-
dad de acuerdo al artículo 5 para el cumplimiento y aplica-
ción de la ley al señalar: el Ejecutivo federal: promoverá la
coordinación de acciones con los gobiernos de los estados
y de los municipios sin afectar sus facultades en la materia
y el ámbito de sus correspondientes atribuciones. La coor-
dinación de la planeación, realización de administración de
las acciones de gestión de los recursos hídricos por cuen-
cas hidrológicas o por región hidrológica será atreves de
los Consejos de Cuenca, en cuyo seno convergen los tres
ordenes del Gobierno, y participan y asumen compromisos
los usuarios, los particulares y las organizaciones de la so-
ciedad”.

De esta forma, consideramos de suma importancia que es-
ta facultad corresponda a la Cámara de Senadores con lo
que sé corregirá una deficiencia contenida en dicho articu-
lo 10 párrafo primero y además se permitirá la participa-
ción de esa cámara representante de las entidades federati-
vas en la integración de un órgano de la importancia del
Consejo Técnico, el cual con esta modificación enriquece-
rá sus actividades mediante la participación de represen-
tantes de las entidades federativas, que no necesariamente
pertenezcan al ámbito de afinidades del Ejecutivo federal,
como hoy se desprende del texto vigente.

Decreto

Único. Se reforma el párrafo primero del artículo 10 de la
Ley de Aguas Nacionales, para quedar en los siguientes
términos:

Artículo 10. El Consejo Técnico estará integrado por los
titulares de las Secretarias de Medio Ambiente y Recursos

Naturales, quien lo presidirá; de Hacienda y Crédito Públi -
co; de Desarrollo Social; de Energía; de Economía; de Sa-
lud; y de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación; Instituto Mexicano del Agua y de la Comi-
sión Nacional Forestal. Por cada representante propietario
se designará a los suplentes necesarios con nivel de subse-
cretario o su equivalente. A propuesta del Senado de la Re-
pública, el titular del Ejecutivo federal designará como
miembros del propio consejo a dos representantes de los
gobiernos de los estados y a un representante de una orga-
nización ciudadana de prestigio y experiencia relacionada
con el tema del agua.

...

...

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de
2004.— Dip. Jesús Humberto Martínez de la Cruz (rúbri-
ca).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos. 

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones del Códi-
go Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales,
para garantizar la igualdad de oportunidades y la no dis-
criminación en el ejercicio del voto, a cargo del diputado
Guillermo Tamborrel Suárez, del grupo parlamentario
del PAN

El grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, por
medio del suscrito, diputado Guillermo Tamborrel Suárez,
presenta para la consideración de esta Honorable Asam-
blea, con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del
artículo 71 y la fracción X del Artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artícu-
lo 55 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, Iniciativa
que Reforma Diversas Disposiciones del Código Federal
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de Instituciones y Procedimientos Electorales para Garan-
tizar la Igualdad de Oportunidades y la No Discriminación
en el Ejercicio del Voto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Honorable Asamblea:

Ya desde 1948, en la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos se estableció que todos somos iguales ante
la ley y tenemos, sin distinción, derecho a la protección
contra toda discriminación.

Quedó asentado, asimismo, que toda persona tiene derecho
a participar en el gobierno de su país, directamente o por
medio de representantes libremente escogidos y que la vo-
luntad del pueblo es la base de la autoridad del poder pú-
blico; esta voluntad se expresará mediante elecciones au-
ténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por
sufragio universal e igual y por voto secreto u otro proce-
dimiento equivalente que garantice la libertad del voto.

Los principios de esta Declaración han sido recogidos en
diversos instrumentos internacionales, con lo cual las na-
ciones han reafirmado su fe en los derechos fundamentales,
en la dignidad y el valor de la persona humana y en la
igualdad de derechos de mujeres y de hombres.

De los tratados internacionales, relacionados con la discri-
minación, quisiera destacar, por su importancia, los si-
guientes:

1. La Convención Internacional sobre la Eliminación
de Todas las Formas de Discriminación Racial, que
fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13
de junio de 1975, y que en su artículo 5 dispone que los
estados parte se comprometen a prohibir y eliminar la
discriminación racial en todas sus formas y a garantizar
el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin
distinción de raza, color y origen nacional o étnico, par-
ticularmente en el goce de los derechos políticos, en
particular, el de tomar parte en elecciones, elegir y ser
elegido, por medio del sufragio universal e igual.

2. La Convención sobre los Derechos Políticos de las
Mujeres, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 28 de abril de 1981 y que en su artículo 1 esta-
blece que, las mujeres tendrán derecho a votar en todas
las elecciones en igualdad de condiciones con los hom-
bres, sin discriminación alguna.

3. La Convención sobre la Eliminación de todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer, publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el día 12 de ma-
yo de 1981, que en el artículo 7 contempla que los Es-
tados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para
eliminar la discriminación contra la mujer en la vida po-
lítica y pública del país y, en particular, garantizarán a
las mujeres, en igualdad de condiciones con los hom-
bres, el derecho a votar en todas las elecciones y refe-
réndum públicos y ser elegibles para todos los organis-
mos cuyos miembros sean objeto de elecciones
públicas.

4. La Convención Interamericana sobre Concesión
de los Derechos Políticos a la Mujer, publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 28 de abril de 1981,
la cual señala en su artículo 1º que el derecho al voto y
a ser elegido para un cargo nacional, no deberá negarse
o restringirse por razones de sexo.

5. La Convención Interamericana para la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación contra
las Personas con Discapacidad, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 12 de marzo de 2001, que en
su artículo 3, dispone que los Estados parte de la Con-
vención se comprometen a adoptar las medidas de ca-
rácter legislativo, social, educativo, laboral o de cual-
quier otra índole, necesarias para eliminar la
discriminación contra las personas con discapacidad y
propiciar su plena integración en la sociedad.

Este último tratado también dicta el establecimiento de me-
didas para eliminar progresivamente la discriminación y
promover la integración por parte de las autoridades gu-
bernamentales y/o entidades privadas en la prestación o su-
ministro de bienes, servicios, instalaciones, programas y
actividades, tales como el empleo, el transporte, las comu-
nicaciones, la vivienda, la recreación, la educación, el de-
porte, el acceso a la justicia y los servicios policiales y las
actividades políticas y de administración.

Como puede observarse, en todos los instrumentos a los
que me he referido se contempla la obligación de los Esta-
dos para colaborar de manera efectiva en el desarrollo de
medios y recursos diseñados para facilitar o promover la
vida independiente, autosuficiencia e integración total, en
condiciones de igualdad, a la sociedad de todas las perso-
nas, particularmente, quiero subrayar lo referente a la no
discriminación para participar de forma libre en los proce-
sos electorales.
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Con apego a esos instrumentos internacionales, se reformó
nuestra Carta Magna en 2001 para dejar asentada en su ar-
tículo primero la prohibición de toda forma de discrimina-
ción por origen étnico o nacional, el género, la edad, las
capacidades diferentes, la condición social, las condiciones
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad hu-
mana y tenga por objeto anular o menoscabar los dere-
chos y libertades de las personas.

Con este fundamento constitucional se expidió la Ley Fe-
deral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, cuyo ob-
jeto es prevenir y eliminar todas las formas de discrimina-
ción que se ejerzan contra cualquier persona, así como
promover la igualdad de oportunidades y de trato.

La lucha para prevenir y erradicar la discriminación se
vuelve, en este momento de nuestra vida nacional, uno de
los caminos de mayor importancia para consolidar nuestro
sistema democrático. Gracias a esta lucha será posible con-
solidar una democracia de corte incluyente y consensual:
un régimen donde mayorías y minorías puedan coexistir
pacífica y fructíferamente en el mismo espacio político. En
sentido inverso, la permanencia de prácticas discriminato-
rias permitiría que las minorías permanezcan excluidas de
la toma de las decisiones y, por tanto, del ejercicio del po-
der.

En la fracción I del artículo 35 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos se establece como una de
las prerrogativas del ciudadano votar en las elecciones po-
pulares. Por su parte, el artículo 4 del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofipe) esta-
blece:

1. Votar en las elecciones constituye un derecho y una
obligación que se ejerce para integrar órganos del Esta-
do de elección popular. También es derecho de los ciu-
dadanos y obligación para los partidos políticos la igual-
dad de oportunidades y la equidad entre hombres y
mujeres para tener acceso a cargos de elección popular.

2. El voto es universal, libre, secreto, directo, personal e
intransferible.

3. Quedan prohibidos los actos que generen presión o
coacción a los electores.

Es motivo de satisfacción que ya se encuentren plasmadas
importantes disposiciones en el Cofipe como lo estableci-

do en el artículo 194 párrafo 1, inciso a) que señala que las
casillas para la recepción del voto deberán ubicarse en lu-
gares que cumplan entre otros requisitos, el de fácil y libre
acceso para los electores, así como lo dispuesto en por el
artículo 218 párrafo 2, que dicta que los electores que no
sepan leer o que se encuentren impedidos físicamente para
marcar sus boletas de voto, podrán hacerse asistir por una
persona de su confianza que les acompañe.

No obstante esos importantes avances en la legislación,
persisten todavía las omisiones legales y las circunstancias
de facto, debido a las cuales la desigualdad y la discrimi-
nación siguen afectando la vida de las personas, especial-
mente de aquellas que se encuentran en las peores condi-
ciones de desventaja física y vulnerabilidad, tal es el caso
de las personas con discapacidad, los adultos mayores y las
mujeres embarazadas.

Es patente que muchos mexicano no pueden ejercer ese de-
recho precisamente por sus limitaciones físicas, las capaci-
dades diferentes, la edad, las condiciones de salud, etcéte-
ra, lo cual a su vez propicia el abstencionismo.

Reconociendo esta problemática, el Instituto Federal Elec-
toral, sobretodo a partir de 1997, ha establecido una serie
de medidas como facilitar a personas con necesidades es-
peciales su derecho al sufragio.

Para las elecciones federales de 2003, se aprobó el Acuer-
do del Consejo General del Instituto Federal Electoral por
el que se Aprueban Diversas Disposiciones para Garantizar
la Igualdad de Oportunidades y la No Discriminación du-
rante los Procesos Electorales Federales.

Este Acuerdo incluye una serie de medidas, algunas nuevas
y otras que ya formaban parte de acuerdos anteriores, para
garantizar el libre acceso a las urnas y a la emisión del vo-
to dentro de las casillas electorales. Asimismo, introduce
una serie de acciones que implican a todos los funcionarios
del servicio electoral así como a los consejos locales y dis-
tritales, tendientes a recopilar información vinculada a los
hechos discriminatorios con el objetivo de que, para futu-
ras elecciones, los diversos programas de educación cívica
y de capacitación coadyuven en la lucha para prevenir y
eliminar la discriminación.1

Las personas con necesidades especiales se han visto limita-
das en el ejercicio de sus derechos y obligaciones en la ma-
teria electoral, o en su caso, requieren de la ayuda de otra
persona, afectando su derecho de elegir a sus representantes
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de acuerdo a lo establecido en el Código Federal de Insti -
tuciones y Procedimientos Electorales y en términos de las
características del voto: de forma universal, libre, secreta,
directa, personal e intransferible.

El reconocimiento jurídico para participar en la política
mexicana por parte de los ciudadanos mexicanos con dis-
capacidad visual, requiere que las autoridades en materia
electoral implementen los instrumentos que les permita a
todos los ciudadanos participar en las elecciones en igual-
dad de condiciones en la emisión del sufragio.

El ejercicio de la ciudadanía es la base de sustentación del
poder del Estado ya que otorga la capacidad a quien osten-
ta dicha categoría jurídica de participar en los asuntos pú-
blicos del país: básicamente en el proceso democrático de
designación de autoridades públicas y representantes po-
pulares, así como en el ejercicio de las atribuciones funda-
mentales de los órganos del Estado.

De allí la necesidad de establecer en la legislación las me-
didas para hacer efectivo uno de los presupuestos básicos
que define a la democracia: la extensión del sufragio popu-
lar a todos los ciudadanos con independencia de sus capa-
cidades y condiciones.

Creemos que no obstante los importantes esfuerzos que re-
aliza el IFE, el combate a la discriminación y las acciones
correspondientes deben quedar establecidas en el cuerpo
del código electoral para darle permanencia y certidumbre.

Para ello, se propone adicionar un inciso h) al artículo 69
del Cofipe para que el IFE tenga como uno de sus fines
contribuir a la erradicación de las condiciones que provo-
quen discriminación en los procesos electorales, de confor-
midad con lo establecido en el tercer párrafo del artículo 1º
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

Con esto, estamos seguros se tendrán, además de los seña-
lados, los siguientes beneficios:

• Fomentar entre toda la población una cultura del res-
peto, tolerancia e igualdad de oportunidades.

• Garantizar el fácil y libre acceso a las casillas y dar
preferencia en la fila para votar a las personas con dis-
capacidad, las mujeres embarazadas y personas de edad
avanzada, procurando que la emisión del voto se realice
con la mayor independencia posible.

• Alentar la participación responsable de la ciudadanía
en los procesos electorales, y combatir el abstencionis-
mo.

Por las razones expuestas se presenta para la consideración
de este Honorable Pleno la siguiente

Iniciativa que reforma diversas disposiciones del Códi-
go Federal de Instituciones y Procedimientos Electora-
les, para garantizar la igualdad de oportunidades y la
no discriminación en el ejercicio del voto

Artículo Único. Se adiciona un inciso h) al artículo 69 del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, para quedar como sigue:

Artículo 69

1. Son fines del Instituto:

a) a g) ...

h) Contribuir a la erradicación de las condiciones
que provoquen discriminación en los procesos elec-
torales, de conformidad con lo establecido en el ter-
cer párrafo del artículo 1º de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota:

1 IFE, Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal
Electoral por el que se Aprueban Diversas Disposiciones
para Garantizar la Igualdad de Oportunidades y la no Dis-
criminación durante los Procesos Electorales Federales,
2003.

Dado en el Palacio Legislativo San Lázaro, a los nueve dí-
as del mes de diciembre de 2004.— Dip. Guillermo Tam-
borrel Suárez (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Gobernación. 
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«Iniciativa de Ley del Instituto de Coordinación de Fa-
cultades Federales, a cargo del diputado Javier Guízar
Macías, del grupo parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal por el primer distrito del estado
de Jalisco, con cabecera en el municipio de Colotlán, Fran-
cisco Javier Guízar Macías, integrante del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en las facultades y atribuciones conferidas por la
fracción II, del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en la fracción II,
del artículo 55 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de esta honorable Asamblea la si-
guiente Iniciativa con proyecto de decreto que crea la Ley
del Instituto de Coordinación de Transferencia de Faculta-
des Federales, para lo cual se presenta la siguiente

Exposición de Motivos

"El federalismo constituye un invento feliz de la política,
porque se ajusta a las condiciones naturales del hombre,
amén de representar el único medio capaz de moderar la
fuerza del gobierno central y la manera más eficaz para
que cada individuo desarrolle con plenitud sus virtudes
cívicas."

Estas palabras, escritas en el Pacto Federal de Anáhuac en
1823, por Prisciliano Sánchez, han llegado hasta nuestros
días en una constante lucha por mantener su actualidad
como postulado fundamental de la voluntad popular.

Nadie desconoce que nuestro sistema federal fue adoptado
por primera vez en la  Constitución de 1824, que en su artí-
culo 4° señalaba: "La nación mexicana adopta para su go-
bierno la forma de república representativa popular fede-
ral"; como nadie desconoce tampoco, las crisis por las que
ha tenido que atravesar a lo largo de nuestra historia; basta
recordar las palabras pronunciadas por Venustiano Carranza,
el 1° de diciembre de 1916: "...ha sido hasta hoy una pro-
mesa vana, el precepto que consagra la federación de los
estados que forman la República Mexicana... ha sido el
poder central el que siempre ha impuesto su voluntad, li-
mitándose las autoridades de cada Estado a ser los instru-
mentos ejecutores de las órdenes emanadas de aquél..."

Manuel Ferrer Muñoz, en su artículo denominado "El Es-
tado Federal en la Constitución Mexicana: Una introduc-
ción a su problemática", resume en forma clara las dos ra-
zones por las que el federalismo se ha visto quebrado
después de 1917:

1. Por "...la reforma constitucional del artículo 73, que
ha sido modificado en casi cuarenta ocasiones desde
1917, para engrosar paulatinamente las facultades del
gobierno federal en demérito de los gobiernos locales, y

2. Porque ...de nada sirve otorgar competencias a los Es-
tados federados, si no se les dota a la vez de los medios
económicos necesarios para desarrollar efectivamente ta-
les atribuciones."

Por su parte, Jorge Abdó Francis, en su artículo denomina-
do "Sistema de Distribución de Atribuciones en los Esta-
dos Federales", señala que: "la distribución de atribucio-
nes que corresponderán en un sistema federal, a cada
uno de los niveles de gobierno, constituye..., el punto de
mayor importancia en los estudios del federalismo, que
además de presentar variaciones en los diversos  estados
federales, es una materia inacabada políticamente".

México no es una excepción a lo antes dicho, pues no hay
sexenio en el que no se reconozca la necesidad de fortale-
cer al sistema federal mexicano.

Por poner sólo un ejemplo, para este sexenio 2000-2006, el
Gobierno de la República, a través de la Secretaría de Go-
bernación, emitió un programa denominado "Programa es-
pecial para un auténtico federalismo".

Es importante mencionar, para destacar la necesidad de
esta iniciativa, que en este último programa se reconoce
que la estructura actual de la Administración Pública Fede-
ral, impide la delegación suficiente y adecuada de autori-
dad entre los ámbitos de gobierno, y la deficiente y parcial
desconcentración de las funciones que ejercen las Secreta-
rías de Estado. Reconoce también la duplicidad y suplanta-
ción de funciones entre el Gobierno federal y los gobiernos
locales, la existencia de delegaciones estatales inoperantes
que se convierten en obstáculo de la gestión pública y, la
burocratización innecesaria en las gestiones que deben
realizar los ciudadanos ante las delegaciones del Gobier-
no federal.

Sin embargo, el suscrito considera que ya es tiempo de de-
jar atrás las buenas intenciones de fortalecer el federalismo
que únicamente se plasman en papel, para de una vez por
todas, implementar un mecanismo que materialice esas in-
tenciones.

Consciente de que es una labor que se logrará con metas a
corto, mediano y largo plazo, y que para lograr el objetivo
planteado debe buscarse un esquema de coordinación entre
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los niveles de gobierno implicados en la transferencia de fa-
cultades federales para que la toma de decisiones sea con-
junta y responsable, es que, apegado a los principios de la
técnica legislativa, para que la materia a regular  sea homo-
génea, completa y lógica, se propone la creación de un Ins-
tituto de Coordinación de Transferencia de Facultades Fede-
rales cuyo objeto, como su nombre lo indica, es la
coordinación de los estudios y trabajos necesarios para trans-
ferir facultades federales a los otros dos niveles de gobierno,
en el que tanto el Poder Ejecutivo Federal, a través de su Ad-
ministración Pública, como las entidades federativas, ten-
drán representación para una adecuada toma de decisiones.

No es impedimento de lo anterior, el hecho de que la Se-
cretaría de Gobernación cuente con un Instituto Nacional
para el Federalismo y el Desarrollo Municipal, que aun
cuando en teoría debe impulsar y promover un auténtico
federalismo, limita la toma de decisiones al dar a las enti-
dades federativas una pobre participación en un Consejo
Consultivo con voz, pero sin voto.

Se propone entonces la creación de un Instituto en el que,
tanto la Federación como las entidades federativas, se inte-
gran en un órgano de gobierno denominado Consejo de Re-
presentantes que delibera sobre la transferencia de faculta-
des después de hacer un análisis exhaustivo que implica los
siguientes aspectos:

a) La revisión del marco jurídico constitucional, legal y re-
glamentario de cada facultad;

b) Elaboración y análisis de informes sobre resultados del
ejercicio actual de la facultad y

c) Elaboración y análisis de informes económicos y finan-
cieros tanto de la Federación, como de las entidades fede-
rativas.

Todo lo anterior, con el fin de que las decisiones sean no
sólo responsables, sino también realistas en cuanto a la ca-
pacidad de las entidades federativas para asumir  las facul-
tades.

En este Instituto se proponen también reuniones de estudio,
en las que se establecerán herramientas que permitan pos-
teriormente al Consejo de Representantes tomar decisiones
acertadas.

Adicionalmente, se prevé que cada entidad federativa ten-
drá su propia Unidad de Coordinación, cuyo titular será de-

signado por las Legislaturas Estatales, y que será el repre-
sentante de la misma en el Consejo del Instituto.

Muy importante mencionar que, además, se prevé como ob-
jeto del Instituto, una labor no sólo de decisión sino también
de seguimiento, para que el cumplimiento de los fines que se
persiguen sean llevados de la manera más eficiente hasta los
gobernados, en los que debe verse reflejado en última ins-
tancia, el beneficio de la actuación del Instituto.

A esta iniciativa, acompaño otra iniciativa que reforma el
párrafo primero del artículo 5° de la Ley Federal de En-
tidades Paraestatales, para incluir en él al Instituto cuya
creación se propone, con el fin de que se rija conforme a
su Ley  en cuanto a la organización y funcionamiento au-
tónomo de su órgano de gobierno.

En relación a lo anterior es que se exponen los siguientes:

Considerandos

Primero. Que debe ser obligación de esta representación
popular el contribuir al fortalecimiento del federalismo;

Segundo.  Que contribuir al fortalecimiento de las Entida-
des Federativas que integran a la República tiene que ver
con otorgar, además de atribuciones, los recursos necesa-
rios para su ejercicio y

Tercero.  Que todo cambio sustantivo debe darse de ma-
nera gradual y programática, así como objetiva y responsa-
ble.

Es por lo anteriormente expuesto y con fundamento en la
fracción II, del artículo 55 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos que someto a consideración de esta honorable
Asamblea la siguiente:

Iniciativa con proyecto de decreto que Crea la Ley del
Instituto de Coordinación de Transferencia de Faculta-
des Federales

Capítulo I

De su naturaleza, objeto y atribuciones

Artículo 1. Se crea el Instituto de Coordinación de Trans-
ferencia de Facultades Federales a las Entidades Federati-
vas, con personalidad jurídica y patrimonio propio.
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Artículo 2.  El Instituto tendrá las siguientes atribuciones:

I. Elaborar el programa de trabajo para requerir a los titu-
lares de las dependencias de la Administración Pública Fe-
deral Centralizada y Descentralizada, los informes sobre
las facultades federales susceptibles de ser transferidas a
las entidades federativas;

II. Convocar a reuniones a los titulares de las Dependen-
cias de la Administración Pública Federal Centralizada y
Descentralizada, y a los titulares de los Poderes Ejecutivos
de las entidades federativas;

III. Presentar las iniciativas de reforma a la Constitución y
leyes federales necesarias para que se transfieran faculta-
des federales a las entidades federativas, por conducto del
titular del Poder Ejecutivo Federal; y

IV. Dar seguimiento a la transferencia de facultades fede-
rales a las entidades federativas, y presentar un informe
anual de actividades al Congreso de la Unión;

Artículo 3. Cuando el Instituto determine después de se-
guir los procedimientos que esta ley determina, que es pro-
cedente la transferencia de alguna facultad federal a las en-
tidades federativas o a los municipios, propondrá por
conducto del Poder Ejecutivo Federal, las reformas consti-
tucionales y legislativas necesarias, y determinará el plazo
para que las dependencias federales y las legislaturas de las
entidades federativas realicen las adecuaciones a sus cons-
tituciones, leyes y reglamentos.

Artículo 4.  Previo a que se apruebe la transferencia de
una facultad federal a las entidades federativas o munici-
pios, el Instituto deberá evaluar por lo menos, los si-
guientes aspectos:

I. El análisis del marco jurídico constitucional, legal y re-
glamentario de la facultad federal que se propone transfe-
rir;

II. Los informes y evaluaciones que presenten todas las de-
pendencias de la Administración Pública Federal Centrali-
zada o Paraestatal que ejercen la  facultad federal sujeta a
estudio, y los informes económicos y financieros que pre-
senten la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y las
propias dependencias de la Administración Pública Federal
Centralizada o Paraestatal a las que corresponda el ejerci-
cio de la facultad; y

III. Los informes que rindan las entidades federativas por
conducto de sus representantes que contemple los recursos
jurídicos y materiales necesarios para asumir la facultad fe-
deral que se propone transferir.

Todos los informes a que se refieren las fracciones anterio-
res, deben contener y desarrollar los aspectos que se re-
quieran por el órgano de gobierno del Instituto, de acuerdo
con su Reglamento Interior, las normas generales y ma-
nuales de procedimientos.

Artículo 5. Una vez que se analizan y evalúan los aspec-
tos descritos en el artículo anterior y todos aquellos que se
consideren necesarios de acuerdo con la facultad federal
que se propone transferir, el órgano de gobierno del Insti-
tuto debe nombrar una comisión de entre sus integrantes,
para que elabore un dictamen que debe contener el diag-
nóstico del funcionamiento actual de la facultad federal, el
impacto al marco jurídico federal y el costo económico que
supone a la Federación y a las entidades federativas, la
transferencia de la facultad federal, y con base en el dicta-
men se discutirá y aprobará o rechazará la transferencia de
la facultad federal.

Capítulo II 

De su organización y funcionamiento

Artículo 6. El Instituto tiene los siguientes órganos de go-
bierno y administración:

I. Un Consejo de Representantes;

II. Un Presidente;

III. Un Secretario Ejecutivo;

Artículo 7. El Consejo de Representantes se integra de la
siguiente forma:

I. El Presidente del Instituto;

II. Un representante de cada una de las entidades federati-
vas;

III. Un representante de cada una de las Secretarías de Es-
tado y del Procurador General de la República; y
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IV. Un representante de cada una de las Cámaras del Con-
greso de la Unión.

Artículo 8. A las reuniones pueden asistir representantes
de los órganos de la Administración Pública Paraestatal
cuando así se requiera por los temas que se estudien y dis-
cutan, previo acuerdo del Consejo de Representantes, los
que tiene derecho a voz y voto.

Artículo 9. A las reuniones de estudio pueden asistir los
invitados especiales que determine el Consejo de Repre-
sentantes, los que tendrán únicamente derecho a voz.

Artículo 10. Las decisiones del Consejo de Representantes
se tomarán por mayoría calificada de sus miembros.

Artículo 11. Para el cumplimiento de los fines y atribucio-
nes del Instituto, el Consejo de Representantes tendrá las
siguientes facultades:

I. Establecer los planes, programas y calendarios de traba-
jo, así como las políticas generales, la planeación, evalua-
ción y mecanismos para el estudio y determinación de la
transferencia de facultades federales a las entidades federa-
tivas o municipios;

II. Aprobar su presupuesto, el que se remite directamente
al Titular del Poder Ejecutivo Federal para su inclusión en
el Presupuesto de Egresos;

III. Aprobar su informe de actividades, el que se remite en
forma anual al Congreso de la Unión; así como aprobar sus
estados financieros, y ordenar su publicación;

IV. Aprobar las políticas, bases y programas generales que
regulen los convenios, contratos y acuerdos celebrados por
el Instituto;

V. Establecer las normas generales para la adquisición,
arrendamiento y enajenación de inmuebles que requiera el
Instituto;

VI. Aprobar su reglamento interno, las normas generales y
los manuales de procedimientos institucionales que permi-
tan alcanzar de manera eficiente los fines del Instituto;

VII. Establecer las condiciones generales de trabajo de los
servidores públicos del Instituto;

VIII. Analizar los informes periódicos que rinda la presi-
dencia;

IX. Aprobar la aceptación de donaciones, legados, he-
rencias y demás liberalidades que coadyuven para un
mejor funcionamiento del instituto, y deriven de actos líci-
tos; y

X. Las demás que le atribuya esta u otras leyes, así como
su Reglamento Interior.

Artículo 12. El Consejo de Representantes celebra por lo
menos dos sesiones ordinarias por año, y las extraordina-
rias que convoque la Presidencia o cuando menos, una ter-
cera parte de los integrantes del Consejo.

Artículo 13. La convocatoria a las reuniones debe notifi-
carse con una antelación de cuando menos tres días para
sesiones ordinarias y de un día para sesiones extraordina-
rias.

Artículo 14. El Consejo de Representantes sesiona válida-
mente con la asistencia de la mayoría simple de sus inte-
grantes.

Las resoluciones del Consejo se toman por mayoría califi-
cada de los presentes, y el Presidente tiene voto de calidad
en caso de empate. Las resoluciones deben versar sobre los
asuntos incluidos en el orden del día, con las excepciones
que se sometan y se aprueben por el Consejo de Represen-
tantes.

Artículo 15. El Secretario Ejecutivo debe levantar un acta
circunstanciada de las sesiones del Consejo de Represen-
tantes, que se firma por los presentes y se envía copia a to -
dos los integrantes del Consejo.

Artículo 16. El Consejo de Representantes puede cele-
brar reuniones de estudio, en las que no se discute y vota
la aprobación o rechazo de la transferencia de facultades
federales a las entidades federativas, a las que pueden
asistir únicamente las secretarías y dependencias relacio-
nadas con el tema que se estudia, y los invitados que se-
an especialistas en la materia y que determine el Consejo
de Representantes.

De las reuniones de estudio se entregará una memoria a to-
dos los integrantes del Consejo de Representantes.
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Capítulo III

De la presidencia del instituto

Artículo 17. Para ser presidente del Instituto se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno goce
y ejercicio de sus derechos civiles y políticos;

II. No haber sido condenado por delito intencional consi-
derado como grave por las leyes penales locales y federa-
les;

III. Ser representante de cualquiera entidad federativa en el
Consejo de Representantes del Instituto;

IV. No encontrarse en uno o en varios de los impedimentos
establecidos en la fracción III, del artículo 19 de la Ley Fe-
deral de Entidades Paraestatales.

Artículo 18. La Presidencia del Instituto tendrá las si-
guientes facultades:

I. Representar legalmente al Instituto;

II. Convocar a las sesiones ordinarias y extraordinarias del
Consejo Representantes, así como a las reuniones de estu-
dio;

III. Celebrar y otorgar toda clase de actos y documentos
inherentes al objeto del Instituto;

IV. Instrumentar, ejecutar y vigilar el cumplimiento de los
acuerdos del Consejo de Representantes;

V. Presentar a consideración, y en su caso, aprobación del
Consejo de Representantes su Reglamento Interno, las nor-
mas generales y los manuales de procedimientos del Insti-
tuto;

VI. Formular los programas institucionales de corto, me-
diano y largo plazos;

VII. Formular anualmente el proyecto de presupuesto del
Instituto, para someterlo a la aprobación del Consejo de
Representantes;

VIII. Ejercer el presupuesto del Instituto con sujeción a las
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas
aplicables;

IX. Presentar ante el Consejo para su aprobación, los pro-
yectos de programas, el informe anual y los estados fi -
nancieros del Instituto, así como los que específicamente
le sean solicitados;

X. Nombrar y remover al Secretario Ejecutivo del Insti-
tuto;

XI. Proponer al Consejo de Representantes los sistemas de
control y evaluación del Instituto, necesarios para alcanzar
las metas u objetivos propuestos;

XII. Recabar toda la información y los elementos estadísti-
cos que le sean solicitados por el Consejo de Representan-
tes para el desempeño de las funciones del Instituto, y

XIII. Las demás que le confiera la presente ley o las deri-
vadas de los acuerdo del Consejo.

Artículo 19.  El Consejo de Representantes nombra al
Presidente del Instituto bajo el procedimiento establecido
en el Reglamento Interior, pero siempre con el voto favo-
rable de la mitad más uno de todos los integrantes del Ins-
tituto.

Artículo 20. El Presidente dura en su cargo 3 años y pue-
de ser ratificado únicamente por otro periodo.

Capítulo IV

Del Secretario Ejecutivo

Artículo 21. El Secretario Ejecutivo del Instituto se nom-
bra y remueve libremente por el Presidente del Instituto.

Artículo 22. El Secretario Ejecutivo tiene las siguientes fa-
cultades y atribuciones:

I. Asistir a todas las sesiones y reuniones del Consejo de
Representantes con voz informativa;

II. Levantar el acta circunstanciada de las sesiones ordina-
rias y extraordinarias del Consejo de Representantes;

III. Elaborar las memorias de las reuniones de estudio del
Consejo de Representantes, y

IV. Las demás que le atribuya esta ley o el Reglamento In-
terior del Instituto.
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Capítulo V

De las unidades de coordinación de las 
entidades federativas

Artículo 23.  Las unidades de coordinación funcionan en las
entidades federativas para analizar y formular los informes
y programas sobre las facultades federales que se proponen
transferir por el Instituto, y se integran y funcionan en la
forma y términos en que determinen las legislaturas estata-
les, pero en todo caso contarán con un Presidente nombra-
do por las legislaturas estatales de una terna que le presen-
te el titular del Poder Ejecutivo.

El Presidente de cada una de las unidades de Coordinación
es el Representante de cada entidad federativa en el Con-
sejo de Representantes del Instituto, y por su conducto se
presentan todos los informes que le sean solicitados por el
Consejo a las entidades federativas.

Las leyes estatales que regulen la organización y funciona-
miento de las unidades de Coordinación, deben asegurar la
participación de representantes del Congreso del Estado, y
de las dependencias de la Administración Pública Estatal
Centralizada y Paraestatal, en sus reuniones de trabajo.

Artículos Transitorios 

Primero. Esta iniciativa entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El primer Presidente del Instituto será designa-
do por el Congreso de la Unión, de una terna propuesta por
el titular del Poder Ejecutivo federal.

Tercero. Una vez que se integre el Instituto, éste deberá
expedir su reglamento interior en un término de 60 días.

Así lo propone el suscrito diputado federal Francisco Ja-
vier Guízar Macías, (rúbrica), del Palacio Legislativo en
San Lázar, a los 9 días del mes de diciembre de 2004.

La Presidencia la turna a la Comisión de Gobernación. 

«Iniciativa que reforma el primer párrafo del artículo 5
de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, a cargo
del diputado Francisco Javier Guízar Macías, del grupo
parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado federal Francisco Javier Guízar
Macías, integrante de la LIX Legislatura del H. Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso, me permito someter a la
consideración de esta H. Soberanía la presente iniciativa que
adiciona el primer párrafo del artículo 5º de la Ley Federal
de Entidades Paraestatales, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Hoy, a la par de la iniciativa en la que se pretende la crea-
ción de un Instituto de Coordinación de Transferencia de
Facultades Federales, se propone la inclusión de dicho Ins-
tituto en el artículo 5º de la Ley Federal de Entidades Pa-
raestatales por la naturaleza jurídica de la que se le preten-
de dotar en su ley, es decir, un Instituto con plena
autonomía, por lo que considero fundamental que se rija
por las disposiciones de su propia Ley, lo que le permitirá
alcanzar los objetivos que se proponen de una manera más
eficiente y eficaz.

Por las anteriores consideraciones, se somete a la conside-
ración del H. Congreso de la Unión, por conducto de esta
Cámara de Diputados, la siguiente

Iniciativa que adiciona el primer párrafo del artículo 5º
de la Ley Federal de Entidades Paraestatales, para que
quede de la siguiente forma:

Artículo 5º. El Instituto Mexicano del Seguro Social, el
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, el Instituto del Fondo Nacional de Vi-
vienda para los Trabajadores, el Instituto de Seguridad So-
cial de las Fuerzas Armadas, el Instituto Nacional de las
Mujeres, el Instituto de Coordinación para la Transfe-
rencia de Facultades Federales, la Comisión Nacional
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas y los demás or-
ganismos de estructura análoga que hubiere, se regirán por
sus leyes específicas en cuanto a las estructuras de sus ór-
ganos de gobierno y vigilancia, pero en cuanto a su fun-
cionamiento, operación, desarrollo y control, en lo que no
se oponga a aquellas leyes específicas, se sujetarán a las
disposiciones de la presente Ley.
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Artículo Transitorio

Único.- La presente reforma entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Así lo propone el C. diputado Francisco Javier Guízar Ma-
cías, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los días 9
del mes de diciembre del año dos mil cuatro.— (Rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Gobernación. 

«Iniciativa que reforma la Ley de la Comisión Regulado-
ra de Energía y Combustibles, a cargo del diputado
Francisco Javier Guízar Macías, del grupo parlamenta-
rio del PRI

El suscrito, diputado federal por el primer distrito del esta-
do de Jalisco, con cabecera en el municipio de Colotlán,
Francisco Javier Guízar Macías,  integrante del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, con
fundamento en las facultades y atribuciones conferidas por
la fracción II, del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en la fracción II,
del artículo 55 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración de esta honorable Asamblea la si-
guiente Iniciativa con Proyecto de Decreto que Reforma la
Ley de la Comisión Reguladora de Energía, con objeto de
incluir entre las actividades reguladas las relacionadas con
la Producción, Transporte, Almacenamiento, Distribución
y suministro de Combustibles,  para lo cual se presenta la
siguiente

Exposición  de  Motivos

Especial importancia tiene para nosotros como legisladores
federales, buscar en forma constante la eficiente regulación
de las actividades que contempla el artículo 27 de nuestra
Constitución Federal.

La materia de combustibles constituye sin duda, no sólo
por los retos de modernización a que se enfrenta todos los
días su producción, sino también por los compromisos que

se deben asumir con la protección al ambiente y la calidad
que debe garantizarse a los usuarios finales, una de esas ac-
tividades cuya legislación debe revisarse continuamente.

Según los datos estadísticos proporcionados por Pemex, la
red de producción-distribución de Pemex-Refinación se
constituye con: 6 refinerías, que tienen capacidad de pro-
cesamiento de 1.5 millones de barriles por día, 78 termina-
les de almacenamiento y distribución, cinco subgerencias
regionales de ventas y más de 6,300 estaciones de servicio
incorporadas al sistema de franquicia de Pemex.

En cuanto a las ventas de combustibles, el promedio según
lo indica Pemex, es de 620.8 mil barriles de gasolina por
día y 253 mil barriles de diesel por día.

Otro hecho relevante que confirma la necesidad de esta ini-
ciativa, radica en la reciente aprobación de Pemex-Refina-
ción para internacionalizar la Franquicia Pemex, lo que im-
plicará la supervisión estricta en la elaboración de la
normatividad y convenios que aseguren para la paraestatal,
pero sobre todo para nuestro país, las mejores condiciones
no sólo económicas, sino de seguridad nacional e interna-
cional.

Por todo lo anterior, es fundamental que estas actividades
se encuentren debidamente reguladas, como reguladas se
encuentran las actividades correspondientes al sector ener-
gético y de gas, cuyo desarrollo eficiente se encuentra bajo
supervisión de la Comisión Reguladora de Energía.

La Comisión Reguladora de Energía fue creada mediante
decreto del Poder Ejecutivo en el año de 1993, en una pri-
mera instancia como órgano consultivo únicamente para el
sector energético, sin embargo, en el año de 1995, con la
reforma a la industria del gas, se ampliaron las atribuciones
de la comisión y cambió su naturaleza jurídica para consti-
tuirse como un organismo desconcentrado de la Secretaría
de Energía, con autonomía técnica y operativa, a través de
una ley en sentido formal y material, que fue aprobada por
el Congreso de la Unión en octubre de ese año.

De acuerdo con la propia comisión, su misión es "regular
de manera transparente, imparcial y eficiente las industrias
del gas y de electricidad, con apoyo de personal especiali-
zado y sistemas administrativos modernos, a fin de alentar
la inversión productiva y garantizar un suministro confia-
ble, seguro y a precios competitivos de energéticos, en be-
neficio de los usuarios".
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Como legislador comprometido con la expedición de le-
yes de calidad, atendiendo a los principios de la técnica
legislativa, y una vez revisado el marco constitucional y
legal vigente en la materia que se propone regular, es que
considero que, para evitar la dispersión de las normas y lo-
grar una regulación homogénea y completa, es procedente
incluir como facultad de la Comisión Reguladora de Ener-
gía, la regulación de la materia de combustibles, atendien-
do principalmente a la economía que le significa al Estado
mexicano la no creación de un nuevo órgano desconcen-
trado, pero, principalmente a la relación estrecha entre la
misión que actualmente tiene la Comisión Reguladora de
Energía y el tema de los combustibles, porque además, no
podemos olvidar que el "gas", ha ido ganando terreno co-
mo combustible tanto automotriz como industrial, y la Co-
misión Reguladora de Energía, que ya tiene en su compe-
tencia el desarrollo eficiente de la industria del gas, podrá
desarrollar programas y políticas generales en materia de
combustibles, si cuenta con todas las atribuciones en la ma-
teria.

Los artículos que se reforman:

1. Se reforma el título de la ley para que, de acuerdo con
los principios de técnica legislativa, el objeto de la reforma
se defina desde su título;

2. Se reforma el artículo 1° para cambiar el nombre de la
comisión;

3. Se reforman las fracciones VII y VIII, y se adiciona una
fracción IX, al artículo 2°, para incluir como actividades
reguladas, la de producción, transporte, almacenamiento,
distribución y suministro de combustibles. Incluir, estas ac-
tividades dentro de las que la propia ley considera regula-
das, simplifica la reforma pues, la mayoría de los artículos
incluyen de manera general a todas esas actividades, por lo
que, en lo sucesivo, también harán referencia a la materia
de combustibles;

4. Se adiciona un tercer párrafo al artículo 4°, para estable-
cer que a las reuniones de la comisión deben asistir un re-
presentante de las paraestatales o de sus organismos subsi-
diarios, según el tema que se trate en la reunión, con voz y
sin voto;

5. Se reforma el artículo 9° para incluir la función arbitral
de la comisión, en los casos en que la controversia se sus-
cite entre distribuidores y las paraestatales (franquiciata-
rios y Pemex-Refinación, por ejemplo)

Es por lo anteriormente expuesto y con fundamento en la
fracción II, del artículo 55 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos que someto a consideración de esta honorable
Asamblea la siguiente:

Iniciativa con Proyecto de Decreto que Reforma la Ley
de la Comisión Reguladora de Energía, con el objeto de
incluir entre las actividades reguladas las relacionadas
con la Producción, Transporte, Almacenamiento, Dis-
tribución y Suministro de combustibles:

LEY DE LA COMISIÓN REGULADORA DE 
ENERGÍA Y COMBUSTIBLES

Capítulo I

Naturaleza, Objeto y Atribuciones

Artículo 1. La Comisión Reguladora de Energía y Com-
bustibles, es un órgano desconcentrado de la Secretaría de
Energía, que goza de autonomía técnica y operativa en los
términos de esta ley.

Artículo 2.- .....

I. ....;

II. ...;

III. ...;

IV. ....;

V. ....;

VI. ...;

VII. ....;

VIII. ....; y 

IX. Las actividades relacionadas con la producción,
transporte, distribución, almacenamiento y suministro de
combustibles automotrices e industriales.

...

...
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Artículo 3.- ...

I. Participar en la determinación de las tarifas para el su-
ministro y venta de los productos y servicios relacionados
con las actividades reguladas.

II. ...;

III. ...;

IV. ...;

V. ...;

VI. ...;

VII. ...;

VIII. ...;

IX. ...;

X. ...;

XI. ...;

XII. Otorgar y revocar los permisos y autorizaciones que,
conforme a las disposiciones legales aplicables, se requie-
ran para la realización de actividades reguladas, y opinar
sobre el otorgamiento de franquicias para la distribución
de combustibles;

XIII. Aprobar modelos de convenios y contratos de adhe-
sión para la realización de las actividades reguladas, anali-
zar y evaluar las condiciones de los contratos ya existen-
tes y realizar las modificaciones que se consideren
necesarias;

XIV. ...;

XV. Proponer a la Secretaría de Energía actualizaciones al
marco jurídico del sector de energía y combustibles, y par-
ticipar con las dependencias competentes en la formula-
ción de los proyectos de iniciativas de leyes, decretos, dis-
posiciones reglamentarias y normas oficiales mexicanas
relativas a las actividades reguladas;

XVI. ...;

XVII. ...;

XVIII. ...;

XIX. ...;

XX. ...;

XXI. ...;

XXII. Promover en coordinación con las entidades pa-
raestatales competentes el desarrollo de actividades enca-
minadas a la formación de recursos humanos de alto ní-
vel relacionadas con las actividades reguladas;

XXIII. Sostener reuniones con los titulares del Poder
Ejecutivo de las entidades federativas o los funcionarios
que éstos determinen, para estudiar las políticas en mate-
ria de desarrollo urbano relacionadas con el estableci-
miento de estaciones de servicio que suministran com-
bustibles, y

XXIV. Las demás que le confieran las leyes reglamentarias
del artículo 27 constitucional y otras disposiciones jurídi-
cas aplicables.

Artículo 4.-

...

A las reuniones de la comisión deberán asistir, de acuer-
do con la orden del día de los asuntos a tratar, los titula-
res de las dependencias paraestatales relacionadas con
las actividades reguladas o, si es el caso, de sus organis-
mos subsidiarios, los que tendrán derecho de voz pero no
de voto.

Artículo 5.- ...

Artículo 6.- ...

Artículo 7.- ...

Artículo 8.- ...

Artículo 9. Sin perjuicio de las acciones que procedan, las
controversias que se presenten en las actividades reguladas
podrán resolverse, a elección de los usuarios o solicitantes
de servicios, o de los distribuidores en el caso de que las
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controversias se susciten entre éstos con las paraestata-
les, mediante el procedimiento arbitral que propongan
quienes realicen dichas actividades o el fijado por la comi-
sión.

...

...

Artículo 10....

Artículo 11....

Transitorios

Primero. Las reformas entrarán en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La comisión deberá adecuar su reglamento inte-
rior a lo dispuesto por estas reformas, en un plazo que no
exceda de 60 días naturales.

Así lo propone el suscrito diputado federal Francisco Ja-
vier Guízar Macías, Palacio Legislativo en San Lázaro, a 9
de diciembre de 2004.»

La Presidencia la turna a la Comisión de Energía. 

«Iniciativa que reforma el artículo 45 de la Ley de Coor-
dinación Fiscal, a cargo del diputado Francisco Herrera
León, del grupo parlamentario del PRI

Con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 55, fracción II; 56 y 62 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, el que suscribe, diputado
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, somete a la consideración de esta H. Cámara de
Diputados la presente iniciativa de decreto, por la cual se
modifica el artículo 45 de la Ley de Coordinación Fiscal, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Compañeros diputados, como todos sabemos, e incluso lo
padecemos cotidianamente, el problema de la seguridad

pública a rebasado ya el ámbito social, convirtiéndose en
un problema político que cuestiona severamente la legiti-
midad del Estado. Los tres niveles de gobierno no escapan
al descrédito ciudadano frente a este problema, que ha ad-
quirido ya dimensiones desproporcionadas.

En este contexto, la actualización de nuestra legislación pa-
ra hacer frente al problema de la inseguridad, se convierte
en un imperativo inaplazable. No nos podemos permitir in-
congruencias en las disposiciones presupuéstales federales,
que impiden la eficaz operación de los sistemas de seguri-
dad pública estatales. Corregir esas insuficiencias es el ob-
jeto y fin de esta iniciativa que hoy propongo a esta sobe-
ranía. 

Le Fur en su obra Los fines del derecho, afirma que la se-
guridad se encuentra dentro de los valores intrínsecos del
bien común, como fin del Estado. Sostiene, que “La segu-
ridad es también un valor. El rango de este valor de seguri-
dad es inferior al rango de otros valores jurídicos –la justi -
cia y los demás por ella implicados–”, pero, “sin la
realización del valor inferior, no cabe la posibilidad de que
encarne el valor superior”.

Todos sabemos, que una obligación básica del Estado, es la
de resguardar la integridad del individuo, su propiedad y su
libertad, sabemos también que no está siendo alcanzada, y
que el estado de derecho pilar de toda democracia, está
siendo seriamente vulnerado en nuestro país. 

En México la seguridad pública constituye una obligación
fundamental del Estado, así lo consignan diferentes orde-
namientos, desde el constitucional que en su Artículo 21,
que afirma que “la seguridad pública es la función a car-
go de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los
Municipios, en las respectivas competencias que ésta
Constitución señala. La actuación de las instituciones po-
liciales se regirá por los principios de legalidad, eficien-
cia, profesionalismo y honradez”.

También la Ley que Establece las Bases de Coordinación
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, concibe a la
seguridad pública no sólo como una función que compren-
de las actividades ejecutivas de prevención, sino también
de acciones sustantivas de investigación y persecución pa-
ra que los delincuentes sean enjuiciados, sancionados y re-
adaptados conforme a las leyes.

No obstante, los esfuerzos de los tres niveles de gobierno,
y la coordinación que se ha logrado establecer a través del
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sistema nacional de seguridad pública, la percepción ciu-
dadana frente a la seguridad pública continúa siendo de in-
satisfacción, incluso de enojo, respecto al quehacer del go-
bierno, aquí no escapa ningún partido. 

Por otro lado, conforme a algunos estudios concluyen, a la
economía nacional le cuesta un porcentaje importante de
sus inversiones por perdidas e inversión privada en seguri-
dad, lo cual se refleja en los precios finales al consumidor. 

Expertos en el tema, sostienen que el problema tiene entre
otras, dos vertientes principales, la socioeconómica rela-
cionada con la falta de empleo, bajos ingresos, carencia ac-
ceso en satisfactores básicos como educación, salud y vi-
vienda, y la institucional, vinculada a los fenómenos de la
corrupción y la impunidad, además de la ausencia de un
marco jurídico idóneo para hacer frente a este problema. El
propósito de esta iniciativa se encausa sobre esta última
vertiente. 

Aunque es cierto que en los últimos años se ha registrado
un avance significativo en la elaboración del marco jurídi-
co para atender el problema de la inseguridad pública, sin
embargo, es procedente revisar objetivamente los ámbitos
operativos en donde se estancan las soluciones, puntuali-
zando que es en la legislación vigente donde se encuentran
muchas de las incongruencias limitan ese ámbito operati-
vo. 

La presente iniciativa busca corregir una insuficiencia de la
Ley de Coordinación Fiscal, la cual se manifiesta en las
restricciones expresas contenidas en dicha Ley respecto al
los Fondos de Aportaciones en materia de seguridad públi-
ca.

No obstante, los artículos 40 y 41 de la Constitución Polí-
tica de nuestro país disponen la composición de una Fede-
ración y en diversos artículos de esa norma suprema se de-
limitan los ámbitos y competencias de las autoridades de
los distintos ordenes de gobierno, la historia de nuestro pa-
ís verifica una preeminencia de la Legislación Federal so-
bre los otros niveles de gobierno. 

El no proveer los dispositivos jurídicos e institucionales
necesarios para la materialización del Pacto Federal, deri-
va en que esas decisiones políticas fundamentales inscritas
en la Constitución Política de nuestra nación, se mantengan
en un nivel de enunciados, ajenos al quehacer de las insti-
tuciones. Deriva también, en que no se instauren, términos
y procedimientos que atendiendo al espíritu Federal, otor-

guen los márgenes necesarios a las autoridades para hacer
frente a los problemas sociales.

Sobre la base de lo anterior, se somete a la consideración
de esta Cámara de Diputados la presente iniciativa del de-
creto: 

Artículo Único.- Se modifica los artículo 45 de la Ley de
Coordinación Fiscal, para quedar como sigue: 

Artículo 45.-

Las aportaciones federales que con cargo al Fondo de
Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y
del Distrito Federal reciban dichas entidades se destinarán
exclusivamente al reclutamiento, selección, depuración,
evaluación y formación de los recursos humanos vincula-
dos con tareas de seguridad pública; a complementar las
dotaciones de: agentes del Ministerio Público, los peritos,
los policías judiciales o sus equivalentes de las Procuradu-
rías de Justicia de los Estados y del Distrito Federal, de los
policías preventivos o de custodia de los centros peniten-
ciarios y de menores infractores; al equipamiento de las po-
licías judiciales o de sus equivalentes, de los peritos, de los
ministerios públicos y de los policías preventivos o de cus-
todia de los centros penitenciarios y de menores infracto-
res; al establecimiento y operación de la red nacional de te-
lecomunicaciones e informática para la seguridad pública y
el servicio telefónico nacional de emergencia; a la cons-
trucción, mejoramiento, ampliación, mantenimiento pre-
ventivo y correctivo de las instalaciones para la procura-
ción e impartición de justicia, de los centros de
readaptación social y de menores infractores, así como de
las instalaciones de los cuerpos de seguridad pública y sus
centros de capacitación y los gastos necesarios para la
operación; al seguimiento y evaluación de los programas
señalados.

...

...

...

Dip. Francisco Herrera León.»

La Presidencia la turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público. 
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«Iniciativa que reforma las fracciones IX y XXII y adi-
ciona la fracción XXIII del artículo 35 de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal, a cargo del di-
putado Gonzalo Moreno Arévalo, del grupo
parlamentario del PRI

Gonzalo Moreno Arévalo, con las facultades que me con-
fieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Ge-
neral de la República; 55, fracción II, 56 y 62 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a su
consideración de esta honorable asamblea, la presente ini-
ciativa que reforma las fracciones IX y XXII y adiciona la
fracción XXIII, todas del artículo 35 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, atento a la siguiente

Exposición de Motivos

Primero.- Que es una garantía constitucional consagrada
en el artículo 16 que nadie pueda ser molestado en su per-
sona bienes o derechos si no es por autoridad competente
que funde y motive el acto de molestia.

Segundo.- Que toda vez que en el texto actual de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal no aparece
ya la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial y sus
Facultades ahora las Asume la Secretaría de Economía es
importante hacer la adecuación a la norma para dejar claro
quien es la autoridad competente en el texto de la Ley pa-
ra la debida fundamentación de los actos; 

Tercero.- Que es imperioso para la correcta interpretación
de la norma dar claridad en cuanto a las atribuciones que le
son conferidas a la Secretaria de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación para la aplicación
de las normas de su competencia;

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente: 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma las frac-
ciones IX y XXII y adiciona la fracción XXIII, todas del
artículo 35 de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, para quedar de la siguiente forma:

Artículo Único: Se reforman las fracciones IX y XXII y se
adiciona la fracción XXIII del artículo 35 de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal. 

Artículo 35

A la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación corresponde el despacho de los
siguientes asuntos:

I. a la VIII. ...

IX.- Promover el desarrollo de la infraestructura indus-
trial y comercial de la producción agropecuaria, en co-
ordinación con la Secretaría de Economía;

X. a la XXI. ...

XXII.- Vigilar el cumplimiento y aplicar la normati-
vidad en materia de sanidad animal y vegetal, así co-
mo otorgar las certificaciones relativas al ámbito de
su competencia;

XXIII. Los demás que expresamente le atribuyan las
leyes y reglamentos;

Transitorios

Artículo Primero.- El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo.- Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 9 días
del mes de diciembre del 2004.— Dip. Gonzalo Moreno
Arévalo (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Gobernación. 

«Iniciativa que reforma los artículos 2, 8, 11, 21, 28, 34,
53 y 63 de la Ley Federal de Sanidad Animal, a cargo del
diputado Gonzalo Moreno Arévalo, del grupo parlamen-
tario del PRI

Gonzalo Moreno Arévalo, con las facultades que me con-
fieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Ge-
neral de la República; y 55, fracción II, 56 y 62 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
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los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a su
consideración de esta honorable asamblea, la presente ini-
ciativa que reforma los artículos 2, 8, 11, 21, 28, 34, 53 y
63 de la Ley Federal de Sanidad Animal, atento a la si-
guiente

Exposición de Motivos

Primero. En mi carácter de representante popular como di-
putado local en el estado de Jalisco durante la LVI legisla-
tura presente varias iniciativas de acuerdo económico, con
la intención, de controlar y poner fin al empleo de prácti-
cas deshonestas que atentaban y afectaban la salud de los
consumidores de productos animales alimentados con pro-
ductos alimenticios alterados con ingrediente y/o aditivos
prohibidos por las normas oficiales mexicanas como los
betaanálogos y en especial el clembuterol; en razón de que
pese a esta prohibición prevista en las normas oficiales me-
xicanas, se presentaron durante el año de 2002 114 perso-
nas afectadas, en el año 2003 fueron nueve los casos re-
portados y a inicios del 2004 se tenían reportados seis
casos, esto obviamente sin contar los afectados a nivel na-
cional en otras regiones del país.

Segundo. La ingesta de carne de animales tratados con ele-
vadas cantidades de clembuterol puede comportar la apari-
ción de efectos graves en el consumidor como alteraciones
de tiroides, disfunciones metabólicas o intolerancia a la
temperatura Son estas propiedades las que han hecho del
clembuterol uno de los compuestos más popularmente uti-
lizados por atletas y deportistas que desean aumentar la
masa muscular, aunque es una sustancia que presenta una
serie de efectos tóxicos si se consume de forma descontro-
lada y a dosis elevadas. Los efectos más destacables a do-
sis del orden de 100-140 µg/día en hombres, y de 80-100
µg/día en mujeres, son palpitaciones, nerviosismo, temblo-
res, temblor involuntario de los dedos, dolor de cabeza, au-
mento de la transpiración, insomnio, posibles espasmos
musculares, aumento de la presión sanguínea y náuseas.

Utilización en animales y toxicidad

En animales, el clembuterol se utiliza en caballos por vía
oral, intramuscular o endovenosa como broncodilatador, y
se utiliza en vacuno y en caballos como tocolítico para dis-
minuir las contracciones uterinas, por vía parenteral u oral,
a dosis de 0.8 µg/kg de peso vivo.

Es un fármaco que se absorbe bien por vía oral, tanto en
humanos como en las especies de destino y que después de

su absorción se distribuye ampliamente hacia los tejidos,
traspasando incluso en algunas especies la barrera placen-
taria. Después de su absorción, el clembuterol presenta 4
metabolitos a nivel principalmente de hígado y de riñón pe-
ro sólo uno de ellos tiene actividad farmacológica, presen-
tando un efecto como broncodilatador muy inferior al de la
propia molécula. Además, la proporción del metabolito es de
un 1-2 % de los residuos extraíbles en estos dos órganos.

La toxicidad del clorhidrato de clembuterol, la forma em-
pleada como agente terapéutico, es de moderada a alta, pre-
sentando una LD50 (dosis letal 50) de 80-180 mg/kg (pe-
so-volumen). Estudios de toxicidad realizados en ratas,
después de administrar el fármaco a dosis repetidas a dife-
rentes períodos de tiempo (de 1 a 18 meses), han dado co-
mo resultado un aumento de la respiración y la frecuencia
cardiaca, llegándose a observar lesiones en el miocardio y
hepatotoxicidad. A dosis tóxicas el clembuterol puede pre-
sentar un efecto teratogénico (cancerígeno).

En las especies de destino no se han observado efectos ad-
versos significativos excepto aumento del ritmo cardíaco y
una caída de la presión diastólica. Algunos estudios reali-
zados en humanos sanos y en mujeres embarazadas han
mostrado que el clembuterol tiene una buena tolerancia en
la mayoría de pacientes cuando se administran dosis tera-
péuticas y los únicos efectos adversos observados han sido
nerviosismo, palpitaciones y temblor muscular. En pacien-
tes con enfermedad coronaria no se han observado efectos
sobre el sistema cardiovascular y funciones respiratorias,
mientras que los pacientes con enfermedades obstructivas
respiratorias crónicas se muestran más susceptibles al efec-
to broncodilatador del fármaco.

Presencia en tejidos

El uso terapéutico de este fármaco en veterinaria puede
comportar la aparición de residuos de esta sustancia en los
tejidos procedentes de los animales tratados y que irán des-
tinados al consumo humano. Por este motivo, las autorida-
des sanitarias intentan controlar la presencia de clembute-
rol en los tejidos que se han fijado como diana para esta
sustancia y de esta forma prevenir cualquiera de los riesgos
que puede tener esta sustancia para la salud del consumi-
dor.

Por ello se ha establecido un límite máximo de residuos
(LMR) permitido después de la utilización de este fármaco
(expresado en µg/kg sobre la bases del peso fresco) que son
autorizados por la Unión Europea.
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Este LMR se basa en el tipo y en la cantidad de residuos
que se considera que no constituyen un riesgo toxicológico
para la salud humana y se expresa en base a la dosis diaria
admisible (ADI), que para el clembuterol es de 0.0042
µg/kg pv, equivalente a 0.25 µg/60 kg y calculada a partir
de los estudios experimentales realizados en los animales
de laboratorio y la aplicación de un factor de seguridad a la
dosis a la que no se observan efectos.

El clembuterol, según establece el Reglamento CEE
2377/90 y el Reglamento CEE 1312/96, se encuentra den-
tro del Anexo I de la legislación, correspondiendo al grupo
de sustancias farmacológicamente activas para las que se
ha establecido un límite máximo de residuos definitivo. Es-
te límite máximo de residuos establecido en équidos y bo-
vino es de 0.1 µg/kg en músculo, 0.5 µg/kg en hígado y ri-
ñón, y de 0.05 µg/kg en la leche procedente de vacas
tratadas con el fármaco.

Para asegurar que este límite máximo de residuos no se su-
pera deben fijarse unos tiempos de espera en función de la
posología y especie de destino del fármaco que debe res-
petarse para así poder garantizar que el consumo de los di-
ferentes órganos no suponen ningún riesgo en el consumi-
dor. Este tiempo de espera es el período que se ha de
respetar desde el cese del tratamiento y antes del sacrificio
del animal productor de alimentos. Es un periodo que se
calcula aplicando unos modelos estadísticos e intervalos de
confianza de forma que se garantiza que en el 95 % de los
animales tratados con una especialidad determinada y se-
gún una pauta concreta, las concentraciones de clembute-
rol en los tejidos estarán por debajo de los niveles máximos
establecidos.

Riesgos asociados al uso ilegal del clembuterol

Cuando se administra a las especies de destino, los resi-
duos presentes en los diferentes tejidos disminuyen lenta-
mente del hígado y del riñón. En vacuno, después del tra-
tamiento con clembuterol, las concentraciones que se
encuentran en estos órganos finalizado el tratamiento es
elevada pero a los 6 días de la administración los niveles
presentes disminuyen a un 16%.

Por tanto, si se administra clembuterol a las especies de
destino de forma terapéutica y bajo prescripción veterina-
ria, y posteriormente se respetan los tiempos de espera fi-
jados para la especialidad administrada, el riesgo que pre-
sentan para el consumidor las carnes y órganos procedentes
de los animales tratados será mínimo. Obviamente, el no

respeto de los periodos de supresión después de un uso te-
rapéutico del fármaco puede comportar un riesgo para la
salud del consumidor por poderse encontrar cantidades de
clembuterol por encima del LMR fijado.

Pero además de este riesgo, el gran problema se plantea
cuando se utiliza esta sustancia de forma ilegal como ana-
bolizante para conformar la masa muscular de vacuno u
ovino y como agente repartidor de la grasa. Cuando se ha
utilizado con este fin, y como muestran los casos reiterados
que han ido apareciendo en España de su uso ilegal o la
presunta intoxicación por clembuterol ocurrida en el año
1992, el problema surge por las elevadas cantidades admi-
nistradas a los animales antes del sacrificio, de forma, que
aunque parte del fármaco administrado se excreta o meta-
boliza, hay una cantidad muy importante que queda reteni-
da en el organismo, especialmente en hígado (donde se en-
contrarán las mayores concentraciones), en músculo y en la
retina de los animales tratados (es por ello que uno de los
órganos que se utilizan en el control del uso ilegal de la
molécula son precisamente los ojos).

En consecuencia, la ingesta por parte del consumidor de
los órganos procedentes de animales tratados, de forma
descontrolada, con elevadas cantidades de clembuterol,
puede comportar la aparición de la sintomatología deriva-
da del uso del fármaco y que dependiendo de la susceptibi-
lidad de la persona que consuma este agente, la dimensión
de la afección puede llegar a ser grave.

Pensemos que los atletas que desean aumentar su masa
muscular ingieren una dosis media de 80-100 µg/día du-
rante 6-8 semanas, con intervalos de descanso, y está des-
crito que este tratamiento, además de los efectos ya descri-
tos, podría llegar a producir la destrucción de los
receptores adrenérgicos, lo cual podría tener efectos claros
sobre la tiroides y provocar disfunción metabólica e intole-
rancia a la temperatura. Pero lo más preocupante sería el
pensar que estas dosis podrían estar muy por debajo de las
que se administran a los animales que posteriormente irán
destinados al consumo.

Tercero. Que dada la necesidad de implementar medidas
más enérgicas y efectivas que prevengan el uso de sustan-
cias prohibidas que ponen en riesgo la salud humana y la
conveniencia de situar a las instituciones públicas en un
claro escenario de competencia que las faculte y habilite en
concordancia con el perfil profesional y operativo con el
que cuentan, es importante puntualizar primero que La Se-
cretaría de Comercio y Fomento Industrial ya no existe
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como tal, y sus funciones ahora las desempeña la Secreta-
ría de Economía, segundo: que gran parte de las facultades
previstas en la Ley Federal de Sanidad Animal, son de in-
gerencia más propia de la Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, por lo que
debe situarse a esta como la principal ejecutora y vigilante
de la observación y cumplimiento de la Ley Federal de Sa-
nidad Animal.

Cuarto. Que en virtud de la importancia relevante de la sa-
lud humana, deben debe de restringirse de manera más se-
vera el uso de sustancias prohibidas que atentan y ponen en
riesgo la salud, previéndose de manera explicita y con ma-
yor claridad en la Ley, pero además castigando no solo la
afectación causada sino el riesgo a que es expuesta la salud
pública.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 2, 8, 11, 21, 28, 34, 53 y 63 de la Ley Federal de Sa-
nidad Animal, para quedar de la siguiente forma:

Artículo 2.

Para los efectos de esta ley, se entiende por:

Acreditamiento: El acto mediante el cual la Secretaría de
Economía reconoce organismos nacionales de normaliza-
ción, organismos de certificación, laboratorios de pruebas
y unidades de verificación para que lleven a cabo activida-
des de acuerdo a la Ley Federal sobre Metrología y Nor-
malización;

...

Control: conjunto de medidas zoosanitarias que tienen por
objeto disminuir o eliminar la incidencia o prevalencia de
una enfermedad o plaga de los animales o la presencia de
ingredientes y/o aditivos prohibidos por las normas ofi-
ciales mexicanas debido al consumo animal de produc-
tos alimenticios que los contengan, en un área geográfica
determinada;

Cordón zoosanitario: conjunto de acciones que se imple-
mentan para delimitar una área geográfica, con el fin de
protegerla o aislarla para el control de enfermedades, pla-
gas o ingredientes y/o aditivos prohibidos por las nor-

mas oficiales mexicanas debido al consumo animal de
productos alimenticios que los contengan;

Cuarentena de los animales: medida zoosanitaria basada en
el aislamiento, observación y restricción de la movilización
de animales, por la sospecha o existencia de una enferme-
dad o plaga de los mismos, sujeta a control o por la pre-
sencia de ingredientes y/o aditivos prohibidos por las
normas oficiales mexicanas debido al consumo animal
de productos alimenticios que los contengan;

Diagnóstico: estudio que se basa en el análisis que se haga
del conjunto de signos clínicos observados en los animales
que permite descartar o confirmar la sospecha, en este últi -
mo caso, mediante pruebas de laboratorio, de la presencia
de una enfermedad o plaga en los mismos o de ingredien-
tes y/o aditivos prohibidos por las normas oficiales me-
xicanas debido al consumo animal de productos ali-
menticios que los contengan;

...

Zona en control: área geográfica determinada en la que se
operan medidas zoosanitarias tendientes a disminuir la in-
cidencia o prevalecía de una enfermedad o plaga de los ani-
males, o de ingredientes y/o aditivos prohibidos por las
normas oficiales mexicanas debido al consumo animal
de productos alimenticios que los contengan, en un pe-
riodo y especie animal específicos;

...

Artículo 8.

En los casos de enfermedades, plagas y la presencia de re-
siduos de ingredientes y/o aditivos prohibidos por las
normas oficiales mexicanas en los animales, que puedan
ser transmisibles a los humanos, la Secretaría se coordina-
rá con la Secretaría de Salud para el establecimiento y eje-
cución de las medidas sanitarias correspondientes.

...

Artículo 11.

Las medidas zoosanitarias, tienen por objeto, prevenir,
controlar y erradicar enfermedades y plagas de los ani-
males, así como la presencia de residuos de ingredien-
tes y/o aditivos prohibidos por las normas oficiales
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mexicanas, con la finalidad de proteger su salud y la del
ser humano.

Artículo 21.

Podrá realizarse libremente en el territorio nacional toda
movilización de animales, sus productos y subproductos y
de productos biológicos, químicos, farmacéuticos o ali-
menticios, para uso en animales o consumo por estos, sal-
vo cuando la Secretaría expida normas oficiales en las que
establezca los casos en que la movilización e importación
de animales, sus productos y subproductos, así como de
productos biológicos, químicos, farmacéuticos y alimenti-
cios, para uso en animales o consumo por éstos, requieran
de certificado zoosanitario en razón del riesgo zoosanitario
que impliquen. En tratándose de importación, dichas nor-
mas serán expedidas en coordinación con la Secretaría de
Economía.

Cuando los animales, sus productos o subproductos y los
productos biológicos, químicos, farmacéuticos o alimenti-
cios, para uso en animales o consumo por estos, sean por-
tadores de plagas, enfermedades o de residuos de ingre-
dientes y/o aditivos prohibidos por las normas oficiales
mexicanas o estén contaminados, únicamente se expedirán
certificados zoosanitarios, para fines de tratamiento, inves-
tigación, sacrificio o destrucción.

Artículo 28.

La importación de animales, sus productos y subproductos,
así como de productos biológicos, químicos, farmacéuticos
y alimenticios, para uso en animales o consumo por estos,
que impliquen un riesgo zoosanitario, se realizará por las
aduanas que se determinen en los acuerdos que para tal efec-
to expidan conjuntamente los Secretarios de Hacienda y
Crédito Público y de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación, los que deberán tomar en
cuenta la infraestructura y condiciones de cada aduana y ser
publicados en el Diario Oficial de la Federación, conside-
rando que la inspección de los mismos será de manera total.

...

...

Artículo 34.

Para la aplicación de cuarentenas de productos, subproduc-
tos animales, productos biológicos, químicos, farmacéuti-
cos y alimenticios para uso en animales, la Secretaría to-

mará las muestras correspondientes, sujetándose, en lo
conducente, a lo establecido por la Ley Federal sobre Me-
trología y Normalización, así como a lo previsto en las
normas oficiales mexicanas aplicables.

...

...

...

Artículo 53.

Las infracciones a lo dispuesto en esta ley, sus reglamentos
y demás disposiciones de carácter zoosanitario, serán san-
cionadas administrativamente con una o varias de las si-
guientes sanciones por la Secretaría, sin perjuicio de las
penas que correspondan cuando sean constitutivas de deli-
tos.

Las sanciones administrativas podrán ser:

I. a VI. ...

Artículo 63.

Al que por cualquier medio utilice sustancias para uso o
consumo de animales, que perjudique la salud de éstos o la
humana, se le impondrá una pena de dos a seis años de pri-
sión y multa de hasta mil veces el salario mínimo vigente
en la zona económica en que se llevó a cabo el hecho.

En todo caso será castigada la situación de riesgo en
que se ponga a la salud de los animales o del ser huma-
no, de conformidad a las disposiciones aplicables para
la tentativa previstas por el Código Penal Federal.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 9 días
del mes de diciembre de 2004.— Dip. Gonzalo Moreno
Arévalo (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Agricultura y
Ganadería. 
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«Iniciativa de Ley que crea el Fideicomiso de Adminis-
tración del Fondo para el Fortalecimiento e Integración
de la Cadena Productiva del Tequila y protección de su
denominación de origen, a cargo del diputado Lázaro
Arias Martínez, del grupo parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 55, 56, 62 y 63 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, los suscritos, diputados federales por el es-
tado de Jalisco, Lázaro Arias Martínez, Francisco Javier
Guízar Macías y José Manuel Carrillo Rubio, de la frac-
ción parlamentaria del Partido Revolucionario Institucio-
nal, sometemos a consideración de esta soberanía la pre-
sente Iniciativa de “Ley que crea el Fideicomiso de
Administración del Fondo para el Fortalecimiento e Inte-
gración de la Cadena Productiva del Tequila y Protección a
su Denominación de Origen”.

Exposición de Motivos

En los últimos 5 años el Tequila ha evolucionado de ser
una bebida nacional, a ser una de las bebidas con mayor re-
conocimiento y crecimiento en los mercados de exporta-
ción. Por ello, con motivo de la Declaración General de
Protección a la Denominación de Origen “Tequila”, pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el día 13 de
octubre de 1977; el Estado mexicano se constituyó como el
único titular de dicha denominación en virtud de corres-
ponder a un producto distintivo de nuestro país.

En tal virtud, se ha buscado crear el escenario más adecua-
do para lograr que este producto distintivo de nuestro país
continúe siendo un elemento de difusión de nuestra cultura
y un reflejo de la calidad con la que cuenta la industria na-
cional.

Que la protección a una Denominación de Origen se com-
pone de tres elementos: la declaración de protección; las
normas técnicas que establecen las especificaciones del
producto protegido; y el esquema de evaluación de la con-
formidad de las especificaciones de la norma, mismo que
se materializa en las figuras de organismos de certificación
y unidades de verificación acreditadas y aprobadas como
son los consejos reguladores.

La protección efectiva de una Denominación de Origen ne-
cesariamente dependerá de la existencia de estos tres ele-
mentos.

El Estado mexicano y en particular el Gobierno Federal tie-
nen la responsabilidad de establecer las medidas de apoyo
y defensa que sean necesarias para garantizar que los pro-
ductos que posean una Denominación de Origen se ape-
guen a los referentes establecidos en la Norma Oficial Me-
xicana correspondiente y, de esa manera, garanticen su
autenticidad a los consumidores, tanto en el mercado na-
cional como en el extranjero.

Aunado a lo anterior, es preciso proporcionar a los sectores
económicos involucrados en el abasto de agave, la produc-
ción y comercialización del Tequila, las herramientas ne-
cesarias para controlar la inocuidad, autenticidad y propie-
dades del producto que elaboran o comercializan.

Con fecha 3 de septiembre de 1997, se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación, por parte de la Dirección Ge-
neral de Normas (DGC), la Norma Oficial Mexicana
“NOM-006-SCFI-1994 Bebidas Alcohólicas-Tequila-Es-
pecificaciones”, la cual tiene por objeto establecer las ca-
racterísticas y especificaciones que deben cumplir los
usuarios autorizados para producir, envasar o comerciali-
zar Tequila.

Lograr la Denominación de Origen fue una empresa com-
plicada y aún se enfrenta con varios países que no sólo no
la reconocen, sino que producen “Tequila”, como son Sud-
áfrica, y varios países Asiáticos, los cuales señalan que en
México no se respeta la normatividad para la producción
de Tequila y que se ha cambiado repetidamente, lo cual ha-
ce poco seria a la industria mexicana, entre otros alegatos.

Se calcula por el Consejo Regulador del Tequila que existe
el doble de superficie de potreros de agave, de la que la in-
dustria podría absorber y se prevé una crisis en pocos años.

Hay varios estados que buscan tener la Denominación de
Origen (Zacatecas, Oaxaca y algunos municipios de Mi-
choacán, entre otros), lo cual agravaría el problema. Sin
embargo, se tiene conocimiento de que algunos empresa-
rios aprovechan esta situación para abaratar el precio del
agave, lo que a la postre atenta contra la Cadena Producti-
va de Agave Certificado con Denominación de Origen.

El cultivo de Agave Azul toma varios años y no tiene nin-
gún otro uso; de no comercializarse, se abandonarán los
potreros y resurgirán las plagas, volverá la escasez y podría
resurgir el problema que se presento en un ciclo anterior,
con tomas de industrias, descrédito en el mercado, entre
otros efectos.
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Para evitar las drásticas consecuencias del ciclo escasez-
sobreproducción de Agave Tequilana Weber Azul, se cam-
bió la norma de 100% a 51%-49%, lo que creó polémica en
los mercados, y enfrentó a la cadena al reto de integrarse
para poder lograr beneficios mutuos. De esta manera, sur-
gieron programas de los industriales de productor integra-
do, que se sustenta en una agricultura por contrato, con un
precio competitivo, dicha integración implica desde alqui-
ler de tierras, hasta apoyo de suministros e hijuelos a los
agricultores, otorgándoles la garantía de compra de su pro-
ducto.

La situación fue crítica en el 2000 a raíz de la enfermedad
que afectó al Agave Tequilana Weber Azul. La sobrepro-
ducción y la aparición de enfermedades y plagas en el cul-
tivo originaron caídas del precio del cultivo en perjuicio de
los productores primarios.

Por esta razón el Senado y la Cámara de Diputados apro-
baron otorgar un estimulo a esta cadena, apoyados en el
Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios (IEPS)
que pagan los industriales tequileros. Lo anterior con el
propósito de resarcir al productor y poder integrar la cade-
na agroindustrial.

Para el año 2003 se presentó una nueva fase de las crisis cí-
clicas que es la sobreproducción de agave. En 2004 per-
maneció el tema en la Ley de Ingresos, para ser aplicada al
IEPS. Sin embargo, la falta de reglas claras para aplicar el
estímulo en el tiempo adecuado ha generado un atraso re-
levante para lograr consolidar la relación de los abastece-
dores con la industria del Tequila.

Dadas las crisis cíclicas de este cultivo que ponen en ries-
go la Denominación de Origen del Tequila mexicano, es
necesario crear una medida fitosanitaria que apoye a los
agricultores que tienen cultivos jóvenes, para que estén re-
gistrados en el Consejo Regulador del Tequila y estén den-
tro de la zona de Denominación de Origen, y destruir los
cultivos enfermos antes de que sean abandonados y se con-
viertan en foco de infección, otorgando apoyos para la re-
conversión de cultivos, o bien mediante la adquisición pa-
ra su destrucción de agave maduro que no encuentra
mercado, mediante un pago que permita a los agricultores
recuperar gastos, con la condición de reconvertir a otros
cultivos que le sean más rentables al productor.

La Cadena Productiva, protegida por la Denominación de
Origen tiene el reto de mantener competitividad, para lo
cual agricultores e industriales han emprendido el camino

de mejoramiento genético de la planta Agave Tequilana
Weber Azul, mediante programas de investigación con el
Conacyt y la red de investigadores, que a la vez buscan ha-
cer más resistente a la planta de plagas y enfermedades, así
como encontrar otros aprovechamientos de esta planta.

El programa tiene posibilidades de éxito, pero serán agri-
cultores e industriales los únicos que en el ámbito mundial
queden a cargo de esta importante tarea, por lo cual re-
quieren apoyos para mantener y fortalecer esta actividad
distintiva de la mexicanidad de nuestros productos.

La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación tiene entre otras responsabilidades,
prevenir la diseminación de plagas que afecten a los vege-
tales y ejercer el control fitosanitario en la movilización de
vegetales, sus productos o subproductos y agentes causales
de problemas fitosanitarios.

Se han presentado brotes de un complejo de plagas en al-
gunos municipios del Estado de Jalisco, afectando planta-
ciones de agave, mismas que han sido diagnosticadas por
el Centro Nacional de Referencia Fitosanitaria de la Direc-
ción General de Sanidad Vegetal como: Erwinia carotovo-
ra y Fusarium oxysporum.

Las plagas mencionadas anteriormente son transmitidas a
través del material vegetal propagativo de agave, las cuales
pueden pasar inadvertidas en la movilización y estableci-
miento de nuevas plantaciones de agave en el territorio de
la Denominación de Origen del Tequila (DOT), motivo por
el cual se requiere de una adecuada aplicación de medidas
fitosanitarias durante su proceso de producción y transpor-
te.

La sanidad y calidad fitosanitaria del material propagativo
del agave, es determinante para la sanidad del cultivo du-
rante las diferentes fases fenológicas, por lo que se requie-
re la instrumentación de un programa de registro y certifi -
cación de agave, garantizando la sanidad y origen del
producto, buscando como objetivo principal el de fortale-
cer y fomentar la producción y uso de material propagati-
vo de agave libre de problemas fitosanitarios.

Sólo mediante el esfuerzo conjunto y la participación de
los productores, laboratoristas, viveristas, transportistas,
comerciantes, autoridades federales, estatales, municipales
y de toda la población en general, se puede llevar a cabo un
control fitosanitario efectivo de las plagas que afectan al
agave y de esa manera evitar su diseminación.
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Esta cadena productiva del tequila con denominación de
origen tiene presencia en 5 Estados de la República, invo-
lucra a 180 municipios, con una superficie total de planta-
ción de agave de 85 mil hectáreas, de cuyos 9 mil produc-
tores primarios, abastecedores de 109 empresas de la
industria tequilera, dependen 30 mil familias.

Dada la importancia de esta cadena productiva. y del sig-
nificado que representa para México como símbolo de
identificación, se vuelve relevante consolidar un instru-
mento que favorezca e integre la cadena productiva con los
siguientes fines:

• Realizar una campaña institucional de difusión de la
Denominación de Origen Tequila y fortalecimiento de
la imagen del Tequila en México y en el extranjero.

• Actualizar el padrón de productores y el inventario ge-
neral de predios y plantaciones Agave Tequilana Weber
Azul.

• Fortalecer el Programa General de Apoyo y Desarro-
llo Tecnológico a la Cadena Productiva Agave-Tequila.

• Fomentar la inversión, la producción, la comercializa-
ción tanto en el campo como en la industria.

• Otorgar incentivos a los productores de Agave me-
diante la emisión de garantías líquidas de acuerdo al nú-
mero de hectáreas de cultivo de Agave registrada.

• Crear un esquema de apoyos a contingencias y sinies-
tros.

• Fortalecer y garantizar el control sanitario de la pro-
ducción y transportación del Agave, fijar políticas para
el cultivo, capacitación para los agricultores y lograr la
homogeneidad en el manejo de información y prácticas
de mercadotecnia.

Es de interés de los productores de agave, como de los pro-
ductores de Tequila encontrar los mecanismos de certi-
dumbre, reordenamiento y consolidación del mercado del
Tequila con Denominación de Origen.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, Fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 44 y 45 de la
Ley Federal de las Entidades Paraestatales; y 55, 56, 62 y
63 del Reglamento para el Gobierno Interior de la Cámara
de Diputados del H. Congreso de la Unión, sometemos a la

consideración de esta H. asamblea la iniciativa de Ley que
Crea el Fideicomiso de Administración del Fondo para el
Fortalecimiento e Integración de la Cadena Productiva del
Tequila y Protección de su Denominación de Origen, en los
siguientes términos:

Ley que Crea el Fideicomiso de Administración del
Fondo para el Fortalecimiento e Integración de la Ca-
dena Productiva del Tequila y Protección de su Deno-
minación de Origen

Artículo 1. Se crea el Fideicomiso de Administración del
Fondo para el Fortalecimiento e Integración de la Cadena
Productiva del Tequila y Protección de su Denominación
de Origen.

La duración del Fideicomiso será la necesaria para cumplir
con sus fines.

Artículo 2. Para efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Agave: al Agave Tequilana Webe Azul;

II. Tequila: al Tequila producido en las zonas de Deno-
minación de Origen;

III. NOM: a la Norma Oficial Mexicana “NOM-006-
SCFI-1994 Bebidas Alcohólicas-Tequila”;

IV. Consejo: al Consejo Regulador del Tequila;

V. Zona de Denominación: en singular o plural a la zo-
na de Denominación de Origen, de conformidad con el
artículo 156 de la Ley de Fomento y Propiedad Indus-
trial, que es el nombre de una región geográfica del pa-
ís que sirva para designar un producto originario de la
misma y cuya calidad o característica se deban exclusi-
vamente al medio geográfico, comprendiendo en esto
factores naturales y humanos y regulada mediante la
Norma Oficial Mexicana, quedando comprendidos den-
tro de esta los siguientes estados y municipios:

Jalisco: todo el estado.

Guanajuato: Abasolo, Ciudad Manuel Doblado,
Cuerámaro, Huanímaro, Pénjamo, Purísima del Rin-
cón y Romita.

Michoacán: Briseñas de Matamoros, Chavinda,
Chilchota, Churintzio, Cotija, Ecuandureo, Jacona,
Jiquilpan, Maravatío, Marcos Castellanos, Nuevo
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Parangaricutiro, Numarán, Pajacuarán, Peribán, La
Piedad, Régules, Los Reyes, Sahuayo, Tancítaro,
Tangamandapio, Tangancícuaro, Tanhuato, Tingüin-
dín, Tocumbo, Venustiano Carranza, Villamar, Vis-
tahermosa, Yurécuaro, Zamora y Zináparo.

Nayarit: Ahuacatlán, Amatlán de Cañas, Ixtlán, Ja-
la, Xalisco, San Pedro de Lagunillas, Santa María
del Oro y Tepic.

Tamaulipas: Aldama, Altamira, Antiguo Morelos,
Gómez Farías, González, Llera, Mante, Nuevo Mo-
relos, Ocampo, Tula y Xicoténcatl.

VI. Productor de Tequila: en singular o plural, a la per-
sona moral cuyo objeto social de su acta constitutiva o
modificación posterior de la misma, lo identifique como
productor de Tequila o la persona física que este regis-
trada en el Padrón de Contribuyentes de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, como tal; que se encuen-
tren inscritos en el Consejo Regulador del Tequila, así
como en el Padrón de Contribuyentes de Bebidas Alco-
hólicas a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico de conformidad con el Articulo 19 Fracción XIV de
la Ley del Impuesto Especial Sobre Producción y Servi-
cios y que tengan registrada ante el Instituto Mexicano de
la Propiedad Industrial (IMPI) al menos una marca de
Tequila que se comercialice en territorio nacional;

VII. Productor de Agave: en singular o plural, al pro-
ductor de Agave Tequilana Weber Azul, que tenga cele-
brado contrato con los productores de Tequila y, que
cuente con un programa de producción de Agave auto-
rizado por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Des-
arrollo Rural, Pesca y Alimentación;

VIII. Fideicomisarios: a los Productores de Agave y Te-
quila;

IX. Fideicomiso: al Fideicomiso constituido a partir de
la presente Ley;

X. Cadena Productiva: al conjunto de eslabones y agen-
tes concurrentes de los procesos productivos que invo-
lucran los insumos, la tecnología, el cultivo, el acopio,
la transformación, la distribución, los recursos financie-
ros y la comercialización del tequila;

XI. Mejoramiento de la Planta: al conjunto de acciones
que permitan establecer las medidas para la propaga-

ción, producción y movilización de Agave Tequilana
Weber Azul, con la finalidad de conservar y mejorar la
condición fitosanitaria de este producto en la Zona de
Denominación de Origen del Tequila;

XII. Fiduciaria: a Financiera Rural;

XIII. Comité: al Comité Técnico del Fideicomiso a que
se refiere la presente Ley;

XIV. Ley: a la presente Ley;

XV. Secretaría: a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público; y

XVI. Secretaría de Agricultura: a la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción.

Artículo 3. El Fideicomiso tendrá por objeto:

I. Aplicar una política de reconversión de cultivos con
la finalidad de garantizar la producción y abasto de Aga-
ve, y eliminar la propagación de plagas y enfermedades;

II. Conjuntamente con la participación de los Producto-
res de Agave, Productores de Tequila, autoridades fede-
rales, estatales, municipales, fortalecer la Cadena Pro-
ductiva, a través del establecimiento de acciones
normativas que fomenten y consoliden el esquema de
productor integrado:

a) El impulso del Mejoramiento de la Planta, a tra-
vés de programas de sanidad vegetal, y la investiga-
ción y desarrollo de tecnología;

b) Fomento de una cultura que aprecie el origen y la
calidad del Tequila;

c) Proteger y promover las Zonas de Denominación
del Tequila;

d) La creación de estrategias e instrumentos que per-
mitan la mayor participación de los Productores de
Agave y Productores de Tequila en la solución de
problemas y necesidades;

e) Lograr mediante la transformación de descubri-
mientos y avances científico-tecnológicos la crea-
ción de negocios de alto valor agregado;
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f) Estimular la investigación y desarrollo tecnológi-
co; y

g) Consolidar y normar la agricultura por contrato
sustentada en la Zona de Denominación.

Artículo 4. El Fideicomiso será Público y contará con un
Comité que estará integrado por un representante de cada
una de las siguientes instituciones:

I. Secretaría de Agricultura, quien lo presidirá;

II. Secretaría;

III. Secretaría de la Función Pública;

IV. Fiduciaria;

V. Consejo;

VI. Cámara Nacional de la Industria Tequilera;

VII. Gobierno Estatal que abarque la mayor superficie
de áreas cultivadas de Agave dentro de las Zonas de De-
nominación;

VIII. Productores de Agave; y

IX. Legislador Federal que represente la zona de mayor
superficie de áreas cultivadas de Agave dentro de las
Zonas de Denominación.

Este Fideicomiso no tendrá estructura orgánica propia, por
lo que no queda comprendido en los supuestos del artículo
47 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral y 40 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales. No
obstante lo anterior y a efecto de dar cumplimiento a los fi -
nes del Fideicomiso, la Fiduciaria podrá contratar asesores,
profesionistas así como personal técnico por honorarios,
con cargo al patrimonio del Fideicomiso, no establecién-
dose relación laboral alguna con la Fiduciaria.

Artículo 5. El Fondo, que será patrimonio administrado
por el Fideicomiso, se constituirá por:

I. Las aportaciones del Gobierno Federal;

II. Las aportaciones de las entidades federativas y mu-
nicipios comprendidos en las Zonas de Denominación;

III. Las aportaciones que realicen los Productores de Te-
quila;

IV. Los productos y rendimientos que se generen por la
inversión y la administración de los recursos y bienes
con que cuente dicho Fondo;

V. Los bienes tangibles e intangibles que se aporten al
Fondo; y

VI. Los demás que por otros conceptos se aporten para
el mejor cumplimiento de sus fines.

Artículo 6. El Fideicomitente del Fideicomiso a que hace
referencia el artículo anterior será el Gobierno Federal, a
través de la Secretaría;

La Fiduciaria será Financiera Rural; y

Los Fideicomisarios en primer lugar serán los Productores
de Agave y en segundo lugar los Productores de Tequila,
en concordancia con lo que determine el Comité.

Dicho Comité tendrá de manera enunciativa, más no limi-
tativa, las siguientes facultades:

I. Aprobar las bases y procedimientos a través de los
cuales se otorgarán los apoyos a los Productores de
Agave, que se encuentren registrados ante el Consejo y
se ubiquen en las Zonas de Denominación; sus montos,
así como determinar el procedimiento de entrega a los
productores y los procedimientos para documentar di-
chas entregas;

II. Aprobar los términos mínimos de referencia para ce-
lebrar convenios con productores que deban ser apoya-
dos para la integración de la Cadena Productiva de Aga-
ve Tequila;

III. Determinar mediante reglas de carácter general los
requisitos para acreditar que los Fideicomisarios son
productores registrados ante el Consejo y se ubican en
las Zonas de Denominación, o que son Productores de
Tequila y cumplen con la NOM;

IV. Determinar las reglas y procedimientos para recibir
aportaciones en especie y la enajenación o transmisión
de dichos bienes o insumos a los fideicomisarios;
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V. Autorizar la celebración de actos, convenios, y con-
tratos de los cuales derive afectación para el patrimonio
del Fideicomiso, así como los que sean necesarios para
el cumplimiento de sus fines;

VI. Autorizar, con cargo al patrimonio del Fideicomiso,
los gastos que resulten necesarios para el manejo del
mismo, incluyendo los honorarios que correspondan al
Fiduciario, así como los que deriven del proceso de ex-
tinción del mismo;

VII. Instruir al Fiduciario, por escrito, respecto de la in-
versión de los fondos líquidos del Fideicomiso;

VIII. Evaluar periódicamente los aspectos operativos
del Fideicomiso;

IX. Revisar y aprobar, en su caso, los informes que rin-
da el Fideicomiso, sobre el manejo del patrimonio fidei-
comitido;

X. Vigilar que los recursos que se aporten al Fideicomi-
so se destinen al cumplimiento de sus fines;

XI. Definir los criterios y dictar las decisiones sobre el
ejercicio de acciones que procedan con motivo de la de-
fensa del patrimonio del Fideicomiso, comunicándolos
por escrito a la Fiduciaria;

XII. Girar instrucciones a la Fiduciaria acerca de las
personas a quienes deberá conferirse mandato o poderes
para que se cumplan las funciones secundarias ligadas y
conexas a la encomienda fiduciaria, o para la defensa
del patrimonio fideicomitido, indicando expresamente
los casos en que el (los) mandatario(s) o apoderado(s)
podrán delegar sus facultades a terceros;

XIII. Proponer las modificaciones que se pretendan rea-
lizar al Fideicomiso; y

XIV. Cualesquiera otras derivadas de la legislación apli-
cable y de la presente Ley, necesarias para el cumpli-
miento de los fines del Fideicomiso.

Artículo 7. Sólo podrán acogerse a los beneficios de esta
Ley, los Fideicomisarios que cumplan los requisitos si-
guientes:

I. Los Productores de Agave que se encuentren registra-
dos ante el Consejo, como productores de dicho cultivo

y que demuestren ser poseedores, usufructuarios o be-
neficiarios de huertas, huertas madres, laboratorios, in-
vernaderos o viveros, para lo cual deberán llenar el for-
mato correspondiente y que demuestren en forma
fehaciente una antigüedad mínima de cinco años como
Productor de Agave; y

II. Los Productores de Tequila registrados con anteriori-
dad a la entrada en vigor de la presente Ley ante el Con-
sejo, que cumplan con la NOM, que se abastezcan de
Agave producido en las Zonas de Denominación y
cuenten con una antigüedad suficiente para acreditar
una marca de Tequila que se comercialice en territorio
nacional.

Artículo 8. El Presupuesto de Egresos de la Federación
dispondrá de una partida para transferir recursos para los
pagos previstos en esta Ley.

Artículo 9. La aplicación de recursos federales en caso de
programas conjuntos con entidades federativas y/o munici-
pios que cuenten con la Denominación de Origen, estará
condicionada a la suscripción de convenios que realice el
Fideicomiso. En cada convenio se establecerán los montos
de aportación de las partes.

Artículo 10. El Fideicomiso efectuará los pagos derivados
de sus fines a los Fideicomisarios plenamente identifica-
dos, siempre y cuando soliciten el pago en los términos es-
tablecidos por esta Ley, y a las bases y procedimientos que
autorice el Comité, de acuerdo a sus facultades.

Tratándose de Productores de Agave, el pago se realizará
semestralmente, previa comprobación de las inversiones
realizadas y programas registrados.

Tratándose de Productores de Tequila, el pago se realizará
anualmente, previa comprobación del destino del 2% de
sus ingresos para efectos de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta a las actividades establecidas en la presente Ley.

Para el cumplimiento a lo establecido en el presente artícu-
lo, los Fideicomisarios se sujetarán a las reglas que se es-
tablecen en los artículos siguientes.

Artículo 11. Los Fideicomisarios interesados en recibir los
recursos del Fideicomiso a que se refieren la presente Ley,
deberán enviar debidamente documentado reporte con 30
días de anticipación, a la Secretaría Técnica del Comité, la
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información mencionada en el artículo 7 de la presente
Ley, así como la documentación soporte requerida.

Lo anterior, sin perjuicio de la información complementa-
ria que pueda ser solicitada por el Comité.

La solicitud a que se refiere este numeral, deberá contener
la manifestación bajo protesta de decir verdad que los da-
tos y documentos anexos son legales, ciertos y comproba-
bles, debiéndose enviar a la Secretaría Técnica del Comité
el documento impreso que al efecto se determine en la pro-
pia solicitud con firma autógrafa conteniendo dicha mani-
festación.

Artículo 12. Para tener derecho al beneficio, el Fideicomi-
sarios o su representante legal deberán suscribir en su soli-
citud la declaración en la que manifieste bajo protesta de
decir verdad, lo siguiente:

a) Que es contribuyente del Impuesto Sobre La Renta y
se encuentra inscrito en el Registro Federal de Contri-
buyentes con antigüedad de cinco ejercicios. Las em-
presas constituidas en fecha posterior a la antigüedad
mencionada, podrán solicitar el estímulo siempre y
cuando su objeto incluya el desarrollo de productos, ma-
teriales y procesos de alto valor agregado, basado en co-
nocimiento científico y tecnológico.

b) Que ha presentado en tiempo y forma las declaracio-
nes del ejercicio por impuestos federales, exceptuando
de éstas a las del Impuesto Sobre Automóviles nuevos e
Impuesto Sobre Tenencia o Uso de Vehículos, corres-
pondientes al último ejercicio, así como que ha presen-
tado las declaraciones de pagos provisionales corres-
pondientes al ejercicio en el que pretenda efectuar la
comprobación de los gastos e inversiones.

c) Que no tiene créditos fiscales firmes a su cargo por
impuestos federales, exceptuando de éstos al Impuesto
Sobre Automóviles Nuevos y del Impuesto Sobre Te-
nencia o Uso de Vehículos.

En caso de contar con autorización para el pago en parcia-
lidades, manifestará que no ha incurrido durante el ejerci-
cio en el que pretende efectuar la comprobación de los gas-
tos e inversiones en investigación y desarrollo tecnológico,
en las causales de revocación a que hace referencia el artí-
culo 66 fracción III del Código Fiscal de la Federación.

Artículo 13. Una vez recibida la solicitud en el formato co-
rrespondiente, la Secretaría Técnica del Comité procederá

a revisar que esté debidamente integrada y requisitada la
documentación e información proporcionadas.

De encontrarse incompleto o incorrectamente llenado el
formato y en caso de no adjuntarse la información y docu-
mentación requerida en el mismo y en las Reglas Genera-
les de Operación del Fideicomiso, la Secretaría Técnica del
Comité notificará al Fideicomisario en un plazo no mayor
de 5 días hábiles, contado a partir de la fecha de recepción,
los errores y omisiones de la solicitud, así como el requeri-
miento de documentación adicional. El Fideicomisario dis-
pondrá de un plazo de 5 días hábiles, contado a partir de la
fecha en que surta efecto la notificación citada para sol-
ventar las observaciones que realice la Secretaría Técnica
del Comité. En caso de no cumplir con lo anterior, la soli -
citud se tendrá por no presentada.

En caso de que el Fideicomisario no cumpla con lo esta-
blecido en esta Ley, el beneficio será cancelado en su tota-
lidad.

Artículo 14. Los rubros de gasto e inversión que se consi-
deran elegibles para el otorgamiento del beneficio son
aquellos relacionados directa y exclusivamente con el los
fines del fortalecimiento e integración de la Cadena Pro-
ductiva del Tequila y protección de sus Zonas de Denomi-
nación.

Artículo 15. La Secretaría podrá emitir reglas de carácter
general, a efecto de coadyuvar a la mejor interpretación y
observancia de la ley.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Para efectos de esta ley, el Fideicomiso se consi-
derará constituido en la misma fecha a que se refiere el ar-
tículo anterior.

Tercero. Dentro de los 30 días naturales siguientes a la pu-
blicación de la presente ley, se publicará en el Diario Ofi-
cial de la Federación, las Reglas Generales de Operación
del Fideicomiso de Administración del Fondo para el For-
talecimiento e Integración de la Cadena Productiva del Te-
quila y Protección de su Denominación de Origen.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de
2004.— Diputados: Lázaro Arias Martínez (rúbrica),
Francisco Javier Guízar Macías, José Manuel Carrillo
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Rubio, José Manuel Abdala de la Fuente, Gonzalo Alemán
Migliolo, Miguel Amezcua Alejo, Francisco Arroyo Vieyra,
Carlos Blackaller Ayala, José Manuel Carrillo Rubio, Ser-
gio Armando Chávez Dávalos, Juan Manuel Dávalos Pa-
dilla, Homero Díaz Rodríguez, María Hilaria Domínguez
Arvizu, Humberto Francisco Filizola Haces, Carlos Flores
Rico, José García Ortiz, Enrique Guerrero Santana, Fran-
cisco Javier Guízar Macías, David Hernández Pérez, Leti-
cia Gutiérrez Corona, Baltasar Hinojosa Ochoa, Jesús Lo-
melí Rosas, Cruz López Aguilar, Roberto Antonio Marrufo
Torres, José Humberto Martínez de la Cruz, Raúl José Me-
jía González, Gerardo Montenegro Ibarra, Gonzalo More-
no Arévalo, Consuelo Muro Urista, Óscar Martín Ramos
Salinas, Sergio Arturo Posadas Lara, Hugo Rodríguez Dí-
az, Alejandro Saldaña Villaseñor, Salvador Sánchez Váz-
quez, Jorge Leonel Sandoval Figueroa, Evelia Sandoval
Urbán, María Esther Scherman Leaño, Quintín Vázquez
García, Wintilo Vega Murillo, Consuelo Camarena Gómez,
José Erandi Bermúdez Méndez, José Antonio Cabello Gil,
Margarita del Sagrado Corazón Chávez Murguía, Marko
Antonio Cortes Mendoza, José Ángel Córdova Villalobos,
Mario de San A. Magno Dávila Aranda, José Julio Gonzá-
lez Garza, Fernando Antonio Guzmán Pérez Peláez, José
González Morfín, Gisela Juliana Lara Saldaña, Francisco
Isaías Lemus Muñoz Ledo, Salvador Márquez Lozornio,
Germán Martínez Cázares, Alfonso Moreno Morán, Jesús
Antonio Nader Nasrallah, María del Carmen Mendoza
Flores, Jorge Carlos Obregón Serrano, Maki Esther Ortiz
Domínguez, Carla Rochín Nieto, Miguel Ángel Rangel
Ávila, Armando Rangel Hernández, Gabriela Ruiz del Rin-
cón, José Julián Sacramento Garza, María Guadalupe
Suárez Ponce, Rafael Sánchez Pérez, Carlos Noel Tiscare-
ño Rodríguez, Lorena Torres Ramos, Rubén Alfredo Torres
Zavala, José Luis Treviño Rodríguez, Marisol Urrea Ca-
marena, Sergio Vázquez García, Salvador Vega Casillas,
Pablo Antonio Villanueva Ramírez, Elizabeth Oswelia Yá-
ñez Robles, Miguel Alonso Raya, David Fierros Martínez,
Rafael García Tinajero Pérez, Ana Lilia Guillén Quiroz,
Abdallán Guzmán Cruz, Sergio Augusto Magaña Martínez,
Martha Lucía Mícher Camarena, Francisco Mora Ciprés,
Inelvo Moreno Álvarez, Juan Pérez Medina, María Cristi-
na Portillo Ayala, Isidoro Ruiz Argaiz, Pascual Sigala
Páez, Carlos Hernán Silva Valdés, Israel Tentory García,
Enrique Torres Cuadros, Elpidio Tovar de la Cruz, Rey-
naldo Francisco Valdés Manzo, Alejandra Méndez Salorio,
Cuauhtémoc Ochoa Fernández, Juan Antonio Guajardo
Anzaldúa.»

La Presidencia la turna a la Comisión de Hacienda. 

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta al Presidente de la República a instruir al secretario de
Comunicaciones y Transportes para que se adopten las
medidas conducentes a regularizar o, en su caso, prohi-
bir o impedir la prestación del servicio de transporte de
personas por los autobuses “pirata” que salen de Ciudad
Juárez, Chihuahua, hacia el resto de la República, sus-
crito por los diputados Jesús Aguilar Bueno y Martha La-
guette Lardizábal, del grupo parlamentario del PRI

Jesús Aguilar Bueno y Martha Laguette Lardizabal, dipu-
tados federales a la LIX Legislatura, del grupo parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en los artículos 58, 59 y 60 del Reglamento Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
con el carácter de urgente resolución, presentamos la si-
guiente proposición con punto de acuerdo para exhortar al
Presidente de la República para que gire sus instrucciones
al secretario de Comunicaciones y Transportes a efecto de
que se adopten las medidas urgentes necesarias para regu-
larizar o, en su caso, prohibir e impedir la prestación del
servicio de transporte de personas por los llamados auto-
buses “piratas” que salen de Ciudad Juárez, Chihuahua, al
interior de la República, conforme a los siguientes

Antecedentes

1. Desde hace varios años se ha venido detectando que au-
tobuses sin identificación comercial o con razones sociales
relacionadas con servicios turísticos, prestan irregularmen-
te el servicio de pasajeros de Ciudad Juárez a diversos pun-
tos del interior de la República.

Se trata de unidades viejas que parecen no cumplir los re-
querimientos técnicos y mecánicos para la prestación de di-
cho servicio; no cuentan con la presentación, comodidad y,
mucho menos, los requerimientos de seguridad para pres-
tar este tipo de servicios. Sin embargo, prestan el servicio
a un precio económico y accesible a ciertos sectores de la
población de escasos recursos.

2. Según se tiene conocimiento, el “modus operando” de
estos autobuses es el siguiente: un grupo de tres o más per-
sonas se distribuyen en las inmediaciones del parque del
Monumento a Juárez, principalmente en las avenidas Ler-
do y Vicente Guerrero, ofrecen el servicio de transporte a
las personas que circulan por dichas arterias; los destinos
son variables; los precios son económicos; levantan una
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lista de pasajeros y una vez que completan el número de
personas interesadas y dispuestas a realizar el viaje, se ini-
cia este desde las inmediaciones al Monumento a Benito
Juárez.

3. El pasado domingo 5 de diciembre de 2004, uno de es-
tos autobuses piratas, identificado con la razón social “Avi-
turis”, tuvo un accidente en el kilómetro 170 del tramo de
la carretera de Ciudad Jiménez, Chihuahua, a Gómez Pala-
cio, Durango, al estrellarse con otro vehículo, un trailer de
carga. Independientemente de quien resulte responsable
del accidente, en el que fallecieron 12 personas y resulta-
ron 17 personas lesionadas, todos ellos pasajeros del auto-
bús  identificado  con la razón social “Avituris” y con des-
tino a la ciudad de Torreón, Coahuila.

4. No se ha podido determinar sí los pasajeros víctimas del
fatal accidente o de las lesiones, estaban protegidos por al-
gún seguro o sí se ha identificado a alguna persona que
asuma la responsabilidad correspondiente. El caso es que,
hasta el momento, el gobernador del estado de Chihuahua,
Lic. José Reyes Baeza Terrazas, giró instrucciones para se
brindara de manera desinteresada todo el apoyo a las vícti-
mas y sea esta instancia quien asuma los gastos que se han
generado por la atención de los lesionados y la inhumación
de los fallecidos.

Consideraciones

I. Corresponde a la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes (SCT) el otorgar los permisos de transporte público
federal, en los términos de la Ley de Vías General de Co-
municación.

II. Es urgente que se realicen las investigaciones necesarias
para dilucidar las condiciones en que se está prestando el
servicio de transporte de personas descrito en los antece-
dentes de esta proposición, para deslindar responsabilida-
des y proteger a las víctimas del accidente referido, pero
principalmente para que se regularice o prohíba la presta-
ción de ese servicio en los términos que corresponda con-
forme a los hechos y al derecho aplicable.

El propósito es que se evite que unidades viejas, obsoletas,
sin cumplir con los requerimientos técnicos y mecánicos,
presten un servicio que esta especialmente regulado por
una ley de carácter federal.

En mérito de lo expuesto, con fundamento en los artículos
58,59 y 60 del Reglamento Interior del Congreso General

de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a la conside-
ración de esta soberanía, con el carácter de urgente resolu-
ción, por las características y circunstancias en las que se
presenta el problema, los siguientes:

Puntos de Acuerdo

Primero. Exhortar al titular del Poder Ejecutivo federal a
efecto de que instruya al secretario de Comunicaciones y
Transportes a que realice las investigaciones y gestiones
necesarias para determinar las condiciones y circunstancias
en que acaecieron los hechos relacionados con el acciden-
te carretero consistente en el “encontronazo” de un autobús
de pasajeros identificado con la razón social “Avituris”,
contra un vehículo de carga, en el kilómetro 170 del tramo
de la carretera Ciudad Jiménez, Chihuahua, a Gómez Pala-
cio, Durango, para determinar los hechos, deslindar res-
ponsabilidades y prestar el auxilio y apoyo a las víctimas,
personas fallecidas y lesionadas, así como a sus familiares.

Segundo. Igualmente, la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes adoptará las medidas para regularizar o prohi-
bir, en su caso, la prestación del servicio de pasajeros  por
autobuses piratas desde Ciudad Juárez, Chihuahua, al inte-
rior del país.

Palacio Legislativo de San Lázaro, diciembre 9 de 2004.—
Dip. Jesús Aguilar Bueno (rúbrica), Dip. Martha Laguette
Lardizabal (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Transporte.

«Proposición con punto de acuerdo, para contemplar en
el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal de  2005 la elaboración de los estudios de fac-
tibilidad técnica y financiera, así como el proyecto de eje-
cución para los sistemas ferroviarios que integran el
Ferrocarril Suburbano para la Zona Metropolitana del
Valle de México, a cargo de la diputada Sheyla Fabiola
Aragón Cortés, del grupo parlamentario del PAN

Proposición con punto de acuerdo que suscribe la diputa-
da federal del estado de México por la quinta circunscrip-
ción, Sheyla Fabiola Aragón Cortés , integrante del gru-
po parlamentario del Partido Acción Nacional de esta
LIX Legislatura, con fundamento en el artículo 58 del
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Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, para contemplar en
el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal 2005, la elaboración de los estudios de factibili-
dad técnica y financiera, y proyecto de ejecución para los
sistemas ferroviarios que integran el Ferrocarril Suburbano
para la Zona Metropolitana del Valle de México:

Exposición de Motivos

I. La creación de un proyecto para brindar el servicio pú-
blico de transporte de pasajeros, requiere una inversión de
gran magnitud que comienza con la elaboración de los es-
tudios de factibilidad técnica y financiera e incluye la elec-
ción del medio de transporte más eficiente conforme a las
necesidades demográficas de las zonas contempladas, y así
concluir posteriormente con el proyecto ejecutivo que se
traduce en la construcción de la infraestructura y el funcio-
namiento del medio de transporte elegido; etapas previas
no menos costosas pero necesarias para una planeación
efectiva propia de los grandes proyectos.

II. La elaboración pronta de los estudios previos, obedece
al tiempo de ejecución de dicho proyecto cuyo riesgo de
demora para ser finalizado y puesto en operación es eleva-
do, no coincidiendo así con la demanda urgente de trans-
porte para los habitantes de la Zona Metropolitana del Va -
lle de México ubicada dentro del estado de México.

III. La Zona Metropolitana del Valle de México cuenta con
una población que rebasa los 18 millones de habitantes, de
los cuales casi el 50% viven en el Distrito Federal y el res-
to en los 28 municipios conurbanos del estado de México,
sin embargo el transporte masivo existente se encuentra en
93.25% en la capital y solo un 6.75% en el estado de Mé-
xico.

III. El transporte colectivo más eficiente es el ferroviario.
Como ejemplo está la red del Sistema de Transporte Co-
lectivo “Metro” en el área metropolitana del Valle de Mé-
xico. Transportó durante 2003 un promedio diario de
4,236,672 pasajeros, lo que representa un 20% del total de
pasajeros que utilizan el servicio público de transporte en
toda el área.

Las dos únicas rutas del Sistema que llegan a la zona orien-
te del área metropolitana en el estado de México son:

A) La Línea A, con recorridos desde Pantitlán en el Dis-
trito Federal al municipio de La Paz, siendo la primera

extensión de la red del Metro al estado de México; para
esta línea se optó por una solución de superficie y trenes
de ruedas férreas en lugar de neumáticos, ya que se re-
ducían los costos de construcción y mantenimiento. Es-
tá línea se inauguró el 12 de agosto de 1991, agregó diez
estaciones 8 en el Distrito Federal y 2 en el estado de
México con 17 kilómetros de longitud agregados a la
red. La afluencia en la línea durante el 2003 fue de 50
millones 127 mil 66 personas;

B) El Metropolitano Línea B de Buenavista a Ciudad
Azteca; con 23.7 kilómetros de longitud, 13.5 kilóme-
tros en el Distrito Federal, y 10.2 kilómetros en el terri-
torio del estado de México, en los municipios de Neza-
hualcóyotl y Ecatepec; con 21 estaciones: 13 en el
Distrito Federal y 8 en el estado de México. La afluen-
cia en la línea durante el 2003 fue de 107 millones 246
mil 125 personas, la estación terminal Ciudad Azteca en
el estado de México, registró un promedio de afluencia
diaria en día laboral de 30,083 pasajeros.

IV. Bajo este esquema el Gobierno Federal tiene entre sus
proyectos prioritarios, la promoción de proyectos de trans-
porte ferroviario de pasajeros. Dentro de éstos destaca el
proyecto del Ferrocarril Suburbano de la Zona Metropoli-
tana del Valle de México.

El proyecto consiste en conformar tres sistemas distintos,
cada uno con una línea troncal y líneas secundarias de me-
nor densidad que actúen como ramales, aprovechando los
240 kilómetros de derecho de vías federales existentes en
la Zona Metropolitana del Valle de México y la infraes-
tructura ferroviaria asociada y que son las siguientes:

A) Sistema 1 con una línea troncal Buenavista – Cuau-
titlán de 25 kilómetros de longitud, cuyas líneas secun-
darias contemplan las siguientes rutas en el estado de
México: Cuautitlán – Huehuetoca, San Rafael – Tacuba
(Distrito Federal), y Lechería – Jaltocan. En conjunto
suman 77 kilómetros.

B) Sistema 2 con una línea troncal Ecatepec – Naucal-
pan de 37.5 kilómetros de longitud, cuyas líneas secun-
darias recorrerían las siguientes rutas: en el Distrito Fe-
deral Buenavista – Polanco, en el estado de México
Ecatepec – Teotihuacan y Teotihuacan – Tecámac. En
conjunto suman 89.5 kilómetros.

C) Sistema 3 con una línea troncal de La Paz – San Juan
de Aragón de 15 kilómetros de longitud, cuyas líneas
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contemplarían las rutas siguientes en el estado de Méxi-
co: San Rafael – San Juan de Aragón y Chalco Texco-
co. En conjunto suman 73 kilómetros.

El 11 de diciembre de 2003, se emitió la Convocatoria Pú-
blica Internacional y las bases de licitación para participar
en el otorgamiento de la concesión para prestar el servicio
público de transporte público de transporte ferroviario de
pasajeros en la modalidad de regular suburbano en la ruta
Cuautitlán-Buenavista, ubicada en el estado de México y la
Ciudad de México, Distrito Federal, cuya ruta contempla
los municipios de Tlalnepantla, Tultitlán, Cuautitlán y
Cuautitlán Izcalli, del estado de México, y las delegaciones
Cuauhtémoc y Azcapotzalco del Distrito Federal.

V. En apoyo al proyecto del Ferrocarril Suburbano, la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes firmó convenio
con el Gobierno del estado de México el 4 de diciembre de
2003, además, se han integrado cuatro grupos de trabajo
con dicho gobierno en apoyo al desarrollo de las activida-
des del proyecto y se han verificado reuniones con los pre-
sidentes municipales de Tlalnepantla, Cuautitlán, Cuauti-
tlán Izcalli y de Tultitlán, en las que se han acordado dar
seguimiento en forma permanente a los temas críticos del
proyecto.

VI. Con ello se cumple con la primera etapa del Sistema 1
del Ferrocarril Suburbano del Valle de México, estando
pendientes por falta de recursos los estudios correspon-
dientes al Sistema 2 y al Sistema 3 que cubrirían el resto de
las zonas demográficas más sensibles del estado de Méxi-
co, por ello, la urgencia del desarrollo simultáneo de estos
proyectos, además de ofrecer al mismo tiempo el servicio
público de transporte ferroviario a los habitantes de estas
zonas.

VII. Los beneficios del proyecto al usuario es la oferta ini-
cial de 320 mil pasajeros al día, tarifas equivalentes a las
que ofrece el autotransporte, ahorro de tiempo por pasaje-
ro y mayor seguridad.

En protección al ambiente se reducen el tráfico de trans-
porte público automotor y los congestionamientos, causan-
tes a su vez de la emisión de contaminantes, como conse-
cuencia, la circulación será más fluida, una
desconcentración de zonas habitacionales, y un impulso al
transporte eléctrico masivo.

VIII. El monto estimado para el diseño de los proyectos de-
berá ser asignado como parte de los fondos para proyectos

especiales del Ramo Administrativo correspondiente al
sector de Comunicaciones y Transportes, pues es la autori-
dad responsable de ejecutar los estudios necesarios.

IX. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de esta
Cámara es competente para elaborar y conocer de las mo-
dificaciones propuestas por los diputados de este órgano le-
gislativo al Presupuesto de Egresos de la Federación para
cumplir con lo dispuesto por la fracción cuarta del artículo
74 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, solicito a esta H.
Asamblea:

Unico.- A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca de esta H. Cámara de Diputados para que se asignen
recursos suficientes a la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes, destinados a elaborar los estudios de fac-
tibilidad técnica y financiera y los proyectos ejecutivos
para desarrollar los sistemas ferroviarios 2 y 3 del Fe-
rrocarril Suburbano de la Zona Metropolitana del Va-
lle de México, dentro del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal 2005.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de no-
viembre de 2004.— Dip. Sheyla Fabiola Aragón Cortés
(rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública. 

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a los Congresos locales y a diversos gobernadores a
cumplir las disposiciones de la Ley que Crea el Fideico-
miso que Administra el Fondo para el Fortalecimiento de
Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de
Apoyo a sus Ahorradores, suscrito por diputados inte-
grantes de la Comisión de Fomento Cooperativo y Eco-
nomía Social

Honorable Asamblea:

Los que suscribimos integrantes de la Mesa Directiva de la
Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social, so-
metemos a la consideración del Pleno de la Quincuagésima
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Novena Legislatura de esta honorable Cámara de Diputa-
dos, la proposición con punto de acuerdo de urgente u ob-
via resolución, de conformidad a lo establecido por los ar-
tículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
mediante las siguientes:

Consideraciones

Con fecha veintinueve de diciembre del dos mil, se publi-
có en el Diario Oficial de la Federación la Ley que Crea el
Fideicomiso que Administra el Fondo para el Fortaleci-
miento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Présta-
mo y de Apoyo a sus Ahorradores, teniendo por objeto
principal fortalecer el esquema financiero de las socieda-
des de ahorro y préstamo para apoyar a los ahorradores de
las sociedades de las cuales ya se hayan comprobado su in-
solvencia y hayan sido objeto de los trabajos de auditoría
contable.

De igual forma, establece dicha ley que el Comité Técnico
se encuentra integrado por la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público; la Secretaría de Gobernación; la Secretaría de
la Función Pública; un representante de la Comisión Na-
cional para la Defensa y Protección de los Usuarios de Ser-
vicios Financieros y dos representantes de la Comisión
Consultiva, quienes serán los representantes de los gobier-
nos de las entidades federativas con mayor número de aho-
rradores afectados.

Asimismo, la ley de referencia, establece que la Federación
aportará al Fideicomiso Pago un peso con setenta y cinco
centavos por cada peso que aporten los gobiernos de los es-
tados, para lo cual, el Fideicomiso Pago y los estados debí-
an suscribir convenios de colaboración específicos, en los
que se contemplaban pagos a los ahorradores por un mon-
to de hasta ciento noventa mil pesos.

Ahora bien, con fecha treinta de diciembre del dos mil dos,
se reformó y adicionó la ley en cuestión ampliándose el
monto de pago a los ahorradores con depósitos superiores
a ciento noventa mil pesos, sin que a la fecha diversos es-
tados hayan suscrito los nuevos convenios de colaboración.

En consecuencia, el comisionado del Fideicomiso Pago in-
formó que la problemática responde a la carencia de recur-
sos para hacer frente a las solicitudes presentadas y que el
Fideicomiso Pago cuenta con la voluntad y los recursos su-
ficientes, siempre y cuando suscriban los convenios de co-

ordinación aprobados por el Comité Técnico para efecto de
que se aporten los recursos de los estados a dicho fideico-
miso.

Por lo anterior, el pleno de la Comisión de Fomento Coo-
perativo y Economía Social tuvo a bien emitir un acuerdo
por el cual constituyó un grupo de trabajo plural a fin de
que solicitaran información a las Mesas Directivas de los
H. Congresos de los estados y representantes de los go-
biernos de las entidades federativas para allegarse de los
elementos necesarios y determinar conforme a derecho.

Ahora bien, de acuerdo a los informes que rindieron los
grupos de trabajo se desprendió que en la reunión que tu-
vieron con los ahorradores defraudados de las 6 entidades
federativas no han recibido el pago de sus ahorros, en vir-
tud de que los gobiernos no habían firmado los convenios
que señala dicha ley.

Asimismo, se desprendió de dichos informes que los dipu-
tados locales estaban estudiando la posibilidad de ajustar
sus presupuestos de egresos, para el año dos mil cinco con
la finalidad de resolver este grave problema social.

Por todo ello, esta H. Cámara de Diputados considera gra-
ve el problema que les aqueja a los ahorradores de las en-
tidades federativas, en primer lugar, porque los H. Congre-
sos de dichas entidades federativas, no han concluido el
ajuste del presupuesto de egresos para hacer frente al pago
de los ahorradores y en segundo lugar, porque los gobier-
nos de los estados no han formalizado los convenios apro-
bados por el Comité Técnico del Fideicomiso Pago, pro-
longando innecesariamente la solución definitiva del
problema.

Por lo anteriormente expuesto, los suscritos ponemos a
consideración del Pleno de esta honorable Cámara de
Diputados, la siguiente proposición con punto de acuer-
do de urgente u obvia resolución:

Primero: Se exhorta a los H. Congresos de los estados de
Oaxaca, Durango, Michoacán, Querétaro, Guanajuato y
Morelos, a efecto de que revisen, ajusten e incluyan una
partida especialmente etiquetada en el presupuesto de egre-
sos correspondiente al ejercicio relativo al dos mil cinco,
con el objeto de liberar recursos suficientes para el pago de
quince mil ahorradores defraudados de las diez cajas de
ahorro auditadas por los gobiernos de dichas entidades fe-
derativas.
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Segundo: Se exhorta a los titulares de los gobiernos de Du-
rango, Michoacán, Querétaro, Oaxaca, Guanajuato y Mo-
relos, para efecto de que suscriban respectivamente los
convenios autorizados por el Comité Técnico que estable-
ce la Ley que Crea el Fideicomiso que Administra el Fon-
do para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas
de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede del ho-
norable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Me-
xicanos a los siete días del mes de diciembre del año dos
mil cuatro.— Dip. Francisco J. Saucedo Pérez (rúbrica),
Presidente; Dip. Francisco Luis Monárrez Rincón (rúbri-
ca), Secretario; Dip. José Juan Barcenas González (rúbri-
ca), Secretario; Dip. Belizario Iram Herrera Solís (rúbri-
ca), Secretario.»

La Presidencia la turna a la Comisión de Gobernación.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a las Legislaturas locales a integrar en sus respectivos
órganos de gobierno una comisión de recursos hidráuli-
cos, encargada de atender los aspectos normativos rela-
cionados con el agua en sus ámbitos de competencia, a
cargo de la diputada Rosa Hilda Valenzuela Rodelo, del
grupo parlamentario del PRI

La suscrita, Rosa Hilda Valenzuela Rodelo, diputada fede-
ral por el estado de Sinaloa, integrante del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 58 y 60 del
Reglamento Interior para el Gobierno del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a la consi-
deración de esta H. Asamblea la siguiente proposición con
punto de acuerdo, para exhortar a las Legislaturas de las
entidades federativas del país a que integren en sus órganos
de gobierno una Comisión de Recursos Hidráulicos que se
encargue de atender los aspectos normativos relacionados
con el agua, en sus respectivos ámbitos de competencia; de
conformidad con las siguientes:

Consideraciones

El agua es elemento imprescindible para la vida en todas
sus formas y manifestaciones. La supervivencia de todas
las especies animales y vegetales del planeta, y la posibili -

dad de desarrollo de todas las actividades sociales y pro-
ductivas del hombre y con ello el avance del progreso hu-
mano, dependen en lo esencial, de que haya agua disponi-
ble en cantidades aceptables y de buena calidad. De ahí el
gran valor que se le concede en todas las organizaciones
sociales del mundo.

En nuestro país, como lo señala el artículo 14 bis 5, frac-
ción I, de la Ley de Aguas Nacionales, el agua es “un bien
de dominio público federal, vital, vulnerable y finito, con
valor social, económico y ambiental, cuya preservación en
cantidad y calidad y sustentabilidad es tarea fundamental
del Estado y la Sociedad, así como prioridad y asunto de
seguridad nacional”.

No obstante, el agua se encuentra irregularmente distribui-
da en el planeta y en particular a nivel nacional.

Para nosotros en México, es un hecho que los lugares geo-
gráficos donde hay una mayor concentración de población
y de la actividad económica no coinciden con aquellos
donde la precipitación pluvial y la disponibilidad que agua
es más abundante, generando escasez y con ello la necesi-
dad de recurrir a fuentes subterráneas de agua para cubrir
las necesidades de consumo de la población, pero sobre to-
do, de hacer un mejor uso, más racional y eficiente del
agua disponible.

Veamos algunas cifras 1 que ilustran los problemas del
agua en el territorio nacional:

La precipitación media en el país alcanza un volumen
anual de 1,519 Km3, de los cuales se pierden y se consu-
men por evapotranspiración unos 1,106 Km3. El resto, más
los aportes de agua que provienen de Estados Unidos y
Guatemala, resulta en una disponibilidad media anual de
463 Km3. De ese total disponible, 410 Km3 corresponden
a escurrimiento virgen y 53 Km3 a recarga natural de acu-
íferos. De los escurrimientos y de los acuíferos, se extraen
los 79.4 Km3 que constituyen el uso consuntivo anual del
país. Según estas cuentas, unos 300 Km3 de agua se depo-
sitan anualmente en el mar con poco beneficio para el país.

No obstante, la disponibilidad del agua en el territorio na-
cional presenta problemas originados por la distribución
geográfica de la población y de sus actividades económi-
cas. Cerca del 80% de la población y una proporción más
alta de la producción se ubican en las Zonas Norte y Cen-
tro del país, donde predominan climas que van de los secos
a los sub húmedos, con predominancia de los semi secos;
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con lluvias de verano concentradas en un 67% en tres me-
ses del año.

La presencia de cadenas montañosas mejora esa situación,
gracias al papel que juegan los bosques en la captura del
agua que se escurre o se infiltra, con dirección a las partes
bajas de las cuencas. Sin embargo, también es en estas zo-
nas donde se presentan algunos de los más graves proble-
mas de escasez y contaminación de aguas; donde la defo-
restación disminuye continuamente la captura de agua, y es
en ellas donde se agudizan los problemas de gestión y con-
taminación del agua.

La disponibilidad de agua por habitante al año se estima
que ha variado de 31 mil metros cúbicos en 1910, prome-
dio nacional, a 4,841 metros cúbicos en 2002, y es previsi-
ble que en el año 2020 se reduzca a sólo 3,750 metros cú-
bicos, quedando por debajo de la media mundial de 4,500
metros cúbicos por persona.

En la actualidad la media nacional de disponibilidad de
agua es de 4,547 metros cúbicos que no estaría mal si es-
tuviera distribuida de manera regular en el territorio nacio-
nal, pero no es así. En las regiones Golfo-Centro y Fronte-
ra Sur del país, que son las menos pobladas, llegan a
registrarse disponibilidades de hasta 24,600 metros cúbicos
por persona al año, mientras que en el Valle de México la
disponibilidad apenas alcanza los 182 metros cúbicos por
persona y en las zonas áridas y semi áridas del norte de
México la disponibilidad es mucho menor.

En la zona sur del país los problemas del agua no son de
escasez, sino de abasto local y en ocasiones de exceso, que
provoca avenidas de ríos e inundaciones. En ella los climas
son cálidos, sub húmedos y húmedos, que se presentan con
abundantes lluvias. En razón de ello, el 72% del agua de
los ríos se concentra en el sur y sureste del país, donde só-
lo habita el 23 % de la población.

En cuanto a los usos del agua, algunas de las cifras más co-
nocidas señalan que el volumen total consumido por los di-
ferentes usos asciende a unos 79.4 Km3, de los cuales, el
76% se destina a la agricultura, el 17% es absorbido por el
uso público y consumo humano, y el 5% por el uso industrial.

Pero en esta distribución se observan los siguientes proble-
mas de gestión del recurso hídrico de mayor relevancia:

- El 55% del agua de riego agrícola se pierde por eva-
poración e infiltración, lo que significa que en la agri-

cultura se pierden por infiltración y evaporación más del
60% de los recursos hídricos disponibles anualmente.

- Anualmente se pierden 10 mil hectáreas de las mejo-
res tierras de cultivo en zonas de riego, a causa de la
acumulación de sales. A la fecha se registra una pérdida
acumulada de 425 mil hectáreas, que han dejado de ser
útiles para la producción. 

- En las redes municipales de agua potable se fuga entre
el 30 y 50%, por deficiencias en la distribución.

- El 78% de las aguas residuales municipales y 85% de
las industriales se vierten a los cuerpos de agua sin reci-
bir tratamiento alguno.

- Aún carecen de agua potable 12 millones de mexica-
nos; de donde resulta que sólo 88% de la población
cuenta con agua entubada, pero tampoco la tienen en sus
manantiales, bosques y terrenos, porque éstos se han ve-
nido deteriorando. También 24 millones de habitantes
carecen de alcantarillado.

- De los 649 acuíferos del país que proporcionan el 36%
del líquido empleado en los distintos usos consultivos,
96 están sobreexplotados. Sus extracciones exceden a la
recarga en un 30% en promedio, lo que significa una
agotamiento anual de 4700 hm3, equivalente al 29% del
consumo anual de aguas subterráneas por la agricultura.

- En 18 acuíferos se ha producido intrusión de agua de
mar, que en distintas partes es causantes de la saliniza-
ción de los suelos.

Como se puede apreciar, los problemas del agua en el país
difícilmente pueden ser generalizables, pues presentan dis-
tintas facetas, dependiendo de la región de que se trate y la
magnitud de los mismos, y las circunstancias locales les
imprimen en cada lugar características particulares que los
hace diferentes, imponiendo la necesidad de recibir trata-
mientos específicos en cada caso. Ello, sin demérito del de-
finido carácter federal que la Ley confiere a la gestión del
agua en el país.

La descentralización de la gestión del agua. Bases jurí-
dicas.

Así lo ha asumido la Comisión Nacional del Agua que el
transcurso de su operación ha instrumentado distintas for-
mas de gestión del agua, siempre tratando de acercarse a
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los problemas del agua a nivel local, desde sus antiguas re-
sidencias de distrito, hasta las actuales gerencias de opera-
ción a nivel estatal y regionales, y los consejos de cuenca
aún en formación. Este proceso de descentralización de las
acciones, los recursos y las decisiones ha tenido su funda-
mento en las disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales,
reglamentaria del artículo 27 Constitucional, de donde des-
tacamos lo siguiente en relación con la descentralización
de la gestión del agua:

Artículo 5º. Para el cumplimiento y aplicación de esta ley,
el Ejecutivo Federal:

I Promoverá la coordinación de acciones con los go-
biernos de los estados y de los municipios sin afectar sus
facultades en la materia y el ámbito de sus correspon-
dientes atribuciones. La coordinación de la planeación,
realización de administración de las acciones de gestión
de los recursos hídricos por cuencas hidrológicas o por
región hidrológica será a través de los Consejos de
Cuenca, en cuyo seno convergen los tres órdenes del go-
bierno, y participan y asumen compromisos los usua-
rios, los particulares y las organizaciones de la sociedad,
conforme a las disposiciones contenidas en esta ley y
sus reglamentos;

II. Fomentará la participación de los usuarios del agua y
de los particulares en la realización y administración de
las obras y servicios hidráulicos, y

III. Favorecerá la descentralización de la gestión de los
recursos hídricos conforme al marco jurídico vigente.

El Artículo 7. Bis. Declara de interés público:

I. La cuenca conjuntamente con los acuíferos como la
unidad territorial básica para gestión integrada de los re-
cursos hídricos.

II. La descentralización y mejoramiento de la gestión de
los recursos hídricos por cuenca hidrológica, a través de
Organismos de Cuenca de índole gubernamental y de
Consejos de Cuenca de composición mixta, con partici-
pación de los tres órganos del gobierno, de los usuarios
del agua y las organizaciones de la sociedad en la toma
de decisiones y asunción de compromisos;

III. La descentralización y mejoramiento de la gestión
de los recursos hídricos con la participación de los esta-
dos, el Distrito Federal y los municipios,

El artículo 14 bis 5, fracción III, señala que la gestión de
los recursos hídricos se llevará a cabo en forma descentra-
lizada e integrada, privilegiando la acción directa y las de-
cisiones por parte los actores locales y por cuenca hidroló-
gica;

La fracción 13 del mismo artículo precisa que “el Ejecuti-
vo Federal promoverá que los estados, el Distrito Federal y
los municipios a través de sus órganos competentes y arre-
glos institucionales que éstos determinen, se hagan respon-
sables de la gestión de las aguas nacionales en la cantidad
y calidad que tienen asignadas, concesionadas o bajo su
administración y custodia, y de la prestación de los servi-
cios hidráulicos; el Ejecutivo Federal brindará facilidades
y apoyo para la creación o mejoramiento de órganos esta-
tales competentes que posibiliten la instrumentación del
dispuesto en la presente fracción”.

Las legislaturas locales en la atención de los problemas
del agua.

De lo hasta aquí expuesto resulta evidente que, por un la-
do, hay necesidad de dar a la problemática del agua una
atención y enfoque locales, dadas las características parti-
culares que asume a ese!nivel; pero además, es también
contundente el papel cada vez más importante que por ley
compete desempeñar a los ejecutivos estatales y municipa-
les, en un proceso de participación social más amplio don-
de habrán de comprometerse mayormente las organizacio-
nes de la sociedad civil, en esos ámbitos de acción.

Por su parte, los poderes legislativos de cada entidad fede-
rativa también se verán crecientemente involucrados en los
aspectos del agua en sus respectivos estados. En la medida
en que continúen consolidándose esos procesos de descen-
tralización que marca la Ley de Aguas Nacionales y que el
Ejecutivo Federal viene instrumentando principalmente
con la creación de los Consejos de Cuenca y los Organis-
mos de Cuenca, las legislaturas locales tendrán mayor res-
ponsabilidad, aun sin que se cambie el carácter federal que
tiene la gestión del agua.

Por nuestra parte, es importante promover desde esta Cá-
mara de Diputados que las entidades federativas del país
eleven al máximo nivel de su legislación, el uso y aprove-
chamiento sustentable del agua, consignando que éste es
un recurso prioritario para su desarrollo, así como a la
cuenca hidrológica como la unidad básica para la gestión
de los recursos hídricos. Ello ameritará una mayor capaci-
dad de análisis de la problemática local del agua y atención
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técnica directa al tema que, desde nuestro punto de vista,
debe ser resuelta formalmente fortaleciendo los órganos de
gobierno de las legislaturas locales.

De acuerdo con el trabajo de los órganos legislativos en
nuestro orden jurídico, es en las comisiones donde se rea-
liza una labor más profunda de análisis y discusión de los
temas e iniciativas vinculados con la materia propia de la
Comisión respectiva. En consecuencia, la creación de Co-
misiones de Recursos Hidráulicos en cada legislatura esta-
tal permitirá la atención directa y especializada del tema
agua en cada Congreso, como lo exigen las necesidades ac-
tuales del sector.

Adicionalmente, la estructura en nuestro sistema jurídico
de facultades, y en el caso que nos ocupa el relativo a las
facultades en materia de agua, hace conveniente que en ca-
da Congreso estatal se establezcan comisiones de recursos
hidráulicos equivalentes a las que existen actualmente en la
Cámara de Diputados y de Senadores del Congreso de la
Unión, las cuales posibilitarán el estudio y presentación de
propuestas que mejoren la regulación jurídica del agua.

Sin duda, creemos que el aporte de los legisladores locales
en el tema hidráulico es fundamental para construir la le-
gislación en materia de aguas que demanda nuestro régi-
men federal.

De acuerdo con la información con que se cuenta, sólo en
una entidad y en el Distrito Federal se cuenta hasta el día
de hoy con una Comisión de Recursos Hidráulicos, por lo
que consideramos conveniente que esta Cámara de Diputa-
dos se dirija a cada una de las legislaturas estatales, de ma-
nera atenta y respetuosa, para exhortarlas a que integren en
sus respectivos órganos de gobierno, una comisión de re-
cursos hidráulicos que se encargue de atender los aspectos
normativos relacionados con el agua en sus ámbitos de
competencia.

En razón de lo anterior, me permito someter a la conside-
ración de esta H. Cámara de Diputados, la siguiente:

Proposición con Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a las legislaturas locales que aún no tie-
nen una Comisión de Recursos Hidráulicos en sus respec-
tivos órdenes de gobierno, a que a la brevedad posible in-
tegren dichas Comisiones, en virtud de la creciente
importancia que ha venido cobrado la gestión descentrali-

zada del recurso agua, las peculiaridades que adquiere el
problema del agua a nivel local, y el papel cada vez más
determinante que habrán de desempeñar los ejecutivos es-
tatales y municipales, y la sociedad civil en las distintas en-
tidades federativas del país.

Notas:

1 Los datos son tomados de distintos documentos oficiales de CNA y
Semarnat.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 9 de di-
ciembre de 2002.— Dip. Rosa Hilda Valenzuela Rodelo
(rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Gobernación.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a las autoridades federales, estatales y municipales a
resguardar y proteger a los migrantes mexicanos en su
tránsito por nuestro país, en el periodo vacacional de in-
vierno, de los abusos, las extorsiones y los chantajes de
que son objeto por autoridades policiacas o hacendarias
y de cualquier otra índole, a cargo del diputado Pedro
Ávila Nevárez, del grupo parlamentario del PRI

De conformidad con los artículos 58 y 59 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el de la voz, diputado Pedro Ávi-
la Nevárez, presento a esta H. Soberanía el siguiente punto
de acuerdo, de urgente y obvia resolución, con el objeto de
exhortar a las autoridades federales, estatales y municipa-
les, a resguardar y proteger a los migrantes mexicanos en
su tránsito por nuestro país en el periodo de vacaciones de
invierno, de los abusos, extorsiones y chantajes de que son
objeto por autoridades policíacas, hacendarías y de cual-
quier índole.

Cada ciclo de vacaciones que se presentan durante el año,
somos testigos de una serie de vejaciones, maltrato y de
abusos de un sin número de autoridades federales, estatales
y municipales a los migrantes mexicanos que transitan por
las carreteras nacionales, a quienes se les arrebatan los re-
cursos que han logrado con el sudor de su trabajo y que
traen para aliviar en lo posible el hambre, la miseria y la
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marginación de sus familiares que los esperan ansiosos en
sus regiones de origen.

Cada año, el Ejecutivo federal anuncia con estridentes dis-
cursos el éxito del programa “Paisano”, que solo ha traído
tristezas, corajes y frustraciones a los miles de mexicanos
que radican el extranjero y vienen de visita a nuestro país.
Ver las fotos que no dejan de aparecer en la prensa nacio-
nal, donde un Presidente, vulnerado e incapaz, pero son-
riente del deber no cumplido, informa del trato que se les
dará a los migrantes que se atreven a visitar nuestra pro-
vincia.

Se le prepara el escenario de una forma teatral y mentiro-
sa, se pintan y arreglan los lugares que horas antes, y des-
pués, permanecen sucios, ineficientes, incómodos y sobre
todo indignos, donde se formarán largas filas y se perderá
más de 4 horas en trámites para poder pasar sus automóvi-
les y camionetas llenas de regalos o pertenencias que sin
duda servirán de consuelo al familiar que espera con ansia
la llegada de su ser querido.

Se les entregan catálogos, folletos de que hacer durante su
estancia en México, folletos que les instruye la forma de
presentar sus quejas y a quien recurrir en caso de vejación
o abuso de autoridad, sin embargo kilómetros más adelan-
te serán solo eso, folletos, ya que estos ladrones uniforma-
dos no solo los robarán sino que se burlarán de ellos y de
sus folletos, al cínicamente expresar que ellos son la Ley y
que sus folletos de nada les servirán.

No solo se debe proteger sino también resguardar a los mi-
grantes mexicanos que nos visitan, ya que son ellos quie-
nes a pesar de su sacrificio al abandonar su tierra, mantie-
nen su nacionalismo y compromiso con sus familiares,
vecinos y oriundos de sus regiones. Son ellos los que gus-
tosos presumirán de su esfuerzo, esfuerzo que significa un
mejor mañana para sus hijos y que tienen el derecho a re-
cibir un trato digno y ejemplar como se merecen estos “hé-
roes” según lo dicho por el Presidente.

Basta ya de mentiras, de no hacer nada y aparentar hacer,
basta de secretarios que pretenden la Presidencia de la
OEA, basta de funcionarios de pacotilla que solo merman
las arcas nacionales en beneficio propio, basta de esos ni-
ños bien vestidos que solo miran de reojo al jornalero me-
xicano que regresa a su país, basta pues de mentir al pue-
blo y exijamos lo imposible.

Por lo anterior presento a esta H. Soberanía, el siguiente:

Punto de Acuerdo.

Único.-Se exija a las autoridades federales, estatales y mu-
nicipales a resguardar y proteger al migrante mexicano de
los abusos, extorsiones y vejaciones de que son objeto, y se
castigue de manera ejemplar a quienes realizan estos actos.

Se establezca en esta H. Cámara de Diputados un servicio
de atención las 24 horas del día, durante el mes de diciem-
bre hasta el 15 de enero del 2005, a través del servicio 01
800. Se publique en todos los medios escritos este servi-
cio.— Dip. Pedro Ávila Nevárez (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Gobernación.

«Proposición con punto de acuerdo, respecto a la Con-
vención sobre la Protección de la Diversidad de los Con-
tenidos Culturales y las Expresiones Artísticas de la
UNESCO, suscrito por los diputados Inti Muñoz Santini,
Rafael Flores Mendoza y Rafael Candelas Salinas, del
grupo parlamentario del PRD

Los suscritos, integrantes de las comisiones de Educación
y Cultura, en ejercicio de la facultad que nos confieren los
artículos 40 y 41 de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos y con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración de la ho-
norable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
proposición con punto de acuerdo de urgente y obvia reso-
lución, al tenor de las siguientes 

Consideraciones

Actualmente la UNESCO se encuentra en el proceso de
desarrollar una Convención Internacional sobre la Protec-
ción de la Diversidad de los Contenidos Culturales y las
Expresiones Artísticas.

Esta convención tiene como objetivo central el restableci-
miento de la primacía de la cultura por encima de las diná-
micas comerciales; y ha recogido adecuadamente los plan-
teamientos de instancias internacionales como la Red
Internacional para la Diversidad Cultural, como son: con-
trarrestar la influencia negativa de los actores transnacio-
nales dominantes, tanto de la industria del entretenimiento
como comerciales de cualquier otra índole; garantizar que
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la diversidad cultural sea preservada ante los retos que re-
presentan los veloces cambios en la tecnología, la conver-
gencia, la erosión de las distinciones entre el contenido y el
soporte y la creciente concentración de propiedad en la
producción y distribución de contenidos culturales; preser-
var el derecho soberano de los Estados partes para em-
prender las acciones que consideren apropiadas para pre-
servar, promover e incrementar la diversidad cultural; los
bienes y servicios culturales no deben ser considerados co-
mo simples mercancías con valor económico; las medidas
para promover la diversidad cultural no deben violar los
principios no deben violar los principios de derechos esta-
blecidos en el ámbito internacional; la necesidad de un ma-
yor equilibrio en el intercambio internacional de productos
y servicios culturales; la necesidad de garantizar que la so-
ciedad civil esté plenamente implicada en el proceso de
promover y preservar la diversidad cultural.

La primacía cultural de las naciones esta siendo amenaza-
da por la negociación de acuerdos sobre comercio de ser-
vicios en la Organización Mundial de Comercio (OMC) y
en los ámbitos regional y bilateral. Estos acuerdos subordi-
nan directa o indirectamente las políticas culturales a las
reglas del comercio, de tal suerte que el derecho de los go-
biernos de adoptar o mantener políticas para la defensa y
promoción del medio cultural y de la diversidad cultural se
ve restringido.

Como parte del proceso desarrollado por la UNESCO en
torno a la citada Convención, su director general recibió el
mandato de consultar sobre la Convención con la Organi-
zación Mundial de Comercio, la Conferencia de las Nacio-
nes Unidas sobre Comercio y Desarrollo y la Organización
Mundial de la Propiedad Intelectual.

Particularmente la OMC informará a la UNESCO sobre su
postura oficial en los próximos días. Adicionalmente los
gobiernos de los países que participan en este concurso de
naciones, enviarán sus respuestas a la UNESCO. La preo-
cupación central de esta consulta estriba en la posibilidad
de que las competencias de los ministros de cultura respec-
to a la Convención y en general respecto de las políticas
culturales sean socavadas por las discusiones de tipo co-
mercial en el seno de la OMC. Como lo ha señalado la Red
Internacional para la Diversidad Cultural, organismo inte-
grado por representantes de 71 países: Es de la mayor im-
portancia que la postura adoptada por los ministros de co-
mercio y por los representantes en Ginebra ante la OMC
sea determinada por consideraciones del orden de las polí-
ticas culturales y que los gobiernos tomen posturas cohe-

rentes entre sí en sus discusiones, tanto en la UNESCO co-
mo en la OMC.

Por las razones antes expuestas presento el siguiente

Punto de acuerdo de urgente u obvia resolución

Único: Exhortamos, de manera respetuosa, a la Presiden-
cia de la República, a la Secretaría de Relaciones Exterio-
res, a la Secretaría de Economía y a las autoridades cultu-
rales del país, que nos representan en las instancias
internacionales, a que en las negociaciones en el marco del
Acuerdo sobre el Comercio de Servicios de la Organiza-
ción Mundial de Comercio presenten una postura firme de
apoyo a la Convención sobre la protección de la diversidad
de los contenidos culturales y las expresiones artísticas,
que ha sido establecida en el marco de la UNESCO; y de
cada uno de sus contenidos y objetivos centrales, los cua-
les deben ser a favor del restablecimiento de la primacía de
la cultura por encima de las dinámicas comerciales.

De la misma manera, conminamos al gobierno federal pa-
ra que las instituciones culturales mexicanas, dependientes
de la SRE y de Conaculta, elaboren un documento en el
que se exprese la posición de México acerca de los resolu-
tivos y sobre la convención citada.

Diputados: Inti Muñoz Santini (rúbrica), Rafael Flores
Mendoza (rúbrica), Rafael Candelas Salinas.»

La Presidencia la turna a la Comisión de Cultura.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a la Sagarpa a crear el Centro de Apoyo Técnico y Fi-
nanciero para producir más con menos agua, ante todo
en cuencas o acuíferos sobreexplotados, a cargo del di-
putado Quintín Vázquez García, del grupo parlamentario
del PRI

Proposición con punto de acuerdo que tiene por objeto ex-
hortar a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación, para crear el Centro de Apo-
yo Técnico y Financiero con el fin de producir más con
menos agua, sobre todo en cuencas o acuíferos sobre ex-
plotados.

Las funciones de este Centro, serán las de asesorar o emi-
tir guías sobre las técnicas de cultivo y riego, así como las
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condiciones del mercado para la comercialización de sus
productos y presentación además de pronósticos climatoló-
gicos regionales.

Antecedentes

El mercado globalizado exige al campo mexicano de una
mejor asesoría técnica y financiera para la planeación
agrícola.

La grave sobre explotación de las cuencas y acuíferos nos
deja en una gran desventaja, en un mundo donde la pro-
ducción juega un papel preponderante, basado en los cos-
tos y utilidades de los productos del campo.

Si consideramos la reglamentación existente de los siste-
mas de riego en México, encontraremos grandes avances
de respuesta organizada de la sociedad motivada por el au-
mento de usuarios en la operación de la infraestructura hi-
droagrícola.

Es importante mencionar el riesgo de las acciones que se
puedan tomar dado el compromiso de no afectar la habita-
bilidad de las futuras generaciones.

Los conocedores del ramo han establecido diversos meca-
nismos que definen diferentes tecnologías que permitan
impulsar la reorganización y la instauración de estrategias
que incentiven mejoras continuas en la operación de los
sistemas de riego.

Me permitiré hacer algunos comentarios y haré algunas ci-
tas relacionadas con la posibilidad de instrumentar concep-
tos del desarrollo sustentable en la operación de sistemas
de riego.

Es importante hacer sentir la diferencia entre algunas me-
didas que tienen impacto en toda una cuenca hidrológica y
aquellas que solo hacen un sistema de riego particular.

Otro factor que debe considerarse lo representan las condi-
ciones bajo las cuales pueden operar exitosamente los mer-
cados y bancos de agua.

La propuesta se basa en un sistema de reorganización del
diseño, construcción, operación y mantenimiento de siste-
mas de riego, basado en incentivar las prácticas eficientes
y en tasar las ineficientes sin afectar los presupuestos pro-
gramados.

Se cita parte de la ponencia titulada “Avances en Regla-
mentación Sistemas de Riego” y presntada por su  editor
Ing. Jaime Collado, en un simposium, celebrado en la Ciu-
dad de Chihuahua, Chih.

“Expongo el marco teórico sobre la operación de un
mercado de agua dentro de un distrito de riego:

Mediante optimización clásica se obtiene un precio teó-
rico que corresponde al valor del producto marginal del
agua para un cierto cultivo que deja de establecerse; los
resultados se aplican bajo ciertas hipótesis de dos distri-
tos de riego, obteniéndose que si existirán beneficios de-
rivados de las transacciones de agua. El análisis exclu-
ye la reventa de agua fuera del distrito de riego y para
usos distintos que el agrícola.

Como contrapartida al marco teórico sobre la operación
de un mercado de agua simple, es decir, el que se lleva
a cabo en un sistema de riego aislado, se presentan las
experiencias del funcionamiento de un banco de agua en
un sistema interconectado de dos distritos de riego. El
banco de agua opera, conserva y administra pozos pro-
fundos y plantas de bombeo oficiales con la aportación
económica de los usuarios. La principal ventaja de este
banco de agua es que al participar todos los usuarios con
una cuota por hectárea o por millar de metros cúbicos se
reducen los costos de operación y mantenimiento y se
asegura una mejor explotación de los recursos hídricos
subterráneos”

Otro tema importante que merece ser analizado, lo repre-
senta el tema de la organización y reglamentación de las
unidades de riego para el desarrollo rural, mismas que ac-
tualmente en su gran mayoría, no están organizadas, no
cuentan con título de concesión de agua, no están confor-
madas como personas morales ni tienen reglamento de
operación.

Técnicos especialistas han definido algunos criterios que
creemos es necesario tomar en consideración:

Se propone la organización de las unidades de riego con un
esquema similar al de los distritos de riego, con la consti-
tución de cada unidad en una asociación civil y la integra-
ción de un grupo de asociaciones en una sociedad de res-
ponsabilidad limitada.

Adoptar el esquema organizativo de la primera y propone
una adaptación del reglamento de los distritos de riego
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para elaborar los correspondientes a las unidades de riego.

Será necesario compartir las líneas de organización y re-
glamentación de las dos contribuciones anteriores, pero en-
fatizando la necesidad de continuar con una alta producti-
vidad e incluso promover la agricultura de tipo
empresarial.

En fin son bastantes los criterios a discutir, pero se hace
esencialmente necesario establecer las consideraciones de
esta propuesta para encontrar nuevos mecanismos de ope-
ración en materia hidroagrícola.

En tal virtud y con fundamento en el artículo 58 Y 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presento a esta sobe-
ranía el siguiente

Punto de Acuerdo:

Unico.- Se exhorta a la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, para crear el
Centro de Apoyo Técnico y Financiero con el fin de pro-
ducir más con menos agua, sobre todo en cuencas o acuí-
feros sobre explotados.

Las funciones de este Centro, serán las de asesorar o emi-
tir guías sobre las técnicas de cultivo y riego, así como las
condiciones del mercado para la comercialización de sus
productos y presentación además de pronósticos climatoló-
gicos regionales.

Dip. Quintín Vázquez García (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Agricultura y
Ganadería.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a los órganos ejecutivo y legislativo del Distrito Fede-
ral a tomar las medidas necesarias a fin de declarar área
de valor ambiental de la ciudad el bosque de San Juan de
Aragón e invertir los recursos requeridos para la ejecu-
ción de un programa integral de rehabilitación del mismo
bosque, a cargo del diputado Jorge Triana Tena, del gru-
po parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Jorge Triana Tena, integrante del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, con fun-
damento en los artículos 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta sobera-
nía la presente proposición con punto de acuerdo, confor-
me a los siguientes

Antecedentes

El Bosque de San Juan de Aragón se sitúa  al norte del Dis-
trito Federal en la delegación Gustavo A. Madero; limita al
norte por las avenidas Cuatrocientos doce y Quinientos
diez, al poniente por la avenida José Loreto Fabela y ave-
nida Quinientos ocho, al sur-oriente por la avenida Seis-
cientos ocho. Está a una altitud promedio de dos mil dos-
cientos cuarenta metros sobre el nivel del mar y cuenta con
una extensión territorial de ciento sesenta y dos hectáreas
(de las cuales, setenta por ciento son áreas verdes).

El veintidós de febrero de mil novecientos sesenta y dos se
publicó en el Diario Oficial el decreto por el cual se expro-
piaron ochocientas ochenta y cinco hectáreas al ejido de
San Juan de Aragón a favor del Departamento del Distrito
Federal, mismas que se destinarían a la construcción de
aproximadamente nueve mil novecientas treinta y siete vi-
viendas económicas en siete unidades habitacionales, así
como un campo deportivo, conformado por áreas verdes,
lagos artificiales y un zoológico que abastecieran de zonas
de esparcimiento a las colonias ya establecidas y a los ha-
bitantes de las unidades habitacionales en construcción.

Posteriormente se consideró la extensión territorial del
Bosque para crear un parque de diversiones que, según de-
creto de mil novecientos sesenta y tres emitido por el De-
partamento del Distrito Federal, fue de doscientas setenta y
ocho hectáreas, que al incluir la superficie del zoológico la
extensión del Bosque daba un total aproximado de dos-
cientas noventa hectáreas.

Bajo este marco, el Presidente Adolfo López Mateos inau-
guró el veinte de noviembre de mil novecientos sesenta y
cuatro el Bosque y el Zoológico de San Juan de Aragón,
bajo la premisa de que la zona noreste de la Ciudad de Mé-
xico requería de una área verde que tuviera la función de
mejorar el ambiente al consagrarse como un “pulmón” y el
de fungir como una zona recreativa orientada a la pobla-
ción de bajos recursos que se localizaba en las zonas ale-
dañas. 
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En mil novecientos sesenta y cinco se llevó a cabo la cons-
trucción de cabañas en las cuales se podían realizar días de
campo.

El veintiocho de enero de mil novecientos setenta y dos fue
inaugurado por el jefe del Departamento del Distrito Fede-
ral, Lic. Octavio Sentíes Gómez y Mario Moreno “Cantin-
flas” un teatro al aire libre en el cual se ofrecían obras de
teatro, eventos musicales, entre otros.

El veintitrés de diciembre del mismo año fue inaugurado el
Centro de Convivencia Infantil (CCI) “Sara Pérez de Ma-
dero”, cuyo objetivo principal era el desarrollo de diferen-
tes aptitudes en el infante, así como la oportunidad de
brindarles un servicio de calidad a los niños que vivían en
la zona noreste de la ciudad de México. A la par del CCI,
se construyeron instalaciones dedicadas a las actividades
recreativas y deportivas, como fue el caso del Acuario,
Delfinario y Balneario Público inaugurado en noviembre
de 1974.

El dieciocho de agosto de mil novecientos setenta y tres se
abrió un lienzo charro “Carlos Rincón Gallardo”, fundado
por Javier Maicot y Adolfo Desentis como parte de una
concesión a particulares, situado en la parte oriental del
Bosque.

Sin embargo, hoy en día este importante pulmón del norte
de la ciudad, se encuentra absolutamente deteriorado, su
condición es distante de la magnanimidad que guardó dé-
cadas atrás. El bosque ha sido abandonado por las autori -
dades, quienes no han tenido la capacidad de atender las
necesidades del parque y, de continuar este ritmo de dete-
rioro, cada vez será más difícil, más tardada y más costosa
su recuperación.

Enuncio algunos ejemplos del lamentable estado que guar-
da este bosque:

- El Balneario, de mas de cincuenta y seis mil metros
cuadrados, permanece cerrado;

- La vigilancia es inexistente. Las casetas de vigilancia
no funcionan y éstas se encuentran tomadas por la de-
lincuencia;

- La ciclopista sencillamente ya no existe. No son mas
que zonas encharcadas o perdidas sobre tierra;

- El equipamiento está deshecho. Las bancas no son mas
que unos tubos clavados que sujetan un pedazo de ma-
dera echado a perder;

- El área de mesas y bancas, que hasta hace algunos
años era utilizado para que los niños dibujaran y reali-
zaran juegos de mesa, hoy está lleno de basura, sin pas-
to alrededor, grafiteado y con un gran charco. Es pues
una zona abandonada;

- En lo que corresponde a las áreas verdes, éstas se en-
cuentran llenas de basura, inundadas en varias partes
debido a que la red de riego carece de mantenimiento,
provocando un gran desperdicio de agua y generando
lodo en varias zonas;

- Han sido talados una buena cantidad de árboles debi-
do –según información de la página de Internet de la se-
cretaría– al alto nivel de mortandad de los árboles de eu-
calipto en el bosque y que constituían ya un riesgo; esto
no tendría ningún inconveniente si no es porque, evi-
dentemente, no se han sembrado nuevos, por lo que el
bosque cuenta hoy con muchos menos árboles que has-
ta hace algunos años. Al mismo tiempo, hay otros árbo-
les que se encuentran muy inclinados y que con una
fuerte lluvia o viento podrían derribarse, por lo que
constituyen también un riesgo para los usuarios;

- El lago del bosque está muy sucio y evidentemente
fuera de control. Hay zonas en las que el lago ha inun-
dado áreas peatonales y esto podría provocar, a media-
no plazo, grietas en muchas zonas del bosque.

En una ciudad tan grande como la nuestra y cuyo creci-
miento es producto de la anarquía y de la falta de progra-
mas de desarrollo urbano a largo plazo, la existencia de
áreas verdes es requisito indispensable para la convivencia
armónica de los habitantes. 

El Bosque de Aragón requiere urgentemente de atención
gubernamental para su rescate, no solo por la cantidad de
usuarios que a diario recibe, sino por la necesidad de con-
servar áreas verdes para el beneficio del medio ambiente y
de la calidad de vida de los habitantes de esta zona de la
ciudad.

Es por demás preocupante que ésta, como muchas otras áre-
as verdes de la ciudad, continúe sin el mantenimiento ade-
cuado porque este gobierno del DF no se ha caracterizado
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por invertir en el mejoramiento del medio ambiente; y si
hoy, que la inversión para el rescate del Bosque de Aragón
no significa un gasto excesivo para el GDF, no están dis-
puestos a mejorar las condiciones del bosque, tal vez ma-
ñana, que el deterioro sea mucho mayor, será imposible
que lo realicen.

Indudablemente urge un programa integral de rescate del
Bosque de Aragón para que esta importante área verde si-
ga siendo un lugar para el sano esparcimiento y ya no mas
una deprimente área apoderada por la delincuencia.

Por otra parte, el dos de diciembre de dos mil tres, fue pu-
blicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el “Decre-
to por el que se declara como área de valor ambiental del
Distrito Federal al bosque de Chapultepec” con el objeto de
establecer un régimen tendiente a la conservación, restau-
ración y rehabilitación de los recursos naturales que pro-
porcionan servicios ambientales al área metropolitana de la
Ciudad de México, entre los que destacan la regulación de
la temperatura y de la humedad, el control del ruido, la re-
carga de mantos acuíferos, la captura de los contaminantes
atmosféricos y la conservación de valores escénicos y pai-
sajísticos; aunado a la preservación del valor histórico, cul-
tural, turístico y recreativo de la zona.

Este Decreto, ha traído como consecuencia la aplicación de
un plan integral para el rescate del bosque, el cual se enfo-
ca al análisis de áreas y usos del suelo actual, número de
visitantes y polos de atracción, concentración – dispersión,
comercio informal, estacionamientos, evolución y paisaje,
referencias históricas y un análisis ambiental completo. El
plan maestro ha sido basado en las siguientes líneas de ac-
ción: vialidad y estacionamientos, acciones prioritarias por
zonas, nueva estructura peatonal, mejoramiento integral de
servicios, infraestructura, mobiliario urbano y señaliza-
ción.

En gran medida, el éxito de este plan ha sido el involucrar
a los ciudadanos en el rescate del bosque, quienes han
aportado recursos materiales y financieros para éxito de es-
te plan. Hoy Chapultepec se encuentra cerrado, y abrirá sus
puertas hasta 2005, pero para entonces será un lugar en me-
jores condiciones.

Si el decreto en comento ha sido parte sustancial para el
mejoramiento del Bosque de Chapultepec, bien debe valo-
rarse la posibilidad de hacer lo propio con el Bosque de
San Juan de Aragón, además de destinarle los recursos que

sean necesarios –tanto públicos como privados– para llevar
a buen puerto su rescate.

Los órganos ejecutivo y legislativo del Distrito Federal, de-
ben velar por el mejoramiento en la calidad de vida de sus
ciudadanos; por eso deben priorizar en la aplicación de me-
didas, en el Bosque de San Juan de Aragón, tendientes a la
conservación de sus ecosistemas, restauración ecológica,
mantenimiento de áreas verdes, espacios abiertos e infraes-
tructura y actividades de recreación y esparcimiento.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con 

Punto de Acuerdo

Primero. Se solicita al jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral publicar en la Gaceta Oficial un decreto por el que se
declare como área de valor ambiental del Distrito Federal
al Bosque de San Juan de Aragón.

Segundo. Se solicita a la Asamblea Legislativa del Distri-
to Federal contemple en el Presupuesto de Egresos del Dis-
trito Federal para el Ejercicio Fiscal del año 2005 los re-
cursos necesarios para la ejecución de un programa integral
de rescate y rehabilitación del Bosque de San Juan de Ara-
gón.

Finalmente, y con fundamento en lo establecido en los ar-
tículos 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
solicito a esta soberanía sea puesto a discusión inmediata-
mente esta proposición con punto de acuerdo por conside-
rarse de urgente resolución.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión de
los Estados Unidos Mexicanos, a los nueve días del mes de
diciembre de dos mil cuatro.

Dip. Jorge Triana Tena (rúbrica).»

La Presidencia la turna a las Comisiones Unidas de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, y del Distrito Fe-
deral.
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«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que la Co-
misión de Investigación sobre el Instituto para la Protec-
ción al Ahorro Bancario presente un informe respecto a
los resultados de su programa de trabajo, a cargo de la di-
putada María Angélica Díaz del Campo, del grupo parla-
mentario del PRD

La que suscribe, Angélica Díaz del Campo, diputada fede-
ral en la LIX Legislatura e integrante del grupo parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 58 y 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la conside-
ración de ésta soberanía la proposición con punto de acuer-
do para que la Comisión de Investigación sobre el Instituto
para la Protección al Ahorro Bancario presente un informe
sobre los resultados obtenidos derivado de su programa de
trabajo en razón de los siguientes:

Antecedentes

1. Que con fecha de 18 de marzo de 2004 el Pleno de la Cá-
mara de Diputados aprobó el acuerdo emitido por la Junta
de Coordinación Política para constituir la Comisión de In-
vestigación sobre el Instituto para la Protección al Ahorro
Bancario.

2. Que el 22 de abril del 2004 quedó formalmente instala-
da y en funciones la Comisión.

Consideraciones

1. La proposición tiene por objeto exhortar respetuosamen-
te a la Comisión de Investigación del Instituto para la Pro-
tección al Ahorro Bancario a rendir un informe sobre los
resultados obtenidos a fin de dar cumplimiento con el pro-
grama de trabajo aprobado el 22 de abril del 2004.

2. El informe anual 2003 del Instituto para la Protección al
Ahorro Bancario refiere diversas averiguaciones previas,
denuncias penales por faltantes de capital, por lo que es de
carácter urgente que el Presidente de la Comisión Investi-
gadora dé a conocer las conclusiones de dicha Comisión,
así como los resultados a la fecha de este Instituto, respec-
to de la administración de pasivos y refinanciamiento, apo-
yos y saneamiento de instituciones financieras y desincor-
poración y recuperación de activos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado atentamente
pido se sirva:

Único. Se solicite a la Comisión de Investigación del Ins-
tituto para la Protección al Ahorro Bancario que emita un
informe respecto de los trabajos realizados, en virtud de
que han trascurrido ocho meses desde su constitución y to-
mando en cuenta que uno de sus objetivos es investigar e
informar periódicamente al Pleno de la Cámara de Diputa-
dos sobre el avance de su programa de trabajo para dar
cumplimiento a las funciones que le fueron encomendadas.

Salón de Sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
los nueve días del mes de diciembre de 2004.— Dip.  An-
gélica Díaz del Campo (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a la Secretaría de Gobernación a intervenir ante el go-
bierno del estado de Chiapas para que detenga la obra del
Centro de Readaptación Social en la ciudad de Motozin-
tla de Mendoza, a cargo del diputado Belizario Iram He-
rrera Solís, del grupo parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado federal Belizario Iram Herrera
Solís, integrante del grupo parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional de la LIX Legislatura, con funda-
mento en la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos y en el artículo 58 del
Reglamento Interior, someto a la consideración de esta ho-
norable asamblea, la proposición con punto de acuerdo pa-
ra exhortar a la Secretaría de Gobernación intervenga ante
el Gobierno del estado de Chiapas, para que detenga la
obra del Centro de Readaptación Social en la ciudad de
Motozintla de Mendoza en Chiapas, bajo las consideracio-
nes siguientes

Consideraciones

Un Gobierno emanado de un proceso democrático busca la
gobernabilidad con sus gobernados a través de la comuni-
cación y de los consensos con la ciudadanía y no con la im-
posición, la paz social se construye y se alcanza por medio
de acciones de buen gobierno y sobre todo escuchando al
pueblo, es el caso que con mucho respeto expongo a ésta
soberanía.
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La ciudad de Motozintla de Mendoza con 30 mil habitan-
tes, enclavada en la Sierra Madre del Sur, tiene una topo-
grafía accidentada por su propia naturaleza, ciudad cons-
truida entre cerros, su zona urbana ha padecido en la
temporada de lluvias por las escurrideras que buscan su
cauce, es el caso del lugar en donde están construyendo és-
te Cereso, en el lecho del cauce de un río seco que en 1998
fue la principal vertiente que dejará a la ciudad dividida,
dejando a los pobladores en estado de emergencia, con pa-
decimientos de penuria, que a la fecha muchos de ellos no
se reponen de éste fenómeno.

Esta situación de la obra del Cereso, que lejos de beneficiar
a la comunidad la tiene en constante zozobra sobre todo a
los avecindados, en virtud de que cuando se le preguntó al
actual presidente municipal si habían las condiciones para
el desarrollo de la obra, su respuesta fue en el sentido de
existir éstas, mentira plena, primero, porque existía como
lo sigue existiendo colonia de pobladores de escasos recur-
sos económicos, si esa era la condición estuvo en lo cierto;
pero también esos ciudadanos tienen derechos que hoy se
encuentran vulnerados, porque nunca se les hizo caso en
sus comunicaciones enviadas a las distintas instancias de
gobierno expresando su inconformidad, sin que a la fecha
exista autoridad que se haga responsable de los daños oca-
sionados y los que se les ocasionen en lo futuro por las in-
clemencias de las lluvias o de las molestias, animadversio-
nes que generan ese tipo de dependencias sobre todo
cuando están vecinas o sea dentro de la sociedad urbana
como es el caso.

Recordemos que el supuesto beneficio, podría convertirse
en el futuro en caos fatal por las condiciones del terreno en
el que se construye, aunado al menosprecio por parte de las
autoridades hacia la sociedad vecina como tercera perjudi-
cada, la que padece y ha padecido problemas sociales en
los recientes años, precisamente por falta de vías de comu-
nicación con sus autoridades.

El barrio avasallado por la obra, es de gente humilde que
mereció haber sido escuchada para llevar a cabo ésta cons-
trucción, pero que nunca se les tomo en cuenta, es por ello,
que solicito a ésta honorable asamblea su consideración pa-
ra con la comunidad más desposeída de la cabecera muni-
cipal referida, desprovista y sin la oportunidad de ser escu-
chada por las autoridades implicadas en el asunto de la
ciudad de Motozintla, quien en lugar de causarles un bene-
ficio les construye un perjuicio a futuro, no solo por su si-
tuación de indigencia sino por una situación de constante
pendiente por las lluvias o por lo que se genere o despren-

da de las actuaciones de éste tipo de dependencias de co-
rrección.

Lo que se debería de tomar en cuenta para la construcción
de un Centro de Readaptación Social, es sobre todo que és-
ta obra se encuentre aislada de la zona urbana, para gene-
rar un clima de seguridad para la readaptación y desde lue-
go evitar el involucramiento de los avecindados en
esquemas que generan un clima más que de respeto un cli -
ma de constante zozobra por situaciones obvias de perma-
nencia o de complicidades que a su vez construyen escena-
rios de poca certidumbre de paz social en aspectos de
constante tensión social.

Si la necesidad de la obra en comento es apremiante, sería
necesario ubicar un terreno que diera certidumbre, genera-
ra un estado de paz a la población, permitiera la existencia
de condiciones sobre todo de seguridad y de bienestar a la
sociedad; de estas consideraciones, emerge la necesidad de
la ciudadanía perjudicada con ésta obra, para que se le re-
quiera a la dependencia señalada para su intervención, por
lo que someto a la deliberación de esta Honorable Asam-
blea el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero.- Se exhorta a la Secretaría de Gobernación para
que intervenga ante el Gobierno del estado de Chiapas, pa-
ra que suspenda la construcción del Centro de Readapta-
ción Social en la ciudad de Motozintla de Mendoza en
Chiapas, en los terrenos del río seco de ésta ciudad.

Dip. Belizario Iram Herrera Solís (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Gobernación.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta al secretario de Gobernación a reforzar, a través del
Instituto Nacional de Migración y de la Coordinación In-
tersecretarial que vigila el Programa Paisano, la supervi-
sión del funcionamiento de dicho programa en las fiestas
de fin de año, a cargo del diputado José Julián Sacra-
mento Garza, del grupo parlamentario del PAN

Con fundamento en los artículos 58, 59 y 60 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, José Julián Sacramento

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 9 de diciembre de 2004269



Garza en mi calidad de diputado federal en la LIX Legisla-
tura, en nombre de los diputados del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional, me permito presentar la si-
guiente proposición con punto de acuerdo bajo carácter de
urgente y obvia resolución, para exhortar al Instituto Na-
cional de Migración para que a través de la Coordinación
Intersecretarial que vigila el Programa Paisano, incremen-
te la vigilancia del funcionamiento del programa en estas
fiestas de fin de año, a partir de las siguientes

Consideraciones

La migración es uno de los grandes fenómenos globales de
nuestros tiempos. Hoy en día, ningún país o región del
mundo queda exenta a la dinámica de las migraciones o a
mantenerse alejado de sus efectos.

La migración propicia que México sea un país especial,
principalmente porqué reúne las tres características que de-
finen este fenómeno: origen, tránsito y destino de los mi-
grantes.

Entre los meses de noviembre a enero de cada año, el Ins-
tituto Nacional de Migración estima que llegan a nuestro
país cerca de un millón de connacionales provenientes de
los Estados Unidos, para disfrutar con sus familiares las
fiestas decembrinas. Se calcula que en esta época del año,
los paisanos dejan una derrama económica de alrededor de
2 mil 500 millones de dólares. Contribuyendo en cierta for-
ma al desarrollo económico de su región de origen.

Así por ejemplo, el Instituto Nacional de Migración estima
que ingresaron al país más de 2 millones 800 mil conna-
cionales, de los cuales un millón lo hizo en los meses de
octubre a diciembre de 2003, cuando tradicionalmente se
reúnen con sus familiares. Y en consideración a ello, al lar-
go tramo que recorren, así como la afluencia durante estas
épocas, es que el Programa Paisano debe reforzarse.

Como sabemos, el objetivo del Programa es garantizar a
los connacionales que radican en los Estados Unidos que
ingresan, transitan y regresan del país, lo realicen con ab-
soluta garantía de sus derechos fundamentales, y que se
superen las practicas viciadas de corrupción y maltrato ha-
cia ellos que desafortunadamente aún no se han podido
erradicar en México. No obstante, la extorsión y chantaje
hacia nuestros connacionales que ingresan a México por
nefastos servidores públicos, no siempre se encuentra
exento.

Sabemos y reconocemos el esfuerzo y logros alcanzados a
este respecto por el gobierno federal, lo que ha provocado
una disminución respecto a las quejas y denuncias presen-
tadas por los paisanos.

En el operativo de invierno del Programa Paisano 2003-
2004 se efectuó la instalación de 113 módulos de orienta-
ción y recepción de quejas y denuncias a lo largo del terri-
torio nacional, y permitió atender a más de 327 mil
paisanos en puentes y aeropuertos internacionales, casetas
de peaje y centrales de autobuses, ubicados en 91 ciudades
de 29 entidades federativas. Así, la atención y cobertura a
favor de nuestros paisanos fue mayor con respecto al ope-
rativo 2002-2003.

Por otro lado, según encuesta realizada por el Colegio de la
Frontera Norte sobre satisfacción del servicio otorgado por
el Programa Paisano, el 99.5% de los connacionales entre-
vistados declaró estar satisfecho de la atención que recibió,
1.5% más que en el 2002. El 96.7% opinó que la informa-
ción proporcionada con anterioridad, agilizó su ingreso al
país.

Lo anterior sin embargo, no debe significar un desisti -
miento o falta de atención, pues sabemos que las extorsio-
nes por parte de algún servidor público aún se siguen pre-
sentando, además, del hecho que las circunstancias se
modifican año tras año.

Como legisladores federales, en cumplimiento de nuestra
misión y función, debemos generar confianza entre los pai-
sanos que regresan año con año a nuestro país, para que lo
sigan haciendo posteriormente, con la plena confianza que
serán bien tratados y sus derechos fundamentales están
protegidos.

Sigamos promoviendo el regreso de nuestros paisanos no
solamente en esta época, si no durante todo el año.

Con base en las consideraciones expuestas, los diputados
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, so-
metemos a esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único.- Se exhorta al titular de la Secretaría de Goberna-
ción para que a través del Instituto Nacional de Migración
y la Coordinación Intersecretarial que vigila al Programa
Paisano, se refuerce la vigilancia del funcionamiento de di-
cho Programa en estas fiestas de fin de año.
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Palacio Legislativo, 9 de diciembre de 2004.— Dip. José
Julián Sacramento Garza (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Gobernación.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a la Auditoría Superior de la Federación a proponer,
con fundamento en el Título Tercero de la Ley de Fisca-
lización Superior de la Federación, un mecanismo de co-
ordinación con el Congreso de Chiapas para verificar la
aplicación correcta de los recursos recibidos por los mu-
nicipios de Tuxtla Gutiérrez, Tapilula, Ixtapa, Chiapa de
Corzo y Palenque, a cargo del diputado Roberto Aquiles
Aguilar Hernández, del grupo parlamentario del PRI

María Elena Orantes López, Roberto Aquiles Aguilar Her-
nández y Jorge Baldemar Utrilla Robles, diputados de la
LIX Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrantes
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, con fundamento en los artículos 58 y 60 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, ocurrimos a presentar
proposición con punto de acuerdo, de conformidad con la
siguiente

Exposición de Motivos

Pese al avance democrático, la apertura de la información
y la mayor transparencia en el ejercicio de la función pú-
blica, en el país siguen presentándose irregularidades y ca-
sos de corrupción que, en muchas ocasiones, no son debi-
damente investigados y sancionados.

Uno de los mecanismos que permiten el desarrollo de la
democracia es la rendición de cuentas y ésta se traduce en
la obligación que tienen los que ejercen el poder público de
responsabilizarse de su labor, de cometerse a evaluaciones
de su desempeño y de dar a conocer los resultados de esa
evaluación.

Una sociedad será más democrática en la medida en que se
evite el conflicto entre la búsqueda del interés personal y el
interés colectivo.

Además, la rendición de cuentas y el combate de la co-
rrupción se han convertido en los signos de los últimos

años. Desde muchos ámbitos de la vida nacional se de-
manda día con día su ejercicio y pleno respeto.

Por lo mismo, como legisladores de la República tenemos
la obligación de exigir a las autoridades sujeción irrestric-
ta a esa demanda.

En este sentido, a los legisladores chiapanecos, nos intere-
sa conocer a fondo el estado que guarda, el uso de recursos
públicos federales en los municipios de Tuxtla Gutiérrez,
Tapilula, Ixtapa, Chiapa de Corzo y Palenque.

No es concebible, pues, la constitución de un estado demo-
crático de derecho, si no descansa en la existencia de con-
troles, de forma tal que el equilibrio de poderes que carac-
terizan al Estado democrático se asienten, no sólo en una
compleja trama de limitaciones que singulariza a dicha for-
ma política, sino en la existencia de diversos controles a
través de los cuales esas limitaciones se hacen efectivas.

En ese sentido, limitación y control se presentan como dos
términos inseparables en cuanto que el segundo garantiza
la actualidad del primero. Por consiguiente, cuando nos re-
ferimos al poder limitado hablamos, también de poder con-
trolado.

El Congreso, concebido como la encarnación de la sobera-
nía nacional, encauzamiento de la voz popular y sustento
del sistema democrático, ocupa un espacio central en el sis-
tema político constitucional, sistema que lo individualiza
como el único órgano representativo de la voluntad nacio-
nal, y que como tal, a él se deposita la facultad superviso-
ra de la política gubernamental, tal y como hasta ahora lo
ha venido haciendo uno de sus órganos en esta Cámara de
Diputados, me refiero a la Auditoría Superior de la Fede-
ración.

Pero la fiscalización de la política gubernamental, alcanza
otras esferas, sin limitarse específicamente a las de carác-
ter federal. Así, también están supeditados a la fiscaliza-
ción los Estados y municipios cuando estos ejerzan recur-
sos federales autorizados por esta soberanía, cuya
ejecución o participación requerirán ser aclarados para que
a la Nación no se le prive del Derecho de conocer el ade-
cuado o inadecuado funcionamiento de las políticas públi-
cas.

La inspección y vigilancia, en este sentido, deben ser con-
sideradas una práctica sana para evaluar los alcances obte-
nidos. De no hacerlo, podríamos perder de vista lo que se
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ha hecho e incluso incurrir en retrocesos graves, en detri-
mento de las condiciones sociales de los ciudadanos de
nuestro país.

La veracidad y transparencia en el manejo de los recursos
públicos justifican la investigación y la rendición de cuen-
tas que la sociedad demanda.

Por lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 74 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 58 y 60 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General; y 33, 35, 66 y demás relati-
vos de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación,
los al calce firmantes, diputados federales del honorable
Congreso de la Unión, se permiten presentar ante este ho-
norable Pleno la siguiente proposición de

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Auditoría Superior de la Federación,
para que con fundamento en el Título Tercero de la Ley de
Fiscalización Superior de la Federación, proponemos un
mecanismo de coordinación con el Congreso de Chiapas
para verificar la aplicación correcta de los recursos recibi-
dos por los municipios de Tuxtla Gutiérrez, Tapilula, Ixta-
pa, Chiapa de Corzo y Palenque.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos, a los 9 días del mes de
diciembre de 2004.— Dip. Roberto Aquiles Aguilar Her-
nández (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Vigilancia de
la Auditoría Superior de la Federación.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
al jefe de Gobierno del Distrito Federal informar a este
cuerpo legislativo sobre las razones por las cuales la Se-
cretaría de Salud del Gobierno del Distrito Federal des-
vió recursos públicos para la donación de condones de la
marca Seguretec que fueron reetiquetados y distribuidos
con fines electorales por el Partido de la Revolución De-
mocrática, a cargo del diputado Jorge Triana Tena, del
grupo parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Jorge Triana Tena, integrante del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, con fun-

damento en los artículos 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta Sobe-
ranía la presente proposición con punto de acuerdo, con-
forme a los siguientes

Antecedentes

El quince de noviembre del año en curso los medios de co-
municación dieron a conocer a la opinión pública que mi-
litantes del Partido de la Revolución Democrática distribu-
ían preservativos de los denominados condones marca
Seguretec a personas en distintas partes del Distrito Fede-
ral. Estos preservativos, tenían por un lado una calcomanía
en la que aparece una fotografía de Andrés Manuel López
Obrador, jefe de Gobierno del Distrito Federal, con el de-
do pulgar levantado, en señal de aprobación y con la le-
yenda en la parte superior “protégete contra la reforma al
122”, y en la parte inferior “contra el desafuero, haz valer
tu decisión este 5 de diciembre”; y por el otro lado del pre-
servativo aparece una leyenda impresa desde la fábrica que
dice: “propiedad SSP del DF, prohibida su venta”.

El dieciséis de noviembre del año en curso, el Secretario de
Seguridad Pública ante diversos medios de comunicación
reconoció que la dependencia a su cargo distribuyó entre
los policías preservativos (condones) como parte de una
campaña de prevención contra el VIH-sida, señalando ade-
más que estos preservativos son una aportación de la Se-
cretaría de Salud.

Al respecto, la Secretaría de Salud del Distrito Federal los
días dieciséis y diecisiete de noviembre de dos mil cuatro,
ante diversos medios de comunicación, señaló como justi-
ficación a estos hechos que la diversidad política es un de-
recho similar al de la diversidad sexual y en todos los ca-
sos la prevención es la misma, aclarando que los condones
que reparten militantes del Partido de la Revolución De-
mocrática fueron donados por la Dirección General de Ser-
vicios de Salud Pública local.

Asimismo, la Coordinadora del Programa de Prevención
del VIH-Sida de la Ciudad de México, Carmen Soler, re-
conoció ante los medios de comunicación que los cincuen-
ta mil condones que reparten en las calles militantes del
PRD sí le fueron entregados a dicho instituto político por
la Secretaría de Salud del Distrito Federal.

Pero es un hecho, público y conocido, que en las diferentes
clínicas y centros de salud de la Ciudad de México existe
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desabasto de preservativos, pues la demanda es mayor a la
cantidad que tienen en existencia para los usuarios de los
servicios de salud.

Por eso resulta fundamental que estos hechos sean investi-
gados por la Contraloría General del Distrito Federal y en
el caso se deslinden las responsabilidades que correspon-
dan.

Considerandos

Primero. Que la Secretaría de Salud del Gobierno del Dis-
trito Federal norma su actuación de conformidad con lo
dispuesto por el Artículo 13 Apartado B de la Ley General
de Salud, el cual dispone que corresponde a los Gobiernos
de las Entidades Federativas en materia de salubridad ge-
neral como autoridades locales y dentro de sus respectivas
jurisdicciones territoriales formular y desarrollar progra-
mas locales de salud en el marco de los Sistemas Estatales
de Salud y de acuerdo con los principios y objetivos del
Plan Nacional de Desarrollo, así como vigilar en la esfera
de su competencia el cumplimiento de esta ley y demás
disposiciones aplicables.

Segundo. Que la Ley de Salud para el Distrito Federal, en
su Artículo 6, señala como algunas de las atribuciones del
Gobierno del Distrito Federal en materia de salud, fracción
I, planear, organizar, operar, supervisar y evaluar de la ma-
nera prescrita en la Ley General; B) la prestación de los
servicios de salud, sexual y reproductiva; J) la presentación
de los servicios de educación para la salud; N) la presenta-
ción de los servicios de prevención y control de las enfer-
medades trasmisibles a las que se refiere la Ley General y
de acuerdo con las disposiciones de la misma. Fracción II,
programar, organizar y desarrollar el Sistema de Salud del
Distrito Federal procurando su participación programática
en el Sistema Nacional de Salud, coadyuvando a su conso-
lidación y funcionamiento. Fracción V, formular y desarro-
llar el programa local de salud en el marco del Sistema de
Salud del Distrito Federal y de acuerdo a los principios y
objetivos al Plan Nacional de Desarrollo y del Programa
General de Desarrollo del Distrito Federal. Fracción VI, vi-
gilar el cumplimiento de esta Ley y demás disposiciones
aplicables.

Tercero. Que después de la revisión del marco jurídico que
rige al Distrito Federal, se concluye que no existe disposi-
ción alguna que confiera a la Secretaría de Salud del Go-
bierno del Distrito Federal la facultad de realizar donacio-
nes con fines políticos y personales.

Cuarto. Que independientemente de las sanciones de ín-
dole administrativo y penal que este hecho pudiese impli-
car para los servidores públicos involucrados, la Secretaría
de Salud del Gobierno del Distrito Federal debió satisfacer
los supuestos del artículo 504 del Código Financiero del
Distrito Federal, el cual señala: “Las dependencias, delega-
ciones, órganos desconcentrados y entidades, podrán otor-
gar donativos y ayudas para beneficio social, siempre que
cuenten con suficiencia presupuestal y se cumplan con las
disposiciones legales aplicables. Los donativos deberán ser
autorizados por el titular de la dependencia, delegación y
órgano desconcentrado. Tratándose de entidades, la autori-
zación la otorgará su órgano de gobierno, la facultad para
otorgar la autorización será indelegable. Las dependencias,
delegaciones, órganos desconcentrados y entidades, debe-
rán informar a la contraloría en el ámbito de su respectiva
competencias el monto global y los beneficios de los dona-
tivos otorgados”.

Quinto. Que de una revisión de la apertura programática
del gasto que ejerce la Secretaría de Salud, se advierte que
en ningún caso está previsto que se puedan producir y ela-
borar condones o cualquier otro bien o servicio que al mis-
mo tiempo pueda ser utilizado con fines políticos y perso-
nales o de promoción de la imagen personal de un servidor
público de la administración pública local.

Sexto. Que no se tiene conocimiento a través de qué pro-
grama se dispuso de los recursos públicos, ya que en su ca-
so estos debieron de cargarse al programa 35, si se hubiese
adquirido en el año 2003 y al programa 15 de servicios de
salud, probablemente en las actividades 11, 12 o 13. Sin
embargo, en ningún caso se aprobó que la ejecución de es-
te programa permita el uso de recursos públicos para pro-
mover la imagen personal del Jefe de Gobierno.

Séptimo. Que el Gobierno del Distrito Federal debe infor-
mar:

1. El monto que se aplicó para la adquisición de los cin-
cuenta mil condones que se donaron al PRD;

2. La unidad o unidades administrativas o ejecutoras de
gasto que dispusieron de los recursos para la adquisi-
ción de los cincuenta mil condones que la Secretaría de
Salud donó al Partido de la Revolución Democrática;

3. A qué programa y actividad institucional se registra-
ron las erogaciones para la adquisición de los cincuen-
ta mil condones que le fueron donados al Partido de la
Revolución Democrática; y
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4. Las empresas que se contrataron para la adquisición
de los preservativos, los montos asignados y pagados
por lo mismos.

Octavo. Que existe la presunción fundada de que los ser-
vidores públicos responsables del donativo de los cincuen-
ta mil condones al Partido de la Revolución Democrática,
violentaron los artículos 47 fracciones I, II, III, XXII de la
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi-
cos y 12 fracciones I, VI y XII del Estatuto de Gobierno del
Distrito Federal.

Noveno. Que en términos de lo dispuesto por el artículo 47
fracciones I, II, III y XXII de la Ley Federal de Responsa-
bilidades de Servidores Públicos, los servidores públicos
para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcia-
lidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de
su empleo, cargo o comisión, tienen la obligación de: a)
Cumplir con máxima diligencia el servicio que le sea en-
comendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que
cause suspensión o deficiencia en el servicio o implique
abuso de ejercicio indebido de su empleo, cargo o comi-
sión. b) Ejecutar legalmente los plantes, programas y pre-
supuestos correspondientes a su competencia y cumplir las
leyes y otras normas que determinen el manejo de los re-
cursos económicos públicos. c) Utilizar los recursos que
tengan asignados para el desempeño de su empleo, cargo o
comisión, y de abstenerse de cualquier acto u omisión que
implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica
relacionada con el servicio público.

Décimo. Que de conformidad con lo previsto en el artícu-
lo 12 fracciones I, VI y XII del Estatuto de Gobierno del
Distrito Federal, la actuación gubernativa del Distrito Fe-
deral se debe basar en los principios de legalidad, honra-
dez, eficiencia y eficacia en el desempeño, cargo o comi-
sión del servicio público y en la administración de los
recursos económicos que se disponga el Gobierno del Dis-
trito Federal, así como la juridicidad de los actos de go-
bierno en la programación de su gasto y control de su ejer-
cicio.

Undécimo. Que a la luz del artículo 273 fracciones I y II
del Código Penal para el Distrito Federal, el empleo de re-
cursos públicos para un objeto distinto al que están desti-
nados representa la comisión del delito de peculado. En el
presente cargo imputable a los servidores públicos que au-
torizaron la entrega de los cincuenta mil condones al Parti -
do de la Revolución Democrática.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se solicita al jefe de Gobierno del Distrito Federal
informe a este órgano legislativo las razones por las cuales
la Secretaría de Salud del Gobierno del Distrito Federal
desvió recursos públicos para la donación de condones de
la marca Seguretec, que fueron reetiquetados y distribuidos
por el Partido de la Revolución Democrática con fines
electorales.

Finalmente, y con fundamento en lo establecido en los ar-
tículos 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
solicito a esta soberanía sea puesta a discusión inmediata-
mente esta proposición con punto de acuerdo por conside-
rarse de urgente resolución.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión de
los Estados Unidos Mexicanos, a los nueve días del mes de
diciembre de dos mil cuatro.— Dip. Jorge Triana Tena (rú-
brica).»

La Presidencia la turna a la Comisión del Distrito Fe-
deral.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
a la Junta de Coordinación Política que, en el marco del
convenio suscrito con la UNAM, realice un estudio, pre-
vio al dictamen de la iniciativa de Ley Federal de Juegos
con Apuestas y Sorteos, sobre las repercusiones que la
instalación de casinos tendría entre la sociedad mexica-
na, a cargo de la diputada Nancy Cárdenas Sánchez, del
grupo parlamentario del PRD

La suscrita, integrante del grupo parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática en la LIX Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 58 y 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta so-
beranía la presente proposición con punto de acuerdo, al te-
nor de las siguientes
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Consideraciones

El pasado 25 de agosto, en la H. Comisión Permanente del
Congreso de la Unión se presentó un Punto de Acuerdo,
que convocaba a diversas comisiones de la Cámara de Di-
putados, para que se analizará y en su caso, considerará la
opinión de personalidades y organizaciones, con presencia
en la vida política, económica, social y cultural del país,
previo al dictamen de la iniciativa de la Ley Federal de Jue-
gos con Apuestas y Sorteos y en particular sobre el tema de
casinos.

Lo anterior derivado a que el 19 de agosto, 45 personalida-
des y 7 organizaciones, que participan en la vida política,
económica, social y cultural del país, publicaron un Comu-
nicado dirigido a los Legisladores y a la opinión pública
con el título “Casinos ¿Oportunidad o Error?, donde se ma-
nifiesta la preocupación porque se está discutiendo en la
Cámara de Diputados un Anteproyecto de Ley Federal de
Juegos con Apuestas y Sorteos que busca legislar sobre
casas de apuestas, así como autorizar casinos en nuestro
país.

Asimismo el 25 de noviembre del 2004 se edita una se-
gunda publicación en el mismo sentido pero ahora respal-
dado por 71 de personalidades y 14 asociaciones,  donde
destacan que a nivel internacional algunos países donde an-
teriormente se había considerado al juego como una estra-
tegia económica ahora se esta dando marcha atrás, tal es el
caso de Turquía.

A su vez, en dicho comunicado se establece que existen
graves consecuencias secundarias a partir del inicio de ac-
tividades de los casinos en otros países y expresan la nece-
sidad de contar con mayor y más sólida información para
la realidad mexicana.

Por lo tanto antes de tomar una decisión tan importante, es
necesario que los legisladores contemos con los elementos
suficientes y por ello el estudio que se solicita a la Junta de
Coordinación Política de está H. Cámara de Diputados, de-
be analizar el impacto económico y social que significaría
la instalación de casinos en México y en particular sobre
los aspectos de seguridad pública, lavado de dinero y nar-
cotráfico y sobre los regímenes fiscal y jurídico.

Punto de Acuerdo

Único.- Se solicita a la Junta de Coordinación Política de
la H. Cámara de Diputados, que en el marco del Convenio

establecido con la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico, se promueva la realización de un estudio, sobre los
diversos impactos que tendría la instalación de los casinos
en México, previo al dictamen de la Iniciativa de Ley Fe-
deral de Juegos con Apuestas y Sorteos. 

Este estudio deberá considerar entre otros aspectos, un aná-
lisis sobre el impacto  económico y social que causaría a la
población mexicana la instalación de los casinos en nues-
tro país, así como contemplar aspectos en materia de segu-
ridad pública, lavado de dinero y narcotráfico y en los re-
gímenes fiscal y jurídico.

Dip. Nancy Cárdenas Sánchez (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Junta de Coordinación Po-
lítica.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a la Semarnat a mantener una estricta inspección y vi-
gilancia en los bosques del país en la recta final del año,
a cargo de la diputada Lorena Torres Ramos, del grupo
parlamentario del PAN

La suscrita, diputada federal integrante del grupo parla-
mentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en
el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno interior del
Congreso General de los Estados Unidos mexicanos, so-
mete a consideración de este Honorable Pleno una pro-
puesta con punto de acuerdo para exhortar a la Semarnat a
mantener una estricta inspección y vigilancia en los bos-
ques de nuestro país en esta recta final del año. En virtud
del interés que representan los árboles de navidad naturales
en esta temporada para aquellos grupos de personas que
trafican con este recurso natural para su venta, al tenor de
las siguientes:

Consideraciones

Diversos tipos de bosques cubren más de 55 millones de
hectáreas en México lo que equivale al 28% del total del te-
rritorio nacional. Estos Bosques tienen un alto valor debi-
do a que producen un amplio rango de beneficios para la
sociedad y son determinantes en el bienestar de las comu-
nidades rurales en México.
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Los bosques son comunidades interrelacionadas de orga-
nismos, desde bacterias microscópicas hasta grandes plan-
tas y animales.

Los bosques no son sólo refugio y origen de miles de es-
pecies, sino que también soportan importantes actividades
económicas de las comunidades humanas que viven dentro
y alrededor de ellos.

El hombre depende de los bosques para la obtención de
productos maderables y no maderables, tales como plantas
comestibles, medicinales, fibras resinas, etc. Sin embargo,
los beneficios más grandes que recibimos de los bosques
son lo servicios ambientales, tales como la producción de
agua, la captura de carbono, la regulación del clima y el
mantenimiento de la biodervisidad, servicios aun inapre-
ciados que contribuyen a mantener condiciones de vida fa-
vorables para todos.

La superficie de México está cubierta por diferentes tipos
de bosques, entre los más diversos del mundo, como los de
pino, encino, tropicales secos y húmedos y los bosques me-
sófilos de montaña o nublados, que en su mayoría se dis-
tribuyen a lo largo de la pendiente del Pacífico.

De los diferentes bosques mexicanos, los de pino encino
son los más abundantes, cubriendo 16% del territorio na-
cional.

Por otro lado, México no es solamente origen del 50% de
las especies de pino existentes en el mundo, sino que con-
tiene la extraordinaria cantidad de 135 especies de encino
(comparado con las 87 especies encontradas en los Estados
Unidos y Canadá juntos).

El 80% del área cubierta por los bosques en México perte-
nece y es manejada principalmente por comunidades rura-
les, en su mayoría indígena, el 15% es propiedad privada y
el 5% restante pertenece al Gobierno Federal de los cuales
menos del 4% son considerados áreas protegidas.

Casi 21 millones de hectáreas de bosques mexicanos tienen
potencial para la producción de madera. Siete millones de
hectáreas cuentan con  cuentan con programas de aprove-
chamiento aprobadas por la Semarnat, el Ministerio de Me-
dio Ambiente Mexicano. Sin embargo, solamente 144,000
hectáreas han sido internacionalmente certificadas por su
buen manejo.

Sin embargo, los bosques no sólo son propulsores impor-
tantes de la actividad económica de mercados nacionales e

internacionales. Estos ecosistemas son especialmente críti-
cos para el bienestar del sector rural del país. Para ellos, los
bosques constituyen la fuente principal de sus ingresos
económicos, proveyendo productos de subsistencia como
leña, materiales para construcción y medicinas. Algunos de
estos productos no maderables son comercializados, pero
no han sido incluidos dentro de las estadísticas económi-
cas.

Los bosques mexicanos se pierden actualmente a un ritmo
alarmante. Cada año por tala y quema ilegal entre se pier-
den entre 300,000 a 600,000 hectáreas de árboles. La refo-
restación anual no supera las 120,000 hectáreas.

En este marco, la Secretaría de Medio Ambiente identificó
382 lugares de deforestación crítica por cambio de uso del
suelo, tala ilegal y saqueo de flora y fauna. En algunas zo-
nas, los taladores están claramente coluditos con el crimen
organizado y el narcotráfico.

México, no puede soportar más la destrucción de su am-
biente, especialmente la de sus bosques que amenaza el
desarrollo y la supervivencia del país.

Así, de acuerdo con los razonamientos anteriores y sabe-
dores que la destrucción de nuestros bosques es un Asunto
de Seguridad Nacional, somete a consideración la siguien-
te proposición con

Punto de Acuerdo

Único.- Se exhorta a la Semarnat a mantener una estricta
inspección y vigilancia en los bosques de nuestro país en
esta recta final del año. En virtud del interés que represen-
tan los árboles de navidad naturales en esta temporada pa-
ra aquellos grupos de personas que trafican con este recur-
so natural para su venta. De igual manera los que se
importen, a fin de evitar el ingreso de plagas a nuestro pa-
ís, mismas que pueden causar graves daños a nuestras ma-
sas forestales.

Dado en el Palacio legislativo de San Lázaro, Sede de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos, al día de su presenta-
ción.— Dip. Lorena Torres Ramos (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales.
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«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a la Secretaría de Educación Pública a actualizar, en
el marco de sus atribuciones y responsabilidades, el Re-
glamento de Asociaciones de Padres de Familia median-
te un proceso en el que se respete el derecho de la socie-
dad a expresarse y participar, a cargo del diputado
Guillermo Tamborrel Suárez, del grupo parlamentario
del PAN

El suscrito, Guillermo Tamborrel Suárez, diputado federal
integrante del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional, en uso de las facultades que le otorgan la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta soberanía el siguiente punto de acuerdo.

El objetivo ultimo y trascendente del proceso educativo es
la formación integral de cada persona para desplegar de la
manera más amplia posible sus valores, capacidades, talen-
tos y habilidades. 

Proceso que para alcanzar plenamente su propósito, sobre-
todo cuando se trata de niñas, niños y adolescentes, impli-
ca la tarea conjunta solidaria y subsidiaria del; educando,
sus maestros y sus padres o tutores. De ahí que sea conve-
niente establecer clara y puntualmente las facultades y res-
ponsabilidades de todos los involucrados. Proceso que ade-
más y dada la naturaleza del ser humano no tiene fin y al
que sin discriminaciones de cualquier índole todas y todos
tenemos derecho. 

Sin minimizar la responsabilidad del Estado de atender el
derecho de todo individuo a la educación, tenemos que la
participación de la sociedad en el México de hoy es indis-
pensable. Hoy sería irresponsable por parte de padres o tu-
tores el delegar de manera exclusiva la educación de sus hi -
jos o tutelados al Estado. Las razones de ello son muchas y
muy importantes, por el momento baste señalar que el Es-
tado nunca podrá suplir a los padres o tutores en la forma-
ción integral de nuestros hijos. 

Circunstancia que de alguna manera ya fue recogida por
Legisladores anteriores cuando establecieron en la Ley Ge-
neral de Educación un Capitulo, el VII, referente a la Par-
ticipación Social en la Educación. Participación que ade-
más nos permitirá además construir un cimiento más sólido
sobre el cual edificar la sana relación que debe existir en-
tre los integrantes de una sociedad, en este caso entre el pa-
dre de familia y su comunidad. 

Participación social que entre sus objetivos están los fo-
mentar el que los padres o tutores se involucren responsa-
blemente en el proceso educativo formal de sus hijos o tu-
telados y se fortalezca la relación entre ellos. Participación
que también debe perseguir, entre otros, el objetivo de in-
culcar en padres y educandos el sentido de propiedad y de
respeto para con la escuela en su contexto más amplio. 

Participación que por lo tanto debe ser, tiene que ser; soli-
daria y subsidiaria para alcanzar sus objetivos. Razones por
las cuales tiene que estar claramente regulada. El no tener
una regulación contundente y quizá hasta excesivamente
clara y puntual inhibe la participación de los padres de fa-
milia o tutores en las actividades escolares e inclusive en la
relación educando-maestro-padre de familia que es tan ne-
cesaria. Asimismo abre la posibilidad a la presencia de in-
justicias y lo que también es muy grave; abre la posibilidad
a que se presenten casos de fraude y engaño por parte de
las mesas directivas en perjuicio de la comunidad escolar y
de la reputación de los maestros directores de las escuelas.
Posibilidad real que lamentablemente ya ha sido documen-
tada en múltiples ocasiones como ocurrió en Tamaulipas,
Guanajuato o Sinaloa.

Por ello la participación social en la educación tiene que
ser motivada y apoyada desde diversas perspectivas; la ju-
rídica entre ellas. Es importante que nuestra normatividad
educativa si responda a la realidad del país. 

Por ello nos parece importante que el reglamento de aso-
ciaciones de padres de familia y que fue publicado hace
más de 24 años, el 31 de Marzo de 1980, sea actualizado.
Actualización que deberá contemplar, entre otros aspectos,
lo relativo a; como, cuando y con quien se deberán confor-
mar las asociaciones, sus facultades y sus responsabilida-
des y entre las que deberán incluirse la transparencia en el
manejo de los recursos, los procesos de compras y contra-
taciones y desde luego las acciones y los procedimientos
para la rendición de cuentas pública y periódica.

Por lo anterior ponemos a consideración de esta soberanía
el siguiente

Punto de Acuerdo

Se invita a la Secretaria de Educación Pública a que en el
marco de sus atribuciones y responsabilidades, actualice el
Reglamente de Asociaciones de Padres de Familia median-
te un proceso en el que se respete el derecho de la sociedad
a expresarse y participar.
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Dip. Guillermo Tamborrel Suárez (rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a la Semarnat, al gobierno del estado de Quintana Roo
y al municipio de Benito Juárez a tomar de manera coor-
dinada las medidas pertinentes para solucionar la pro-
blemática de disposición final de residuos sólidos en di-
cha localidad, a cargo del diputado Víctor Manuel
Alcérreca Sánchez, integrante de la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales

Diputado Víctor Manuel Alcérreca Sánchez, a nombre de
los diputados firmantes integrantes de la Comisión de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales de la LIX Legislatura
del H. Congreso de la Unión, con fundamento en los artí -
culos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos de la
Cámara de Diputados en la LIX Legislatura del H. Con-
greso de la Unión, solicitamos se ponga a consideración de
esta asamblea la siguiente proposición con punto de acuer-
do de urgente y obvia resolución con apoyo en los siguien-
tes

Antecedentes

El manejo y disposición adecuada de residuos sólidos mu-
nicipales es uno de los retos más importantes que enfrentan
los gobiernos de casi todo el país.  Este problema de ca-
rácter nacional es quizá el que mayor malestar social oca-
siona debido a que su inadecuado manejo es causa primor-
dial del deterioro de los recursos naturales, del incremento
de la contaminación ambiental y en consecuencia  de la sa-
lud de los seres que en su entorno habitan.

La experiencia ha mostrado que para alcanzar el manejo
adecuado de dichos desechos, es necesaria la participación
conjunta de los tres órdenes de gobierno,  de los grupos in-
dustriales, de los prestadores de servicio, de los comer-
ciantes y de la sociedad en general, de tal forma que los di-
versos actores cuenten con la información que les permita
conocer y entender los problemas desde su generación has-
ta su disposición final.

El propio desarrollo de las ciudades y el incremento en la
demanda de servicios de recolección, tratamiento y dispo-
sición de residuos obligan a contar con sitios adecuados
que no impacten al ambiente y que permitan su confina-
miento confiable.

El ejemplo particular que nos trae hoy a tribuna es el caso
del Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, donde se
ubica la Ciudad de Cancún, que juega un papel de vital im-
portancia debido al gran número de visitantes y turistas que
recibe diariamente y que es el generador mayoritario en
Quintana Roo del ingreso de divisas que por turismo apor-
ta dicho Estado al país (más de 4,000 millones de dólares
este año) y que representa el 40 por ciento del total a nivel
nacional.

El Municipio de Benito Juárez tiene una extensión de
1,664 km2, lo que constituye el 3.27 por ciento del Estado.
Este Municipio ocupa una parte de la planicie de la Penín-
sula de Yucatán en el litoral sobre el Caribe, y presenta cli-
ma cálido subhúmedo, con lluvias en verano y la mayor
parte del sitio se encuentra cubierto por selva mediana sub-
perenifolia.

La actividad principal del Municipio la representa el turis-
mo debido a sus bellas playas y arrecifes que han dado lu-
gar al surgimiento de hoteles, restaurantes, centros comer-
ciales, discotecas, agencias de viajes, arrendamiento de
automóviles, visitas a sitios arqueológicos, deportes acuá-
ticos,  transportes turísticos y de los servicios relacionados,
que se traducen en más de 2.5 millones de visitantes por
año cuya presencia se suma a los casi 700,000 habitantes
del lugar. 

La disposición de residuos sólidos se ha venido realizando
desde hace diez años por medio de una concesionaria que
construyo un relleno sanitario en el Municipio vecino de
Isla Mujeres, después de un convenio entre ambos ayunta-
mientos.   La ubicación del sitio, cuya decisión aun persis-
te, dio lugar a un deterioro de su área de influencia, ha-
biéndolo advertido desde hace 3 años con la necesidad de
su reubicación. 

La oposición a principios de este año por el Ayuntamiento
de Isla Mujeres de continuar recibiendo los  desechos en el
lugar y los adeudos en que ha incurrido Benito Juárez a la
concesionaria, dieron lugar a que se suspendiera el trata-
miento apropiado en el relleno sanitario, a su clausura y fi-
nalmente a la aparición de tres tiraderos a cielo abierto en
Cancún con las consecuencias esperadas.
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En la actualidad como medida temporal y para ganar tiem-
po mientras se implementa una solución a mayor plazo, se
ha construido una micro celda en el interior del relleno sa-
nitario original y establecido un nuevo convenio con Isla
mujeres el cual  vencerá el 31 de diciembre, con la amena-
za de cancelar el recinto a continuación.

Tales circunstancias han generado un desorden y disminu-
ción en las actividades de recolección de basura originan-
do  un caos que las autoridades de Benito Juárez no ha po-
dido resolver, en una Ciudad como Cancún que genera 800
toneladas diarias de basura.  A la fecha todos los intentos
de resolver el problema de fondo han sido infructuosos y
cada vez mas se complican por la situación financiera del
Municipio de Benito Juárez y la falta de coordinación en-
tre los tres ordenes de gobierno para resolver el problema
cuya implantación se estima requiere  al menos de 6 meses
para  llevarse a cabo.

Consideremos que la preocupación cada día es mayor de-
bido al riesgo latente que la inadecuada disposición genera
y de la necesidad de evitar una contingencia ambiental que
provocaría  contaminación de mantos freáticos y de la zo-
na del litoral  que seguramente causaría  inevitable deterio-
ro a la actividad turística.

Conociendo el potencial que representa esta región en lo
económico para el país, mismo que debe materializarse  de
manera sustentable, es importante implementar las accio-
nes necesarias que permitan tener en la región la infraes-
tructura requerida para disponer adecuadamente de los re-
siduos  sólidos municipales, ya que de no tomarse  medidas
pertinentes se estaría en la posibilidad de afectar el des-
arrollo de la región, la calidad de la vida humana, así como
el deterioro de los ecosistemas. 

Por lo anteriormente expuesto, como integrante de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, someto
a su consideración la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único: Se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, al gobierno del estado de Quintana
Roo y al municipio de Benito Juárez a que, en coordina-
ción, tomen las medidas pertinentes para solucionar la pro-
blemática de disposición final de residuos sólidos en dicho
municipio.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos, el día 9 de diciembre de
2004.— (Rúbrica).»

La Presidencia la turna a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales.

————— o —————
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